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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, el señor Ministro Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney y la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Pobrete Bennett, y las señoras Subsecretarias de Hacienda, doña Maria Olivia Recart Herrera y de Agricultura, doña Cecilia Leiva Montenegro.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 74ª y 75ª, ordinarias, en 11 y 12 de diciembre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado respecto del proyecto sobre modificación de  las leyes Nos 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la atención primaria de salud (boletín N° 5.393-11).



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Con el segundo comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas durante la tramitación del proyecto de ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal (boletín Nº 669-01).



--Queda para tabla.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual remite copia del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulado en contra del artículo 5° de la ley N° 18.900.



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre de la Senadora señora Matthei, al cual adhirió el Senador señor Bianchi, relativo a la aplicación, en las comunas que indica, de la ley N° 19.464, que concedió un aumento de remuneraciones al personal no docente de establecimientos educacionales.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, por medio del cual responde un oficio cursado en nombre del Senador señor Prokurica, referido a los problemas de competencia desleal de otros países que afectan a las actividades de extracción de ostiones.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores subrogante, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Espina, sobre los acuerdos adoptados por el Estado de Chile en materia de bandas de precios para el trigo y la harina de trigo.



Del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social, por el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Frei, tocante a la posible pérdida de empleos de oficiales y tripulantes de la Marina Mercante y de embarcaciones de pesca.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Con el primero responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Naranjo, referente a las normas de protección de vecinos afectados por la construcción de grandes edificios en el entorno de sus viviendas.



Con el segundo contesta un oficio cursado en nombre del Senador señor Pérez Varela, acerca de la situación que afecta a los campamentos instalados en la comuna de Lota.



Tres del señor Ministro de Agricultura:



Con el primero da respuesta a un oficio expedido en nombre del Senador señor Horvath, referido a la situación en que se encuentra la estancia Valle Chacabuco, en la Región de Aisén.



Con el segundo responde un oficio enviado en nombre del Senador señor Romero, sobre la emergencia agrícola que afectó a las comunas que indica, de la Región de Valparaíso.



Con el tercero contesta un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, con relación a la caducidad de la exención del pago del impuesto territorial respecto de los predios forestales que señala.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaído en los proyectos, iniciados en las mociones refundidas de los Senadores señores Bianchi, Kuschel, Orpis, Romero, Alvear, Larraín, Novoa, Vásquez, Muñoz Aburto y Sabag, que modifican la Ley de Tránsito y otros cuerpos legales, en materias relativas a límites de velocidad, infracciones gravísimas y carreras ilegales, entre otras (boletines Nos 4.507-15 y 5.088-15, 5.124-15 y 5.144-15, refundidos) (Véase en los Anexos, documento 1).



De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales, con urgencia calificada de “simple” (boletín N° 5.270-14) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Quedan para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, mediante la cual inician un proyecto de reforma constitucional que regula la distribución de las inversiones públicas entre las distintas Regiones del país (boletín N° 5.596-06) (Véase en los Anexos, documento 3).

.



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Ruiz-Esquide, a través de la que inician un proyecto que modifica la ley N° 19.253, en lo relativo a la recuperación, conservación y difusión de las manifestaciones culturales de las etnias indígenas extintas (boletín N° 5.598-06) (Véase en los Anexos, documento 4).

.



--Pasan a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señores Muñoz Aburto y Navarro, con la cual inician un proyecto de reforma constitucional que impone al Presidente de la República la obligación de justificar que el Estado o sus empresas no se dediquen a la exploración, explotación o beneficio de los yacimientos que indican (boletín N° 5.597-08) (Véase en los Anexos, documento 5).

.



Del Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley que establece exigencia para los proyectos eléctricos que se ejecuten en la zona que señala (boletín N° 5.627-08) (Véase en los Anexos, documento 6).

.



--Pasan a la Comisión de Minería y Energía.



Del Senador señor Muñoz Aburto, por medio de la cual inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con el fin de regular las ofertas de bienes y servicios que se realizan telefónicamente (boletín N° 5.599-03) (Véase en los Anexos, documento 7).

.



De los Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, con la que inician un proyecto sobre modificación de  la ley N° 20.009 para determinar la responsabilidad de los titulares de tarjetas de créditos en los casos que indica (boletín N° 5.603-03) (Véase en los Anexos, documento 8).



Del Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en lo relativo a la fijación de los aranceles universitarios (boletín N° 5.620-03) (Véase en los Anexos, documento 9).

.



--Pasan a la Comisión de Economía.



De los Senadores señores Muñoz Aburto y Letelier, por medio de la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, a fin de establecer obligaciones para el empleador de trabajadores que se desempeñan a bordo de naves pesqueras (boletín N° 5.604-13) (Véase en los Anexos, documento 10).

.



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



De los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, con la que inician un proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, para establecer el uso de la firma electrónica en las actuaciones parlamentarias que precisan (boletín N° 5.601-07) (Véase en los Anexos, documento 11).

.



Del Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código Penal, en lo relativo a la determinación de la cuantía de las penas (boletín N° 5.616-07) (Véase en los Anexos, documento 12).

.



Cinco del Senador señor Bianchi:



Con la primera inicia un proyecto de ley que modifica el Código de Procedimiento Penal, atinente al conocimiento de las diligencias efectuadas por un tribunal, en el caso que indica (boletín N° 5.622-07) (Véase en los Anexos, documento 13).

.



Con la segunda inicia un proyecto de ley para regular la celebración del contrato de unión civil y sus consecuencias patrimoniales (boletín N° 5.623-07) (Véase en los Anexos, documento 14).

.



Con la tercera inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.947, de Matrimonio Civil, referente al procedimiento de conciliación en caso de separación o divorcio (boletín N° 5.624-07) (Véase en los Anexos, documento 15).

.



Con la cuarta inicia un proyecto de reforma constitucional para establecer requisito de residencia que señala para ser elegido Senador (boletín N° 5.625-07) (Véase en los Anexos, documento 16).

.



Con la última inicia un proyecto de reforma constitucional para fijar requisito de residencia mínima que indica para ser elegido Diputado (boletín N° 5.626-07) (Véase en los Anexos, documento 17).

.



De los Senadores señores Horvath y Orpis, a través de la que inician un proyecto de acuerdo que modifica el Reglamento del Senado, con el fin de establecer la hoja de vida parlamentaria (boletín N° S 1.035-09) (Véase en los Anexos, documento 18).



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del Senador señor Vásquez, por intermedio de la cual inicia un proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales, con el fin de regular el nombramiento de árbitros (boletín N° 5.606-07) (Véase en los Anexos, documento 19).

.



Del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Procesal Penal, en cuanto a la suspensión condicional del procedimiento (boletín N° 5.619-07) (Véase en los Anexos, documento 20).

.



Del Senador señor Horvath, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales, en lo atinente al trámite de consulta al tribunal superior, en los procedimientos que señala (boletín N° 5.629-07) (Véase en los Anexos, documento 21).

.



--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y se manda poner los proyectos en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



Dos del Senador señor Navarro:



Con la primera inicia un proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, para prohibir el estacionamiento en calles y avenidas altamente congestionadas (boletín N° 5.615-15) (Véase en los Anexos, documento 22).

.



Con la segunda inicia un proyecto que enmienda la ley N° 18.290, en lo relativo al cambio de señales de tránsito en los casos que precisa (boletín N° 5.617-15) (Véase en los Anexos, documento 23).

.



--Pasan a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



Del Senador señor Muñoz Aburto, con la que inicia un proyecto que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que dice relación al uso de Internet en la difusión del plan regulador comunal y sus modificaciones (boletín N° 5.602-14) (Véase en los Anexos, documento 24).

.



--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



Del Senador señor Navarro, mediante la cual inicia un proyecto que modifica la ley N° 19.300, en cuanto a los cambios de proyectos sometidos a un estudio de impacto ambiental (boletín N° 5.618-12) (Véase en los Anexos, documento 25).

.



--Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Del Senador señor Navarro, por medio de la cual inicia un proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, para sancionar la caza de ballenas en las zonas que señala (boletín N° 5.621-03) (Véase en los Anexos, documento 26).

.



Del Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley para declarar monumento natural a los cetáceos que da a conocer (boletín N° 5.628-03) (Véase en los Anexos, documento 27).

.



--Pasan a la Comisión de Pesca y Acuicultura.



Del Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto que modifica la Ley de Control de Armas, a fin de entregar al Estado la facultad exclusiva y excluyente de fabricar, armar, importar, exportar o tener armas de fuego (boletín N° 5.605-02) (Véase en los Anexos, documento 28).

.



--Pasa a la Comisión de Defensa Nacional.

Declaraciones de Inadmisibilidad



Moción del Senador señor Navarro, con la que inicia un proyecto de ley relativo al procedimiento de concesión de bienes municipales.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política de la República. 



Moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Escalona, por medio de la cual inician un proyecto de ley con el fin de establecer un feriado legal de 20 días para los trabajadores de la provincia de Palena y las Regiones de Aisén, y de Magallanes y Antártica Chilena.



Moción del Senador señor Navarro, por la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, con el fin de conceder un beneficio económico a los trabajadores que precisa. 



--Se declaran inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 4 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 



Moción de los Senadores señores Orpis, Cantero y Gómez, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la integración del Consejo Nacional de Pesca.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Los Comités han propuesto tratar, como si fueran de Fácil Despacho, en primer lugar de la tabla el proyecto que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales, y luego el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las discrepancias surgidas a raíz del debate del proyecto sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal.



Si le parece a la Sala, así se procederá.



--Se acuerda.

)----------(

El señor ESCALONA.- ¿Me permite plantear una cuestión reglamentaria, señor Presidente?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, hace algún tiempo, en el mes de julio, si no me equivoco, la Sala acordó archivar el proyecto sobre modificación de  la ley Nº 19.223, que tipifica figuras penales relativas a la informática, presentado por Diputados de todas las bancadas en el período 2002-2006, entre los cuales estaba el Senador que habla, y que fue aprobado por la Cámara Baja.



Pido que dicho proyecto se desarchive, de manera de ponerlo nuevamente en tabla.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a lo solicitado.



--Se accede.

FIJACIÓN DE SEMANAS REGIONALES PARA 2008

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- 
Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los Comités, en sesión de la semana pasada, tomaron un acuerdo ad referéndum relativo a las semanas regionales del año próximo.



Dije “ad referéndum” porque, al mismo tiempo, se solicitó que sobre el particular se informara a la Honorable Cámara de Diputados, la que respondió comunicando que había aprobado como semanas distritales las mismas que el Senado fijó como regionales en las fechas que se indican a continuación, materia sobre la cual se distribuirá la circular correspondiente: marzo, desde el lunes 24 al viernes 28; abril, desde el lunes 21 al viernes 25; mayo, desde el lunes 26 al viernes 30; junio, desde el lunes 23 al viernes 27; julio, desde el lunes 21 al viernes 25; agosto, desde el lunes 25 al viernes 29; septiembre, desde el lunes 22 al viernes 26; octubre, desde el lunes 20 al viernes 24; noviembre, desde el lunes 24 al viernes 28; diciembre, desde el lunes 22 al viernes 2 de enero de 2009, y en enero del año 2009, desde el lunes 26 al viernes 30.

V. ORDEN DEL DÍA

PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA PERMISOS DE EDIFICACIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre establecimiento de un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales, con informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo y urgencia calificada de “simple”.



Según lo acordado al comienzo de la sesión, la iniciativa se tratará como si fuera de Fácil Despacho.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5270-14 ) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 74ª, en 11 de diciembre de 2007.


Informe de Comisión:


Vivienda y Urbanismo, sesión 77ª, en 19 de diciembre de 2007.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es disponer un procedimiento fácil y expedito para que las ampliaciones de viviendas sociales, de las progresivas y de infraestructura sanitaria se adecuen a la ley, a fin de corregir su situación irregular. Además, se establecen normas especiales y procedimientos simplificados para construcciones realizadas en áreas declaradas como zonas afectadas por catástrofe.



La Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió la iniciativa en general y en particular, conforme al acuerdo adoptado ayer, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Horvath, Pérez Varela y Sabag.



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión efectuó dos enmiendas formales al artículo único e introdujo un artículo 2º transitorio, nuevo, originado en una indicación que presentó el Ejecutivo, el que a su vez recogió la propuesta que planteara en su oportunidad el Senador señor Naranjo acerca de los postulantes al Subsidio de Protección del Patrimonio Familiar que posean construcciones irregulares.



Tales modificaciones fueron acordadas con la misma unanimidad antes indicada.



El texto que se propone aprobar se consigna en la parte pertinente del informe.



Cabe tener presente que las normas transitorias consignadas en el inciso quinto del artículo 1º; el inciso segundo del artículo 2º, nuevo, y el inciso tercero del artículo 4º tienen el carácter de orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación el voto favorable de 21 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación general y particular el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath para fundar el voto.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, deseo ilustrar a la Sala en nombre de la Comisión de Vivienda y Urbanismo.



El proyecto propone un sistema permanente que permite regularizar mediante procedimientos simplificados las modificaciones o ampliaciones de las viviendas sociales, de las progresivas y de la infraestructura sanitaria.



También establece disposiciones especiales en caso de que sismos y otras catástrofes afecten a estos tipos de viviendas. Al efecto, se dispone un procedimiento simplificado. Sin embargo, se mantienen todas las normas técnicas generales tanto para las urbanas como para las rurales en cuanto a que deben ser revisadas y firmadas por profesionales competentes, y contar con  las especificaciones y los planos correspondientes. Con tal procedimiento simplificado se permite a la vez reducir al menos en 50 por ciento los derechos municipales. Sus titulares podrían incluso aumentar la rebaja.



En la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, también hay un procedimiento simplificado para las viviendas ubicadas en zonas de catástrofe y con una tasación no superior a 520 UF.



Como ha señalado el señor Secretario, los artículos transitorios establecen procedimientos más simples aún, pero por períodos determinados, siempre que las casas no se encuentren en áreas de riesgo y cuenten con los documentos antes mencionados.



En el caso de las zonas de catástrofe, se amplía el plazo hasta en seis años para poder utilizar los procedimientos mencionados, toda vez que respecto del sismo en Tarapacá hasta hoy se está en proceso de evaluación y reconstrucción. 


El artículo 3º transitorio también dispone un trato especial para casos como el ocurrido recientemente en Tocopilla.



Respecto de ampliaciones de viviendas sociales, el artículo 2º transitorio, nuevo -surgido a raíz de una entrevista entre la Ministra y el Senador señor Naranjo-, se refiere a la “ley del mono”. Es decir, bastará la presentación de un croquis y especificaciones técnicas simplificadas, siempre que aquellas no superen los 25 metros cuadrados de construcción. Con tal procedimiento se podrán regularizar las viviendas, con la posibilidad de participar, por ejemplo, en los Programas de Protección del Patrimonio Familiar.



Por las razones expuestas, solicitamos que la Sala apruebe el proyecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, por supuesto que vamos a aprobar la iniciativa.



Como al parecer la señora Ministra va a intervenir más adelante, quiero plantear dos inquietudes, a fin de que las responda.



Al analizar el proyecto, uno comprueba que este no deja en claro el beneficio que podrían tener las personas cuyas viviendas autoconstruidas no cuenten con los permisos municipales ni las recepciones correspondientes, lo que implica que la gran mayoría de ellas no respetan los distanciamientos mínimos que indica la Ordenanza.



La letra c) del artículo 1º transitorio dice: “Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre habitabilidad, seguridad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas”.



Dichas exigencias técnicas no son cumplidas en gran número de este tipo de autoconstrucciones. ¿Eso significa que van a quedar fuera de esta posibilidad? Es la primera inquietud.



Y la segunda tiene que ver con el artículo único permanente, el cual plantea que los derechos municipales a que se refiere la norma “serán los que se establecen en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%...”.



Tal norma también señala que las viviendas sociales quedarán exentas del pago de los derechos municipales a que se refiere el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. Sin embargo,  más adelante, en los artículos 1º y 4º transitorios se dice que lo estarán solo en 50 por ciento.



Entonces, es necesario precisar si se va a hacer efectivo o no el pago de los derechos municipales. Si consideramos que la ley en proyecto busca favorecer a viviendas de gente de escasos recursos, parece lógico establecer la exención de aquellos, tomando en cuenta que, además, deberá pagarse  al profesional competente que prepare la carpeta municipal de permiso y recepción.



Esas son las dos inquietudes que quería formular a la señora Ministra, a fin de que aclare la situación.



Insisto, me refiero al caso de las viviendas sociales sin permiso ni recepción municipal y que no cumplen con las exigencias técnicas señaladas en la letra c) del artículo 1º transitorio, esto es, que la solicitud de permiso deberá ir acompañada por un “Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre habitabilidad, seguridad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.”. 



Si se aplicara la norma conforme a lo que en ella se establece, una inmensa cantidad de propietarios en situación irregular no podría acogerse a ella.



Lo otro que deseo consultar es si tales viviendas quedarán eximidas del pago de derechos municipales o si se les aplicará el 50 por ciento por este concepto.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y en particular el proyecto (24 votos), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional requerido,  y queda despachado en este trámite.



Votaron los señores Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene  la palabra la señora Ministra.

La señora POBLETE (Ministra de Vivienda y Urbanismo).- Señor Presidente, ante todo, deseo agradecer a la Sala la aprobación del proyecto, que constituye un claro avance en lo que respecta a la normativa de construcción. 



La iniciativa se hace cargo de un hecho que normalmente se da en la práctica, cual es que los propietarios de viviendas sociales las amplían sin solicitar los permisos de edificación correspondientes, aduciendo que desconocen tal exigencia y que los procedimientos para conseguir los permisos son engorrosos y caros.



Tal como mencioné en la Comisión de Vivienda y Urbanismo, la no obtención de las autorizaciones requeridas deja a las familias en la irregularidad; las expone a multas, y les genera múltiples dificultades cuando quieren disponer de sus viviendas.



El proyecto, a diferencia de lo ocurrido con las denominadas “leyes del mono”, no pretende  sanear las irregularidades, sino prevenirlas. Por eso incorpora una disposición permanente -el artículo 166- a la Ley General de Urbanismo y Construcciones, que establece normas especiales y simplificadas a aplicar respecto de las ampliaciones de viviendas sociales, haciendo accesible este trámite a todas las familias, ya que, además, considera la rebaja del 50 por ciento en los derechos municipales.



El Ministerio de Vivienda y Urbanismo apoya la iniciativa por cuanto representa un claro beneficio para un importante sector de la comunidad, que no solo verá regularizada la situación de su vivienda social, sino que, además, podrá optar al Subsidio de Protección del Patrimonio Familiar.



En segundo término, quiero responder al Senador señor Muñoz Barra diciéndole que, desgraciadamente, este proyecto de ley no exime de la obligación de que las viviendas estén bien emplazadas y cumplan con las disposiciones de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. No es dable cambiar la norma respecto de aquellas viviendas que se emplazaron mal y se construyeron -como señaló Su Señoría- adosadas a muros que no corresponden.



En cuanto al segundo punto planteado por el señor Senador, relacionado con el 50 por ciento de los derechos municipales, se determina un mínimo a pagar. No obstante, los alcaldes cuentan con la atribución de eximir a los vecinos de la totalidad del cobro. Sin embargo, mediante esta normativa, no podemos gravar los recursos que reciben los municipios, los cuales, a veces, son tremendamente pobres y viven de su Ley de Rentas.



Muchas gracias.

RECUPERACIÓN DE BOSQUE NATIVO

Y FOMENTO FORESTAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Informe de la Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal, con urgencia calificada de “suma”. (boletín Nº 669-01) (Véase en los Anexos, documento 29).
--Los antecedentes sobre el proyecto (669-01) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 33ª, en 9 de marzo de 1994.

En trámite de Comisión Mixta, sesión 61ª, en 31 de octubre de 2007.

Informes de Comisión:


Agricultura y M. Ambiente, unidas, sesión 32ª, en 21 de enero de 2004.


Agricultura y M. Ambiente, unidas (segundo), sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Agricultura y M. Ambiente, unidas (segundo complementario), sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Agricultura y M. Ambiente, unidas (nuevo segundo), sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.


Hacienda, sesión 43ª, en 14 de agosto de 2007.

Mixta, sesión 77ª, en 19 de diciembre de 2007.

Discusión:


Sesiones 35ª, en 2 de marzo de 2004 (se suspende su discusión general); 36ª, en 3 de marzo de 2004 (se aprueba en general); 43ª, en 14 de agosto de 2007 (se aprueba en particular).

El señor FREI (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Conforme a lo acordado por la Sala, a proposición de la unanimidad de los Comités, corresponde tratar esta iniciativa como si fuera de Fácil Despacho. Esto significa que solo podrán intervenir dos oradores: uno para apoyar el informe y otro para impugnarlo.



La controversia entre ambas ramas del Congreso se originó en el rechazo por parte de la Cámara de Diputados de algunas de las enmiendas introducidas por el Senado en el segundo trámite constitucional. Ellas están referidas a las definiciones de formación xerofítica y pequeño propietario forestal; a la facultad de la CONAF respecto del plan de manejo forestal; a la calidad del profesional que interviene en los planes de manejo; a la protección de los suelos, cuerpos y cursos naturales de agua, y, también, al régimen de incentivos mediante el Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo.



La propuesta de la Comisión Mixta destinada a resolver la divergencia entre ambas Corporaciones fue acogida con el voto favorable de los Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y de los Diputados señora Vidal y señor Pérez, y el voto en contra del Diputado señor Delmastro.



La Comisión Mixta deja constancia en su informe de la aceptación del compromiso manifestado por las señoras Subsecretarias de Hacienda y de Agricultura en orden a que los respectivos Ministerios informarán semestralmente a la Comisión de Agricultura del Senado y a la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados sobre las nivelaciones de las remuneraciones de los trabajadores de la CONAF y respecto del funcionamiento de la nueva institucionalidad de la Ley sobre Recuperación del Bosque Nativo. Asimismo, tendrán la obligación de informar acerca de la ejecución del préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo.



Corresponde señalar que los artículos 11 y 22 permanentes y los artículos 7º y 8º transitorios, nuevos, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que su aprobación requiere el voto conforme de 21 señores Senadores.



Finalmente, cabe indicar que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día de ayer, aprobó la proposiciones formuladas por la Comisión Mixta.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala la Subsecretaria de Agricultura, señora Cecilia Leiva.



--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación el informe de la Comisión Mixta.



--(Durante la votación).
El señor COLOMA.- Pido la palabra, señor Presidente. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Los Comités acordaron ayer, en forma unánime, poner en votación los proyectos apenas quede terminada la relación.

El señor COLOMA.- Pero solicité intervenir antes de la votación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ya estamos en votación, Su Señoría.



Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, estamos culminando el análisis de un proyecto de ley cuya tramitación, quizás, ha sido la que ha tomado más años al Parlamento, y tiene que ver con la recuperación del bosque nativo y el fomento forestal. Cabe recordar que su estudio comenzó el 28 de abril de 1992. Y espero que este sea su trámite final, porque la Cámara de Diputados aprobó por unanimidad la propuesta formulada por la Comisión Mixta para resolver las discrepancias entre ambas ramas del Congreso. Ojalá -y así lo recomienda dicho órgano legislativo- el Senado haga lo mismo.



Cabe hacer notar que en los últimos años se hizo un esfuerzo especial por sacar adelante este proyecto. Quienes hemos sido miembros de las Comisiones de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, no solo en este período, sino también en el anterior, nos planteamos aquello como un desafío. Y creo que hemos llegado a un acuerdo muy importante para recuperar y preservar nuestro patrimonio forestal.



Lo que se pretendió hacer fue buscar una nueva institucionalidad en materia de definición de bosque; establecer un plan de manejo de preservación, a fin de contar con un instrumento adecuado para manejar la diversidad biológica; precisar y corregir el procedimiento para acceder a  incentivos en esta materia. 



Se contemplan, además, incentivos al manejo relacionados con bonificaciones a las actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros. Pero también se consignan estímulos respecto de aquellas destinadas a manejar y recuperar bosque nativo para fines de producción maderera, como asimismo se determina un incentivo tendiente a fomentar las actividades que favorezcan la regeneración, recuperación o protección de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación.



Por otra parte, se instituyeron dos concursos -esto es novedoso-, para que los pequeños propietarios forestales puedan acceder de manera fluida a estos beneficios. 



También se establece un Consejo Consultivo.



Creo que, en general, se superó ampliamente lo que se suponía iba a ser una nueva ley de fomento forestal.



En lo concerniente a las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras, todas ellas fueron resueltas. Y así lo pueden ver los señores Senadores en el correspondiente informe. En efecto, en lo relativo a la definición de pequeño propietario forestal, se consignó que quienes hayan adquirido la calidad de poseedor regular podrán acceder al 15 por ciento adicional de incentivos contemplados en el proyecto. 



Una segunda divergencia se produjo en cuanto a los profesionales que elaboran planes de manejo de preservación. Al respecto, se permite que, adicionalmente a los ingenieros forestales, dicho planes puedan ser elaborados también por un ingeniero en conservación de recursos naturales o un profesional afín que acredite estar en posesión de un postítulo o posgrado en dichas áreas. 



Un tercer aspecto se refiere a la utilización de planes de manejo tipo y a propender al uso y facilitación de estos por parte de los pequeños propietarios, estipulándose de manera imperativa que el monto de las bonificaciones para estos deberá ser incrementado en 15 por ciento. 



Y, finalmente, se contemplan normas de protección de suelos y cursos naturales de agua, que fue un gran tema. Básicamente, se entregó al reglamento su regulación, pero sobre la base de criterios técnicos y de participación de actores que están contenidos en la propia normativa. Incluso, se avanzó con disposiciones relacionadas con la protección de los glaciares. 



Y en lo que dice relación con los artículos transitorios, se autoriza de manera excepcional la corta de bosques nativos en pendientes de hasta 60 grados, previa autorización de la CONAF.



Señor Presidente, la discusión de este proyecto, si bien demandó un trabajo largo, fue muy relevante. Y a partir del año 2008 tendremos al fin una ley que incentivará la recuperación del bosque nativo y el fomento forestal, normativa que echábamos de menos desde hace mucho tiempo.



También quiero agregar que la Comisión Mixta convino        -deseo dejar constancia al respecto- con los representantes del Ejecutivo seguir trabajando en la adecuación de la institucionalidad de la CONAF, para que esta pueda hacerse cargo de las importantes nuevas tareas que se le asignan. Existirán acreditadores forestales, pero la Corporación tendrá una participación muy significativa, y no queremos que falle la ejecución de esta política pública, como lamentablemente ha ocurrido en otros casos. 



Precaviendo lo anterior, las señoras Subsecretarias de Hacienda y de Agricultura concurrieron varias veces a la Comisión y se acordó dejar constancia en su informe que el espíritu del Gobierno -lo dicen representantes del Ejecutivo, lo cual no es menor- “es desarrollar todas las acciones tendientes a asegurar los recursos financieros para que la Corporación Nacional Forestal continúe” -esa fue la palabra usada- “en el proceso de nivelación de las remuneraciones de sus trabajadores”. 



Además, las autoridades de Gobierno asumieron el compromiso de que los Ministerios de Hacienda y de Agricultura informarán semestralmente a las Comisiones de Agricultura del Senado y de la Cámara de Diputados, tanto respecto de las nivelaciones de la CONAF como del funcionamiento de la nueva institucionalidad de la ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal, así como de la ejecución del préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo, para los efectos de tener un seguimiento preciso de la evolución de aquella institucionalidad y del funcionamiento de la ley.



¿Por qué efectuamos lo recién descrito? Porque queremos hacernos cargo del funcionamiento de la normativa en debate. 



Esta constituye un cambio muy sustancial acerca de lo que ocurre hoy, y con ella se abren puertas y ventanas para recuperar y mantener el bosque nativo. Pero debemos tener especial cuidado de que esta institucionalidad marche bien. Y eso exige monitorear de cerca su funcionamiento por parte del Parlamento. 



Por eso quisimos dejar constancia junto al Gobierno de este punto.



Finalmente, quiero agradecer a toda la gente que ha colaborado en este largo proceso: al personal de la Subsecretaría de Agricultura, a los representantes de la CONAF. 



Creo que, en general, se hizo un buen trabajo conjunto y se logró armonizar lo que pensaban los madereros, los ambientalistas y los académicos, cosa que no fue fácil. 



Al final, pienso que el resultado fue exitoso.



Por eso, los miembros de la Comisión Mixta me encomendaron solicitar la aprobación unánime de este proyecto, que espero esté destinado a hacer historia. Pero historia de la buena.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, yo recuerdo que al final del Gobierno del Presidente Patricio Aylwin Azócar, siendo Ministro de Agricultura don Agustín Figueroa, el último acto que me correspondió realizar en mi primer período parlamentario en la Cámara Baja -varios de los colegas del frente también eran Diputados en ese entonces- fue el despacho del proyecto de ley de bosque nativo. 



Estamos hablando de hace varios años.



Y desde esa fecha, y quiero partir mis palabras indicándolo, aún no se ha cumplido con un compromiso: darle de una vez por todas una institucionalidad forestal distinta al país, donde los trabajadores de ese sector dejen de ser empleados de una corporación privada y tengan claras sus condiciones laborales, sus remuneraciones y sus derechos. 



Y hoy, sin duda, celebramos que se haya logrado un importante acuerdo acerca de una normativa de bosque nativo, quizás no todo lo buena que algunos quisiéramos, quizás más de lo que querían otros. 



Por ello, deseo felicitar muy sinceramente el particular esfuerzo de la Subsecretaría de Agricultura, sin cuyo concurso este proyecto no habría avanzado al ritmo que lo hizo, y reconocer el esfuerzo de los profesionales a cargo de la Corporación Nacional Forestal. 



En la iniciativa que se ha consensuado se definen diferentes incentivos para planes de manejo y de recuperación del bosque nativo degradado, como recursos para planes de explotación y de conservación.



Creo que se ha avanzado en muchas materias importantes, en especial en la definición de pequeño propietario forestal, y por eso vale la pena votar a favor del proyecto.



Sin embargo, quiero decir que lo apruebo con cierta frustración, por cuanto todavía no está claro qué institucionalidad tendrá la Corporación Nacional Forestal.



¿Vamos a tener una CONAF a cargo de los planos de manejo y otra institucionalidad preocupada del área silvestre protegida? ¿Quién se hará responsable de la protección forestal o del combate contra los incendios?



Esta discusión ya demora mucho, demasiado. Y siento que aquí hay una responsabilidad del Ministerio de Agricultura por no asumir la conducción en esta materia -y no estoy cuestionando a la señora Subsecretaria-, porque hay definiciones políticas que no se han tomado. Y ello no es justo con los trabajadores forestales ni con el Parlamento. Los dirigentes de la CONAF hace tiempo que nos lo vienen pidiendo, sea con motivo del proyecto de Ley de Presupuestos    -todos los años nos acompañan durante su tramitación-, sea durante la discusión de la iniciativa en análisis, y nosotros terminaremos aprobándola sin tener resuelto este punto.



Señor Presidente, no podemos condicionar nuestros votos porque estamos en el trámite de Comisión Mixta. Vamos a pronunciarnos a favor. Pero, por su intermedio, me gustaría pedir a los representantes del Ministerio de Agricultura o del Ejecutivo que asumieran el compromiso de elaborar una propuesta de institucionalidad para la CONAF y los trabajadores del sector forestal. 



Y ojalá durante este Gobierno, de una vez por todas, se pueda terminar este debate, porque la percepción que tenemos -lo digo con tremendo respeto a todos- es de que para algunos parece más cómodo contar con una corporación forestal de carácter privado que asumir definiciones más claras en esta materia, lo cual solo perjudica a los trabajadores de esta importante área de nuestro país.



Voy a votar a favor del informe de la Comisión Mixta, pero me gustaría escuchar del Ejecutivo un compromiso sobre el tema de la institucionalidad forestal, más allá de lo informado por el Senador señor Coloma.



--(Aplausos en tribunas).

El señor HORVATH.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se la concedo por un par de minutos porque estamos discutiendo la iniciativa como si fuera de Fácil Despacho.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, seré bastante sintético.



La discusión de este proyecto ha demorado fundamentalmente porque no se resolvió en su oportunidad lo relacionado con la sustitución y porque tampoco tenía financiamiento.



En segundo término, debo señalar que solo un Diputado votó en contra en la Comisión Mixta, el señor Roberto Delmastro, por el asunto vinculado con los ingenieros forestales y los ingenieros agrónomos con especialidad. La iniciativa permite la participación de profesionales de otras carreras como ingenieros en recursos naturales o en medio ambiente, pero más bien para la fase referida a la bonificación orientada a la conservación del bosque nativo, más que a su producción.



En tercer lugar, este proyecto considera un financiamiento promedio anual de 8 millones de dólares, que se dividirá en mitades entre los pequeños propietarios forestales y los otros. Sin embargo, existe un universo cercano a las dos millones de hectáreas susceptibles de intervención para bien del bosque nativo, de un total de más de 13 millones. El próximo año habrá que realizar una actividad de difusión importante para que la mayor cantidad de pequeños propietarios y de los otros puedan participar de la ley. 



Además, el Gobierno tiene prácticamente considerada una ley del macetero para el próximo año: 8.200 hectáreas con 550 planes de manejo; es decir, 15 hectáreas cada uno. Obviamente, ese no es el espíritu de la normativa en análisis.



En cuarto término, deseo también referirme a la situación de la Corporación Nacional Forestal. En verdad se hace necesaria una definición de su institucionalidad, para que, como servicio público, cuente con condiciones dignas, al igual que el resto de las reparticiones del sector agrícola. 



Además, se debe considerar que se quiere establecer una nueva institucionalidad ambiental, donde se piensa desmembrar a la CONAF. 



Existe un compromiso incumplido del Gobierno pasado de aportar 2.400 millones de pesos anuales para la reestructuración de ese organismo y lo único que hemos logrado de la Administración actual es el compromiso de que esto se irá activando en forma creciente, por tercio, en los próximos años.



Y nos queda una duda: se ha hecho una reforma a los estatutos de la CONAF reduciendo sus facultades, relacionadas con la asistencia técnica, la mantención de viveros, la capacitación de su personal. Esto no guarda sintonía con la iniciativa legal que estamos viendo.



En términos generales esta es una ley corta de bosque nativo. Queda pendiente todo lo referido al bosque esclerófilo ubicado entre las Regiones de Coquimbo y de La Araucanía y la definición de una política positiva en materia de sustitución, que la desincentive mediante mejores beneficios.



Por estas razones, los Senadores de Renovación Nacional votaremos a favor del informe, en su conjunto. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (28 votos favorables).


Votaron la señora Matthei y los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la señora Subsecretaria de Agricultura. 

La señora LEIVA (Subsecretaria de Agricultura).- Señor Presidente, este es un día memorable. Creo que lo puedo decir no solo por mí y por el Gobierno que represento, sino también por todos aquellos que a lo largo de estos casi 16 años han aportado su esfuerzo y energía al desarrollo del bosque nativo.



Para nosotros fue una actividad trascendental durante todo el tiempo en que trabajamos en la iniciativa.



Hemos logrado, a mi juicio, un acuerdo importantísimo entre todos los sectores, tanto del mundo productivo como del ambiental. Constituimos una mesa de trabajo que nos permitió llegar aquí, al Parlamento, con una indicación sustitutiva que posibilitó despachar este proyecto.



Por otra parte, nos encontramos con Comisiones unidas del Senado de alto nivel, presididas por el Senador Coloma.

El señor ÁVILA.- ¡Cómo arremete el bacheletismo aliancista...!

La señora LEIVA (Subsecretaria de Agricultura).- Así fue: de alto nivel.



Y también nos encontramos con las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente de la Cámara Baja, dirigidas por el Diputado Farías.



Trabajamos con gran seriedad. Por lo tanto, logramos un cuerpo legal que va a dar sustento al bosque nativo y fomentará su desarrollo.



Es especialmente interesante en este proyecto de ley el establecimiento para los pequeños propietarios forestales de un fondo particular que permitirá corregir las inequidades que tuvo el decreto ley Nº 701 en sus inicios. Dicha medida abre a ese sector una puerta valiosa para la generación de ingresos y, asimismo, va a significar un considerable número de empleos tanto directos como indirectos. 



Por lo tanto, quiero agradecer a todos los que participaron en esta iniciativa y en el gran esfuerzo realizado durante el período de su discusión. 



Respecto a lo planteado por el Senador señor Letelier, debo señalar que en la Comisión Mixta hubo una especial preocupación tanto de los parlamentarios como del Ejecutivo por la situación de la CONAF. Allí se resolvió en parte el problema remuneracional para el año 2008. Logramos recursos sustantivos para ir avanzando hacia la homologación salarial en esa Corporación tan importante y que se encuentra en situación tan desmedrada con relación a la de otras entidades del sector público agrícola. Y el Ejecutivo se comprometió a seguir avanzando en esa dirección para los años 2009 y 2010, como igualmente a analizar y fortalecer la institucionalidad de la CONAF con miras al mejor cumplimiento de sus funciones.



Así que agradezco a todos aquellos que participaron en la tramitación de este proyecto.

ADECUACIÓN DE LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL A CARTA REFORMADA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica de la ley Nº 17.997, Orgánica del Tribunal Constitucional, con urgencia calificada de “suma”.

Adecuación de Ley Orgánica del Tribunal Constitucional a Carta Reformada

--Los antecedentes sobre el proyecto (4059-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 18 de abril de 2006.


Informes de Comisión:


Constitución, sesión 15ª, en 10 de mayo de 2006.


Constitución (segundo), sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.


Hacienda, sesión 14ª, en 2 de mayo de 2007.


Constitución (nuevo segundo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.


Hacienda (nuevo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.


Discusión:



Sesiones 19ª, en 6 de junio de 2006 (se aprueba en general); 15ª, en 8 de mayo de 2007 (vuelve a Comisión de Constitución).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Este proyecto fue aprobado en general en sesión de 6 de junio de 2006 y cuenta con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Hacienda.



Las Comisiones informantes dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones los siguientes números del artículo único: 1), 2), 4), 10), 23), 27), 37) y 45); del número 58), el artículo 47 M; del número 59), el artículo 47 W; del número 66), el artículo 50 D; el número 73); del número 75, los artículos 72 D y 72 F; y los números 77), 83) y 87). Todas estas normas, como conservan el mismo texto que Sus Señorías aprobaron en general, deben, de acuerdo con el artículo 124 del Reglamento, darse por aprobadas.



--Quedan aprobadas reglamentariamente, dejándose constancia de que votaron a favor 22 señores Senadores.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Las modificaciones efectuadas al proyecto que aprobaron en general las Comisiones de Constitución y de Hacienda se consignan en los informes correspondientes.



La mayoría de dichas enmiendas fueron acordadas por unanimidad. Solo cuatro fueron aprobadas por mayoría, y el señor Presidente las irá poniendo en votación en el momento oportuno.



Todas esas modificaciones tienen carácter orgánico constitucional, por lo que para su aprobación se requieren 21 votos afirmativos. 



Sus Señorías tienen a la vista un boletín comparado dividido en seis columnas que transcriben el texto vigente de la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, el proyecto aprobado en general, las modificaciones propuestas por las Comisiones informantes y, finalmente, el texto que resultaría si se aprobaran dichas enmiendas.



--Se aprueban las normas acogidas por unanimidad en las Comisiones (22 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Corresponde pronunciarse…

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, quiero plantear una cuestión de Reglamento.

El señor HOFFMANN (Secretario General).-…sobre la primera de las tres modificaciones aprobadas por mayoría. Ella recae en el artículo 47 B, que fue aprobado por tres votos a favor (Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto) y dos abstenciones (Honorables señores Espina y Larraín). 



Dicha norma establece: “Artículo 47 B.- De conformidad con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, no precederá la inaplicabilidad respecto de los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación.



--(Durante la votación).
El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, ¿puedo hacerle un planteamiento? Tiene que ver con el trabajo de la Comisión...

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Estamos en votación y…

El señor GOMEZ.- Por eso, señor Presidente, quiero señalarle que tenemos un informe de la Comisión de Constitución que debería haberse escuchado con anterioridad a la votación. Porque detrás de él existe un trabajo de meses y respecto del cual ha de hacerse claridad ante la opinión pública. 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Yo lo acepto todo, señor Senador. No hay ningún problema. Pero tenemos un acuerdo unánime de Comités en el sentido de poner en votación los proyectos tratados ayer y hoy una vez terminada la relación, con derecho a fundamentar el voto. 



Por lo tanto, como la votación ya se encuentra abierta, tiene la palabra Su Señoría por cinco minutos.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, por desgracia, debo manifestarle mi disconformidad con ese acuerdo de los Comités, pues la opinión pública mira a los parlamentarios y, en particular, señala que en el Senado hay poco trabajo.



Este es precisamente uno de los proyectos de más larga data desde el punto de vista de la labor de la Comisión de Constitución, organismo que conformamos con los Senadores señora Alvear y señores Larraín, Espina y Muñoz Aburto.



Tuvimos divergencias en tres puntos. Y el resto comprende cuestiones fundamentales; cambios en la organización del Tribunal, en la competencia, en el funcionamiento, en el procedimiento. Para mucha gente, probablemente, son materias áridas, pero en definitiva significan una modificación trascendental en nuestro sistema constitucional.



Entonces, no permitirnos a los miembros de la Comisión de Constitución informar a los demás Senadores cuáles fueron los acuerdos adoptados me parece equívoco.



Por ello, hago presente a la Sala que esa no es la forma de legislar, menos sobre un tema de tal naturaleza.



Señor Presidente, no me queda más que expresar mi protesta ante el procedimiento seguido y pronunciarme respecto de los puntos que Su Señoría someta a votación.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Continúa la votación del artículo 47 B.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.
El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, en cuanto a dicho precepto, según el cual no procederá la inaplicabilidad en el caso de los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, con el Senador señor Espina manifestamos nuestras dudas durante el debate habido en la Comisión. Existen buenas razones de fondo para abrigarlas y mantenerlas. Porque si hubiese un tratado que contuviera disposiciones inconstitucionales, incuestionablemente uno debería admitir su revisión por parte del Tribunal Constitucional para corregir ese vicio.



Sin embargo, también estamos contestes en que el Texto Fundamental, al regular los tratados internacionales, particularmente luego de la última reforma, establece acerca de ellos una disposición específica que, a nuestro juicio, puede ser la que prevalezca.



En efecto, su artículo 54 expresa: “Las disposiciones de un tratado sólo podrán ser derogadas, modificadas o suspendidas en la forma prevista en los propios tratados o de acuerdo a las normas generales de derecho internacional.”.



Pareciera ser esa una norma especial prevaleciente. Y si es así, toda vez que un tratado deba ser modificado o derogado solo podrá seguirse el mismo camino antes señalado; es decir, la forma prevista en él. De modo que el Tribunal Constitucional no podría acoger a tramitación un recurso que eventualmente lo dejara sin efecto por la vía de la inaplicabilidad.



En tal sentido, debo expresar que el Senador señor Espina y yo retiramos nuestras abstenciones.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el artículo 47 B (24 votos a favor y una abstención), dejándose constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa los señores Ávila, Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Se abstuvo el señor Orpis.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- En cuanto a la siguiente modificación…
El señor LARRAÍN.- Las que siguen son iguales.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¿Todas?

El señor LARRAÍN.- Se refieren a la misma materia. Por lo tanto, podríamos aprobarlas con la misma votación anterior.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- De acuerdo.



Tiene la palabra el señor Secretario para precisarlas.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Constitución propone el siguiente artículo 47 G:



“47 G.- Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:



“1º Cuando la cuestión se promueva respecto de un precepto legal que haya sido declarado conforme a la Constitución por el Tribunal, sea ejerciendo el control preventivo o conociendo de un requerimiento, y se invoque el mismo vicio que fue materia de la sentencia respectiva”.



Votaron a favor de dicho número los Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz Aburto, y se abstuvo el Honorable señor Espina.



Luego, la referida Comisión sugiere, en el mismo artículo 47 G, el siguiente Nº 3º:



“3° Cuando se promueva respecto de un precepto que no tenga rango legal o respecto de disposiciones de un tratado internacional vigente”.



Se pronunciaron a favor de este número los Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto, y se abstuvieron los Honorables señores Espina y Larraín.



Por último, la misma Comisión, en cuanto al artículo 47 O), que dispone que “la cuestión de inconstitucionalidad podrá ser promovida por el Tribunal Constitucional”, etcétera, plantea una norma según la cual “Esta cuestión no podrá promoverse respecto de un tratado ni de una o más de sus disposiciones.”.



Votaron a favor de ese precepto los Senadores señora Alvear y señores Gómez y Muñoz Aburto, y se abstuvieron los Honorables señores Espina y Larraín.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, las disposiciones individualizadas por el señor Secretario se aprobarán con la misma votación anterior.



--Se aprueban (24 votos a favor y una abstención), haciéndose constar que se reunió el quórum constitucional exigido, y el proyecto queda despachado en particular en este trámite.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor VIERA-GALLO (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, solo deseo resaltar el trabajo de la Comisión de Constitución -se refirió a él el Honorable señor Gómez- y agradecer lo obrado por el Senado.



Esta es una normativa fundamental para el buen desempeño del Tribunal Constitucional, órgano que tiene un papel trascendente en el sistema político chileno.



Muchas gracias.

Incentivo tributario a inversión privada

en investigación y desarrollo

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo, con segundos informes de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y de Hacienda, y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4627-19) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 86ª, en 23 de enero de 2007.


Informes de Comisión:


Educación, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.


Hacienda, sesión 47ª, en 4 de septiembre de 2007.

Educación (segundo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.


Hacienda (segundo), sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.

Discusión:


Sesiones 50ª, en 5 de septiembre de 2007 (queda para segunda discusión); 51ª, en 11 de septiembre de 2007 (queda pendiente su discusión); 52ª, en 12 de septiembre de 2007 (se aprueba en general).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto fue aprobado en general el 12 de septiembre del año en curso.



Las Comisiones informantes dejan testimonio, para los efectos reglamentarios, de que los artículos 9º permanente y 2º transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. Por lo tanto, deben darse por aprobados.



--Se aprueban reglamentariamente.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- La Comisión de Educación introdujo al proyecto aprobado en general diversas modificaciones, las que fueron acordadas por unanimidad, con excepción de una, que será puesta en votación oportunamente.



Por su parte, la Comisión de Hacienda hizo dos cambios al texto despachado por la de Educación, las cuales se aprobaron en forma unánime.



Sus Señorías tienen a su disposición un boletín comparado dividido en cuatro columnas que transcriben el proyecto aprobado en general por el Senado, las enmiendas introducidas por las Comisiones informantes y el texto que resultaría si se aprobaran dichas modificaciones.



La única enmienda que no fue aprobada por unanimidad se refiere a los incisos cuarto y quinto, nuevos, del artículo 2º, y fue acordada por tres votos a favor (Senadores señores Muñoz Aburto, Núñez y Ruiz-Esquide) y una abstención (Honorable señor Cantero).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobarán las enmiendas acogidas por unanimidad.



--Se aprueban.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Solicito autorización para que ingrese a la Sala la Subsecretaria de Hacienda, señora María Olivia Recart.



--Se accede.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, pido segunda discusión para este proyecto (la razón es bastante explicable; la conversamos con algunos Senadores). Y lo hago en mi calidad de Presidente de la Comisión de Ciencia y Tecnología, que está estudiando la iniciativa que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad.



En este proyecto se determina que la CORFO estará encargada de acreditar a los centros de investigación tecnológica. Y dentro de este concepto se incluye a todos los centros, aun a los que por años han venido desarrollando investigación sobre la materia, como el FIA, el INIA, el IFOP, el CIREN. Se incluye a las propias universidades o a los centros dependientes de ellas, y a los centros de las Fuerzas Armadas, que por años vienen haciendo investigación. Y sucede que serán acreditados por la CORFO.



¡Esa Corporación acreditará para tales efectos a la Universidad de Chile!



En consecuencia, pido segunda discusión, porque deseamos renovar una indicación a los fines de hacer una exclusión en los casos en que es evidente la inadmisibilidad de que la CORFO controle en este tipo de materias a las Universidades de Chile, Católica, a establecimientos de educación superior que por años han estado haciendo investigación en el país de manera permanente, y señale cuándo se pueden constituir centros de investigación tecnológica para los efectos del otorgamiento de las franquicias tributarias.



Hago presente que esa indicación la formulamos junto con los Senadores señores Zaldívar y Arancibia, y, además, el Honorable señor Horvath presentó otra en el mismo sentido, respecto a otro artículo, en el entendido de que los Centros de Investigación en que participara el Estado no tendrían por qué ser regulados por la CORFO.



Estimo que, existiendo este tipo de acercamiento entre los Senadores, procede que el punto sea materia de un debate y que tengamos la oportunidad de renovar la indicación en comento.



Por ello, solicito segunda discusión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, considero muy oportuna la solicitud del Senador señor Vásquez, porque va a permitir una clarificación, en la medida en que lo que ha expresado no está contenido en el proyecto, en realidad. O sea, la iniciativa no dispone que la CORFO sea reguladora de los Centros de Investigación. Ese organismo no cumple una función de tal índole, y tampoco acredita.



Lo que se crea es un registro para fines tributarios -ello es distinto-, respecto del cual un Centro de Investigación puede solicitar que se le incorpore.

El señor PROKURICA.- Así es.

El señor ESCALONA.- Pero le encuentro razón al Honorable señor Vásquez, pues si tiene una duda tan importante, que manifiesta con tanta pasión, es mejor aclararla y perfeccionar la redacción.



En todo caso, advierto a la Sala que es preciso tener cuidado, porque el proyecto se refiere -repito- a materias de registro únicamente para fines tributarios.

El señor CHADWICK.- Es como dice el Senador señor Vásquez.

El señor ÑÚÑEZ.- La CORFO solamente registra.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, respecto del concepto “acreditación”, el punto fue representado al Ejecutivo, durante la primera fase de la discusión del proyecto, el cual lo cambió por “Registro”.



Sin embargo, la duda persiste, toda vez que, claramente, la institucionalidad respecto a quién ordena la coordinación, la acreditación, el registro, el financiamiento y todo lo relacionado con el desarrollo e investigación científica y tecnológica forman parte de un área todavía imprecisa.



El Gobierno se ha comprometido a revisar la materia de un modo integral. Es decir, no se trata de que la CORFO registre, la CONICYT entregue recursos y, en definitiva, exista una dispersión mayor.



Hasta ahora, la solicitud planteada al Ejecutivo no se ha traducido en algo concreto. Por lo tanto, la segunda discusión parece ser una buena oportunidad al respecto.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, entiendo que, reglamentariamente, la petición de segunda discusión es inobjetable.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- No, señor Senador. Lo explicaré en un momento. Se necesita un acuerdo amplio de la Sala.



Puede continuar, Su Señoría.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Si no es inobjetable, señor Presidente, intervendré con mayor razón...



Lo que sucede es que este punto se discutió largamente en la Comisión de Educación, y, a fin de cuentas, incidía en la indicación número 4, de los Senadores señores Vásquez, Zaldívar y Arancibia, que expresaba:



 “De pleno derecho constituirán Centros de Investigación las personas jurídicas e instituciones con o sin personalidad jurídica, que realicen labores de investigación o sean parte ejecutoras de las mismas aun cuando ellas no constituyan su actividad principal, en las que el Estado participe con aporte total o parcial o concurra en su administración y las que dependan o en las que participen las Fuerzas Armadas o de Orden y Seguridad, a todas las cuales no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 2º de la presente ley.”.



Como está presente la señora Subsecretaria de Hacienda, no voy a leer lo que ella manifestó al respecto en la Comisión.



Por su parte, el Honorable señor Chadwick opinó que esa indicación era admisible, y así la declaró el Senador que habla, pese a no compartir su contenido.



Sin embargo, después se aclaró el rol que cumpliría la CORFO, que efectivamente tiene relación con lo que se está discutiendo a propósito del proyecto que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, donde todos hemos tratado de dar mayor fuerza y presencia al sistema universitario.



Finalmente, el Senador señor Chadwick comentó que la indicación en comento es doblemente excepcional, porque exime a los Centros de Investigación públicos de cumplir el requisito que les exige la norma, que corresponde a la acreditación.



En resumen, no es que la Comisión no haya estado atenta al asunto. Simplemente, lo discutió y tomó una opción. Lo digo porque da la impresión de que aquí algunos Senadores hacen referencia a que no ha sido suficientemente discutido, de modo que querrían tratarlo de nuevo.



Además, para la claridad de las intervenciones, deseo consignar que el informe expresa: “Puesta en votación la indicación número 4, se rechazó por la mayoría de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chadwick, Navarro” -quien acaba de encontrar conveniente la petición de segunda discusión- “y Ruiz-Esquide y la abstención del Honorable Senador señor Núñez.”



Por mi parte, no concuerdo con la solicitud de segunda discusión. Incluso podría justificar el volver a discutir la materia, para lo cual no tengo inconveniente, pero si la Comisión de Educación debate un punto y realiza bien su labor -lo mismo argumenté el día de ayer-, lamento que no se aproveche la oportunidad. En su momento, la Secretaría se esforzó en comunicarse con el Senador señor Vásquez -así se lo manifesté-, quien no asistió.



Por eso, me voy a abstener, pues dicho órgano técnico adoptó una decisión. Esta podrá ser discutida y, si Sus Señorías así lo desean, ello puede hacerse cincuenta veces. Sin embargo, con todo respeto, expreso un parecer que puede manifestar cada uno de los Presidentes de Comisión acerca del trabajo realizado, en la medida en que, cuando se discute con seriedad, no podemos cambiar aquí el voto y la opinión ya emitidos. ¿Por qué no se formuló el planteamiento pertinente en esa otra instancia?



Considero que debe existir un mínimo y elemental respeto por el órgano técnico que presido.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Antes de dar la palabra a los señores Senadores que han pedido intervenir, hago presente a la Sala que nos encontramos abocados al análisis de los segundos informes de las Comisiones de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y de Hacienda.

El señor SABAG.- Y la urgencia ha sido calificada de “suma”.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Agregaré que todos los artículos fueron aprobados por unanimidad, excepto los incisos cuarto y quinto, nuevos, del artículo 2º, que se deben poner en votación.



Por lo tanto, no corresponde la segunda discusión. Lo único que cabría, técnicamente, sería el aplazamiento de la votación de esos preceptos.



Esa es la opinión de la Mesa.



Ahora, si se pidiera ver de nuevo el proyecto, se requeriría el acuerdo unánime de la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señor Presidente, quiero expresar mi opinión favorable a la iniciativa, en los términos en que la despacharon las Comisiones de Educación y de Hacienda.



Lo primero que deseo recordar es que se crea un incentivo tributario para aquellos contribuyentes de primera categoría de la Ley de Impuesto a la Renta que inviertan en investigación y desarrollo, el cual no podrá exceder de 15 por ciento de su ingreso bruto anual, fijándose como tope el equivalente a 5 mil unidades tributarias mensuales.



Por consiguiente, se trata de un beneficio acotado para un fin deseado por todos: elevar la inversión en investigación y desarrollo, y de que no solo la efectúe el sector público, sino también el privado.



Estamos muy lejos de alcanzar guarismos significativos en el porcentaje del producto interno bruto destinado a inversión en investigación y desarrollo. Mientras la de los países desarrollados gira en torno a 7 por ciento, la de nosotros alcanza solo a 0,7 por ciento.



Además, cuanto más pronto despachemos el proyecto y este sea ley de la República, más pronto el sistema va a entrar en operación. Si seguimos postergándolo, el incentivo regirá más tarde, en circunstancias de que lo ideal es que lo haga el próximo año, para que la inversión pueda obtener el beneficio cuando proceda la declaración del ejercicio comercial de 2008, que deberá materializarse, en el año tributario 2009, en el mes de abril.



Por eso, repito, cuanto antes despachemos la normativa, mejor.



En segundo lugar, sería posible discutir que este instrumento quedaría, en el fondo, en manos de la CORFO. El inciso segundo del artículo 3º señala que, "Para los efectos de esta ley, los contratos de investigación y desarrollo deberán contar con la certificación de CORFO". Es decir, aquel que no cumpla con este último requisito no podrá acogerse a la franquicia tributaria.



Luego, el artículo 6º dispone que "Corresponderá a CORFO fiscalizar la correcta ejecución y cumplimiento de los contratos de investigación y desarrollo a que se refiere esta ley, para lo cual podrá solicitar, tanto de los centros de investigación registrados como de los contribuyentes que los hayan celebrado, la información que estime necesaria para verificar el cumplimiento de las condiciones establecidas en esta ley, su Reglamento, y en el contrato de investigación y desarrollo respectivo, debiendo guardar confidencialidad acerca de los antecedentes e información que se le entreguen.".



A mayor abundamiento, todo ello es sin perjuicio, obviamente, de las facultades fiscalizadoras del Servicio de Impuestos Internos.



En consecuencia, considero que se han tomado todos los resguardos necesarios para garantizar que quienes usen la franquicia tributaria hayan invertido efectivamente en investigación y desarrollo, y hayan contribuido a elevar el porcentaje del producto interno bruto que se dedica a tales fines.



Ojalá tengamos muchos nuevos productos y patentes, y salgamos a conquistar muchos nuevos mercados, porque eso dará más trabajo y empleos más estables y mejor remunerados a nuestros compatriotas.



Por ello, sin reservas, manifiesto, en nombre de los Senadores de Renovación Nacional, nuestro total apoyo a la iniciativa.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, dadas las condiciones y circunstancias, sobre todo de carácter tributario, que se han expuesto, retiro mi petición.



Además, hemos conversado con el Senador señor Horvath para el efecto de no renovar indicaciones.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación los incisos cuarto y quinto, nuevos, del artículo 2º.



¿Algún señor Senador desea fundar el voto?



--(Durante el fundamento de voto).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, seré muy breve. Me abstuve en la discusión general y mantendré esa posición, pero no porque esté en contra del proyecto.



Incluso, la idea de establecer una exención tributaria para favorecer la innovación me parece conveniente, pues representa un instrumento de política que se utiliza en muchos países con buenos resultados.



Por lo demás, todos concordamos en que Chile registra una fuerte carencia en innovación y en que se requiere dar un salto importante en ese campo, en el cual las empresas privadas muestran los mayores déficits. De lo poco que se hace en investigación y desarrollo, lo esencial recae en el ámbito público, a diferencia de lo que ocurre en la mayor parte de las naciones desarrolladas, donde el esfuerzo principal es realizado por las empresas privadas.



Entonces, se trata de un instrumento que puede prestar utilidad.



Mi aprensión tiene que ver con el sistema tributario y su regresividad. En Chile se pagan pocos impuestos, relativamente, en particular los sectores de altos ingresos. Y uno de los problemas delicados es la multiplicación de exenciones. Estamos llenos de ellas y, finalmente, las empresas pagan pocos tributos. Esa es la verdad.

El señor ÁVILA.- Así es.

El señor OMINAMI.- Se dice que tenemos un IVA parejo. Eso no es cierto: constituye un impuesto diferenciado. La construcción, por ejemplo, aplica un descuento de 65 por ciento del IVA, lo que no se justifica y no ha sido posible enfrentar.



Cabe recordar que en el Programa de Gobierno de la Presidenta Bachelet se hace referencia escrita, “en negro sobre blanco”, a una revisión del sistema de exenciones, con el propósito de racionalizarlo, de ir sustituyendo aquellas que ya no se justifican, como la del IVA de la construcción, por otras que sí tengan razón de ser.



Lo que ocurre es que hemos caminado en un solo sentido. En algún momento se intentó avanzar con una exención carente de justificación, como la depreciación acelerada, y hoy día se va en la línea de otorgar otra que sí la tiene, a mi entender.



En definitiva, no se está cumpliendo el gran compromiso en cuanto a efectuar una revisión de esos beneficios para lograr un sistema menos regresivo.



Entonces, para poner de manifiesto esa inquietud, me abstendré.



Reitero que existe un sistema tributario regresivo. Las grandes empresas pagan muy pocos impuestos -prácticamente, nada- y estamos llenos de exenciones. Y no me parece lógico continuar agregando estas últimas, sino que más bien debemos orientarnos hacia una revisión que permita aplicar aquellas que son justificadas y sustituir las que han perdido todo fundamento y son hoy día simplemente un factor de distorsión.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, respecto de las exenciones tributarias, mi impresión es similar a la planteada por el Senador señor Ominami.



Sin embargo, aun cuando puedo mantener discrepancias acerca de determinados puntos, estoy plenamente de acuerdo con el texto del proyecto -por eso retiré la petición de segunda discusión-, dados la naturaleza y los objetivos que persigue, ya que reviste gran importancia en una materia fundamental para la investigación.



La gran argumentación de sectores empresariales estriba en que no es posible generar una institucionalidad que regule debidamente los fondos públicos para la investigación y la innovación. Con la iniciativa en debate, el sector privado podrá determinar hacia dónde va su propio dinero en el ámbito de la investigación. De modo que queda sin fundamento la posibilidad de un reparo si pensamos que los fondos públicos deben ser manejados por quienes deben asumir la debida responsabilidad política y asignarlos a los objetivos que requiere el país.



Por lo tanto, este es un mecanismo complementario que se une al que estamos estudiando en el proyecto que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad, con relación al cual le estamos pidiendo precisamente al Ejecutivo una debida institucionalidad que aplique los fondos públicos a las investigaciones que correspondan, de acuerdo al concepto que se aplique en el Sistema Nacional de Innovación para la Competitividad.



Esa es la gran ventaja del presente articulado, pues separa los aportes privados de los fiscales y permite, por tanto, sin otra discusión, regular debidamente el sistema público de aportes a la investigación y a la innovación para la competitividad.



Por esa razón, votaré que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me pronunciaré a favor del texto propuesto, porque me ha tocado participar en el estudio de la iniciativa mencionada por el Senador señor Vásquez, y a pesar de que mantengo una opinión distinta a la de Su Señoría acerca de ese proyecto y, también, de las supuestas formas de no pagar impuestos.



Opino que en Chile se aplican muchos impuestos. Lo que pasa es que algunos no los pagan y que ciertos sectores, como la gran empresa, manejan formas de evitarlos, por supuesto, a través de la legislación vigente.



Sin embargo, me parece que estamos frente a una buena normativa, que va al fondo en una materia respecto de la cual Chile está en deuda: la inversión en investigación, desarrollo y tecnología.



El articulado propone la creación de un sistema de incentivos específicos en investigación y desarrollo, apuntando al sector privado, que es el más rezagado en este ámbito.



El esfuerzo país en materia de investigación y desarrollo, particularmente en el sector productivo, es muy bajo respecto al gasto agregado. Podemos afirmar que en Chile alcanza solamente a 0,7 por ciento del PIB, mientras que en Finlandia es de 3,5 y  en Israel de 4,9.



Me parece fundamental desplegar un esfuerzo en esta materia. Y quién mejor que el sector privado sabe dónde hacerlo. Aquellos que quieren crear una verdadera camisa de fuerza para el sector privado indicándole en qué invertir en definitiva van a impedir que existan incentivos para que invierta en esas áreas, y el proyecto, como ha ocurrido con otros anteriores, no va a servir para nada.



La iniciativa en comento busca potenciar el débil vínculo que existe entre el mundo de la investigación y el mundo productivo. Se trata de entregar un estímulo para que las empresas realmente puedan invertir en estos ámbitos.



Fortalecer ese vínculo es fundamental, ya que la transferencia del conocimiento formado en universidades y centros de investigación hacia el ámbito productivo permite la generación de productos de mayor valor agregado y de empleo calificado de alto nivel, factores claves para dar más vigor al crecimiento económico.



También se brinda la oportunidad de que el sector productivo oriente las capacidades de investigación y desarrollo tecnológico de los centros de investigación a la satisfacción de las necesidades de innovación de las empresas, gracias a lo cual se crea un círculo virtuoso entre la demanda de estas y el desarrollo de esas capacidades y las instituciones.



Creo que debemos aprobar este proyecto, el cual establece resguardos para evitar favorecer a aquellos que andan a la caza de capitales provenientes de incentivos estatales. Contiene filtros que dificultarán que se repitan los vicios que hemos conocido en otras oportunidades, relacionados con los beneficios del IVA y otros más. Hubo personas que llegaron a exportar piedras o cualquier otra cosa con tal de captar incentivos tributarios.



Me parece que la iniciativa apunta en la línea correcta, pues establece una democracia tributaria que permitirá a las empresas dirigir sus aportes hacia aquellos ámbitos que más les interesan, por el nexo que tienen con la productividad.



De lo contrario, entregar recursos para investigar materias que pueden ser muy interesantes, pero que no se hallan vinculadas a la productividad, no le sirve a Chile, tampoco al sector privado, y no va a generar el efecto que todos buscamos.



Votaré que sí.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el día de hoy hemos sido gratamente informados de que la clasificadora de riesgo más importante del mundo, Standard & Poor’s, evaluó a Chile con “A+”, lo cual nos coloca al nivel de países desarrollados como Italia y por sobre China, Corea del Sur e Israel.



Eso se debe a nuestra estabilidad económica, a las reservas que tenemos.



Sin embargo, se hace una observación: la única debilidad de nuestro país es que su economía está basada exclusivamente en el cobre, no posee exportaciones diversificadas. 



A través del presente proyecto se pretende otorgar un incentivo para la investigación y el desarrollo. Porque, ¿cuál es el mensaje que llega desde el extranjero? “Lo están haciendo muy bien, pero solo producen cobre, madera, dos o tres productos”. Entonces, la idea es diversificar, llegar a tener 200 productos, muchos bienes de exportación, de manera que si mañana alguno se va para abajo los otros permitan mantener un crecimiento homogéneo.



Por eso es tan importante incentivar a los privados. Hoy, apenas el 34 por ciento de los fondos destinados a investigación y desarrollo proviene de particulares. El 67 por ciento tiene su origen en el Estado, dentro de lo poco que este invierte en dicho ámbito: 0,7 por ciento del producto interno bruto, a diferencia de países como Finlandia e Israel -ya lo hacía notar el Senador señor Prokurica-, donde esa cifra llega a 3,5 y 4 por ciento, respectivamente. 



En consecuencia, necesitamos seguir invirtiendo e incentivando. ¡No importa, querido Senador señor Ávila, que demos incentivos tributarios! ¡Lo que inviertan los privados lo vamos a recuperar con creces gracias al aumento de la producción y a los impuestos que ellos van a pagar! ¡No seamos egoístas en este aspecto! Mientras más se invierta en investigación, más descubrimientos habrá, más podremos avanzar, más crecerá Chile.



Por las razones mencionadas, señor Presidente, creo que estamos ante un proyecto de gran importancia, que con mucho agrado votaremos a favor, en la esperanza de que pronto se convierta en ley de la República y así pueda haber mucha más inversión en investigación y desarrollo. Como indicó el Honorable señor García, se han tomado los resguardos necesarios (en la CORFO, en el Servicio de Impuestos Internos), y todos los artículos fueron aprobados por unanimidad en las Comisiones de Educación y de Hacienda. 

El señor NÚÑEZ.- No todos, señor Senador.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, cuando uno escucha al Senador señor Sabag, parece que estuviera en un país ideal. Y yo no sé dónde está ese país del que habla Su Señoría.

El señor PROKURICA.- ¡En Venezuela…!

El señor ROMERO.- ¡Exactamente! 

El señor NAVARRO.- Porque está claro que, en definitiva, en Chile los poderosos se han hecho mucho más ricos durante los Gobiernos de la Concertación y en particular por el régimen tributario imperante. En eso, por favor, no puede haber dos opiniones.



El propósito del proyecto es entregar un incentivo a la investigación y el desarrollo. Y estamos de acuerdo en eso -lo hemos conversado con el Gobierno-: queremos más investigación y desarrollo. Pero ¿saben qué? Queremos que ello vaya en beneficio del país y no de unos pocos -los poderosos-, que al final se las arreglan para pagar menos impuestos. O sea, hacen más investigación, pero crecen solitos, no con los trabajadores.



La actitud de CODELCO es, sin duda, la más significativa, por poner un ejemplo desde el Estado. Porque nadie se explica por qué, pese a las millonarias utilidades de la empresa, no existe un instituto de investigación del cobre. ¡El mejor del mundo! Si tenemos la mejor empresa de cobre del mundo, nada explica por qué no tenemos el mejor centro de investigación de cobre del mundo.



El proyecto no resuelve aquello, pues no incide en la voluntad política de las empresas estatales para hacer investigación de verdad. Chile es el quinto país pesquero, el primer exportador de salmón. ¿Tenemos un instituto de investigación pesquera entre los cinco primeros del mundo? ¡El IFOP es un desastre, una vergüenza nacional! La CORFO no hizo más que distribuirlo, achicarlo, minimizarlo, dejando el asunto en manos de investigadores privados, quienes se remiten a hacer ternos a la medida para las empresas pesqueras nacionales.



Aquí se trata de investigación. 



Voy poner un ejemplo en materia pesquera. Se ha hablado de la crisis del jurel, de la merluza, de la sardina y de la anchoveta. En el caso del jurel, los centros de investigación privados sostenían que la biomasa era de 12 millones de toneladas; el centro de investigación de la Universidad de Concepción, por su lado, afirmaba que no superaba los 6 millones y medio. ¡Con los mismos datos científicos! Y en el debate que hubo en la Región se hizo ver que las empresas no crean centros de investigación para perder dinero, sino para ganarlo, para crecer, para desarrollarse, para “darle duro” a los recursos naturales.



Por cierto, el proyecto entrega un incentivo que busca un objetivo loable. Nosotros invertimos el 0,7 por ciento del producto interno bruto en investigación y desarrollo; Finlandia, el  3,5 por ciento, pero es el país número uno en educación y en transparencia. Cuando les pregunté a los diputados y al ombudsman finlandeses cuántos empresarios había en el Parlamento, después de pedirme que les repitiera la pregunta, me dijeron: “No, aquí los empresarios no hacen política: se dedican a producir”. En Chile, en cambio, los empresarios hacen política -aparte de varias otras cosas más- y, desde luego, con muchas ganas de estar en el Parlamento y en La Moneda.



No nos explicamos por qué, de manera precipitada y, en mi opinión, absolutamente infundada, se asigna a CORFO la tarea que le señala el proyecto. ¡La CORFO ya parece un cajón de sastre...! En general, se le fijan nuevas tareas a pesar de que ni siquiera puede cumplir con claridad las que ya posee. 



La Corporación de Fomento va a determinar quién tendrá acceso y quién no a un importante crédito tributario. ¿Y cuál es el requisito? Que el centro de investigación respectivo tenga, al menos, un año de funcionamiento antes de la solicitud de inscripción. ¡Esto me suena a universidades privadas...! O sea, todos los que se hayan creado doce meses atrás podrán postular. ¿Qué tipo de prestigio, de trayectoria, de calidad, puede asegurar un centro de investigación que tiene apenas un año de funcionamiento en comparación con otros de larga tradición?



Pienso que ese requisito no se debería haber exigido y así lo planteé durante el debate. Yo dije: “Aquí hay que apoyar a los centros de investigación que tengan trayectoria, calidad académica, muchos doctores”. Porque establecer que se debe acreditar un año de funcionamiento antes de la solicitud de inscripción lo considero inconveniente. De esa manera, se va a incentivar a cada empresa, en cada sector productivo, a crear sus propios centros. Eso podría ser muy bueno, pero la experiencia indica que no lo es. En materia pesquera, por ejemplo, la investigación realizada por el sector privado tiene como único propósito seguir explotando los recursos naturales y contar con datos propios para enfrentar al Estado, el que cada día es más condescendiente en estas materias.



El proyecto, señor Presidente, me parece bien, pero -lo hemos conversado muchas veces- no sé por qué se insiste en crear, en materia de investigación y desarrollo, una institucionalidad a pedazos; por qué no existe, por ejemplo, claridad institucional para saber a quién asignar recursos y proyectos. Porque los entregados por CONICYT y FONDECYT a diversos académicos se han prestado para múltiples elucubraciones y ataques. Se dice que hay favoritismos y personalismos. Y, en definitiva, la institucionalidad que asigna los dineros tiene favoritos, dependiendo del grado de amistad que se tenga con La Moneda.



Por eso, pienso que nuestra institucionalidad en materia científica y tecnológica es precaria. Y el proyecto no resuelve esa falencia. Es un paso adelante, por supuesto. Pero no basta con fiscalizar los contratos, no basta con que se cumplan los trámites administrativos y que el Servicio de Impuestos Internos lleve a cabo su labor. Alguien tiene que cautelar que la investigación sea verdadera y esté al servicio de la sociedad.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, le hemos dicho al Ejecutivo que en esto queremos ir más allá. 



Vamos a seguir apoyando a la Presidenta Bachelet y siendo leales con su Gobierno. Pero también deseamos que este escuche más al Parlamento y a quienes hemos formulado observaciones, porque esperamos que haya avances.



Voto a favor del proyecto, confiado en que el debate habido durante el largo proceso en la Comisión rendirá algún fruto. Se trata de una muestra de voluntad de querer progresar en esta materia, aun cuando las inconsistencias señaladas aún permanecen.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, el mejor incentivo para la investigación que deberían tener los privados es la baja tasa tributaria con que cuentan en Chile, que equivale a menos de la mitad de la de sus pares europeos y estadounidenses.



Por eso, no me gusta para nada que se continúe ampliando el abanico de incentivos porque, a final de cuentas, el Estado termina abdicando de su rol de dirigir el proceso de desarrollo al entregar a los particulares la definición de las áreas donde se debe llevar a cabo la investigación. Ahí no existe un interés de país, sino el de la respectiva empresa beneficiaria de los incentivos.



A mí no me pueden decir que las empresas mineras, por ejemplo, necesitan estos incentivos para investigar. ¡Si en Chile son objeto de impuestos ridículos! En esta misma Sala se discutió en su momento un supuesto royalty que, por cierto, no resultó ni remotamente algo de ese tipo: terminó siendo un impuesto "ratón" del 2 por ciento.



Muchos lanzan críticas y hacen burla de las cosas que se hacen en Venezuela. A ellos les digo que el royalty aplicado en ese país a las empresas explotadoras del petróleo es de 34 por ciento. La verdad es que, si lo comparamos con el que nosotros intentamos establecer respecto del cobre, este resulta francamente ridículo.



La experiencia que existe acerca de los incentivos tributarios en la cultura y en el deporte debiera ser lo suficientemente ilustrativa como para no seguir perseverando en el mismo error y en las mismas políticas. Allí los privados invierten donde les da la gana. No existe ningún interés social en los proyectos a los cuales destinan los recursos derivados de los incentivos. Y lo propio ocurrirá con la investigación.



Pero seguimos en la misma línea.



Yo, por lealtad con el Gobierno, voy a votar en contra, precisamente para que esto implique al menos un pequeño llamado de alerta en cuanto a que no se puede seguir abusando de políticas equivocadas.



¡Hasta cuándo vamos a complacer hasta la saciedad los requerimientos que provienen de un mundo privado que aquí goza de todas las garantías imaginables!



Si los empresarios chilenos mostraran a sus pares de Europa o de Estados Unidos la lista de beneficios con que cuentan, estos dirían que nuestro país es el paraíso para los dueños del capital.



Aquí se extraen todos los recursos naturales y muchos aplauden los indicadores macroeconómicos. Pero se olvidan de que estamos sacrificando aspectos básicos de los cuales nos reclamarán después las generaciones futuras. No cobramos renta por nuestras riquezas naturales. Se las llevan sin pagar absolutamente nada. Están quedando forados en las montañas; el mar, desabastecido, y muchos campos, arruinados con el problema de la celulosa.



El Honorable señor Sabag -por desgracia, se retiró de la Sala; aunque a lo mejor hizo bien- me formuló una crítica por las observaciones que realizo a este tipo de políticas. Pero la verdad es que, mientras él aplaude los indicadores macroeconómicos en determinado sentido, bastaría mencionarle lo de la desigualdad para que reflexionara un poco más en cuanto a que hay que preocuparse del Chile real y no del de la fantasía, del "de Bilz y Pap", con el que algunos se manejan.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, votaré sin complejos a favor del proyecto, porque no podemos discutir, a propósito de una iniciativa determinada -particularmente de esta, que tiene un sentido muy concreto y específico-, el conjunto de la política económica del país, la manera como este se inserta en el proceso de globalización, el modo como el sector privado participa en una economía como la nuestra. Creo que eso se relaciona con otros temas y debe ser objeto de otro debate.



Y votaré sin complejos a favor del proyecto, a pesar de las indicaciones que formulé a algunos de sus artículos e incisos, por cuanto considero que uno de los graves problemas que enfrentamos es que el país se ha quedado francamente atrasado en materia de investigación científica y tecnológica.



Estoy convencido de que las naciones, en el mundo en el cual estamos insertos, tienen posibilidad de desarrollarse y crecer -ojalá con justicia social y equidad- cuando son capaces de invertir en el área más fundamental y estratégica que hoy existe: el conocimiento.



Y tengo la impresión de que en todos los ámbitos donde Chile es un país altamente competitivo no se está realizando la investigación necesaria para asegurar un desarrollo sustentable a largo plazo: ni en el área forestal, ni en la pesquera, ni en la minera.



En este último ámbito, hace 15 años propuse la creación del Instituto Nacional del Cobre para que, entre otras cosas, se estudiara la posibilidad de que el país usara el metal rojo en esferas distintas de aquellas en las cuales se estaba empleando. Nunca hemos obtenido respuesta de parte de CODELCO, ni tampoco del sector privado.



Seguramente, en 15 ó 20 años más, independientemente del precio del cobre en el mercado internacional, la factibilidad de utilizar el metal rojo en ámbitos diferentes de la actividad industrial se va a ver altamente disminuida porque, por cierto, las grandes potencias económicas no tienen mayor interés -como lo debería tener Chile- en hacer mayor uso de la principal riqueza que el país posee.


Por lo tanto, se trata de un problema de conocimiento, de cómo somos capaces de enfrentar los desafíos que en este ámbito Chile y el mundo tienen.



Resulta que no lo estamos haciendo bien. Y no solo el sector público, sino también, el privado. Este no está invirtiendo nada en conocimiento, en I + D, como se dice ahora.



A través del debate habido durante todo este tiempo en la Comisión Especial del Senado, hemos tratado de analizar más a fondo esta materia.



Creo que aún volamos rasante -como dijo en una ocasión un señor Senador-, todavía sin poder profundizar al respecto. 



Soy partidario absoluto -y no por razones ideológicas, culturales o políticas- de que el país dé mucho más importancia a las universidades tradicionales, incluyendo, por cierto, a las estatales. Estas son las que durante los últimos 100 años han realizado investigación, no suficiente, pero investigación al fin. Son las únicas que la han hecho.



No conozco algún ente privado -como el Max Planck en Europa- que haya realizado investigaciones en áreas estratégicas de Chile. No sé de ninguno.



A propósito de los problemas energéticos de Chile, ninguna de las muchas empresas que tenemos, que han invertido cantidades importantes de recursos, han llevado a cabo investigaciones sustantivas para enfrentar de manera creativa el enorme desafío que tenemos en la materia.



En consecuencia, el problema, a mi juicio, radica en cómo ser capaces de encarar estos desafíos, a partir, incluso, de las deficiencias que pueda tener el  proyecto en debate.



Coincidí con el Senador señor Horvath -por cierto, desde el punto de vista conceptual y teórico, porque Su Señoría tiene un pensamiento distinto al mío- en que en esta iniciativa podríamos dar por acreditadas y registradas las universidades estatales o entes vinculados al Estado, pero no por ser buenos. 



Concuerdo con el Senador señor Navarro en que la situación del IFOP es lamentable. Pero existen otras instituciones, como las vinculadas a la agricultura, que han hecho un trabajo espectacularmente bueno, y que también son estatales. Y debiéramos incentivarlas para que ellas sigan contando con profesionales de alto nivel, que es lo que requerimos. La investigación no se hace con personas recién egresadas de alguna carrera, sino, normalmente, con las que tienen algún título de postgrado, con profesionales que han viajado al exterior, con quienes poseen un conocimiento mucho más acabado del desarrollo de las ciencias a nivel mundial.



Por eso voto a favor.



Sé que podemos no coincidir con respecto a si incentivaremos más a los ricos y perjudicaremos a los pobres. Es altamente probable que estemos entregando un nuevo incentivo a los sectores más poderosos del país. Pero hay que buscar mecanismos para enfrentar el desafío, pues de lo contrario Chile se va a quedar atrasado.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor NÚÑEZ.- Termino, señor Presidente.



Un país similar al nuestro como Perú está avanzando en su desarrollo y en el nivel de conocimientos. Puedo citar por ejemplo la geología, área que conocemos muy bien con el Senador señor Prokurica.  Sus profesionales en tal área poseen dos o tres veces mejor formación que los nuestros. Nuestra nación debe hacer mucho más investigación todavía, porque si en algo somos competitivos es precisamente en la minería. Y resulta que los nuestros se han quedado atrás, porque las universidades no están formando buenos geólogos.



Por otro lado, nuestros agrónomos no tienen nada que ver con los de Argentina u otros países, todos los cuales han avanzado notablemente.



En consecuencia, tenemos que buscar mecanismos. Tal vez el propuesto no sea el mejor. Pero he votado a favor del proyecto en análisis, al cual hice algunas observaciones -contenidas en el informe-, sobre la base de que hay que dar pasos sustantivos en materia de investigación, desarrollo e innovación, pues Chile no tendrá posibilidad de crecer al ritmo que todos deseamos.



Por ello, voto a favor.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, he escuchado con mucha atención el debate.



En verdad, no solo en esta discusión, sino en términos públicos -uno puede asistir a seminarios y apreciar la situación deficitaria del país para alcanzar el desarrollo- se ha planteado que las áreas más sensibles son la investigación, la innovación y el desarrollo.



En el Parlamento, se han presentado diversas iniciativas legales que apuntan a ese efecto. Una se encuentra en Comisiones unidas, donde esperamos que el próximo año termine desentrampándose y lleguemos a un acuerdo para invertir. 



Las cifras se han dado en este debate.



Al respecto, debo señalar que en tal materia ningún país en el mundo ha dejado de dar fuertes incentivos; o que no haya avanzado -siempre se coloca el ejemplo de Irlanda-, o que no haya puesto los beneficios tributarios como prioridad en las actividades que necesitan desarrollo. Estas operan sobre la base de aquellos.



Creo que ahora se pone el énfasis correcto. Es decir, si Chile quiere avanzar en investigación, desarrollo e innovación, evidentemente debe otorgar incentivos tributarios. Esa es la lógica. O sea, colocar un plus, un adicional para quienes quieren investigar.



Pero no solo eso.



Pienso que el proyecto tiene un segundo mérito.



Aquí siempre se ha planteado una especie de dicotomía entre la investigación básica y la aplicada.



Esta iniciativa apunta particularmente a fortalecer esta última, vinculando  al sector privado con los centros de investigación. Por lo tanto, creo que es el área que hay que potenciar, aunque hay una discusión conceptual sobre ello. Con ese objetivo, estamos haciendo una invitación muy fuerte al sector privado para que invierta en centros de investigación, a objeto de que tome contacto con los centros que corresponda.



Por consiguiente, pienso que el proyecto apunta en un sentido correcto: primero, colocar el énfasis en lo que el país es débil, o sea, la investigación y la  innovación; y, segundo, llevarlo hacia la investigación aplicada -donde también acusa falencias-, otorgando beneficios tributarios para vincular a los centros de investigación con el sector privado.



Voto a favor.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en particular el proyecto (22 votos a favor, 1 en contra y 2 abstenciones) y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa los señores Bianchi, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Navarro, Novoa, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Votó por la negativa el señor Ávila.



Se abstuvieron los señores Muñoz Barra y Ominami.
PROTOCOLO BILATERAL A TRATADO DE LIBRE COMERCIO ENTRE CENTROAMÉRICA Y CHILE. PROYECTO DE ACUERDO

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Protocolo Bilateral al Tratado de Libre Comercio entre Centroamérica y Chile y sus anexos, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.


--Los antecedentes sobre el proyecto (5141-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 53ª, en 2 de octubre de 2007.


Informes de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.


Hacienda, sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto de acuerdo es impetrar, respecto de Honduras, el Tratado de Libre Comercio con Centroamérica, para permitir su entrada en vigencia.



La Comisión de Relaciones Exteriores aprobó el proyecto de acuerdo tanto en general cuanto en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda le dio su aprobación con el voto unánime de sus miembros presentes, Senadores señores Escalona, García, Gazmuri y Sabag, al texto despachado por la de Relaciones Exteriores.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En votación.



Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba en general y en particular el proyecto de acuerdo.
...TIEMPO DE VOTACIONES
PROTESTA ANTE ESTADOS UNIDOS POR CONTINUAR CONSTRUCCIÓN DE MURO EN FRONTERA CON MÉXICO. PROYECTO DE ACUERDO
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Los Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto presentaron un proyecto de acuerdo mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República hacer llegar al Gobierno y al Poder Legislativo de los Estados Unidos de América una protesta por su decisión de continuar la construcción de un muro en la frontera con México.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1032-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 72ª, en 4 de diciembre de 2007.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 75ª, en 12 de diciembre de 2007.


En sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007, no se aprueba por falta de quórum para votar.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- A través de este proyecto de acuerdo se solicita, asimismo, que el Gobierno de Chile respalde todas las reclamaciones que se formulen ante las Naciones Unidas con relación a la materia.



La Comisión de Relaciones Exteriores, en oficio de 11 del mes en curso, deja constancia de que “sería poco conveniente abordar un asunto de carácter bilateral entre esos Estados, lo que contrariaría un principio básico de la política exterior chilena, cual es la no intervención en asuntos internos de otros Estados.”.

El señor PROKURICA.- De acuerdo, señor Presidente.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Como no existe quórum, queda para ser votado en la próxima sesión ordinaria.

ADHESIÓN A CAMPAÑA “OPERACIÓN ÚLTIMA OPORTUNIDAD”. PROYECTO DE ACUERDO
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Proyecto de acuerdo presentado por los Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto para adherir a la campaña denominada “Operación Última Oportunidad”.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1033-12) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Se da cuenta en sesión 73ª, en 5 de 12 de 2007.


Informe de Comisión:


Derechos Humanos, sesión 76ª, en 18 de diciembre de 2007.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Entre otros objetivos, el proyecto de acuerdo tiene el de encontrar criminales nazis aún prófugos.



La Comisión de Derechos Humanos, por la mayoría de sus integrantes, acordó recomendar la eliminación del punto referido a la actuación de la Corte Suprema en lo relativo al señor Walter Rauff, esto es, las disculpas que se habían solicitado.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Para este caso, tampoco hay quórum.



Por lo tanto, el proyecto de acuerdo queda para ser votado en la próxima sesión ordinaria.


V. INCIDENTES

              PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor ESPINA:



A la señora Ministra de Educación, solicitándole URGENTE RECONSTRUCCIÓN DE ESCUELA G-132 CHACAIMAPU (comuna de Ercilla), y a la señora Directora Ejecutiva de la CONAF, requiriéndole PAGO DE BONIFICACIONES DE DECRETO LEY N° 701 A 71 PEQUEÑOS PROPIETARIOS DE COMUNIDADES CHOIN LAFQUENCHE Y LOLCURA (ambos de la Novena Región).



Del señor FREI:



Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, pidiéndole opinión sobre FACTIBILIDAD DE INSTALACIÓN DE SEDE DE CHILEDEPORTES EN COMUNA DE OSORNO; a la señora Ministra de Planificación, dándole a conocer lo atinente a INTEGRACIÓN LABORAL Y CREACIÓN DE HOGARES Y TALLERES PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD Y MULTIDÉFICIT; a la señora Ministra de Educación, poniendo en su conocimiento lo referente a PROYECTO EDUCATIVO PARA NIÑOS CON TRASTORNOS ESPECÍFICOS DE LENGUAJE y a FALTA DE SUBVENCIÓN DE INTERNADO EN LICEO AGRÍCOLA “A-22 DE RÍO NEGRO”; al señor Ministro de Agricultura, con la finalidad de solicitarle información sobre FACTIBILIDAD DE INSTALACIÓN  DE OFICINA
 REGIONAL MINISTERIAL EN OSORNO, y OTORGAMIENTO DE RECURSOS ECONÓMICOS A CLUB DEPORTIVO PROVINCIAL OSORNO POR INTERMEDIO DE EMPRESA PROMOLAC; al señor Director Nacional del Servicio Nacional de Turismo, con el objeto de requerirle SEDE REGIONAL DE SERNATUR EN OSORNO (todos de la Décima Región).


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, planteándole que dé las instrucciones del caso para el CUMPLIMIENTO DE DICTAMEN DE CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA SOBRE CONSTRUCCIÓN  DE AUTOPISTA  ENTRE ENLACE PEÑABLANCA Y RUTA 60 CH; 
al señor Ministro de Defensa Nacional, para que informe acerca de DESCUENTO DE BIENESTAR A MILITARES EN AISÉN; al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, para hacerle presente la conveniencia de ENVÍO DE INDICACIONES Y ASIGNACIÓN DE URGENCIA A PROYECTO SOBRE PROTECCIÓN DE GLACIARES; al señor Ministro de Agricultura y al señor Vicepresidente de CORFO, a fin de que se estudie SOLUCIÓN A ASUNTO EXPUESTO POR EX MIEMBRO DE CONSEJO ESTRATÉGICO DE DESARROLLO DE UNDÉCIMA REGIÓN; a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, para poner en su conocimiento lo atinente a EXIGENCIA DE ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL A CENTRALES TERMOELÉCTRICAS EN TOTORALILLO, LA SERENA, y al señor Presidente del Consejo de Alta Dirección Pública, solicitándole REVISIÓN DE REQUISITOS PARA OCUPAR CARGOS DIRECTIVOS EN ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.



Del señor LARRAÍN:



Al señor General Director de Carabineros y a los señores Intendentes Regionales, para que informen acerca de CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIÓN DE MANTENER PADRÓN OFICIAL ACTUALIZADO DE MIEMBROS DE BARRAS POR PARTE DE CLUBES PROFESIONALES DE FÚTBOL.



Del señor ROMERO:



Al señor Contralor General de la República, planteándole lo relativo a PRONUNCIAMIENTO ACERCA DE PRESENTACIÓN DE JUNTAS DE VECINOS DE SAN PEDRO, COMUNA DE QUILLOTA, EN RELACIÓN CON OBRAS DE TRAMO 2, ENLACE QUILLOTA PONIENTE-ENLACE PEÑABLANCA DE PROYECTO DE CONCESIÓN DE RUTA 60 CH, y al señor Director Nacional de INDAP, pidiéndole su atención respecto de ANÁLISIS Y PROPUESTA DE SOLUCIÓN PARA SITUACIÓN QUE AFECTA A AGRICULTOR CÉSAR VALENZUELA FUENZALIDA DE LA LIGUA (ambos de la Quinta Región).

)----------(

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- En Incidentes, los Comités Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

CONMEMORACIÓN DE CENTENARIO DE 

LA MATANZA EN ESCUELA SANTA MARÍA DE IQUIQUE

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, el próximo 21 de diciembre -como señaló el Senador señor Navarro en su intervención de ayer- se conmemora el centenario de la matanza obrera en la Escuela Santa María de Iquique, acaecida bajo el Gobierno de Pedro Montt Montt.



Con ocasión de ese trágico hecho, que significó la muerte de centenares de hombres, mujeres e incluso niños, en la actualidad se llevan a cabo a lo largo y ancho de nuestra patria actos, seminarios, encuentros culturales y sociales -he tenido oportunidad de participar en algunos de ellos en la misma ciudad de Iquique- que no solo tienen el común propósito de dar cuenta de un triste episodio de la historia patria y del nacimiento del movimiento obrero chileno, sino especialmente de reivindicar la permanente lucha de los trabajadores por sus derechos laborales y la construcción de una sociedad más justa e igualitaria.



Conmemorar la masacre de la Escuela Santa María significa homenajear a nuestros trabajadores y al movimiento obrero, que precisamente surge más fortalecido después de ese luctuoso hecho, que sigue enlutando la memoria del país.



Ese infausto suceso tuvo lugar, como se sabe, en medio del proceso de desarrollo de un profundo cambio social que vivía Chile a fines del siglo XIX.



Después de la Guerra del Pacífico, según varios historiadores, comenzó a surgir el movimiento obrero como consecuencia del desenvolvimiento de la industria salitrera en las Regiones del norte, lo que provocó importantes desplazamientos de trabajadores desde el centro y sur hacia esa nueva fuente laboral. 



El salitre fue la actividad que mayores ingresos aportó al presupuesto fiscal; influyó positivamente en la balanza comercial y dinamizó la producción agropecuaria, como asimismo las incipientes industrias manufacturera y fabril. Sin embargo, las crisis cíclicas del capitalismo mundial, cuyos puntos culminantes fueron en 1897 y 1907, indudablemente afectaron la economía nacional. Un hecho significativo fue la cesión por el Estado de terrenos salitreros para su explotación por empresas británicas y alemanas. Y como retribución se limitó a aplicar un derecho aduanero por quintal de salitre exportado.



A principios del siglo XX nuestra estructura económica se hallaba conformada por la propiedad latifundista en las zonas rurales del centro y sur, que ya entonces se agrupaba en la Sociedad Nacional de Agricultura. Paralelamente se consolidaba una burguesía minera y financiera más una naciente burguesía industrial, la que se había organizado en la Sociedad de Fomento Fabril, creada en 1883. 



El campesinado estaba sometido al régimen de inquilinato y vivía en condiciones de miseria. La clase obrera, que nació en la industria del salitre, se extendía a las minas de carbón, a los puertos, a los ferrocarriles y a la naciente industria, particularmente a la surgida en Valparaíso y en Santiago.



En lo político, Chile vivía la llamada “República parlamentaria”, que se extendería hasta 1925, luego de la aprobación de la nueva Constitución, que estableció un régimen político de carácter presidencial.



El Estado, preocupado de poblar y trabajar los territorios incorporados al término del conflicto bélico a que nos vimos enfrentados con Perú y Bolivia, había jugado un trascendente rol en la creación de una identidad nacional y abierto importantes espacios de participación mediante el sufragio. Sin embargo, los asientos de instituciones como el Congreso Nacional seguían reservados casi exclusivamente a los sectores oligárquicos, que controlaban en gran medida los procesos eleccionarios que se realizaban en el país.



Al respecto, Bernardo Subercaseaux planteaba: “la modernización de la burocracia estatal y de la administración pública, no significó… una ampliación de la vida política, ni la participación en ella de los nuevos sectores sociales… De allí que el fin de siglo (XIX) fue precisamente el momento en que se puso en evidencia, por primera vez, la crisis de participación política de los sectores medios y populares”. 



Tal situación se vio reforzada por el hecho de que en el Congreso -como plantea Cristián Gazmuri- existían posiciones doctrinarias homogéneas, ya que sus miembros representaban fundamentalmente a un solo sector de la sociedad: la oligarquía.



Por otra parte, las relaciones de trabajo en las empresas salitreras se traducían en una extrema explotación. Mientras los obreros eran asalariados mal pagados por medio de un régimen de fichas, los empresarios lograban relevantes niveles de acumulación de riqueza producto del auge del precio del salitre en el mercado internacional. Ello implicó que estos participaran de un mercado cada vez más moderno y lucrativo; pero las relaciones con sus trabajadores correspondían a un paradigma y a una visión del mundo ya arcaicos para la época. 



En la relación del empresariado con los trabajadores era donde cabía la acción del Estado para regular las condiciones de explotación. Y fue precisamente ahí donde la ausencia de legislación agudizó las contradicciones entre el capital y el trabajo.



El clima laboral no era tranquilo. Las huelgas se extendían por el país. En 1890 se produjo un enfrentamiento violento en Tarapacá, cuando obreros salitreros fueron a la huelga exigiendo el pago mensual de sus salarios en pesos y no en fichas; libertad de comercio; abolición de multas, y otros beneficios. Sin embargo, una fuerza militar disolvió las concentraciones obreras dejando varios muertos y heridos. 



El Presidente Manuel Balmaceda tenía una concepción diferente con respecto al salitre y a la llamada “cuestión social”, de cuya solución a través de acciones represivas discrepaba. Propuso la nacionalización del salitre, para su explotación por capitales chilenos, y emplear las utilidades en obras públicas, ferrocarriles y otros rubros. Lamentablemente, la guerra civil de 1891 terminó con esa alternativa.



Con posterioridad, en 1904, la policía sofocó en forma sangrienta una huelga salitrera en la región de El Toco. En 1905, una amplia coalición de sociedades populares pidió la abolición del impuesto al ganado argentino, que encarecía la carne en beneficio de los terratenientes nacionales y en detrimento de los trabajadores. La llamada “huelga de la carne” movilizó a cientos de organizaciones en todo el territorio y culminó con una matanza en Santiago, por parte de las autoridades, en la que murieron decenas de personas. En 1906, una huelga ferroviaria en Antofagasta fue reprimida a tiros por la marinería, dejando varias víctimas fatales.



El debate sobre la situación de los obreros llevado a cabo en el Parlamento se concretó en una comisión que viajaría al norte a estudiar los hechos. Así, el 12 de marzo de 1904, un decreto supremo creó la Comisión Consultiva Parlamentaria, cuyo deber era investigar el problema obrero en Tarapacá y Antofagasta. 



En dos días de presencia en Iquique, dicha Comisión se reunió con los principales actores del lugar: autoridades, empresarios salitreros, comerciantes y trabajadores, y rescató, desde su perspectiva, la situación social y económica de los obreros. El testimonio presentado en su informe estableció un lazo entre el Parlamento y los trabajadores que en diciembre de 1907 generó grandes expectativas en el movimiento laboral, pero que desgraciadamente nunca se reflejó en hechos concretos. La propuesta de ley elaborada sobre la base de ese informe quedó convertida en un eterno anteproyecto debido al cambio de mando del Gobierno de Germán Riesco a Pedro Montt. Sin embargo, para muchos obreros organizados significó un paso adelante en cuanto al reconocimiento de sus demandas por la autoridad.



Lo central para los partidos de la época era la manera en que el Estado imponía su legitimidad y visión de progreso a la sociedad como conjunto y a la clase obrera en particular. Esta etapa fue entendida por los parlamentarios como un momento crítico en cuanto a la legitimidad que poseían tanto los políticos como los empresarios. 



El Diputado del Partido Conservador Alfredo Barros Errázuriz, que integró la Cámara Baja entre 1906 y 1909 y que más tarde fue Ministro de Hacienda del Presidente Ramón Barros Luco, llegó a afirmar lo siguiente: “Se han roto o debilitado los vínculos que unían a patrones y obreros, por el olvido de parte de muchos patrones de sus deberes de justicia y de caridad y por la pérdida de la antigua fidelidad y sumisión de los obreros… Cunde el número de personas descontentas con la actual organización social y que todo lo espera del trastorno y del desorden”. 



Barros se refería a dos fenómenos conjuntos. Primero, a la falta de representatividad y legitimidad democrática de la institucionalidad vigente, y segundo, a la creciente organización de los trabajadores que durante los últimos años del siglo XIX y los primeros del siglo XX llevaron a cabo importantes huelgas que tanto conservadores como liberales entendían como innecesarias y peligrosas, lo que influyó en el apoyo de los partidos a la represión de los huelguistas y, finalmente, después de la matanza de Santa María, a su silencio.



El día lunes 16 de diciembre de 1907 en la Intendencia de Iquique, en una reunión presidida por don Julio Guzmán García y en la que participaron numerosas autoridades administrativas, eclesiásticas y militares, además de "vecinos notables" y gente ligada a la empresa salitrera, los obreros del salitre, calculados en 18 mil personas, presentaron un petitorio que planteaba demandas ya históricas del movimiento obrero chileno. El documento exigía el cumplimiento de las siguientes peticiones, varias de ellas de larga data: 


1.- El pago del jornal a 18 peniques.


2.- La supresión del sistema de fichas.


3.- El libre comercio al interior de las oficinas, en forma amplia y absoluta.


4.- Cierre general con reja de fierro en todos los cachuchos y chupadores de las oficinas salitreras, pagando estos una indemnización de 5 mil a 10 mil pesos a los trabajadores que se malogren a consecuencia de no haberse cumplido con esta obligación.


5.- Una balanza y una vara para verificar los pesos y las medidas en las pulperías.


6.- Conceder lugar gratuito para que funcionen escuelas nocturnas, siempre que algunos obreros lo soliciten. 


7.- Que el administrador no podrá arrojar a la rampla el caliche decomisado y después utilizarlo en los cachuchos.


8.- La permanencia en sus puestos de trabajo a los que han participado en la huelga o indemnización de entre 300 y 500 pesos en caso de despido.


9.- Indemnización de 10 a 15 días de sueldo en caso de despido.


10.- El acuerdo deberá ser firmado públicamente por los jefes de las casas salitreras y los representantes obreros.



El petitorio fue rechazado por dos motivos principales.



Desde el punto de vista de los empresarios, lo relevante era mantener la relación de dominación sobre los obreros. En medio de las negociaciones los empresarios plantearon textualmente que "no les era posible discutir bajo la presión de la considerable masa de huelguistas concentrados en la ciudad, porque si en estas condiciones accedieran a todo o parte de lo pedido por los trabajadores, perderían el prestigio moral, el sentimiento de respeto, que es la única fuerza del patrón sobre el obrero.".



El segundo motivo de rechazo fue el apoyo evidente de las autoridades a los empresarios y la búsqueda del Estado chileno por imponer el orden a través de la fuerza.



En un telegrama enviado por el Ministro del Interior, Rafael Sotomayor, se le comunicaba al Intendente Eastman que "en todos los casos debe prestar amparo a personas y propiedades; debe primar sobre toda otra consideración la conveniencia manifiesta que conviene reprimir con firmeza al principio, sin esperar desórdenes tomen cuerpo. La fuerza pública debe hacerse respetar, cualquiera sea el sacrificio que imponga.".



Todo se preparó para la masacre, no fue un hecho casual ni una desobediencia de algún mando medio. El 21 de diciembre se desplazaron a Iquique ambulancias y médicos, se aplicó censura a cables y telegramas, se prohibió publicar diarios para el día 22 y se le pidió al cónsul del Perú que visitara la zona para convencer a sus compatriotas que abandonaran el lugar que iba a ser escenario de la matanza. No obstante la solicitud del cónsul, los obreros peruanos solidarizaron con los obreros chilenos y no aceptaron retirarse del lugar. 



Ese mismo día 21 se moviliza un contingente militar y otro naval al mando del general Roberto Silva Renard y del coronel Sinforoso Ledesma, quienes insistieron al comité de los obreros y los amenazaron con disparar si no desocupaban la escuela Santa María. Las tropas abrieron fuego contra los miembros del comité negociador ante la sorpresa de los obreros. Luego, el resto de los uniformados ingresó a la escuela con ametralladoras matando a los hombres, mujeres y niños que se hallaban adentro. Sobre la cantidad de muertos no se estableció una cifra definitiva, aunque se cree que fueron entre 500 y 2.000. El resto de los sobrevivientes fueron llevados a la pampa y se les impuso un régimen de terror.



De esta manera, el Estado configuraba una visión sobre el orden muy similar a la de los empresarios, mientras que los trabajadores buscaban apoyo en el primero porque, aun cuando habían sido masacrados en más de una oportunidad, confiaban en que las autoridades les darían la razón, ya que desde la comisión del año 1904 había habido un involucramiento mayor que les permitía conocer las condiciones en que vivían los obreros. 



Luego de realizada la matanza, su principal responsable, el general Roberto Silva Renard, fue felicitado por el Gobierno de manera pública a través del siguiente telegrama: "Opinión pública comprende doloroso extremo fue necesidad ineludible para cumplir deber primordial de afianzar el orden y la tranquilidad pública...Las voces aisladas que por motivos políticos se han hecho oír en diputados no tienen eco, como puede verlo US, por las apreciaciones de toda la prensa seria.".



Los diputados criticados eran Arturo Alessandri Palma, Malaquías Concha y Bonifacio Veas, quienes con vehementes discursos protestaron por lo ocurrido en Santa María de Iquique.



El diputado por Curicó, Arturo Alessandri, en una larga intervención en la Cámara de Diputados señaló: "...el hecho es que el general Silva Renard que no había ido allá para dejarse impresionar por la gritería y por las banderolas, procedió únicamente, en vista de esas banderolas y griterías, a hacer disparar durante medio minuto las ametralladoras sobre el pueblo. Es decir, que en ese medio minuto se dispararon cinco mil tiros sobre una masa de ciudadanos que hasta ese momento estaban ejercitando un derecho que garantiza la Constitución del Estado: el derecho de pedir aumento de salarios y mejores condiciones para la vida (...). Ahora bien, porque la prensa ha protestado contra los procedimientos se la ha querido amordazar. Se quiere hacer callar a todo el mundo.".  



A su vez, el diputado Bonifacio Veas, expresó: "¿Por qué se han cometido esos asesinatos? Porque los obreros piden que se les haga más llevadera la existencia, que no se les robe su trabajo, que no se les pague con fichas, que no se les obligue a comprarlo todo en las pulperías de las oficinas, que se cierren los cachuchos.".



Seis años después de la masacre, en 1913, una nueva Comisión Parlamentaria visitaría la zona y nuevamente daría cuenta de las paupérrimas condiciones de vida de los obreros salitreros.



Esta es la historia, señor Presidente, de los hechos ocurridos en la escuela Santa María de Iquique. Arribar a ella no ha sido fácil. Mucho tiempo debió transcurrir para que la verdad de lo acaecido se develara en sus trágicas dimensiones y así reivindicar la memoria de esos cientos de trabajadores y sus familias que perdieron la vida luchando, no solamente por un penique más, sino por el respeto a la dignidad humana.



He dicho.

El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me referiré a diversas materias.

MEDIDAS ADOPTADAS POR GOBIERNO FRENTE A HUELGA DE COMUNEROS MAPUCHES. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero solicitar que se oficie al Ministerio del Interior y al MIDEPLAN, con el objeto de recabar información acerca de las medidas que ha adoptado el Gobierno en torno a la huelga de hambre llevada a cabo por un grupo de comuneros mapuches en la cárcel de Angol. 



Hace poco estuve conversando con Roberto Troncoso, padre de Patricio Troncoso, quien va a cumplir 70 días en huelga de hambre y ya ha bajado 21 kilos de peso. La verdad es que más allá de si hay o no difusión de estos hechos, es claro que tenemos una vida en riesgo, lo cual lamentamos profundamente.



La aplicación de la ley antiterrorista a estos comuneros mapuches ha sido rechazada y condenada en todo el mundo, razón por la cual Chile ha pasado una vergüenza internacional tremenda. Dicha legislación era inaplicable a un grupo de acciones reivindicativas indígenas, las que hoy día han derivado en una segunda huelga de hambre.



Ojalá que el Gobierno nos informe de manera detallada acerca de cuáles son los procedimientos que se están llevando a cabo para resolver esta grave situación.



El año pasado, junto con el Senador señor Naranjo, presentamos un proyecto de ley que buscaba dar solución a estos conflictos, pero fue rechazado. 



Hemos hecho todos los esfuerzos. Sin embargo, el problema continúa y se torna más grave.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

INCORPORACIÓN DE CHANGOS A LEY INDÍGENA Y SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE FONDOS DE PROGRAMA DE DESARROLLO INDÍGENA URBANO. OFICIOS



De otro lado, señor Presidente, solicito oficiar al MIDEPLAN con relación al proyecto de ley que hace un año y medio ingresó al Senado, a fin de incorporar a los changos a los beneficios que contempla la Ley Indígena, por cuanto cumplen todos los requisitos para ello en su calidad de pueblo originario.



Estamos a la espera de cualquier modificación que les permita poder incorporarse a esta normativa.



Al mismo tiempo, deseo que  dicho Ministerio nos informe sobre los fondos del Programa de Desarrollo Indígena Urbano: cuánto se ha otorgado e invertido, cómo se ha distribuido, quiénes lo han ganado y, particularmente, todo lo que tenga que ver con su mejoramiento.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de Su Señoría, de acuerdo con el Reglamento.

PETICIÓN DE ANTECEDENTES SOBRE VENTA DE MINA 

EL TOQUI. OFICIO



Por otra parte, pido que se oficie a CODELCO-Chile para que nos informe acerca de la venta de la mina El Toqui -la cual, por cierto, lleva por nombre un vocablo mapuche muy importante-, de sus condiciones, capacidad e investigaciones desarrolladas.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, de conformidad con el Reglamento.
SOLICITUD DE INFORMACIÓN SOBRE CORREDORES 

BIOLÓGICOS. OFICIO



Señor Presidente, solicito también oficiar a la Corporación Nacional Forestal para que nos informe, de manera detallada, acerca de los corredores biológicos. Lo anterior, para precisar cuántos de ellos se hallan hoy día bajo su administración a lo largo de Chile, a fin de saber si alguno se encuentra amenazado por un proyecto de tipo productivo y, en caso de ser así, qué está haciendo al respecto la CONAF.



--Se anuncia el envío del oficio pertinente, en nombre de Su Señoría, conforme al Reglamento.
GRAVE SITUACIÓN CONTRACTUAL DE PERSONAL 

RECOLECTOR DE BASURA DE SANTIAGO. OFICIOS



Además, pido que se oficie a la Intendencia Regional Metropolitana y a la Asociación Chilena de Municipalidades a fin de que informen respecto del grave problema que afecta a 18 mil trabajadores de la recolección de basura. Esos hombres trotan entre 23 y 35 kilómetros diarios; viven una situación contractual delicada, deprimente, y amenazan con movilizaciones y huelgas, dado que sus inquietudes no han sido atendidas.



Si ellos paralizan, Santiago enfrentará una emergencia ambiental, ya que el no retiro de la basura conllevará un riesgo sanitario enorme. 



Ojalá, tanto la Intendencia de la Región Metropolitana como la Asociación Chilena de Municipalidades, nos puedan entregar datos sobre el particular.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

HOMENAJE A SIMÓN BOLÍVAR EN 177º 

ANIVERSARIO DE SU MUERTE. OFICIOS



“Cuentan que un viajero llegó un día a Caracas al anochecer, y sin sacudirse el polvo del camino, no preguntó dónde se comía ni se dormía, sino cómo se iba adonde estaba la estatua de Bolívar. Y cuentan que el viajero, solo con los árboles altos y olorosos de la plaza, lloraba frente a la estatua, que parecía que se movía, como un padre cuando se le acerca un hijo. El viajero hizo bien, porque todos los americanos deben querer a Bolívar como a un padre. A Bolívar, y a todos los que pelearon como él porque la América fuese del hombre americano…”.



“Hay hombres que viven contentos aunque vivan sin decoro. Hay otros que padecen como en agonía cuando ven que los hombres viven sin decoro a su alrededor. En el mundo ha de haber cierta cantidad de decoro, como ha de haber cierta cantidad de luz. Cuando hay muchos hombres sin decoro, hay siempre otros que tienen en sí el decoro de muchos hombres. Esos son los que se rebelan con fuerza terrible, contra los que les roban a sus pueblos su libertad, que es robarles a los hombres su decoro. En esos hombres van miles de hombres, va un pueblo entero, va la dignidad humana. Esos hombres son sagrados. Este hombre es sagrado: Bolívar, de Venezuela. Se le deben perdonar sus errores, porque el bien que hizo fue más que sus faltas. Los hombres no pueden ser más perfectos que el sol. El sol quema con la misma luz con que calienta. El sol tiene manchas. Los desagradecidos no hablan más que de las manchas. Los agradecidos hablan de la luz.


“Bolívar era pequeño de cuerpo. Los ojos le relampagueaban, y las palabras se le salían de los labios. Parecía como si estuviera esperando siempre la hora de montar a caballo. Era su país, su país oprimido, que le pesaba en el corazón, y no le dejaba vivir en paz. La América entera estaba como despertando. Un hombre solo no vale nunca más que un pueblo entero; pero hay hombres que no se cansan, cuando su pueblo se cansa, y que se deciden a la guerra antes que los pueblos, porque no tienen que consultar a nadie más que a sí mismos, y los pueblos tienen hombres, y no pueden consultarse tan pronto. Ese fue el mérito de Bolívar, que no se cansó de pelear por la libertad de Venezuela, cuando parecía que Venezuela se cansaba. Lo habían derrotado los españoles: lo habían echado del país. Él se fue a una isla, a ver su tierra de cerca, a pensar en su tierra.


“Un negro generoso lo ayudó cuando ya no lo quería ayudar nadie. Volvió un día a pelear, con trescientos, héroes, con los trescientos libertadores. Libertó a Venezuela. Libertó a la Nueva Granada. Libertó al Ecuador. Libertó al Perú. Fundó una nación nueva, la nación de Bolivia. Ganó batallas sublimes con soldados descalzos y medio desnudos. Todo se estremecía y se llenaba de luz a su alrededor. Los generales peleaban a su lado con valor sobrenatural. Era un ejército de jóvenes. Jamás se peleó tanto, ni se peleó mejor, en el mundo por la libertad. Bolívar no defendió con tanto fuego el derecho de los hombres a gobernarse por sí mismos, como el derecho de América a ser libre. Los envidiosos exageraron sus defectos. Bolívar murió de pesar del corazón, más que de mal del cuerpo, en la casa de un español en Santa Marta. Murió pobre, y dejó una familia de pueblos...”.


Señor Presidente, quise comenzar mi intervención con el extracto de un hermoso texto del patriota y pensador cubano José Martí sobre la figura del Libertador Simón Bolívar para recordar que el 17 de diciembre de 1830, hace ya 177 años, este insigne americano falleció a la temprana edad de 47 años.



A manera de sencillo homenaje, deseo hoy recordar lo que de él dijo el historiador chileno Benjamín Vicuña Mackenna: “Desde Cumaná hasta Potosí nada le ha detenido. Ha destrozado virreinatos, ha borrado todas las líneas de las demarcaciones geográficas: ha rehecho el mundo (…) Su caballo ha bebido las aguas del Orinoco, El Amazonas y del Plata, las tres grandes fronteras que dio la creación al Nuevo Mundo (…)”.



Y agregaba Vicuña Mackenna: “Bolívar ha cumplido, casi sin elementos y a despecho de la naturaleza y de los hombres, una de las empresas más grandiosas que tocó en suerte a un héroe. Ha emancipado cuatro veces más millones de colonos que Washington. Una sola de sus creaciones, Colombia (…) es más vasta que todas las conquistas de Napoleón. La historia no conoce guerrero cuyo caballo de batalla haya ido más lejos y cuyo teatro militar fuera tan extenso (…)”.



Simón Bolívar, además de participar en más de 400 batallas a lo largo de 20 años de su vida, fue también un prolífico escritor. Los investigadores consideran que ya a mediados del siglo XX se habían localizado 5 mil 375 cartas firmadas por su mano, un centenar de proclamas, 26 discursos, 21 mensajes, 14 manifiestos, 12 leyes, decenas y decenas de decretos, el cuerpo de dos constituciones, bandos, arengas, llamamientos y también artículos, ensayos y análisis de obras literarias, sin considerar todo lo que en el fragor de la lucha se perdió.



El Libertador Bolívar fue también un partidario decidido de la justicia social, como lo demuestra el decreto que firmó el 20 de mayo de 1820, ordenando que “ni los curas, ni los jueces políticos, ni ninguna otra persona empleada o no, podrá servirse de los naturales” -es decir, los indígenas y campesinos- “de ninguna manera, ni en caso alguno, sin pagarles el salario que antes estipulen en contrato formal celebrado a presencia y con consentimiento del juez político.”.



¡Y qué mayor demostración de justicia que devolver la tierra a los indígenas y liberar a los esclavos! Eso hizo Bolívar.



Fue también un visionario que anticipó la tesis de un Estado fuerte de transición para hacer posible la sociedad justa a la que aspiraba, al constatar que la democracia transplantada de Europa no era viable en América, en un país de indígenas manejados por “los intrigantes moradores de las ciudades”, y que la democracia, entendida como el gobierno para las mayorías débiles, era burlada por las minorías selectas y opresoras que la manejaban.



Asimismo, fue un visionario en materia económica, porque pensó en la integración de América en lo económico, en lo político y en lo social. Ya Bolívar hablaba del trabajo y del conocimiento como palancas del desarrollo. Consecuente con esa tesis, en el citado decreto de 1820 se dice: “Todos los jóvenes mayores de cuatro años y menores de catorce asistirán a las escuelas,”.



Pero es tal vez en el análisis político donde Bolívar resulta más grande.



Criticó las que llamaba “repúblicas aéreas”, basadas en experiencias y teorías ajenas, y la tendencia a pretender someter la realidad al pensamiento, que es la causa del extranjerismo y del subjetivismo de nuestros partidos reaccionarios y revolucionarios.



Bolívar era un revolucionario. Y los revolucionarios proceden de un modo inverso: enriquecen el pensamiento con la praxis y los cambios operados en la realidad. Por eso propuso una democracia real, no formal, en la que contaran los indios, los campesinos, los artesanos, los oprimidos y censuró “la odiosa diferencia de clases” que los excluía.



Creó el Estado fuerte para vencer la resistencia de la aristocracia, que se oponía a la inclusión de los oprimidos en la repartición del ponqué (o torta) social. Propuso la centralización política de América Latina contra el nacionalismo estrecho y egoísta de las aristocracias criollas para enfrentar a España y, con posterioridad, al naciente imperio de los Estados Unidos, al que ya veía como una sombra negra que terminaría por aplazar las esperanzas de los pueblos latinoamericanos. “Los EEUU parecen destinados por la Providencia para plagar la América de miseria a nombre de la libertad”, escribía a Patricio Campell, en 1829.



Para el Libertador, la integración latinoamericana era lo más fuerte. “Yo deseo, más que otro alguno, ver formar en América la más grande nación del mundo, menos por su extensión y su riqueza que por su libertad y gloria”, señaló en la Carta de Jamaica.



No se debe creer que el Libertador no era nacionalista. Lo fue, pero para defender la soberanía y las riquezas de la América mestiza frente a los enemigos poderosos de la época. Como si hubiera pensado en el presente de nuestro continente, sostenía que los pactos bilaterales entre el poderoso y los débiles conducen necesariamente a la dependencia. “Firmado una vez el pacto con el fuerte, ya es eterna la obligación del débil”, escribía en 1823 a Bernardo Monteagudo. “Las leyes” -manifestó en el Congreso de Angostura- “deben ser relativas a lo físico del país…a su situación…a sus inclinaciones, a sus riquezas. He aquí el Código que deberíamos consultar, y no el de Washington”.



Pero su nacionalismo, al igual que sus concepciones políticas y económicas, no contradice su aspiración a la unidad de todos los pueblos que defendían los mismos ideales. Se trataba de un nacionalismo panlatinoamericano que lo llevó a vaticinar: “El día de la América Latina solo llegará cuando se integre en una sola nación”.



“Bolívar tiene mucho que hacer en América”, expresó José Martí en octubre de 1893 ante la Sociedad Literaria Hispanoamericana, en Nueva York.



En Un canto para Bolívar, Neruda dice: 



“Bolívar, capitán, (...) Los malvados atacan tu semilla de nuevo (...)



“Pero hacia la esperanza nos conduce tu sombra, (...) de nuestra joven sangre venida de tu sangre saldrán paz, pan y trigo para el mundo que haremos.”.


Para nosotros y para muchos otros, Bolívar sigue siendo el Padre de la Patria de América.



Estamos en deuda con él. Espero que el Ministerio de Educación pueda hacer justicia a su nombre en la historia del Continente y en la historia de Chile.



Por ello, solicito que esta intervención sea remitida a la señora Ministra de Educación, al señor Canciller y a los embajadores de las naciones de Latinoamérica y el Caribe en nuestro país.



La historia de Chile y nuestra educación están en deuda con Bolívar. Destacar la figura del libertador de América es una tarea pendiente.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios pertinentes, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor OMINAMI (Vicepresidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:41.








Manuel Ocaña Vergara.








Jefe de la Redacción
A n e x o s

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 355
ACTAS APROBADAS

SESION 74ª, ORDINARIA, EN MARTES 11 DE DICIEMBRE DE 2.007



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Asisten, asimismo, las señoras Ministras de Salud, doña María Soledad Barría Iroume y de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Poblete Bennett y Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Claudia Serrano Madrid.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS


Se da por aprobada el acta de la sesión septuagésima primera, ordinaria, de 22 de Noviembre del año en curso, que no ha sido observada.



Las actas de las sesiones septuagésima segunda y septuagésima tercera, ambas ordinarias, de 4 y 5 de Diciembre de 2007, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
____________

CUENTA

Mensajes



Veintitrés de Su Excelencia la Presidenta de la República, recaídos en los siguientes asuntos:


Con el primero, solicita el desarchivo del proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Unión Latina, suscrito en París, el 15 de febrero de 1994 (Boletín 1.229-10).


Se toma conocimiento, se accede a lo solicitado y se devuelven los antecedentes a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el segundo, hace presente la urgencia calificada de “suma” respecto del proyecto de ley que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (Boletín N° 5.431-11).


Con los tres siguientes, hace presente la urgencia calificada de “simple”, para el despacho de los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que tipifica el delito de robo de tapas de alcantarillado o de cauces y señala penas para el delito de receptación de cables eléctricos y tapas de cauce (Boletines números 4.266-07 y 4.267-07, refundidos).


2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula tenencia y extravío de equipos y tarjetas de telefonía móvil con el objeto de prevenir su uso en hechos delictivos (Boletín Nº 4.523-15).


3.- Proyecto de ley que modifica diversos cuerpos legales en materia de orden público (Boletín Nº 4.832-07).


-- Se tiene presente y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el sexto, retira y hace presente la urgencia calificada de “suma”, respecto del proyecto de acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (Boletín N° 5.128-10).


Con los diecisiete siguientes, retira y hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Convenio Nº 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes, adoptado por la Conferencia Internacional del Trabajo, el 27 de junio de 1989 (Boletín N° 233-10).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, relativo a la recuperación del bosque nativo y fomento forestal (Boletín Nº 669-01).



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Convención sobre Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la Resolución N° 2391 (XXIII), el 26 de noviembre de 1968 (Boletín N° 1.265-10).



4.- Proyecto de ley que flexibiliza el uso del permiso maternal (Boletín Nº 1.309-13).



5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Civil y leyes complementarias en materia de sociedad conyugal o comunidad de gananciales, otorgando a la mujer y el marido iguales derechos y obligaciones (Boletín Nº 1.707-18).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (Boletín N° 2.469-03).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fortalece y perfecciona la jurisdicción tributaria (Boletín N° 3.139-05).

8.- Proyecto de ley que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).


9.- Proyecto de acuerdo aprobatorio del “Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes”, adoptado por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 18 de diciembre de 2002 (Boletín N° 4.542-10).


10.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un incentivo tributario a la inversión privada en investigación y desarrollo (Boletín N° 4.627-19).

11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que perfecciona el sistema previsional (Boletín N° 4.742-13).


12.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Escalona, que modifica la Ley de Violencia Intrafamiliar, con la finalidad de precisar su ámbito de aplicación y la investigación de dicho delito (Boletín N° 4.886-07).


13.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece disposiciones para la instalación, mantención e inspección periódica de los ascensores y otras instalaciones similares (Boletín Nº 4.975-14).


14.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.067 y establece normas para la participación de tropas chilenas en operaciones de paz (Boletín N° 5.068-10).

15.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación (Boletín N° 5.083-04).


16.- Proyecto de ley que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09).


17.- Proyecto de ley que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales (Boletín N° 5.270-14).


-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Perú, que modifica y sustituye el ACE N° 38, sus anexos, apéndices, protocolos y demás instrumentos que hayan sido suscritos a su amparo, adoptado en Lima el 22 de agosto de 2006, y el Acuerdo que lo modifica (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.128-10).

-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda.


Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que establece un procedimiento simplificado para los permisos de edificación de viviendas sociales (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 5.270-14).


--Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.


Con el tercero, comunica que ha aprobado el proyecto de ley que prohíbe la venta de plaguicidas que indica (Boletín N° 4.877-01).


--Pasa a la Comisión de Agricultura.


Con el último, informa que ha aprobado el proyecto de ley que autoriza la construcción de monumentos a víctimas de la masacre de la Escuela Santa María, de Iquique (Boletín N° 4.766-24).


--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Dos del señor Ministro de Hacienda:


Con el primero, contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a las negociaciones y acuerdos adoptados por el Estado de Chile, en materia de bandas de precios del trigo y su harina.


Con el segundo, da respuesta a un oficio remitido por el Honorable Senador señor Frei, en que transmite la preocupación de la comunidad científica nacional por la disminución de los recursos destinados a fomentar la investigación en ciencias básicas en Chile.


Del señor Ministro de Secretario General de la Presidencia, mediante el cual informa que Su Excelencia la señora Presidenta de la República ha resuelto crear la Oficina de Asuntos Religiosos del Gobierno, entidad que dependerá de dicho Ministerio y que será dirigida por el Dr. Humberto Lagos Schuffeneger.


Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la situación de la pesca en Chile y, en particular, del recurso merluza común.


Dos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social:


Con el primero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, relativo a los problemas que enfrenta, en la Región de Atacama, el desarrollo de la actividad de extracción de ostiones debido a la competencia desleal que sufren los productores nacionales frente a sus homólogos de Perú.


Con el segundo, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo al daño previsional que sufren los funcionarios del sector público.


Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:


Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, referido a un estudio acerca del diseño hidráulico aplicado en el Puente San Isidro, en la Ruta 60 CH, sector San Pedro, de la comuna de Quillota. 


Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la pavimentación del Camino Valle Alegre-Puchuncaví.


Con los dos últimos, responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Espina, referidos, respectivamente, al pago de flujos mínimos garantizados a las Concesionarias de la Ruta 5 Sur, y a la instalación de avisos en el camino Sahuelhue-Carén, en la Región de La Araucanía.


Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la electrificación de la Isla Santa María, en la comuna de Coronel.


Del señor Subsecretario de Investigaciones, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, relativo a la creación de una nueva Prefectura en la ciudad de Quillota y a la instalación de una Unidad Policial en la comuna de Quintero.


Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales del Ministerio de Salud, mediante el cual informa sobre glosa 01 del programa de “Contingencias Operacionales”, correspondientes al presupuesto del sector público del presente año. 


Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la instalación de un teléfono público rural en el sector de Loncotriuque, comuna de Melipeuco.


Del señor Director Nacional del Registro Civil, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Frei, relativo a la muerte presunta de la persona que indica.


Del señor Intendente subrogante de la Región del Biobío, por el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a los compromisos adquiridos con la Ilustre Municipalidad de San Pedro de la Paz, en relación con la instalación y construcción del conjunto habitacional “San Pedro de la Paz”, etapas 1, 2 y 3.


De la señora Secretaria Regional Ministerial de Transportes y Telecomunicaciones de la Región de La Araucanía, por el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los problemas que enfrenta el transporte en la comuna de Melipeuco.


Del señor Director del Servicio de Salud de Valdivia, por el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, referido a la construcción  de un Centro Comunitario de Salud Familiar en la localidad de Mehuín.


Del señor Presidente del Directorio de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, relativo a los problemas que presentaría la reparación del ramal del tren a Valdivia, vía Antilhue.


Del señor Gerente General de la Empresa de Ferrocarriles del Estado, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Coloma, relativo a la eventual suspensión del servicio de buscarriles entre Talca y Constitución.


-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes


De las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, recaído en el oficio de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y de medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea de Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA) (Boletín N° S 1.025-05) 


De las Comisiones de Hacienda y Defensa Nacional, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (Boletín N° 5.151-02).



-- Quedan para tabla.


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ávila, Escalona, Girardi, Gazmuri, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República, que envíe a trámite legislativo un proyecto de ley que elimine la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar el 65% del Impuesto al Valor Agregado, y que los recursos recaudados por dicho concepto, se destinen a conceder un subsidio a los deudores habitacionales que indican (Boletín N° S 1.011-12).


-- Queda para el tiempo de votaciones de la próxima sesión ordinaria.
Mociones


De los Honorables Senadores señores Coloma, Longueira y Orpis, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.180, que autorizó erigir un monumento en memoria de don Hernán Briones Gorostiaga, con el fin de permitir que dicha construcción se realice en la Región Metropolitana (Boletín N° 5.554-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Naranjo y Ruiz-Esquide, mediante la cual inician un proyecto de ley  que modifica la ley N° 19.419, que regula actividades relacionadas con el tabaco, con el fin de precisar la manera en que se deben ventilar los espacios habilitados para fumadores (Boletín N° 5.555-11).


Del Honorable Senador señor Bianchi, mediante la cual inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.284, en lo relativo a la inserción laboral de las personas con discapacidad (Boletín N° 5.556-11).


--Pasan a la Comisión de Salud.


De los Honorables Senadores señores Naranjo, Muñoz Aburto y Letelier, mediante la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo, en lo relativo a la extensión de la jornada laboral de los trabajadores dependientes del comercio (Boletín N° 5.557-13).


Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

Declaración de inadmisibilidad


Moción del Honorable Senador señor Letelier, con la que inicia un proyecto de ley que entrega al Estado la facultad exclusiva y excluyente de fabricar, armar y transformar e importar o exportar armas de fuego y otros elementos, y suprime las atribuciones del Ministerio de Defensa Nacional y otros organismos públicos, para autorizar actividades relacionadas con la industria bélica privada y la inscripción y porte de armas.


--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2 del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

- - - 

Durante la Sesión, se da cuenta del segundo informe de las Comisiones de Hacienda y Salud, unidas, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes números 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la atención primaria (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.393-11).



-- Queda para tabla.
_____________
ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en reunión celebrada el día de hoy, acordaron lo siguiente:



1) Tratar en la sesión ordinaria del día de hoy, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto signado con el número 12, esto es, el proyecto de acuerdo aprobatorio del “Acuerdo sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, adoptado en La Haya el 15 de junio de 2005, que modifica el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, suscrito en Santiago el 10 de enero de 1996” (Boletín N° 5.115-10).



2) Considerar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria del día de hoy, el proyecto de ley ubicado en el número 11, es decir, el que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica (Boletín N° 5.431-11) (con urgencia calificada de “suma”). Esta iniciativa, una vez aprobada en general, será discutida en el segundo informe por las Comisiones de Salud y de Hacienda, unidas.



3) Retirar de la Tabla los proyectos signados con los números 6, 8 y 9, que son los siguientes:



a) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, alterando la competencia de los Tribunales Militares y suprimiendo la pena de muerte (Boletín N° 5.159-07).



b) Proyecto de ley, iniciado en Moción de la Honorable Senadora señora Alvear, sobre jurisdicción penal militar (Boletín Nº 4.792-07).



c) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código de Justicia Militar, suprimiendo, en la integración de la Corte Suprema, al Auditor General del Ejército (Boletín Nº 2.215-07).



4) Abrir nuevos plazos para presentar indicaciones, respecto de las siguientes iniciativas:



a) Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley de Concesiones de Obras Públicas y otras normas que indica (Boletín N° 5.172-09) (con urgencia calificada de “simple”), hasta el viernes 14 de diciembre en curso.



b) Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983 y el decreto ley N° 825, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios (Boletín N° 4.928-26), hasta el lunes 17 de diciembre en curso.



c) Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, que modifica el Código Aeronáutico, en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (Boletín Nº 4.595-15), hasta el lunes 17 de diciembre en curso.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien solicita que se abra un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica diversos cuerpos legales para limitar el cobro de intereses, regular la subasta hipotecaria y enmendar el recurso de revisión, correspondiente al Boletín Nº 3.606-03, hasta las 12 horas del lunes 17 de diciembre del año en curso.



Así se acuerda.
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Acuerdo sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, adoptado en La Haya, que modifica el Convenio de Seguridad Social suscrito en Santiago el 10 de enero de 1996, con 

informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités en el día de hoy.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, adoptado en La Haya, que modifica el Convenio de Seguridad Social suscrito en Santiago el 10 de enero de 1996, correspondiente al Boletín Nº 5.115-10.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto de acuerdo en general y particular a la vez por ser de artículo único y lo aprobó por la unanimidad de los Honorables Senadores señores Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que, de conformidad con lo dispuesto en el inciso segundo del Nº 18 del artículo 19 de la Carta Fundamental, el proyecto de acuerdo tiene el carácter de norma de quórum calificado, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República 
- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, ningún señor Senador hace uso de la palabra.


Cerrado el debate y puesto en votación en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por 20 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la  Constitución Política de la República. 



Queda terminada la discusión del asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:



"Artículo único.- Apruébase el Acuerdo sobre Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, adoptado en La Haya, el 15 de junio de 2005, que modifica el Convenio de Seguridad Social entre la República de Chile y el Reino de los Países Bajos, suscrito en Santiago, el 10 de enero de 1996.".

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce diversas modificaciones a la ley N° 17.235, sobre impuesto territorial, al decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre rentas municipales y a otros cuerpos legales, correspondiente al Boletín Nº 4.813-06, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular, de conformidad al acuerdo adoptado por la Sala en sesión 53ª, ordinaria, de 2 de octubre de 2007 y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag.



El señor Secretario General agrega que, en cuanto a la discusión en particular, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus integrantes, efectuar las siguientes modificaciones al proyecto:

Artículo 1º


Incorporar el siguiente numeral 2), nuevo, pasando los actuales numerales 2) y siguientes, a ser numerales 3) y siguientes respectivamente:


“2.- Sustitúyese, el inciso primero del artículo 8º, por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero.


“Artículo 8º.- Los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas, y que correspondan a sitios no edificados con urbanización, propiedades abandonadas o pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. La referida sobretasa no se aplicará en áreas de extensión urbana o urbanizables, así determinadas por los respectivos instrumentos de planificación territorial.


Con todo, en el caso de sitios no edificados, esta sobretasa regirá a contar del año subsiguiente de recepcionadas en forma definitiva, total o parcialmente, las respectivas obras de urbanización. No obstante, tratándose de proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, la sobretasa referida se aplicará a los sitios resultantes de la subdivisión o loteo transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.”.”.

Artículo 2º


Intercalar los siguientes numerales 7.- y 8.-, nuevos, pasando los actuales numerales 7.- y 8.-, a ser numerales 9.- y 10.-, respectivamente:


“7.- Reemplázase el numeral 3.- del artículo 41 por el siguiente:


“3.- Extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso publico, o desde pozos lastreros ubicados en inmuebles de propiedad particular.”.”.


“8.- Sustitúyense, en el numeral 5.- del artículo 41, sus incisos primero y segundo por el siguiente inciso primero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y siguientes, a ser incisos segundo y siguientes, respectivamente:


“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que sea vista u oída desde la misma.”.”.

Artículo 2º transitorio


Sustituir su inciso cuarto por el siguiente:


“La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo podrá aprobar la propuesta o acordar con la municipalidad morosa, previa evaluación de su capacidad financiera, una nueva propuesta que deberá ser ratificada por el concejo. Esta facultad se ejercerá por una sola vez y dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la Subsecretaría comunique a la municipalidad la voluntad de acordar dicha nueva propuesta.”.


El señor Secretario General hace presente que el Nº 2 del artículo 2º, el artículo 3º y el artículo segundo transitorio tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 119 de la Carta Fundamental, por lo que deben aprobarse por las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a loe establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



Finalmente, recuerda que de conformidad al acuerdo adoptado por los Comités y ratificado por la Sala en sesión 72ª, ordinaria, del día 4 de diciembre del año en curso, durante la discusión particular corresponde que el proyecto sea analizado también por la Comisión de Hacienda.
- - -


A continuación, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala y hacer uso de la palabra, a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.


Así se acuerda.

- - -


En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Sabag, Pérez Varela, Prokurica, Letelier, Núñez, Coloma y Larraín y a la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 23 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República. 


Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día 4 de enero de 2008, haciendo presente que ellas serán conocidas por las Comisiones de Gobierno, Descentralización y Regionalización y de Hacienda, unidas, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 1998, del Ministerio de Hacienda:


1.- Elimínase, en el inciso primero del artículo 2°, la expresión “N° 1”.


2.- Sustitúyese, el inciso primero del artículo 8º, por los siguientes incisos primero y segundo, nuevos, pasando el actual inciso segundo a ser inciso tercero.


“Artículo 8º.- Los bienes raíces no agrícolas afectos a impuesto territorial, ubicados en áreas urbanas, y que correspondan a sitios no edificados con urbanización, propiedades abandonadas o pozos lastreros, pagarán una sobretasa del 100% respecto de la tasa vigente del impuesto. La referida sobretasa no se aplicará en áreas de extensión urbana o urbanizables, así determinadas por los respectivos instrumentos de planificación territorial.


Con todo, en el caso de sitios no edificados, esta sobretasa regirá a contar del año subsiguiente de recepcionadas en forma definitiva, total o parcialmente, las respectivas obras de urbanización. No obstante, tratándose de proyectos de subdivisión o loteo, cuya superficie sea superior a cincuenta hectáreas, la sobretasa referida se aplicará a los sitios resultantes de la subdivisión o loteo transcurrido el plazo de diez años contado desde la fecha de recepción definitiva, total o parcial, de dichas obras de urbanización.”.


3.- Suprímese, en el inciso primero del artículo 18, la expresión “N° 1”.


4.- Sustitúyese, en el inciso tercero del artículo 27, la expresión “que se señalan en el Cuadro Anexo N° 2”, por la frase “fiscales y municipales en los cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos o municipales, en la forma que se señala en la letra A) del Párrafo I. del Cuadro Anexo”.


5.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Cuadro Anexo que contiene la Nómina de Exenciones al Impuesto Territorial:


a) Incorpórase en el número 1) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades fiscales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios públicos.”.


b) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo I., a continuación del punto final (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: “En todo caso, dicho artículo no será aplicable a las propiedades municipales en las cuales, por razones inherentes a sus cargos, estén obligados a residir funcionarios municipales.”.


c) Reemplázase en el número 10) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Assosiated” por “Associated”, e intercálase, a continuación de la palabra “Universities”, la expresión “Inc.”.


d) Sustitúyese en el número 13) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “Bienes raíces” por la palabra “Terrenos”; e incorpórase, a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


e) Introdúcese en el número 14) de la letra B) del Párrafo I. la preposición “de” antes de la frase “Voluntarios de los Botes Salvavidas”, y suprímese la palabra “Cuerpo” que antecede a la expresión “de Socorro Andino”.


f) Intercálase en el número 16) de la letra B) del Párrafo I. la expresión “comuna de” entre las palabras “la” e “Isla”.


g) Agrégase a la letra C) del Párrafo I. el siguiente N° 8):


“8) Sedes sociales de instituciones de Socorros Mutuos, y de las federaciones y confederaciones de las mismas.”.


h) Reemplázase el encabezado de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“D) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


i) Intercálase en el número 3) de la letra D) del Párrafo I. la conjunción “o” después de la palabra “indigentes”.


j) Reemplázase el número 5) de la letra D) del Párrafo I. por el siguiente:


“5) Sociedad Protectora de Animales Benjamín Vicuña Mackenna.”.


k) Agrégase a la letra D) del Párrafo I. el siguiente N° 6):


“6) Sociedad Protectora de Estudiantes Pobres de San Carlos, respecto de su propiedad ubicada en la calle Maipú N°702, comuna de San Carlos.”.


l) Reemplázase el encabezado de la letra A) del Párrafo II. por el siguiente: 


“A) Los Bienes Raíces de propiedad de las siguientes instituciones, siempre que cuenten con personalidad jurídica, que estén destinados al fin de beneficencia establecido en sus estatutos y no produzcan renta por actividades distintas a dicho objeto:”.


m) Agrégase en la letra A) del Párrafo II. el siguiente N° 5):


“5) Protectora de la Infancia.”.


n) Reemplázase el número 1) de la letra C) del párrafo II. por el siguiente:


“1) Industrias mineras ubicadas en el Lago General Carrera, en la comuna de Puerto Cisnes y en la Isla Puerto Aguirre de la Provincia de Aysén.”.


ñ) Incorpórase en el número 2) de la letra A) del Párrafo III., a continuación del punto final (.) que pasa a ser coma (,), la siguiente frase: “en la forma y plazos establecidos en dicho cuerpo legal.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales, cuyo texto refundido y sistematizado fue fijado mediante decreto supremo N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior:


1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 6° por el siguiente:


“Artículo 6°.- El servicio municipal de extracción de residuos sólidos domiciliarios se cobrará a todos los usuarios de la comuna, pudiendo este cobro ser diferenciado, utilizando al efecto diversos criterios, tales como programas ambientales, que incluyan, entre otros, el reciclaje; la frecuencia o los volúmenes de extracción; o las condiciones de accesibilidad.  Los criterios utilizados para la determinación del cobro de estos servicios deberán ser de carácter general y objetivo, y establecerse por cada municipalidad a través de ordenanzas locales.”.


2.- Sustitúyese el artículo 7° por el siguiente:


“Artículo 7°.- Las municipalidades cobrarán una tarifa anual por el servicio de aseo, pudiendo incorporar en ella los costos de aseo y limpieza de los bienes nacionales de uso público de la comuna. Dicha tarifa, que podrá ser diferenciada según los criterios señalados en el artículo anterior, se cobrará por cada vivienda o unidad habitacional, local, oficina, kiosco o sitio eriazo. Cada municipalidad fijará la tarifa del servicio señalado sobre la base de un cálculo que considere exclusivamente tanto los costos fijos como los costos variables de aquél.


Las condiciones generales mediante las cuales se fije la tarifa indicada, el monto de la misma, el número de cuotas en que se divida dicho costo, así como las respectivas fechas de vencimiento y los demás aspectos relativos al establecimiento de la tarifa, se consignarán en las ordenanzas locales correspondientes, cuya aprobación requerirá el acuerdo de la mayoría absoluta de los concejales en ejercicio.


Las municipalidades podrán, a su cargo, rebajar una proporción de la tarifa o eximir del pago de la totalidad de ella, sea individualmente o por unidades territoriales, a los usuarios que, en atención a sus condiciones socioeconómicas, lo ameriten, basándose para ello en el o los indicadores establecidos en las ordenanzas locales a que se refiere el inciso anterior. En todo caso, el alcalde, con acuerdo del concejo, deberá fijar una política comunal para la aplicación de las rebajas determinadas en virtud del presente inciso, la que, junto a las tarifas que así se definan, serán de carácter público, según lo dispongan las referidas ordenanzas.


Con todo, quedarán exentos automáticamente de dicho pago aquellos usuarios cuya vivienda o unidad habitacional a la que se otorga el servicio tenga un avalúo fiscal  igual o inferior a 225 unidades tributarias mensuales.


El monto real de la tarifa de aseo se calculará en unidades tributarias mensuales al 31 de octubre del año anterior a su entrada en vigencia y regirá por un período de tres años. Sin embargo, podrá ser recalculada, conforme a las variaciones objetivas en los ítem de costos, y según se establezca en las ordenanzas a que se refiere el inciso segundo, antes de finalizar dicho plazo, pero no más de una  vez en el lapso de doce meses.”.


3.- Introdúcense en el artículo 24 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase en el inciso primero la palabra “junio” por “mayo”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:


“Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero de este artículo, el Servicio de Impuestos Internos aportará por medios electrónicos a cada una de las municipalidades que corresponda, dentro del mes de mayo de cada año, la información del capital propio declarado, el rol único tributario y  el código de la actividad económica de cada uno de los contribuyentes.”.


c) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“En la determinación del capital propio a que se refiere el inciso segundo de este artículo, los contribuyentes podrán deducir aquella parte del mismo que se encuentre invertida en otros negocios o empresas afectos al pago de patente municipal, lo que deberá acreditarse mediante certificado extendido por la o las municipalidades correspondientes a las comunas en que dichos negocios o empresas se encuentran ubicados. El Presidente de la República reglamentará la aplicación de este inciso.”.


4.- Sustitúyense los incisos segundo y tercero del artículo 25 por los siguientes:


“Para estos efectos, el contribuyente deberá presentar, dentro del mes de mayo de cada año, en la municipalidad en que se encuentre ubicada su casa matriz, una declaración en que se incluya el número total de trabajadores que laboran en cada una de las sucursales, oficinas, establecimientos, locales u otras unidades de gestión empresarial. 


Sobre la base de la declaración antes referida y los criterios establecidos en el reglamento, la municipalidad receptora determinará y comunicará, tanto al contribuyente como a las municipalidades vinculadas, la proporción del capital propio que corresponda a cada sucursal, establecimiento o unidad de gestión empresarial. En virtud de tal determinación, las municipalidades en donde funcionen las referidas sucursales, establecimientos o unidades, calcularán y aplicarán el monto de la patente que corresponda pagar en cada caso, según la tasa o tasas vigentes en las respectivas comunas.”.


5.- Sustitúyese en el artículo 33 la referencia a la “ley N° 17.105” por “ley N° 19.925”.


6.- Reemplázase el artículo 39 bis por el siguiente:


“Artículo 39 bis.- Las deudas por los aportes que deban efectuar las municipalidades al Fondo Común Municipal, con sus respectivos reajustes e intereses, serán descontadas por el Servicio de Tesorerías, de los montos que a aquéllas les corresponda percibir por la recaudación del impuesto territorial o por su participación en el señalado Fondo, en un plazo máximo de seis meses, y en el número de cuotas que dicho servicio determine.


Para los efectos indicados en el inciso anterior, la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo deberá determinar para cada municipalidad, a partir del informe trimestral a que se refiere el artículo 60, los recursos que le correspondería haber enterado al Fondo Común Municipal. Este cálculo deberá ser informado al Servicio de Tesorerías dentro del mes siguiente al del vencimiento del trimestre respectivo.


Una vez recibido el informe señalado en el inciso anterior, el Servicio de Tesorerías deberá cotejar dicha información con los recursos efectivamente enterados por cada municipalidad. En el caso de existir diferencias entre el monto informado por la referida Subsecretaría y el ingreso efectivo, y una vez verificadas tales diferencias con la respectiva municipalidad, el Servicio de Tesorerías, sin perjuicio de lo establecido en el inciso primero, deberá informar de esta situación a la Contraloría General de la República y al correspondiente concejo.”.


7.- Reemplázase el numeral 3.- del artículo 41 por el siguiente:


“3.- Extracción de arena, ripio u otros materiales, de bienes nacionales de uso publico, o desde pozos lastreros ubicados en inmuebles de propiedad particular.”.


8.- Sustitúyense, en el numeral 5.- del artículo 41, sus incisos primero y segundo por el siguiente inciso primero, nuevo, pasando sus actuales incisos tercero y siguientes, a ser incisos segundo y siguientes, respectivamente:


“5.- Los permisos que se otorgan para la instalación de publicidad en la vía pública, o que sea vista u oída desde la misma.”.


9.- Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 58 bis:


a) Reemplázase, en su inciso tercero, el texto que sigue a la palabra “publicado”, por el siguiente: “en la página web de la respectiva municipalidad y, en caso de no contar con ella, en el portal de internet de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Un extracto del decreto, con la individualización del propietario y la ubicación del inmueble, deberá publicarse en un diario regional de circulación en la respectiva comuna o, en su defecto, en uno de circulación nacional. Si el propietario no fuere habido, la publicación en el diario hará las veces de notificación”.


b) Agrégase en su inciso cuarto, a continuación de la palabra “obras”, la frase “y las publicaciones referidas en el inciso anterior”.


c) Introdúcese en el inciso final, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de pozos lastreros, se les considerará abandonados cuando no cuenten con un plan de manejo y cierre debidamente autorizado o, teniéndolo, no lo cumplan en los términos aprobados, en cuyo caso la multa a que se refiere el inciso primero será de un 10% anual.”.


10.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 60:


a) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “a la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”; y agrégase entre las expresiones “Fondo Común Municipal” y “del ingreso” la conjunción “y”.


b) Intercálanse los siguientes incisos tercero y cuarto:


“Para dichos efectos, las municipalidades deberán informar trimestralmente a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en las condiciones, formatos y medios que ésta determine y, de ser necesario, proporcione, respecto de la recaudación de recursos a que se refieren los números 2, 3 y 6 del inciso tercero del artículo 14 de la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades. La información correspondiente deberá ser enviada, a más tardar, el séptimo día hábil del mes siguiente de terminado el respectivo trimestre.


En caso de incumplimiento de esta obligación, el Servicio de Tesorerías, a solicitud de la Subsecretaría, se abstendrá de efectuar las remesas por anticipos del Fondo Común Municipal, mientras la municipalidad respectiva no cumpla con la obligación establecida en el inciso anterior.”.


c) Reemplázase en el inciso tercero, que ha pasado a ser quinto, la expresión “la Tesorería General de la República” por “el Servicio de Tesorerías”.


Artículo 3°.- Incorpórase, en el inciso final del artículo 9º de la ley N° 19.104, a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la siguiente frase:


“En el caso de los organismos cuyos funcionarios perciban la asignación establecida en el artículo 24 del decreto ley Nº 3.551, de 1980, la excepción a la limitación referida se dispondrá mediante un decreto alcaldicio fundado.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- Las adecuaciones introducidas en la ley N° 17.235, sobre Impuesto Territorial, por el artículo 1° de la presente ley, tendrán la misma vigencia que las modificaciones efectuadas a dicha ley por los artículos 1° y 2° de la ley N° 20.033.


Artículo segundo.- Facúltase al Servicio de Tesorerías para celebrar, por una sola vez, nuevos convenios de pago o reliquidar aquellos vigentes, conforme a lo dispuesto en el presente artículo, para el pago de la deuda por aportes al Fondo Común Municipal, respecto de las municipalidades que, a la fecha de publicación del presente cuerpo legal, tengan deudas pendientes por ese concepto, en los plazos y condiciones que determine la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, previa evaluación de la capacidad financiera de la municipalidad deudora. En todo caso, los plazos que se aprueben deberán considerar que el pago máximo anual de cada municipalidad no supere el 5% de la suma de los ingresos propios permanentes y de los ingresos percibidos por concepto del Fondo Común Municipal, ambos del año 2005, comparación que deberá hacerse en moneda de igual valor.


La reliquidación de los convenios anteriores en ningún caso  generará derecho a la devolución de las cuotas ya pagadas en virtud de los mismos.


Para los efectos indicados en el presente artículo, las municipalidades morosas deberán presentar, dentro de los 60 días siguientes a la publicación de la presente ley, una propuesta de pago que contenga los plazos y condiciones para el cumplimiento de su obligación, debiendo incluir un análisis financiero de su capacidad de pago. Esta propuesta deberá contar con la aprobación del respectivo concejo.


La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo podrá aprobar la propuesta o acordar con la municipalidad morosa, previa evaluación de su capacidad financiera, una nueva propuesta que deberá ser ratificada por el concejo. Esta facultad se ejercerá por una sola vez y dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que la Subsecretaría comunique a la municipalidad la voluntad de acordar dicha nueva propuesta.


En los convenios de pago se condonará el total de intereses devengados, debiendo procederse a la liquidación de la deuda, reajustándola en conformidad a la variación que  haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha del vencimiento y la de la presentación de la propuesta a que se refiere el inciso tercero, y expresándola en unidades tributarias mensuales, o en la unidad de reajustabilidad que la reemplace, a la fecha de celebración del convenio.


Las cuotas que se pacten en los referidos convenios serán descontadas por el Servicio de Tesorerías de las respectivas remesas del Fondo Común Municipal y, de ser éstas insuficientes, de los ingresos correspondientes por concepto de impuesto territorial, de impuesto de transferencia de vehículos con permiso de circulación, o de derechos de aseo.”.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica, con informe de la Comisión 

de Salud.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.209 y otros cuerpos legales, en materia de bonificaciones y normas de promoción aplicables al personal de salud que se desempeña en los servicios que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.431-11.

Añade que la Comisión de Salud, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto solamente en general y le dio su aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Girardi, Ominami y Ruiz-Esquide.


El señor Secretario General  hace presente que el N° 2 del artículo 1° y el artículo 2° del proyecto tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 38 de de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo revisto en inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 24 votos a favor, de un total de 38 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República. 


Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día 4 de enero de 2008, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º. Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 20.209:


1)Al artículo 4°:


a) Para agregar en el inciso primero, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente frase: “Con iguales exigencias tendrán derecho a esta bonificación los conductores de vehículos que, desempeñándose en las Secretarías Regionales Ministeriales y en el Instituto de Salud Pública de Chile, transporten equipos de salud.”.


b) Para sustituir en el inciso segundo la palabra “correspondiente” por la siguiente frase: “, del Secretario Regional Ministerial de Salud o del Director del Instituto de Salud Pública de Chile, según corresponda.”


c) Para agregar en el inciso tercero, a continuación de la frase “conductor de ambulancia”, la siguiente: “o de conductor de vehículos que transporten equipos de salud,”.


d) Para sustituir en el inciso cuarto, el guarismo “1.420” por “1.520”.


e) Para agregar, en el inciso cuarto, a continuación de la palabra “Salud”, la segunda vez que aparece, seguida de una coma (,), la expresión: “de las Secretarías Regionales Ministeriales de Salud y en el Instituto de Salud Pública de Chile”.


2) Agrégase en el numeral 1) del artículo segundo transitorio, el siguiente párrafo tercero, nuevo:


“Tratándose de la promoción de los cargos de la planta de técnicos, no será exigible el título de técnico de nivel superior respecto a los funcionarios que, al 30 de julio de 2007, tengan veinte o más años de servicio como técnico paramédico, auxiliar paramédico o auxiliar de enfermería en los Servicios de Salud, siempre que acrediten haber aprobado un curso de Auxiliar Paramédico o de Auxiliar de Enfermería, de 1.500 horas como mínimo, de acuerdo a programas reconocidos por el Ministerio de Salud. Para el cómputo de los años de servicio precedentemente referidos se considerarán tanto los años en calidad de titular como a contrata.”.


3) Sustituyese el artículo décimo tercero transitorio por el siguiente:


“Artículo décimo tercero transitorio.- Los funcionarios a que se refiere el artículo 4° de esta ley que, al 30 de julio de 2007, carezcan de licencia de enseñanza media y se encuentren cumpliendo funciones de conductor de ambulancia o de conductor de vehículos que transporten equipos de salud, tendrán derecho a la bonificación mensual en la medida que accedan a uno de los cupos a que se refiere el inciso cuarto de dicho artículo.”.


Artículo 2º.- Sustituyese la segunda oración del inciso primero del artículo 14 del decreto con fuerza de ley Nº 29 de 2000, del Ministerio de Salud, por la siguiente:  “Las contrataciones que importen para el personal la promoción a un grado superior, se dispondrán previo concurso interno.”.


Artículo 3º.- Agrégase en el inciso final del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 30 de 2000, del Ministerio de Salud, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “a excepción de los contratos por reemplazos originados en causas legales, los que podrán ser provistos mediante un proceso de selección.”.


Artículo 4º.- Agrégase en el inciso final del artículo 21 del decreto con fuerza de ley Nº 31 de 2000, del Ministerio de Salud, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser coma (,) la siguiente frase: “a excepción de los contratos por reemplazos originados en causas legales, los que podrán ser provistos mediante un proceso de selección.”


Artículo transitorio.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud.

______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Cantero, Flores, Gómez y Orpis, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel en la I, II y XV Regiones, con nuevo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y 

Acuicultura.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura con el fin de establecer una cuota extraordinaria anual de captura del jurel en la I, II y XV Regiones, con nuevo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, correspondiente al Boletín Nº 5.187-03.



Añade que el proyecto tiene un nuevo informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en virtud de un acuerdo adoptado por la Sala en la sesión 45ª, ordinaria, de 29 de agosto del año en curso, en el cual se consigna que la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores  Arancibia, Ávila, Gazmuri y Horvath, rechazó la idea de legislar.


El señor Secretario General hace presente, finalmente, y para el caso que la Sala adoptara un criterio distinto al propuesto por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, que el inciso tercero del artículo 3° tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo  19 Nº 23 de la Carta Fundamental, por lo que requiere para su aprobación de la mayoría absoluta de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gazmuri, Ávila, Orpis, Gómez y Horvath.



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para abrir la votación.



Así se acuerda.


Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es rechazado por 18 votos contra 9 y 2 abstenciones. 



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Girardi, Horvath, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Núñez, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Cantero, Gazmuri, Girardi y Letelier.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Cantero, Chadwick, Flores, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Orpis y Romero. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Orpis y Romero.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores  Espina y Novoa.



Queda terminada la discusión de este asunto.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Corporación para autorizar a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización a sesionar mientras lo esté haciendo la Sala, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado .



Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que restan por discutir dos proyectos de la Tabla de las sesión de hoy y requiere el acuerdo de la Sala para tratarlos como si fueran de Fácil Despacho.



Así se acuerda.

___________

Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Panamá, con informes de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de 

Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Tratado de Libre Comercio entre los Gobiernos de las Repúblicas de Chile y de Panamá, correspondiente al Boletín Nº 4.932-10, cuya discusión fue aplazada en la sesión 62ª, ordinaria, de 6 de Noviembre del año 2007.



Añade que la Comisión de Relaciones Exteriores, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto de acuerdo en general y particular a la vez por ser de artículo único y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Muñoz Barra, Pizarro y Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.


El señor Secretario General agrega que, por su parte, la Comisión de Hacienda hizo lo propio y aprobó el proyecto de acuerdo en general y en particular a la vez por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag, en los mismos términos en que lo despachó la Comisión de Relaciones Exteriores.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor  Coloma.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y particular a la vez el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión del asunto.



El texto del proyecto de acuerdo despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébase el "Tratado de Libre Comercio entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Panamá”, suscrito en Santiago, el 27 de junio de 2006.”. 

_____________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre mayor protección a los fiscales del Ministerio Público y a los Defensores de la Defensoría Penal Pública en el ejercicio de sus 

funciones.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de ley de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, de conformidad a lo acordado por la Sala precedentemente.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre mayor protección a los fiscales del Ministerio Público y a los Defensores de la Defensoría Penal Pública en el ejercicio de sus funciones, correspondiente al Boletín Nº 5.103-07.



Añade que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, aprobó el proyecto despachado por el Senado, con las siguientes modificaciones:

“Artículo único


1.- Ha sustituido en el encabezamiento del artículo único las expresiones “269 ter, el siguiente párrafo 2 ter” por lo que sigue: “268 bis, el siguiente párrafo 1 bis”.


2.- Ha sustituido al inicio del nuevo párrafo que se agrega en el Título VI, los términos “2 ter” por “1 bis”.


3.- Ha cambiado la numeración de los artículos “269 quáter y 269 quinquies” por “268 ter y 268 quáter”, respectivamente.


4.- Ha sustituido el artículo 269 sexties por el siguiente:


“Artículo 268 quinquies.- El que amenazare a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en los términos de los artículos 296 y 297 de este Código, en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado con el máximo de la pena o el grado máximo de las penas previstas en dichos artículos, según correspondiere.”.”.
- - -



En discusión las modificaciones, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Espina.



Cerrado el debate y puestas en votación las enmiendas, son aprobadas por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Intercálase en el Título VI del Libro Segundo del Código Penal, a continuación del artículo 268 bis, el siguiente párrafo 1 bis:


“1 bis. Atentados y amenazas contra fiscales del Ministerio Público y defensores penales públicos


Artículo 268 ter.- El que mate a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado con la pena de presidio mayor en su grado máximo a presidio perpetuo calificado.


Artículo 268 quáter.- El que hiera, golpee o maltrate de obra a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado: 


1º. Con la pena de presidio mayor en su grado medio, si de resultas de las lesiones el ofendido queda demente, inútil para el trabajo, impotente, impedido de algún miembro importante o notablemente deforme.


2º. Con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, si las lesiones producen al ofendido enfermedad o incapacidad para el trabajo por más de treinta días.


3º. Con presidio menor en grado medio a máximo, si le causa lesiones menos graves.


4º. Con reclusión menor en su grado mínimo y multa de once a veinte unidades tributarias mensuales, o sólo esta última, si le ocasiona lesiones leves o no se produce daño alguno.


Artículo 268 quinquies.- El que amenazare a un fiscal del Ministerio Público o a un defensor penal público en los términos de los artículos 296 y 297 de este Código, en razón del ejercicio de sus funciones, será castigado con el máximo de la pena o el grado máximo de las penas previstas en dichos artículos, según correspondiere.”.”.

_____________

INCIDENTES 


El señor Secretario General señala que los señores Senadores que se indican a continuación han solicitado se dirijan, en su nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Frei:



1) Al señor Ministro de Relaciones Exteriores, solicitando información acerca del estado de tramitación del Convenio entre nuestro país y la República de Portugal para evitar la doble imposición y prevenir la evasión fiscal en relación con el impuesto a la renta, suscrito en el año 2005 y si existen trabas legales o de otra naturaleza para su posterior aprobación por parte del Congreso Nacional.



2) Al señor Ministro de Defensa Nacional, requiriendo considerar los planteamientos formulados por la Ilustre Municipalidad de Osorno, en relación con la posibilidad de contar con un sistema de aterrizaje por instrumentos para el Aeródromo de esa comuna.



Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, solicitando que considere la solución que plantea persona que indica para su deuda habitacional y si ella podría ser aplicada a otros deudores habitacionales con el sistema leasing y PET en condiciones de vulnerabilidad.



2) Al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, requiriendo información acerca de los procedimientos que deben seguir los importadores de vehículos para la obtención de los Certificados de Homologación y la oportunidad en que debe realizarse este trámite.


- Del Honorable Senador señor Larraín al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando ensanchar y mejorar la carpeta del camino secundario El Sauce, ubicado en el sector el Colo Empedrado, de la comuna de Chanco.


- Del Honorable Senador señor Romero al señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, requiriendo información acerca de la forma en que se realiza la revisión fito y zoosanitaria del sistema courier o transporte rápido de mercaderías.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado 

_______________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Escalona, quien se refiere a la aplicación del subsidio a la mano de obra en la Región de Los Lagos y, específicamente, en la actividad de la acuicultura en las provincias de Llanquihue y Chiloé y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, requiriendo información sobre el particular.



En seguida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Naranjo, quien se refiere a la decisión adoptada por el Ministerio de Educación en cuanto a distribuir los informes Rettig y Valech en los diversos establecimientos educacionales y la respuesta que ello motivó en algunos señores Alcaldes y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, con el objeto de expresar su reconocimiento por esta medida.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los Honorables señores Senadores mencionados, de conformidad al Reglamento del Senado.

____________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Defensa Nacional, para que informe si se están retirando los vehículos del Servicio de Inteligencia Policial (SIP), especialmente de la zona de Chiloé.



Luego, el Honorable señor Senador requiere dirigir oficio, en su nombre, al señor Contralor General de la República, requiriendo una auditoría respecto de los proyectos del FOSIS del año 2006 y del año en curso en Chiloé y, particularmente, en la comuna de Castro.



Finalmente, el señor Senador solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Obras Públicas, solicitando que estudie la posibilidad de no concesionar la administración de las rampas y el sistema de transbordadores del canal de Chacao.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor  Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano, Mixto Partido por la Democracia, Partido Radical Social Demócrata e Independiente y Partido Unión Demócrata Independiente.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
SESION 75ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 12 DE DICIEMBRE DE 2.007.



Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Frei.



Asisten los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Arancibia, Ávila, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro,  Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Asisten, asimismo, el señor Ministro de Defensa Nacional, don José Goñi Carrasco, la señora Ministra de Salud, doña María Soledad Barría Iroume y los señores Subsecretario de Guerra, don Gonzalo García Pino, Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional, General de Aviación, don Iván Fabry Rodríguez y Director General de Aguas, don Rodrigo Weisner Lazo.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones septuagésima segunda y septuagésima tercera, ambas ordinarias, de 4 y 5 de Diciembre de 2007, que no han sido observadas.

____________

CUENTA

Mensajes



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, inicia un proyecto de reforma constitucional que regula la entrada en vigencia de las leyes procesales que indica (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 5.560-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, hace presente la urgencia calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos (Boletín N° 5.151-02).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual comunica que se ausentará del territorio nacional el día 18 de diciembre del presente año, con el fin de participar en la XXXIVa Reunión Cumbre de Jefes de Estado del MERCOSUR y los países asociados, en la ciudad de Montevideo, República Oriental de Uruguay.



Informa, además, que durante su ausencia será subrogada, con el título de Vicepresidente de la República, por el Ministro titular de la Cartera de Interior, señor Belisario Velasco Baraona.



-- Se toma conocimiento. 



De la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que libera del Impuesto a la Renta a las compensaciones económicas originadas al término de un matrimonio (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 5.534-05).



-- Pasa a la Comisión de Hacienda.



De la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, por el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a medidas de protección del Parque Nacional Queulat.



Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile, mediante el cual contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a las normas de seguridad que ha adoptado dicha Institución, para evitar suicidios en las cárceles concesionadas. 



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la IV Región, mediante el cual da respuesta a un oficio remitido en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, relativo a la fiscalización de la entrega de medicamentos en la Municipalidad de Combarbalá.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Economía e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Instituto de Propiedad Industrial (con urgencia calificada de “simple”) (Boletín N° 2.469-03).



Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre derechos morales y patrimoniales de los intérpretes de las ejecuciones artísticas fijadas en formato audiovisual (Boletín N° 5.143-24).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Espina, García, Prokurica y Romero, que modifica el Código del Trabajo, con el fin de establecer una multa para el caso de contravención de la jornada laboral legal o pactada (Boletín N° 5.313-13).



-- Quedan para tabla.



Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaídos en los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Chadwick, Escalona, Espina, Flores, García, Gazmuri, Girardi, Horvath, Larraín, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que transmita a Su Majestad el Rey de Arabia Saudita, la protesta del Senado por la injustificada condena que sufre una mujer que fue víctima de una violación en dicho país (Boletín N° S 1.029-12).



2.- Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo y Muñoz Aburto, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la señora Presidenta de la República que haga llegar al Gobierno de los Estados Unidos de Norteamérica, una protesta por su decisión de seguir construyendo un muro en la frontera de dicho país con la República Mexicana, y que respalde las reclamaciones que sobre esta materia efectúen otros países ante la Organización de Naciones Unidas (Boletín N° S 1.032-12).



-- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
Moción



Del Honorable Senador señor Horvath, con la que inicia un proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones, con el fin de regular la participación de la ciudadanía en la elaboración de los planes regionales de desarrollo urbano (Boletín N° 5.559-14).



-- Pasa a la Comisión de Vivienda y Urbanismo.

Declaración de Inadmisibilidad



Moción de los Honorables Senadores señores Orpis y Bianchi, mediante la cual inician un proyecto de ley que entrega a los organismos públicos que indica, la potestad de defender y asesorar gratuitamente a las pequeñas y medianas empresas que se encuentren en estado de insolvencia.



--Se declara inadmisible por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el N° 2, del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política. 

Comunicación



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, mediante la cual da respuesta a una solicitud formulada por la Sala del Senado, en orden a que analice la posibilidad de introducir las modificaciones legales o reglamentarias para suspender el funcionamiento de la Sala de la Corporación y de sus comisiones, durante el lapso en que se discute el proyecto de ley de Presupuestos del Sector Público.



-- Queda a disposición de los Honorables señores Senadores.

_____________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que modifica las leyes números 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la atención primaria, con segundo informe de las 

Comisiones de Hacienda y Salud, unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica las leyes números 19.378 y 20.157 y concede otros beneficios al personal de la atención primaria, correspondiente al Boletín Nº 5.393-11, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “suma”.


Añade que las Comisiones de Hacienda y de Salud, unidas, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, dejan constancia de lo siguiente:


1. Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: los números 2 y 3 del artículo 1°, artículos 2°, 3° y 4°, y artículos segundo, tercero, cuarto, quinto, sexto, séptimo y octavo transitorios.

2. Indicaciones aprobadas sin modificaciones: número 3 bis.


3. Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

4. Indicaciones rechazadas: no hay.


5. Indicaciones declaradas inadmisibles: números 1, 2 y 3.


6. Indicaciones retiradas: no hay.

- - -



El señor Secretario General señala que, conforme la referida disposición reglamentaria, corresponde dar por aprobados los artículos mencionados en el punto 1., de los cuales tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, los números 2) y 3) del artículo 1°; el inciso cuarto del artículo tercero transitorio y el artículo sexto transitorio, de acuerdo a lo previsto en los artículos 38, 113, 118 y 119 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de la cuatro séptimas partes de los señores Senadores, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la  Constitución Política de la República.



- El señor Presidente declara aprobadas estas disposiciones dejándose constancia que lo fueron con el voto de 24 señores Senadores, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



El señor Secretario General añade que las Comisiones informantes, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Gazmuri, que actuó como integrante de ambas Comisiones, Girardi, Kuschel y Ruiz-Esquide, también integrante de ambas Comisiones, proponen aprobar el proyecto despachado en general, con la siguiente modificación:

Disposiciones transitorias

Artículo Primero


Sustituir su inciso primero por los siguientes:



“Artículo primero.- El personal que se acoja a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº20.157, tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación equivalente a diez meses y medio adicionales, a los que conforme a esa norma le corresponda, en la medida que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirven dentro de los noventa días siguientes a cumplir 65 años de edad los hombres y, en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 años de edad y hasta los 65 años. Con todo, las edades referidas precedentemente deberán cumplirse a más tardar al 31 de diciembre de 2010.



Respecto a quienes a la fecha de la publicación de la presente ley se hubieren acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157 o tuvieren 65 años de edad, sean hombres o mujeres el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación.


Con todo, el personal que no renuncia voluntariamente al total de horas que sirva en los períodos antes indicados se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento que trata este artículo.”.

- - -


En discusión la modificación recaída en el inciso primero del artículo 1º transitorio, ningún señor Senador hace uso de la palabra.



Puesta en votación la enmienda, es aprobada por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.378, que establece el Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal:

1) Sustitúyese el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- Las disposiciones de esta ley se aplicarán a todo el personal que se desempeñe en los establecimientos municipales de atención primaria de salud señalados en la letra a) del artículo anterior.


Asimismo, se aplicarán a todos los trabajadores que, perteneciendo a una entidad administradora de las que se refiere la letra b) del artículo anterior, ejecuten en forma personal y exclusiva acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud.  A estos efectos, se entienden como acciones directamente relacionadas con la atención primaria de salud tanto las de carácter asistencial, sea que éstas  se ejecuten en la propia entidad administradora o a través de rondas asistenciales, como aquellas que no siendo asistenciales permitan, faciliten o contribuyan a la realización de las primeras.”.


2) Intercálase en el artículo 11 una nueva letra d), pasando las actuales letras d) y e) a ser e) y f), respectivamente:


“d) la estructura organizacional definida de conformidad al artículo 56.”.


3) Sustitúyese en el artículo 12 la frase “no se ajusta a las normas señaladas en la letra c) del artículo anterior” por la siguiente: 


“no se ajusta a las normas señaladas en las letras c) y d) del artículo anterior”.


4) Intercálanse en el artículo 18 los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales incisos tercero, cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto, séptimo y octavo, respectivamente.


“Los días de feriado a que se refiere el inciso precedente, se aumentarán en cinco días hábiles respecto al personal que se desempeñe y resida en las regiones primera, segunda, duodécima y décimo quinta, así como en las Provincias de Palena y Chiloé, sólo en la medida que el uso del referido derecho se efectué en una región distinta de aquella en la que se desempeña y reside o fuera del territorio nacional, circunstancias que se acreditarán de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Tratándose del personal que se desempeñe en la comuna de Juan Fernández, los días de feriado se aumentarán en los que sean necesarios para el viaje de ida y regreso entre el continente y la isla, de conformidad a los criterios y procedimiento que al efecto fije el reglamento.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.157:


1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo primero transitorio la frase “hasta dos años posteriores a esta última data,” por la siguiente: “hasta el 31 de diciembre de 2010,”.


2) Sustitúyese en el inciso primero del artículo segundo transitorio el guarismo “1.119” por “2.238”. 


Artículo 3°.- Concédese, a contar del 1 de enero de 2007, una bonificación especial no imponible a los trabajadores regidos por la ley Nº 19.378, que se desempeñen en la Primera, Segunda, Duodécima y Décimo Quinta Regiones, así como en las Provincias de Palena, Chiloé y en la comuna de Juan Fernández. 


Esta bonificación tendrá, los valores trimestrales que para cada zona y período se indican, de conformidad al siguiente cronograma: 

	Cobertura
	Montos Trimestrales en cada año

	
	AA contar del trimestre 2007
	AA contar del 1 de enero de 2008
	AA contar del 1 de enero de 2009
	A A contar del 1 de enero de 2010

	Trabajadores que se desempeñen en la I, II y XV Región
	$80.982
	$107.526
	$128.763
	$150.000

	Trabajadores que se desempeñen en la XII Región y en la provincia de Palena y en la comuna de Juan Fernández
	$157.059
	$190.113
	$213.552
	$243.000

	Trabajadores que se desempeñen en provincia de Chiloé.
	$31.500
	$54.000
	$72.000
	$90.000 



La bonificación se pagará en cuatro cuotas iguales, las que vencerán el día 1 de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. Los montos a percibir serán proporcionales al tiempo trabajado en el trimestre respectivo. 


Para determinar los impuestos a que se encuentre afecta la bonificación, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales.


Los montos señalados en el inciso segundo de este artículo no estarán afectos al reajuste general de remuneraciones para los años ahí señalados, a menos que expresamente así se establezca.


La bonificación correspondiente a los trimestres completos transcurridos a la fecha de publicación de la presente ley se pagará de manera retroactiva, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.


Artículo 4°.- Prorrógase el plazo establecido en el inciso primero del artículo sexto transitorio de la ley Nº 20.157, hasta el último día del tercer mes contado desde la publicación de la presente ley.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- El personal que se acoja a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº20.157, tendrá derecho, por una sola vez, a un incremento de la referida bonificación equivalente a diez meses y medio adicionales, a los que conforme a esa norma le corresponda, en la medida que dejen de pertenecer voluntariamente a una dotación de salud municipal respecto del total de horas que sirven dentro de los noventa días siguientes a cumplir 65 años de edad los hombres y, en el caso de las mujeres, desde que cumplan 60 años de edad y hasta los 65 años. Con todo, las edades referidas precedentemente deberán cumplirse a más tardar al 31 de diciembre de 2010.


Respecto a quienes a la fecha de la publicación de la presente ley se hubieren acogido a la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.157 o tuvieren 65 años de edad, sean hombres o mujeres el plazo de noventa días se computará desde la data de la referida publicación.


Con todo, el personal que no renuncia voluntariamente al total de horas que sirva en los períodos antes indicados se entenderá que renuncia irrevocablemente al incremento que trata este artículo.


El personal que desempeñe funciones en más de un establecimiento sólo podrá incrementar su bonificación especial de retiro, de conformidad al inciso primero de este artículo, una sola vez, y hasta por un máximo de cuarenta y cuatro horas. 

Las exigencias, restricciones y modalidades previstas para el otorgamiento y pago de este beneficio quedarán sujetas a las mismas reglas establecidas en el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157 así como en el reglamento de la referida ley, contenido en el decreto supremo Nº 47, de 2007, del Ministerio de Salud, para la bonificación por retiro voluntario. 


Artículo Segundo.- Concédese un bono, por una sola vez, al personal de atención primaria de salud municipal, regido por la ley N° 19.378, que se encontraba prestando servicios al 17 de mayo de 2007 y que continúe en servicio a la fecha del pago de la cuota respectiva, conforme a lo expresado en el inciso final de este artículo, en aquellas entidades administradoras de salud municipal que, en el año 2006, hayan dado cumplimiento a la meta de a lo menos el 85% de cobertura de vacunación para la tercera dosis de la vacuna pentavalente del Programa Nacional de Inmunizaciones, de la población dentro del territorio de competencia del Servicio de Salud con el cual tengan celebrado convenio. 


El monto del bono será de $ 130.000 (ciento treinta mil pesos) para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada funcionario si esta última fuere inferior. 


En todo caso, el máximo de horas semanales para calcular el valor del bono será de cuarenta y cuatro, y los funcionarios que estén contratados por una jornada mayor o desempeñen funciones en más de un establecimiento con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrán derecho a la bonificación correspondiente a cuarenta y cuatro horas semanales.


El bono se pagará en dos cuotas, la primera de $ 50.000 dentro de los treinta días desde la fecha de publicación de esta ley, y la segunda de $ 80.000 en el mes de marzo de 2008.


Artículo Tercero.- Traspásense, por una sola vez, a la dotación de la correspondiente entidad administradora de salud comunal el personal contratado que, al 1 de septiembre de 2007, desempeñe funciones que, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1) del artículo 1º de esta ley, les haga aplicable la ley N° 19.378.   Su contrato será a plazo fijo o indefinido según la naturaleza del contrato que tenían a la fecha del traspaso.


Dicho traspaso se efectuará, dentro de los noventa días siguientes a la publicación de esta ley, en el nivel y categoría que les corresponda de acuerdo con los requisitos establecidos en el artículo 13 de la ley N° 19.378, su experiencia y la capacitación que para este efecto puedan acreditar. 


Un reglamento del Ministerio de Salud que será, también, suscrito por el Ministerio de Hacienda establecerá los criterios necesarios para efectos de acreditar la capacitación que requiera el personal traspasado de conformidad con lo dispuesto en este inciso.


Para efectos de este artículo, las municipalidades del país, deberán remitir, dentro de los cuarenta y cinco dias siguientes a la publicación de esta ley, a los Servicios de Salud correspondientes, las nóminas del personal que se traspasa, así como las remuneraciones brutas percibidas por éste al 1 de septiembre de 2007.


Artículo Cuarto.- El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que percibían al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. 


Artículo Quinto.- El cambio del régimen jurídico que signifique la aplicación de la ley N° 19.378 respecto de los funcionarios que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, pasen a formar parte de una dotación de personal no importará término de la relación laboral para ningún efecto, incluidas las indemnizaciones por años de servicio que pudieren corresponder a tal fecha.


Los trabajadores a que se refiere el inciso anterior, que no hubieren pactado indemnización a todo evento en conformidad al artículo 164 del Código del Trabajo y que cesen en funciones por la causal establecida en la letra i) del artículo 48 de la ley N° 19.378, tendrán derecho a la indemnización respectiva, computando también el tiempo servido hasta la fecha del cambio de régimen jurídico que dispone esta ley. En ningún caso la indemnización podrá exceder de 11 meses. Si tales trabajadores hubieren pactado indemnización a todo evento de acuerdo con el artículo 164 del Código del Trabajo, tendrán derecho a conservar el sistema de indemnización pactada, la que se regirá por las normas del citado artículo 164.


La indemnización a que se refiere este artículo es incompatible con la bonificación especial de retiro a que se refiere el artículo primero transitorio de la ley N° 20.157. No obstante el personal que corresponda podrá acceder al incremento de dicha bonificación establecido en el artículo primero transitorio de esta ley en las mismas condiciones y plazos estipulados en esta norma.


Artículo Sexto.- Las municipalidades, directamente o a través de las Corporaciones respectivas, deberán destinar al financiamiento de las remuneraciones del personal que se incorpore al Estatuto de Atención Primaria de Salud Municipal, ley N° 19.378, conforme a las disposiciones anteriores, los montos que, al 1 de septiembre de 2007, gasten por tal concepto, las que se incrementarán en los porcentajes de reajuste que se concedan a futuro al referido personal.


Artículo Séptimo.- En el evento que la aplicación del artículo tercero transitorio de esta ley ocasione para la entidad administradora un mayor gasto en remuneraciones, éste será financiado con un aporte de cargo fiscal. Con todo, este aporte financiará sólo la diferencia entre la remuneración percibida por el personal al 1 de septiembre de 2007, con los reajustes correspondientes y el valor del sueldo base más la asignación de atención primaria municipal de la categoría y nivel que ha obtenido el funcionario en una carrera referencial lineal diseñada a partir del sueldo base mínimo nacional en relación con una jornada de cuarenta y cuatro horas.


Los aportes que corresponda efectuar a las municipalidades con cargo a este artículo se transferirán mensualmente por los Servicios de Salud respectivos, conjuntamente con los aportes regulares para el financiamiento de los establecimientos municipales de atención primaria de salud, y se reajustarán en la misma oportunidad y porcentaje que éstos.


Artículo Octavo.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley durante el presente año, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no pudiere financiar con dichos recursos.”.

_____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica, con informe de la Comisión de Obras 

Públicas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica, correspondiente al Boletín Nº 5.081-15.


Agrega que la Comisión de Obras Públicas discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Kuschel, Letelier, Pérez Varela y Sabag, y la abstención del Honorable Senador señor Romero, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General hace presente que los artículos 4º, 11, 12, 13, 15, 16 y 17 tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que requieren para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Finalmente, señala que este proyecto, cuando corresponda discutirlo en particular, deberá ser analizado también por la Comisión de Hacienda.

- - -



A continuación, el señor Presidente solicita el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala del señor Director General de Aguas.



Así se acuerda.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 22 votos a favor y la abstención del Honorable Senador señor Romero, de un total de 38 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores  Coloma, Kuschel, Letelier, Naranjo, Navarro, Pérez Varela, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Luego, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12 horas del día lunes 7 de Enero de 2008, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

“TÍTULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- La presente ley regula la operación de los embalses de control ante la crecida inminente de caudales de agua que, por su magnitud o por su cercanía a lugares habitados, pongan en peligro la vida, salud o bienes de la población, junto con otros derechos y obligaciones que indica.


Artículo 2°.- Para todos los efectos de esta ley, se entenderá por:


a) Crecida: aumento significativo de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


b) Embalse: es toda obra que tenga un muro por sobre el nivel del terreno y que acopie aguas.


c) Embalse de Control: es todo embalse que contribuya a la regulación de las crecidas, declarado como tal por la Dirección General de Aguas, en adelante DGA.


d) Emergencia: grave alteración de las condiciones de vida de un colectivo social determinado, que pueda dañar los bienes físicos o ambiente, provocado por un fenómeno natural o acción humana, voluntaria o involuntaria, susceptible de ser controlado con los medios previstos en el territorio, espacio o colectivo social afectado.


e) Estado de alerta de crecidas: conjunto de disposiciones, medidas y acciones destinadas a establecer un estado de vigilancia sobre las condiciones y situaciones de riesgo, que se activan por la autoridad correspondiente para prevenir, mitigar o mejor controlar y reducir los impactos de emergencias, producto del aumento significativo, actual o futuro, de los caudales de los cauces que puede provocar su desborde.


f) Manual de operación: conjunto de normas técnicas que regulan la operación de cada embalse de control, elaboradas por el operador y autorizadas por la DGA, conforme al procedimiento que establezca el reglamento.


g) Operación de control: procedimiento regulado en las normas legales, reglamentarias y en el respectivo manual de operación, mediante el cual el embalse de control deberá ajustar sus actuaciones en estados de alertas de crecidas.


h) Operador: toda persona natural o jurídica, de derecho público o privado, que bajo cualquier título administre un embalse.


i) Plan de contingencia: procedimientos operativos específicos de coordinación, movilización y respuesta, que el operador de un embalse de control deberá implementar ante la declaración del estado de alerta de crecidas, que estarán comprendidos en el respectivo Manual de Operación.


j) Reglamento: el dictado para la ejecución de esta ley, conforme a su artículo 18.


Artículo 3°.- Todo embalse y su respectivo operador, deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas perteneciente al Catastro Público de Aguas, establecido en el artículo 122 del Código de Aguas. El registro deberá solicitarse a la DGA, dentro del plazo de 10 días, contado desde la notificación de la resolución que aprueba las obras a que se refiere el artículo 294 del Código de Aguas y, respecto de las demás obras, desde que comience el acopio de aguas.


Una vez registrado un embalse y su operador en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, la DGA calificará mediante resolución, si corresponde a un embalse de control. Para esta calificación, se entenderá que un embalse cumple una función de control cuando permite regular las crecidas de los caudales de agua, con el objeto de evitar o mitigar las situaciones de peligro para la vida, la salud o los bienes de la población.

TÍTULO II

OBLIGACIONES DE LOS OPERADORES DE EMBALSES DE CONTROL


Artículo 4°.- Los operadores de embalses de control deberán instalar y mantener sistemas de monitoreo de sus caudales de afluentes y efluentes, según los estándares establecidos por la DGA para la construcción y operación de estaciones de redes hidrométricas. Dichos sistemas deberán, a lo menos, medir caudales y niveles de cotas, realizar pronósticos de caudales y generar sistemas normalizados de avisos y alertas; sin perjuicio de los requerimientos específicos que para cada caso la DGA determine, en la resolución en que se califique al respectivo embalse como de control, conforme al inciso segundo del artículo 3°. 


En caso que exista incumplimiento de la obligación señalada en el inciso anterior, la DGA pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras respectivo, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, a modo de apremio, desde 50 hasta 1.000 unidades tributarias anuales. En caso de reincidencia, el juez reiterará el apremio, tantas veces como sea necesario, hasta que se dé pleno cumplimiento a la resolución referida en el inciso precedente.


Artículo 5°.- Los operadores de los embalses de control deberán informar, diariamente, a la DGA los registros de los sistemas de monitoreo. Dicha información será de libre acceso público. 


Artículo 6°.- Desde la fecha en que la DGA dicte la resolución señalada en el inciso segundo del artículo 3°, los operadores de los embalses de control tendrán un plazo de 90 días para presentar su respectivo manual de operación. La DGA lo aprobará u observará, indicando las enmiendas pertinentes para su aprobación, las que deberán efectuarse dentro del plazo de 20 días, contados desde la fecha de su notificación. En caso de no presentar el manual de operación o de no efectuar las enmiendas indicadas por la DGA de conformidad con el inciso anterior, el operador será sancionado conforme al procedimiento del Título V de la presente ley, con una multa a beneficio fiscal, desde 30 hasta 300 unidades tributarias anuales.


El reglamento establecerá el contenido mínimo del manual de operación.

TÍTULO III

DE LA DECLARACIÓN DE ESTADO DE ALERTA DE CRECIDAS


Artículo 7°.- La Dirección Meteorológica de Chile (DMC), deberá informar diariamente a la DGA y a la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio de Interior (ONEMI), los pronósticos meteorológicos que dicha Dirección confeccione, así como también toda información relevante e inherente a eventos meteorológicos significativos.


Artículo 8°.- La ONEMI, considerando todos los antecedentes del caso, tales como precipitaciones, deshielos, caudales, período del año y características de los embalses de control, declarará, mediante resolución fundada, el estado de alerta de crecidas, en el nivel correspondiente al riesgo evaluado, para una determinada zona geográfica del país. Dicha resolución no admitirá recurso administrativo alguno.


Artículo 9°.- La declaración del estado de alerta de crecidas para una determinada zona del país, deberá ser notificada por la ONEMI al Intendente respectivo, a la o las municipalidades respectivas, a la Comisión Nacional de Energía, a la DGA, al Centro de Despacho Económico de Carga del Sistema Interconectado Central (CDEC-SIC), a la Dirección de Obras Hidráulicas y a los operadores involucrados, en la forma y oportunidad que establezca el Reglamento.


Artículo 10.- Decretado el estado de alerta de crecidas la DGA podrá ordenar, de manera fundada, nuevas medidas además de las ya autorizadas en el plan de contingencia del operador, las que formarán parte integrante de dicho plan.


Las resoluciones que se dicten, en conformidad con el inciso precedente, por el Director General de Aguas, por funcionarios de su dependencia, o por quienes obren en virtud de una delegación que el primero les haga en uso de las atribuciones conferidas por la ley, serán precisa e inmediatamente cumplidas. Estas resoluciones sólo podrán ser objeto de los recursos de reconsideración y de reclamación a que se refieren los artículos 136 y 137 del Código de Aguas, y su interposición en ningún caso dará a lugar a la suspensión de su cumplimiento.


Una vez finalizado el evento de crecida, la autoridad se encontrará obligada a efectuar una cuenta pública sobre su decisión de dar inicio a los mecanismos contemplados en la presente ley, así como sobre las decisiones y medidas adoptadas durante el desarrollo del evento en cuestión y la información considerada en cada caso para su aplicación.


Artículo 11.- Si la crecida efectivamente producida fuere menor a la pronosticada, y producto del cumplimiento de las nuevas medidas dispuestas por la DGA, de conformidad con lo establecido en el inciso primero del artículo 10 de esta ley, el embalse no recuperare el nivel de aguas que tenía antes de la aplicación de tales medidas, por haber evacuado aguas, en circunstancias que estaba en condiciones de acumularlas, el Fisco deberá indemnizar al operador, siempre que éste probare un daño o perjuicio efectivo y evaluable en dinero.


La procedencia y el monto de dicha indemnización serán establecidos de común acuerdo por las partes, y a falta de éste, por un arbitro de derecho con facultades de arbitrador en cuanto al procedimiento, designado por las partes de común acuerdo o, en caso de no producirse, por la Justicia Ordinaria de conformidad a lo dispuesto en el Título IX del Código Orgánico de Tribunales.


Artículo 12.- Corresponderá a la DGA requerir del Juez a que se refiere el artículo 15 de esta ley, la aplicación de sanciones a los operadores que incumplan con las medidas de operación aprobadas u ordenadas, una vez declarado el estado de alerta de crecidas. Para este efecto, se aplicará el procedimiento contemplado en el artículo 16 de esta ley, y a los operadores responsables se les sancionará con multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales.


Artículo 13.- El juez, al momento de imponer las multas señaladas en el artículo precedente y con el objeto de determinar su cuantía, deberá considerar:


a) La gravedad de la infracción, para cuyo efecto se atenderá, principalmente, a las pérdidas de vidas humanas, lesiones a la salud o integridad física de las personas y daños a los bienes públicos y de los particulares.


b) La reincidencia.

TÍTULO IV

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS OPERADORES


Artículo 14.- El operador de un embalse de control deberá indemnizar los perjuicios ocasionados a terceros, si estos provinieren del incumplimiento de las normas contenidas en la presente ley, en su Reglamento, en el manual de operación o en las instrucciones impartidas por la autoridad respectiva.


Para acreditar el incumplimiento de las normas e instrucciones a que se refiere el inciso anterior, bastará con un informe emitido por la DGA que así lo declare, a requerimiento del tribunal respectivo.


Sin perjuicio de lo anterior, en lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del título XXXV del Libro IV del Código Civil.
TÍTULO V

DEL PROCEDIMIENTO


Artículo 15.- Será competente para conocer de las causas que se promuevan por infracción a la presente ley, con excepción de lo dispuesto en el Título III, el juez de letras en lo civil del lugar en que se encuentre el embalse de control respectivo.


Artículo 16.- Las causas a que se refiere el artículo anterior se tramitarán en conformidad al procedimiento sumario, establecido en los artículos 680 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.


En este procedimiento, será admisible cualquier medio de prueba, además de los establecidos en el Código de Procedimiento Civil.


El juez apreciará la prueba y fundamentará su sentencia conforme a las reglas de la sana crítica.


El recurso de apelación sólo se concederá en contra de la sentencia definitiva, en el solo efecto devolutivo.


Estas causas tendrán preferencia para su vista y fallo, y en ellas no procederá su suspensión. Si la Corte estima que falta algún trámite, antecedente o diligencia, decretará su práctica como medida para mejor resolver.

TÍTULO VI

DE LA FISCALIZACIÓN


Artículo 17.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 307 del Código de Aguas, corresponderá a la DGA fiscalizar el permanente cumplimiento de las normas de operación contempladas en el manual de operación del respectivo embalse de control. En caso de incumplimiento, dicha autoridad pondrá los antecedentes en conocimiento del Juez de Letras competente, quien podrá imponer una multa a beneficio fiscal, desde 200 hasta 10.000 unidades tributarias anuales, tomando en consideración lo dispuesto en el artículo 13 de esta ley.

TÍTULO VII

NORMAS GENERALES


Artículo 18.- El Ministerio de Obras Públicas, mediante Decreto Supremo, dictado en el plazo de tres meses, contados desde la fecha de publicación de esta ley, previo informe de la Comisión Nacional de Energía, dictará el reglamento de esta ley.


Artículo 19.- El mayor gasto que represente la aplicación de esta ley se financiará con cargo al presupuesto de la DGA. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos.


Artículo 20.- Sustitúyese el inciso primero del artículo 41 del Código de Aguas por el siguiente: 


“Artículo 41.- El proyecto y construcción de las modificaciones que fueren necesarias realizar en cauces naturales o artificiales, con motivo de la construcción de obras, urbanizaciones y edificaciones que puedan causar daño a la vida, salud o bienes de la población o que de alguna manera alteren el régimen de escurrimiento de las aguas, serán de responsabilidad del interesado y deberán ser aprobadas previamente por la Dirección General de Aguas de conformidad con el procedimiento establecido en el párrafo 1 del Título I del Libro Segundo del Código de Aguas. La Dirección General de Aguas determinará mediante resolución fundada cuáles son las obras y características que se encuentran en la situación anterior.”.

ARTÍCULO TRANSITORIO


Artículo único transitorio.- En el plazo de 30 días, a contar de la publicación de esta ley, los Embalses y sus Operadores deberán registrarse en el Inventario Público de Obras Hidráulicas, perteneciente al Catastro Público de Aguas establecido en el artículo 122 del Código de Aguas, presentando al efecto toda la documentación que se exija de conformidad al Reglamento del Catastro Público de Aguas.”.

_____________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la justicia militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.253, excluyendo de la justicia militar a los miembros que indica de las comunidades indígenas, correspondiente al Boletín Nº 4.669-07.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto tanto en general cuanto en particular, puesto que se trata de aquéllos de artículo único y rechazó la idea de legislar por cuatro votos en contra, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Chadwick y Espina, y la abstención del Honorable Senador señor Muñoz Aburto.



El señor Secretario General hace presente el proyecto es de carácter orgánico constitucional, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, por lo que, en caso de que se rechazara el informe de la Comisión y se quisiera aprobar el proyecto, se requeriría del voto conforme de las cuatro séptimas partes de los señores Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República



Finalmente, señala que la Comisión informante conoció este proyecto en conjunto con varias otras iniciativas, correspondientes a los Boletines números 5.159-07 y 4.782-07, y tuvo además en vista el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados sobre modificación del Código de Justicia Militar, proyecto que propone suprimir en la integración de la Corte Suprema al Auditor General.

- - -



En discusión en general y particular a la vez el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Naranjo, quien, en representación del Comité Partido Socialista, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra en primera discusión y ningún señor Senador hace uso de ella.



Queda concluida la primera discusión de este proyecto y queda para segunda discusión.

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad penal de los reclusos, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, sobre responsabilidad penal de los reclusos, correspondiente al Boletín Nº 4.562-07.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento rechazó la idea de legislar sobre esta materia, decisión que fue adoptada por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Gómez, Larraín, Muñoz Aburto y Prokurica.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien, en representación del Comité Partido Por la Democracia, solicita segunda discusión respecto de esta iniciativa.



Ofrecido el uso de la palabra en primer discusión, ningún señor Senador hace uso de ella.



Queda terminada la primera discusión de este proyecto y queda para segunda discusión.

_____________

Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y de medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea de Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA), con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de 

Defensa Nacional, unidas.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del oficio de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata Oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para autorizar la permanencia de tropas y de medios nacionales fuera del territorio de la República, con el objeto de continuar integrando la Operación Militar de Gestión de Crisis de la Unión Europea de Bosnia y Herzegovina (Operación ALTHEA), correspondiente al Boletín Nº S 1.025-05.


Añade que las Comisiones de Relaciones Exteriores y Defensa Nacional, unidas, tomando conocimiento de esta solicitud resolvieron por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma (como miembro de ambas Comisiones), Letelier, Muñoz Barra, Pizarro, Prokurica y Romero, recomendar que se otorgue el acuerdo que pide Su Excelencia la Presidenta de la República.



El señor Secretario General hace presente que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para el despacho de esta solicitud en los términos señalados en el número 5) del artículo 53 de la Constitución Política de la República.

- - -



Luego, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Corporación para autorizar el ingreso a la Sala de los señores Subsecretario de Guerra y Jefe del Estado Mayor de la Defensa Nacional.



Así se acuerda.

- - -


En discusión el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Romero, Muñoz Barra, Zaldívar y Ávila.



Cerrado el debate y sometido a votación el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República, es aprobado con la abstención del Honorable Senador señor Ávila. 



Queda terminada la discusión de este asunto.

____________

Proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos, con informes de las Comisiones de 

Defensa Nacional y de Hacienda.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General  señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incrementa el monto de la asignación mensual que perciben los soldados conscriptos, correspondiente al Boletín Nº 5.151-02, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia calificándola de “simple”.


Agrega que la Comisión de Defensa Nacional discutió este proyecto solamente en general, de conformidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 36 del Reglamento del Senado y le dio aprobación a la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Arancibia, Coloma, Ominami, Prokurica y Zaldívar, en los mismos términos en que lo aprobó la Cámara de Diputados.



El señor Secretario General añade que la Comisión de Defensa Nacional dejó constancia, por la unanimidad de sus miembros, que concurría a la aprobación en general señalando que la asignación de conscripto no debe ser objeto de ningún descuento interno, por lo que solicitó formalmente al Ejecutivo que elimine el descuento del 4 por ciento destinado a seguro de vida, presentando la correspondiente indicación.



La Comisión de Hacienda, por su parte, también aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señores Escalona, García, Gazmuri, Novoa y Sabag, en los mismos términos en que lo despachó la Comisión de Defensa Nacional.



El señor Secretario General  hace presente, finalmente, que cuando la iniciativa se estudie en particular, se tendrá que tomar en consideración la indicación presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante la cual propone reemplazar el artículo 3º del proyecto por el siguiente: 



“Artículo 3º.- Agrégase al artículo 191 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Guerra, de 1997, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armas, el siguiente inciso segundo:



“La asignación de conscripto no podrá ser objeto de ningún descuento interno por parte de las Instituciones de las Fuerzas Armadas.”.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Navarro.



A continuación, el señor Presidente señala que el proyecto se encuentra en discusión en general, por lo que debería votarse y luego enviarlo para un segundo informe, o bien, votarlo en general y en particular en este momento, incluyendo la indicación que se ha transcrito precedentemente.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Prokurica.



Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.



Cerrado el debate y sometido a votación en general y en particular a la vez el proyecto, incluida la indicación presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes. 



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro de Defensa Nacional.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Establécense los siguientes montos para los grados que indica del artículo 1º del decreto ley Nº 2.546, de 1979, que fija la Escala de Sueldos para las Fuerzas Armadas:


Grados
Montos


23

$ 47.350


24

$ 46.350


25

$ 45.350


26

$ 44.350


27

$ 43.350


28

$ 42.350


29

$ 41.350


30

$ 40.350


31

$ 39.350


32

$ 37.350


La aplicación de los nuevos montos a los cálculos de sueldo, asignaciones o gratificaciones que se deban pagar en conformidad a esta escala de sueldos, se hará efectiva a partir del 1 de abril de 2008.

 
Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley será financiado con cargo a los presupuestos institucionales de las Fuerzas Armadas.


“Artículo 3º.- Agrégase al artículo 191 del decreto con fuerza de ley Nº 1, de Guerra, de 1997, Estatuto de Personal de las Fuerzas Armas, el siguiente inciso segundo:


“La asignación de conscripto no podrá ser objeto de ningún descuento interno por parte de las Instituciones de las Fuerzas Armadas.”.

- - -



El señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día de la sesión de hoy.

_____________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de Acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ávila, Escalona, Girardi, Gazmuri, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República, que envíe a trámite legislativo un proyecto de ley que elimine la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar el 65% del Impuesto al Valor Agregado, y que los recursos recaudados por dicho concepto, se destinen a conceder un subsidio a los deudores habitacionales que indican, con informe de la 

Comisión de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señores Naranjo, Ávila, Escalona, Girardi, Gazmuri, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro, Ruiz-Esquide y Vásquez, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República, que envíe a trámite legislativo un proyecto de ley que elimine la exención tributaria que permite a las empresas constructoras recuperar el 65% del Impuesto al Valor Agregado, y que los recursos recaudados por dicho concepto, se destinen a conceder un subsidio a los deudores habitacionales que indican, correspondiente al Boletín N° S 1.011-12.



Añade que la Comisión de Hacienda, en su oficio de fecha 7 del mes en curso, señala que trató este proyecto de acuerdo, consignando la conformidad con el mismo por parte de los Honorables Senadores señores Escalona y Gazmuri. A su vez, deja constancia del voto en contra de los Honorables Senadores señores Novoa y Sabag.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Horvath y Ávila.



Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es rechazado por 11 votos contra 8.



Votan por el rechazo, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Chadwick, Coloma, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Pérez Varela, Romero y Sabag.



Votan por la aprobación, los Honorables Senadores señores Ávila, Frei, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Ominami, Ruiz-Esquide y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.

INCIDENTES 


El señor Secretario General señala que el Honorable Senador señor Bianchi ha solicitado se dirijan, en su nombre, los siguientes oficios:



1) Al señor Contralor General de la República, solicitando información acerca de la forma en que se ha aplicado la ley Nº 20.123, que regula el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios, en la Región de Magallanes, del número de funcionarios que se encuentra en calidad de trabajadores a honorarios y a contrata y las fechas de los primeros contratos suscritos entre las partes. Asimismo, con el objeto de que solicite a la Empresa Nacional del Petróleo información detallada acerca de los gastos en que ha incurrido para la exploración y explotación del Proyecto Gasífero de Lago Mercedes en la Isla de Tierra del Fuego.



2) A la señora Directora del Trabajo, requiriendo información acerca de la aplicación de la ley Nº 20.123, que regula el trabajo en régimen de subcontratación, el funcionamiento de las empresas de servicios transitorios y el contrato de trabajo de servicios transitorios al interior de la Empresa Nacional del Petróleo.

El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________


En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien expone las conclusiones del informe elaborado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología acerca de los problemas que se han producido con las carreras de técnico y perito en Criminalística impartidas por diversas universidades e institutos de educación superior del país.

____________


En el tiempo del Comité Mixto Partido Por la Democracia, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien se refiere a la responsabilidad extracontractual que le cabría al Estado de Chile por la muerte de la supervisora educacional que indica en accidente carretero ocurrido en la IX Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, adjuntando copia de su intervención.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Muñoz Barra, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________


En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional e Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere a la importancia de la leña en la matriz energética del país y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministros de Economía, Fomento y Reconstrucción y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, solicitando la realización de un trabajo sistemático acerca de esta materia.


Adhieren a esta petición, los Honorables Senadores señores Frei y Navarro.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, con la adhesión de los Honorables Senadores señores Frei y Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

_____________


En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a los alcances del Programa de Protección Familiar del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo en la VIII Región y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de esa Cartera de Estado, para que informe acerca del uso y destino del subsidio que se contempla para el mejoramiento de viviendas.


A continuación, el señor Senador se refiere a la información existente acerca de la crisis inmobiliaria que afecta a los Estados Unidos y como ello podría repercutir en la inversión de los fondos previsionales de los trabajadores del país y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Superintendenta de Administradoras de Fondos de Pensiones, con el objeto de que informe sobre el particular.


Luego, el Honorable señor Senador se refiere a la grave situación que enfrentan los trabajadores de la industria Bellavista Oveja Tomé y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Intendenta de la VIII Región, requiriendo que disponga los recursos necesarios para auxiliar a dichos trabajadores en este período del año y hasta que se logre la recuperación de dicha empresa.


En seguida, el señor Senador se refiere a la muerte de la supervisora educacional, situación acaecida en la IX Región y planteada por el Honorable Senador señor Muñoz Barra y la posible responsabilidad extracontractual que le cabría al Fisco y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Presidente del Consejo de Defensa del Estado, adjuntando copia de su intervención.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Navarro, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo, los Comités Mixto Partido Radical Social Demócrata e Independiente y Partido Unión Demócrata Independiente.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS

1

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN LOS PROYECTOS DE LEY, INICIADOS EN MOCIONES DE LOS HONORABLES SENADORES BIANCHI, KUSCHEL, ORPIS, ROMERO, ALVEAR, LARRAÍN, NOVOA, VÁSQUEZ, MUÑOZ ABURTO Y SABAG, QUE MODIFICAN LA LEY DE TRÁNSITO Y OTROS CUERPOS LEGALES, EN MATERIAS RELATIVAS A LÍMITES DE VELOCIDAD, INFRACCIONES GRAVÍSIMAS Y CARRERAS ILEGALES, ENTRE OTRAS

(4507-15 y 5088-15, 5124-15 y 5144-15, refundido)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros en segundo informe, los proyectos de ley singularizados en el epígrafe, en primer trámite constitucional, originados en cuatro Mociones de los Honorables señores Senadores que a continuación se detallan:


1.- De los Honorables Senadores señores Bianchi, Kuschel, Orpis y Romero, que modifica la Ley de Tránsito, en materia de carreras ilegales de vehículos motorizados. (Boletín Nº 4.507-15)

2.- De la Honorable Senadora señora Alvear, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de aumentar la sanción por conducir vehículos a alta velocidad de acuerdo al exceso en que se incurra. (Boletín Nº 5.088-15)

3.- De los Honorables Senadores señores Larraín y Novoa, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, con el objeto de aumentar las sanciones por conducir a exceso de velocidad. (Boletín Nº 5.124-15), y

4.- De los Honorables Senadores señores Vásquez, Bianchi, Muñoz Aburto y Sabag, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito y otros cuerpos legales, incorporando como infracción gravísima conducir vehículos en competencia con otros, estableciendo el comiso de los mismos. (Boletín Nº 5.144-15)

Estas iniciativas legales fueron refundidas en un solo texto, en virtud del acuerdo adoptado por la Comisión de fecha 29 de agosto de 2007, por los Honorables Senadores señores Cantero, Matthei, Novoa y Pizarro.

- - - - - -



Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 

II.- Numerales del artículo único que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: 1, 3 y 4.

III.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.

IV.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: no hay.

V.- Indicaciones rechazadas: 1.

VI.- Indicaciones retiradas: no hay. 


VII.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
 - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de la única indicación presentada al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fue objeto, como asimismo de la disposición en que ella incide, y de los acuerdos adoptados sobre la misma.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único, que a través de cuatro numerales modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito.

ARTÍCULO ÚNICO

Nº 2


Este numeral incorpora el siguiente artículo 201 bis, nuevo:


Artículo 201 bis.- Los que excedieren la velocidad entre 41 y 50 kilómetros por hora, por sobre el límite máximo de velocidad establecido en los artículos 150 y 151, se les aplicará una multa de 3 a 6 unidades tributarias mensuales; los que excedieren la velocidad entre 51 y 60 kilómetros por hora, de 6 a 9 unidades tributarias mensuales y a los que la excedieren sobre los 61 kilómetros por hora, de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior, se causaren lesiones graves o menos graves, la multa será de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas, la multa será de cuarenta y uno a cien unidades tributarias mensuales.


La reincidencia de las conductas descritas dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, elevará al doble la multa que se aplique. 

Indicación Nº 1


Del Honorable Senador señor Vásquez para agregar el siguiente inciso final al artículo 201 bis propuesto:


“A menos que su propietario probare que ha sido utilizado por el conductor sin su consentimiento, caerá en comiso y pasará a beneficio fiscal el vehículo motorizado  que causare lesiones a sus tripulantes o a terceros, en competencias de velocidad o por rivalizar en destreza u otras habilidades en la conducción vehicular, en forma individual o colectiva, por calles o caminos o en establecimientos de comercio, sin autorización del organismo competente.  La misma medida se aplicará respecto del vehículo motorizado que, en cualquier circunstancia, transitare a una velocidad superior a 181 kilómetros por hora.”.

En discusión esta indicación vuestra Comisión estimó que la sanción que se pretende aplicar es excesivamente severa, principalmente habida consideración que el propietario del vehículo que caerá en comiso, tendría que probar que fue utilizado por el conductor sin su consentimiento.


- En votación esta indicación, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Cantero y Novoa.
- - - - - - 


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones aprobó, sin modificaciones, el proyecto de ley aprobado en general por el Senado, que consta en nuestro Primer Informe, y que os propone aprobar, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 18.290, de Tránsito:


1) Incorpórase el siguiente artículo 196 G, nuevo;


“Artículo 196 G.- Los que compitieren en velocidad conduciendo vehículos motorizados, o, rivalizaren en destreza u otras habilidades en la conducción vehicular, en forma individual o colectiva, por calles o caminos o en establecimientos de comercio, sin autorización del organismo competente, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado medio, multa de diez a veinte unidades tributarias mensuales y la suspensión de la licencia de conductor de doce a veinticuatro meses. A los organizadores y demás partícipes de la competencia, se les aplicará la misma pena corporal reducida en un grado.


En los casos de reiteración de esta acción dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, se impondrá la pena corporal aumentada en un grado.


Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso primero, se causaren lesiones graves o menos graves, la multa será de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas, la multa será de cuarenta y una a cien unidades tributarias mensuales.”.


2) Incorpórase el siguiente artículo 201 bis, nuevo:


“Artículo 201 bis.- Los que excedieren la velocidad entre 41 y 50 kilómetros por hora, por sobre el límite máximo de velocidad establecido en los artículos 150 y 151, se les aplicará una multa de 3 a 6 unidades tributarias mensuales; los que excedieren la velocidad entre 51 y 60 kilómetros por hora, de 6 a 9 unidades tributarias mensuales y a los que la excedieren sobre los 61 kilómetros por hora, de 10 a 20 unidades tributarias mensuales.


Si a consecuencia de la conducta descrita en el inciso anterior, se causaren lesiones graves o menos graves, la multa será de veintiuno a cuarenta unidades tributarias mensuales.


Si se causaren alguna de las lesiones indicadas en el artículo 397, N° 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas, la multa será de cuarenta y uno a cien unidades tributarias mensuales.


La reincidencia de las conductas descritas dentro de un mismo año contado desde la primera infracción, elevará al doble la multa que se aplique.”.


3) Agrégase la siguiente letra c) nueva, al artículo 208:


“c) En las infracciones previstas en el artículo 201 bis, se suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados por el término de seis meses a un año, si se hubieren o no, cometido daños o lesiones leves; de uno a dos años si se causaren lesiones menos graves o graves, y de dos a cuatro años, si se causaren algunas de las lesiones indicadas en el artículo 397, Nº 1º, del Código Penal o la muerte de una o más personas. La reincidencia, elevará al doble el plazo de la suspensión de la licencia de conductor que se aplique, debiendo el tribunal decretar su cancelación cuando considere que la conducción del vehículo por parte del infractor importa peligro para el tránsito o para la seguridad pública, la que deberá fundarse en las anotaciones que registre en la hoja de vida del conductor o en fundamentos médicos debidamente comprobados.


Las medidas señaladas en el inciso precedente no podrán ser suspendidas ni aún cuando el juez hiciere uso de la facultad contemplada en el artículo 398 del Código Procesal Penal. Sin embargo, cumplidos a lo menos cuatro años desde que se canceló la licencia de conductor, el tribunal podrá alzar esa medida cuando nuevos antecedentes permitan estimar fundadamente que ha desaparecido el peligro para el tránsito o para la seguridad pública que importaba la conducción de vehículos motorizados por el infractor.".


4) Agrégase al artículo 34 el siguiente inciso sexto, nuevo:


“Los vehículos con los que se haya participado en las acciones descritas en el artículo 196 G y 201 bis, quedarán sujetos, por el solo ministerio de la ley, a la medida prejudicial precautoria de prohibición de celebrar actos y contratos, desde el momento de la denuncia policial, para asegurar el pago de la multa que se imponga y los daños y perjuicios que se causen. La autoridad policial, judicial o el Ministerio Público, deberán comunicar de inmediato dicha medida al Servicio de Registro Civil e Identificación, para que se anote en el Registro de Vehículos Motorizados.”.

- - - - - -


Acordado en sesión celebrada el día 12 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señor Carlos Cantero (Presidente), señora Evelyn Matthei y señor Jovino Novoa. 

Sala de la Comisión, a 13 de diciembre de 2007.

(Fdo.): ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA, Abogado Secretario
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INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA PERMISOS DE EDIFICACIÓN DE VIVIENDAS SOCIALES

(5270-14)

HONORABLE SENADO:

 



Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señora Marta Isasi Barbieri, y señores Sergio Bobadilla Muñoz, Manuel García García, Jorge Insunza De Las Heras, Álvaro Escobar Rufatt, Juan Carlos Latorre Carmona, Manuel Monsalve Benavides, Carlos Montes Cisternas, Gonzalo Uriarte Herrera y Mario Venegas Cárdenas, para cuyo despacho Su Excelencia la señora Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.

Cabe destacar que este proyecto fue discutido en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala, el día 18 de diciembre de 2007.




A la sesión en que vuestra Comisión estudió este asunto asistió, especialmente invitada, la Ministra de Vivienda y Urbanismo, señora Patricia Poblete, y la abogada asesora de esta Secretaría de Estado, señora Jeannette Tapia. 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL





El inciso quinto del artículo 1° transitorio; el inciso segundo del artículo 2° transitorio, nuevo, y el inciso tercero del artículo 4° transitorio, deben ser aprobados con quórum de ley orgánica constitucional, por tratarse de nuevas atribuciones que se otorgan a las municipalidades, según lo preceptuado en el inciso quinto del artículo 118 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso segundo del artículo 66 de la misma Carta Fundamental.

- - - 
OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Disponer un procedimiento fácil y expedito para que las ampliaciones de viviendas sociales, progresivas e infraestructura sanitaria se adecuen a la ley, a fin de corregir su situación irregular. Además, se establecen normas especiales y procedimientos simplificados para construcciones realizadas en áreas declaradas como zonas afectadas por catástrofes.

ANTECEDENTES

I. Antecedentes Jurídicos

Decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, Ley General de Urbanismo y Construcciones.

II. Antecedentes de Hecho


La Moción señala que existe un alto porcentaje de construcciones de viviendas o ampliaciones que se ejecutan sin contar con los permisos correspondientes de la Dirección de Obras Municipales. En consecuencia, una vez edificadas no pueden obtener su recepción final, toda vez que incumplen las exigencias de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, la Ordenanza General y los Instrumentos de Planificación Territorial. Lo anterior, precisa, ha dado origen a las denominadas “leyes del mono”, como la ley N° 19.583, que permitió regularizar diversos tipos de construcciones.




Indica que dichos cuerpos normativos no han resuelto el problema, y que se ha continuado construyendo irregularmente, en espera de una nueva ley que faculte el saneamiento de las referidas edificaciones. 





Añade que los integrantes de la Comisión de Vivienda y Desarrollo Urbano de la Cámara de Diputados, se han preocupado de generar un régimen permanente que facilite la obtención de permisos de edificación para la ampliación de viviendas de carácter social, de manera que no sea necesaria su regularización posterior. Lo anterior, señala, exige que los municipios cumplan un rol activo en la educación e información de los vecinos.





Finalmente, destaca que en el caso de catástrofes naturales es habitual que las edificaciones se afecten, y que sus propietarios realicen construcciones para paliar la emergencia, situación que hace indispensable contemplar procedimientos legales  expeditos. 

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL 





La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo señaló que el proyecto de ley considera las siguientes situaciones:





- Ampliaciones de viviendas sociales, progresivas e infraestructura sanitaria.

 



- Viviendas construidas con anterioridad al mes de julio del año 1959, emplazadas en área urbana o rural.





- Se aplican normas referidas a uso de suelo, zonas de riesgo o protección y declaraciones de utilidad pública.




- Deben observarse disposiciones de seguridad, habitabilidad y estabilidad, y las referidas a instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.





- El cumplimiento de la normativa es certificado por un profesional competente (mencionados en el artículo 17 Ley General de Urbanismo y Construcciones).





- Se ajusta al procedimiento de obra menor.




- Los derechos municipales se rebajan en, a lo menos, un 50%. No obstante, el alcalde puede disminuir este porcentaje.




- En cuanto a las construcciones en zonas declaradas de catástrofe, la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones establecerá normas especiales y procedimientos simplificados de aprobación y recepción de construcciones existentes y nuevas construcciones en zonas afectadas por catástrofe. Además, contempla la exención de derechos municipales para viviendas sociales y viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 U.F.




Agregó que el artículo 1° transitorio permite regularizar viviendas sociales y aquéllas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 U.F., siempre que se cumplan los siguientes requisitos:




- No deben existir reclamos pendientes.




- Emplazadas en área urbana o rural.





- Se aplican las normas referidas a uso de suelo, zonas de riesgo o protección y declaraciones de utilidad pública.





- Deben cumplir normas de seguridad, habitabilidad y estabilidad y las referidas a instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.




El plazo para regularizar el inmueble es de 3 años, contado desde la publicación de la ley.




En cuanto al procedimiento, la señora Ministra expresó que éste puede sintetizarse de la siguiente forma:





El propietario debe presentar su solicitud ante la Dirección de Obras Municipales, firmada por un profesional competente.




Respecto de los documentos que debe acompañar, manifestó que éstos son: declaración simple de ser propietario, plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente e informe técnico respecto del cumplimiento de las normas sobre habitabilidad, seguridad, estabilidad y las referidas a las instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.




La Dirección de Obras Municipales recibe las solicitudes y devuelve aquéllas que no incluyen documentos exigidos. Tiene un plazo de 90 días para pronunciarse y otorga, si procede, el certificado de regularización. Asimismo, la mencionada Dirección está exenta de responsabilidad (artículo 22 Ley General de Urbanismo y Construcciones).




Los derechos municipales se rebajan en a lo menos un 50%




En cuanto al artículo 2° transitorio, explicó que permite aplicar el procedimiento especial a zonas de catástrofe  hasta  por  6  años,  aún  cuando no se encuentren vigentes los decretos que establecen dicha declaratoria.  




Finalmente, respecto del artículo 3° transitorio, señaló que posibilita regularizar construcciones existentes y aprobar nuevas en zonas de catástrofe, para lo cual deben tener destino habitacional, cumplir con las normas de seguridad, habitabilidad, estabilidad y las referidas a instalaciones interiores, y no deben estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas de utilidad pública.




Destacó que, para acogerse a esta disposición transitoria, se requiere seguir el procedimiento que se indica en la norma.




La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo explicó que el presente proyecto de ley pretende asegurar la calidad de la construcción, mediante el establecimiento de normas permanentes para las ampliaciones de viviendas sociales y para situaciones específicas de catástrofes naturales que puedan afectar a las mismas.





Enfatizó que el proyecto resuelve satisfactoriamente una serie de situaciones de anormalidad que afectan a las ampliaciones o mejoras realizadas en las propiedades por sus dueños.




- Puesto en votación el proyecto de ley, en general, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Pérez Varela y Sabag.
 - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR
El proyecto de ley consta de un artículo único permanente y tres disposiciones transitorias, cuyos textos son los siguientes:

“Artículo único.- Modifícase la ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, de la manera que se expresa:

1) Incorpórase, como artículo 166, el siguiente:

“Artículo 166.- A las ampliaciones de viviendas sociales, viviendas progresivas e infraestructuras sanitarias, emplazadas en áreas urbana o rural, sólo les serán aplicables las disposiciones de los planes reguladores y las normas técnicas que se indican a continuación:

a) Disposiciones de los planes reguladores referidas a zonas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública y uso de suelo.

b) Normas técnicas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores de electricidad, y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.

El cumplimiento de dichas disposiciones y normas será certificado sólo por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.

Los permisos de edificación y la recepción definitiva de las ampliaciones de que trata este artículo, se tramitarán conforme al procedimiento simplificado de obra menor de vivienda social, que para estos efectos establecerá la Ordenanza General.

Las disposiciones del presente artículo se aplicarán asimismo a la regularización de las edificaciones construidas con anterioridad al 31 de julio de 1959.

Los derechos municipales serán los que se establecen en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50% en los casos contemplados en el inciso primero de este artículo.”.

2) Agrégase el siguiente artículo 116 bis D):

“Artículo 116 bis D).- La Ordenanza General de esta ley podrá establecer normas especiales y procedimientos simplificados de aprobación y recepción, para la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe.

La Ordenanza General deberá establecer los plazos en que se aplicarán las disposiciones que se establecen en el inciso primero de este artículo.

Durante dicho período las regularizaciones y permisos de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán exentos del pago de derechos municipales a que se refiere el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.”.

- El artículo único fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Pérez Varela y Sabag.
“Artículos transitorios

“Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, emplazadas en áreas urbana o rural, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción final, podrán, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar la situación del inmueble de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala en el presente artículo.

Podrán acogerse a esta disposición las construcciones señaladas en el inciso anterior, siempre que no se emplacen en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública, cumplan con las normas sobre uso de suelo que establezca el plan regulador y en la medida en que a la fecha de publicación de esta ley no existan ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local, reclamaciones escritas pendientes por normas urbanísticas. También podrán acogerse las construcciones que tengan reclamaciones pendientes y éstas se resuelvan con posterioridad a la publicación de esta ley.

Para su regularización, las construcciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberán cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.

Para tales efectos, el propietario y el profesional competente deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:

a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.

b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.

c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre habitabilidad, seguridad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.

La Dirección de Obras Municipales devolverá aquellas solicitudes de regularización que no incluyan la totalidad de la documentación exigida, debiendo el propietario y el profesional competente subsanar las omisiones. Cumplido lo anterior, la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, podrá otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.

En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.

Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%.”.
Artículo 2°.- Lo dispuesto en el artículo 116 bis D) de la ley General de Urbanismo y Construcciones, será aplicable a las zonas decretadas zona afectada por catástrofe, por un plazo de 6 años, aun cuando no se encuentren vigentes los respectivos decretos.”.
Artículo 3°.- Mientras no entren en vigencia las normas especiales a que se refiere el artículo 116 bis D), la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe, por hechos que afecten las viviendas, se regirán por las siguientes disposiciones:

1°.- Las regularizaciones de construcciones existentes deberán:

a) Tener destino habitacional.

b) Cumplir con las normas de seguridad, habitabilidad,  estabilidad y de las instalaciones interiores.

c) No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública.

2°.- Las solicitudes de permisos de edificación con destino habitacional estarán eximidas exclusivamente del cumplimiento de normas urbanísticas, salvo las referidas a zonas de riesgo o protección y franjas declaradas de utilidad pública.

Para acogerse al procedimiento simplificado que regula el presente artículo, el propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso acompañada de los siguientes documentos:

a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.

b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.

c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre seguridad, habitabilidad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.

La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales, si correspondiere, procederá a otorgar el permiso o permiso y recepción simultánea, según sea el caso.

En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.

Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%, salvo que se trate de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en cuyo caso estarán exentas del pago de esos derechos.”.”.
- Los artículos 1° a 3° transitorios, se aprobaron, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Horvath, Pérez Varela y Sabag.
- - - 





Cabe tener presente que en una sesión anterior de la Comisión, en relación a este proyecto de ley, que no figuraba en tabla, el Honorable Senador señor Naranjo expresó que las denominadas “leyes del mono” dispusieron un mecanismo sencillo para que las personas se acogieran a sus beneficios, toda vez que los favorecidos confeccionaban personalmente un plano de la ampliación de su vivienda, y lo presentaban a la autoridad respectiva. Además, se consideraba la exención del pago de los derechos municipales.





Su Señoría estuvo conteste con el objetivo de la presente iniciativa legal, sin embargo, sujetó su aprobación a la incorporación, por parte del Ejecutivo, de un  artículo transitorio que regule específicamente la situación de los postulantes al Subsidio de Protección del Patrimonio Familiar, que tengan construcciones irregulares. Hizo presente que su proposición sólo sería aplicable para las ampliaciones de viviendas sociales, y no para la regularización de casas completas.




Su Señoría presentó la indicación correspondiente, que fue acogida por el Ejecutivo, toda vez que contiene materias propias de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.

El texto de la indicación del Ejecutivo es el siguiente:





“- Para agregar el siguiente artículo 2° transitorio, nuevo, pasando los actuales artículos 1° y 2° transitorios, a ser 3° y 4°, respectivamente:




“Artículo 2°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbana o rural, podrán por una sola vez dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley regularizar las ampliaciones de no más de 25 m2 que hubieren efectuado en dichas viviendas, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señalan a continuación:




1°
No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública;





2°
A la fecha de la regularización no deben existir, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local. 




3°
Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.




4°
El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:




a)
Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.




b)
Especificaciones técnicas resumidas, y un croquis a mano alzada, que deberá realizarse en una hoja cuadriculada que indique las medidas. 




La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse con el solo mérito de los documentos a que se refiere este artículo y si procediere, otorgará  el correspondiente certificado de regularización.




En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.




Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo estarán exentas de los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.”.




En cuanto a la indicación del Ejecutivo que recogió la propuesta del Honorable Senador señor Naranjo, algunos miembros de la Comisión repararon la limitación de la superficie ampliada de las viviendas sociales, -que no pueden exceder de los 25 metros cuadrados-, por cuanto consideraron que la finalidad a la que apunta la norma, es precisamente, la regularización de este tipo de viviendas, sin importar el área construida.





La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo respondió que la acotación del metraje, para que las ampliaciones de viviendas sociales puedan acogerse a este beneficio de regularización, se contempló tomando en cuenta el tipo de viviendas beneficiadas, que poseen pocos metros cuadrados construidos. Enfatizó que una ampliación mayor hace que la vivienda social pierda este carácter y, por ende, se desvirtúa el objetivo de la norma.





Añadió que la limitación en estudio se fundó en la posibilidad de otorgar a las familias de escasos recursos la oportunidad para postular al Subsidio de Protección del Patrimonio Familiar, destinado, entre otros objetivos, a la ampliación de viviendas sociales. Manifestó que si dicha propiedad ya posee una ampliación importante no podrá, de manera alguna, ser favorecida por el mencionado subsidio. 





Explicó que, en todo caso, las viviendas con una ampliación mayor a los 25 metros cuadrados, podrán acogerse al procedimiento de regularización dispuesto en el artículo 1° transitorio del proyecto de ley.





Puso de relieve que si se omite la referencia a una superficie determinada, los beneficiados se acogerán a la disposición contemplada en la indicación, y no al mencionado artículo 1° transitorio, con lo cual se pierde el objetivo del Ministerio de Vivienda y Urbanismo en esta materia, que es velar por la calidad de las ampliaciones.





El Honorable Senador señor Horvath, planteó la conveniencia de que otra iniciativa legal otorgue la oportunidad de regularizar ampliaciones de cualquier tipo de viviendas, independientemente de su categoría social, como ha ocurrido en ocasiones anteriores, a fin de normalizar  el pago de las contribuciones que en derecho les correspondería cancelar, de acuerdo a los metros cuadrados efectivamente construidos.





- Puesta en votación la indicación, fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Horvath, Pérez Varela y Sabag.
MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene a honra proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, con las siguientes modificaciones:

Artículo único

Número 1)

Considerar como tal el número 2), con idéntico texto.

Número 2)
Contemplar como tal el número 1), sin enmiendas.

Artículos transitorios


Intercalar, a continuación del artículo 1°, el siguiente artículo 2°, nuevo, pasando los actuales artículos 2° y 3°, a ser 3° y 4°, respectivamente:





“Artículo 2°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbana o rural, podrán por una sola vez dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones de no más de 25 m2 que hubieren efectuado en dichas viviendas, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala a continuación:




1°
No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública;





2°
A la fecha de la regularización no deben existir reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local. 




3°
Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.




4°
El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:




a)
Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.




b)
Especificaciones técnicas resumidas, y un croquis a mano alzada, que deberá realizarse en una hoja cuadriculada que indique las medidas. 




La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse con el solo mérito de los  documentos a que se refiere este artículo y si procediere, otorgará  el correspondiente certificado de regularización.




En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.

Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo, estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.
- - - 

 
En virtud de las enmiendas anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Modifícase la ley General de Urbanismo y Construcciones, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, de la manera que se expresa:
1) Agrégase el siguiente artículo 116 bis D):

“Artículo 116 bis D).- La Ordenanza General de esta ley podrá establecer normas especiales y procedimientos simplificados de aprobación y recepción, para la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe.

La Ordenanza General deberá establecer los plazos en que se aplicarán las disposiciones que se establecen en el inciso primero de este artículo.





Durante dicho período las regularizaciones y permisos de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, estarán exentos del pago de derechos municipales a que se refiere el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.
2) Incorpórase, como artículo 166, el siguiente:

“Artículo 166.- A las ampliaciones de viviendas sociales, viviendas progresivas e infraestructuras sanitarias, emplazadas en áreas urbana o rural, sólo les serán aplicables las disposiciones de los planes reguladores y las normas técnicas que se indican a continuación:

a) Disposiciones de los planes reguladores referidas a zonas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública y uso de suelo.

b) Normas técnicas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores de electricidad, y, cuando corresponda, de agua potable, alcantarillado y gas.

El cumplimiento de dichas disposiciones y normas será certificado sólo por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.

Los permisos de edificación y la recepción definitiva de las ampliaciones de que trata este artículo, se tramitarán conforme al procedimiento simplificado de obra menor de vivienda social, que para estos efectos establecerá la Ordenanza General.

Las disposiciones del presente artículo se aplicarán asimismo a la regularización de las edificaciones construidas con anterioridad al 31 de julio de 1959.

Los derechos municipales serán los que se establecen en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50% en los casos contemplados en el inciso primero de este artículo.”.

Artículos transitorios

Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales, y de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, emplazadas en áreas urbana o rural, con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción final, podrán, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar la situación del inmueble de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala en el presente artículo.

Podrán acogerse a esta disposición las construcciones señaladas en el inciso anterior, siempre que no se emplacen en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública, cumplan con las normas sobre uso de suelo que establezca el plan regulador y en la medida en que a la fecha de publicación de esta ley no existan ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local, reclamaciones escritas pendientes por normas urbanísticas. También podrán acogerse las construcciones que tengan reclamaciones pendientes y éstas se resuelvan con posterioridad a la publicación de esta ley.

Para su regularización, las construcciones a que se refiere el inciso primero de este artículo, deberán cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.

Para tales efectos, el propietario y el profesional competente deberán presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:
a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.

b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.

c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre habitabilidad, seguridad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.

La Dirección de Obras Municipales devolverá aquellas solicitudes de regularización que no incluyan la totalidad de la documentación exigida, debiendo el propietario y el profesional competente subsanar las omisiones. Cumplido lo anterior, la Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, podrá otorgar, si procediere, el correspondiente certificado de regularización.
En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.

Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%.




Artículo 2°.- Los propietarios de viviendas sociales, emplazadas en áreas urbana o rural, podrán por una sola vez dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones de no más de 25 m2 que hubieren efectuado en dichas viviendas, de acuerdo a las normas de edificación y al procedimiento simplificado que se señala a continuación:





1°
No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública;





2°
A la fecha de la regularización no deben existir reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la publicación de la presente ley, ante la Dirección de Obras Municipales o los juzgados de policía local. 





3°
Las ampliaciones deben cumplir con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad y de las instalaciones interiores.





4°
El propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:





a)
Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.





b)
Especificaciones técnicas resumidas, y un croquis a mano alzada, que deberá realizarse en una hoja cuadriculada que indique las medidas. 





La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, deberá pronunciarse con el solo mérito de los  documentos a que se refiere este artículo y si procediere, otorgará  el correspondiente certificado de regularización.





En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.





Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo, estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Artículo 3°.- Lo dispuesto en el artículo 116 bis D) de la ley General de Urbanismo y Construcciones, será aplicable a las zonas decretadas zona afectada por catástrofe, por un plazo de 6 años, aun cuando no se encuentren vigentes los respectivos decretos.

Artículo 4°.- Mientras no entren en vigencia las normas especiales a que se refiere el artículo 116 bis D), la regularización de construcciones existentes y la aprobación de nuevas construcciones que se realicen en zonas que hubieren sido decretadas zona afectada por catástrofe, por hechos que afecten las viviendas, se regirán por las siguientes disposiciones:

1°.- Las regularizaciones de construcciones existentes deberán:

a) Tener destino habitacional.

b) Cumplir con las normas de seguridad, habitabilidad,  estabilidad y de las instalaciones interiores.

c) No estar emplazadas en zonas de riesgo o protección, o en franjas declaradas de utilidad pública.

2°.- Las solicitudes de permisos de edificación con destino habitacional estarán eximidas exclusivamente del cumplimiento de normas urbanísticas, salvo las referidas a zonas de riesgo o protección y franjas declaradas de utilidad pública.

Para acogerse al procedimiento simplificado que regula el presente artículo, el propietario deberá presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva, una solicitud de permiso acompañada de los siguientes documentos:

a) Declaración simple del propietario de ser titular del dominio del inmueble.

b) Plano de ubicación, plantas de arquitectura y especificaciones técnicas resumidas, suscritos por un profesional competente.

c) Informe técnico de un profesional competente, respecto del cumplimiento de las normas sobre seguridad, habitabilidad, estabilidad y de sus instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas.

La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, con el solo merito de la presentación de los documentos a que se refiere este artículo y acreditado el pago de derechos municipales, si correspondiere, procederá a otorgar el permiso o permiso y recepción simultánea, según sea el caso.

En lo referido a la aplicación de este artículo, los funcionarios municipales quedarán exentos de lo dispuesto en el artículo 22 de la ley General de Urbanismo y Construcciones, sobre responsabilidad de los funcionarios.

Los derechos municipales a que se refiere este artículo, serán los establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones, rebajados, a lo menos, en 50%, salvo que se trate de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, en cuyo caso estarán exentas del pago de esos derechos.”.”:
- - - 

Acordado en sesión celebrada el día 19 de diciembre de 2007, con asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Víctor Pérez Varela y Hosaín Sabag Castillo. 

                       Valparaíso, 19 de diciembre de 2007.
(Fdo.): MILENA KARELOVIC RÍOS, Secretaria de la Comisión
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y ESCALONA MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE REGULA LA DISTRIBUCIÓN DE INVERSIONES PÚBLICAS ENTRE DISTINTAS REGIONES DEL PAÍS

(5596-06)

Honorable Senado:

Vistos: 

Lo dispuesto en el artículo 1º, 6º, 19º y en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República.

Considerando:

1.-
Que nuestro país es un Estado unitario. Sin embargo, su administración se encuentra dividida en regiones, a las cuales se ha ido dotando de grados importantes de autonomía y poder local.

2.-
Que lo anterior encuentra su justificación en la evidente constatación de que las decisiones encontrarán más fundamento y respaldo cuando en ellas intervienen en forma más directa quienes se encuentran más cerca de las necesidades, pues tendrán una mejor perspectiva para evaluar la urgencia de los requerimientos y la conveniencia de las soluciones planteadas.

3.-
Que, del mismo modo, constituye un avance importante al respecto el mejoramiento en la distribución de los recursos públicos, favoreciendo una mayor inversión en regiones, lo que conlleva una serie de externalidades positivas tales como disminuir la concentración poblacional en la capital y con ello sus efectos negativos en materia de polución, congestión y necesidades de gasto en servicios tales como educación, vivienda y salud.

4.-
Que, sin embargo, el crecimiento de Santiago obliga a acometer grandes obras de infraestructura urbana y a desarrollar servicios de grandes dimensiones y magnitud, comprometiendo enormes inversiones.

5.-
Que lo anterior, en la medida que constituyan acciones necesarias e imprescindibles, de acuerdo a criterios técnicos y a los requerimientos de la población no merece reproche jurídico ni económico alguno. 

Sin embargo, no puede sostenerse lo mismo desde el punto de vista social y político, toda vez que implica, implícitamente, la preferencia por un grupo de ciudadanos por sobre otros, resultando afectado el equilibrio y la justa distribución en la inversión pública.

6.-
Que, un ejemplo paradigmático en esta materia ha sido la aplicación del nuevo Plan de Transportes de Santiago, Transantiago, cuyo financiamiento ha obligado a un enorme esfuerzo público, que debió ser complementado ya en una ocasión y que espera aún una definición sobre el origen de los recursos para su funcionamiento durante el 2008.

7.-
Que tal situación, al proponerse conjuntamente un mecanismo de compensación para las restantes zonas del país, ha marcado un hito respecto de la forma en que deben entenderse las inversiones públicas, de forma de no afectar la igualdad ante la ley que debe imperar en toda acción gubernamental.

8.-
Que lo anterior resulta, por lo demás, concordante con la disposición constitucional que obliga a una igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión que fije la ley. 

Lógico es pensar que si éstas deben distribuirse equitativa o, al menos, razonablemente, los frutos de las mismas deben, también, procurar orientarse en la misma forma entre todos los habitantes del país.

9.-
Que, por lo anterior, creemos conveniente promover una reforma constitucional que recoja, en lo sucesivo, este sano principio, promoviendo una justa distribución de las inversiones públicas.

Que, por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo Único: Incorpórese los siguientes incisos finales en el numeral 20º del artículo 19º de la Constitución Política de la República:

“Del mismo modo, los recursos disponibles para las inversiones públicas deberán distribuirse armónicamente,, de acuerdo a criterios de incidencia poblacional, necesidades sociales y las condiciones derivadas del aislamiento de algunas zonas del país.

Por tal motivo, cada vez que se precise incurrir en gastos extraordinarios para atender requerimientos de la capital, deberá contemplarse una compensación de la misma magnitud para las restantes regiones.”
(Fdo(: Pedro Muñoz Aburto, Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO,  ESCALONA, Y RUIZ-ESQUIDE CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.253, EN LO RELATIVO A RECUPERACIÓN, CONSERVACIÓN Y DIFUSIÓN DE MANIFESTACIONES CULTURALES DE ETNIAS INDÍGENAS EXTINTAS

(5598-06)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numerales 1º y 10º y el artículo 63º numerales 5) y 20) de la Constitución Política de la República y en la ley 19.253.

Considerando:

1.-
Que a la llegada de los conquistadores españoles el territorio de nuestro país se encontraba poblado por diversos pueblos originarios, quienes poseían ricas y diversas manifestaciones culturales.

2.-
Que nuestro país ha asumido como una de sus principales riquezas la diversidad de nuestra nación, constituida por las diversas etnias a cuya preservación se ha comprometido, tanto en tratados internacionales, como en leyes internas.

3.-
Que, en este sentido, uno de los principales hitos ha sido la Ley 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

La labor de este servicio público ha sido fundamental tanto en la entrega de apoyo humano y material a las comunidades como en la generación de acciones concretas destinadas a la preservación de su cultura e identidad.

4.-
Que, producto de la conquista, de la interacción con los nuevos habitantes del territorio, de la colonización posterior y de un sinnúmero de factores históricos, climáticos, sanitarios, culturales y, en general de diverso orden, algunas de estas etnias no lograron subsistir hasta nuestros días.

Es el caso, por ejemplo, de los pueblos Aónikenk (tehuelches o patagones) y selk’nam (onas), habitantes de la Patagonia, respecto de los cuales este Parlamento debate una iniciativa legal destinada a reconocer su aporte y testimoniar su presencia. 

5.-
Que las disposiciones de la ley 19.253, en muchos aspectos, parecen referirse exclusivamente a los actuales pueblos indígenas, desatendiendo la labor indispensable que cabe a nuestras generaciones en el rescate de las principales manifestaciones de los pueblos extinguidos, labor que se hará cada vez más difícil conforme el transcurso del tiempo borra sus huellas y destruye sus hitos.

En efecto la misma definición de indígenas que entrega el artículo 1º de la ley alude explícitamente al presente, a través de expresiones tales como “descendientes”, “que existen”, “que conservan”.

6.-
Que, sin perjuicio de reconocer que, evidentemente, la principal responsabilidad del Estado en la materia está con los representantes vivos de las etnias originarias, ello no puede significar, en caso alguno, desatender la necesidad de preservar la cultura de los pueblos extinguidos, esfuerzos que entendemos como complementarios.

7.-
Que para ello se formulan una serie de propuestas de modificación a las normas vigentes con el objeto de reforzar estas ideas y propender a una mayor preocupación por el rescate del patrimonio cultural e histórico de las etnias extinguidas.

8.-
Que, sin embargo, éstas debieran ser complementadas con otras medidas como las necesarias modificaciones referidas a las atribuciones de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena en la materia y, principalmente, a la creación de un Fondo de Rescate y Preservación del Patrimonio de las Etnias Extinguidas, destinado a indagar y recopilar estas manifestaciones, evitando que el mal uso, la destrucción natural y otros imponderables lo hagan imposible. Sin embargo, tales materias son de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY
Artículo único: Modifíquese la ley 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena del siguiente modo:

1.-
Incorpórese el siguiente inciso final a su artículo 1º:

“Asimismo, deberán contribuir al rescate, conservación y difusión de las manifestaciones culturales propias de las etnias extinguidas.”

2.-
Agréguese el siguiente inciso final a su artículo 7º:

“Deberá, también propender a la conservación y difusión de las manifestaciones culturales propias de las etnias extinguidas.”

3.-
Incorpórese en la letra a) del artículo 28º, entre la palabra “indígena” y el punto y coma que le sigue, la siguiente parte final:

“y el rescate de las lenguas de las etnias extinguidas, preservando para ello sus manifestaciones a través de registros escritos, fonográficos o audiovisuales.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE IMPONE AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA LA OBLIGACIÓN DE JUSTIFICAR QUE EL ESTADO O SUS EMPRESAS NO SE DEDIQUEN A LA EXPLORACIÓN, EXPLOTACIÓN O BENEFICIO DE YACIMIENTOS QUE INDICAN

(5597-08)

Honorable Senado:

Vistos: 

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º, 63º y en el Capítulo XV de la Constitución Política de la República, en la Ley 19.275 y sus modificaciones, en el DFL N°2 del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL N°1.089 de 1975 y en el D.L. 2312 del Ministerio de Hacienda de 1978.

Considerando:

1.-
Que la Constitución Política de la República, en su artículo 19º, numeral 24º, dispone el dominio absoluto, exclusivo, inalienable e imprescriptible del Estado respecto de todas las minas, comprendiéndose en éstas las covaderas, las arenas metalíferas, los salares, los depósitos de carbón e hidrocarburos y las demás sustancias fósiles, con excepción de las arcillas superficiales…”.
2.-
Que, a continuación, impone a la ley la obligación de distinguir entre aquéllas sustancias susceptibles o no de concesiones de exploración o explotación, aunque anticipa el criterio de excluir los hidrocarburos, líquidos o gaseosos, de dicha posibilidad.

3.-
Que el inciso décimo del citado numeral 24º del artículo 19º,  señala la forma jurídica en que podrá tener lugar la exploración, explotación o el beneficio de las sustancias no susceptibles de concesión, manifestando que  ellas podrán ejecutarse directamente por el Estado o por sus empresas, o por medio de concesiones administrativas o de contratos especiales de operación.

4.-
Que, por lo tanto, pese a que la Empresa Nacional del Petróleo posee la competencia técnica y el respaldo financiero para ejecutar directamente estas acciones, existe la posibilidad jurídica de que las encomiende a privados, como de hecho ha ocurrido en los últimos años en los siguientes casos, según se reseña en el sitio web de la Comisión Nacional de Energía.

	 Nº 
	BLOQUE 
	PRINCIPALES
ESFUERZOS
EFECTUADOS 
	DURACIÓN
CONTRATO 
	PARTICIPANTES 
	INVERSIÓN EFECTUADA
MUS$ 
	RESULTADO 

	1
	Chiloé – Golfo
de Penas:
Plataforma 
continental 
	  2.097 km sísmica 

  Pozos exploración: Lacuy I,
Lacuy 1-A,
y Lacuy 1-B,
2044 m abandonados; 
Chepu 1, 3.054 m, y Darwin 1, 2.293 m.
	De 7/12/77, a 

9/7/82 
	  Arco Petróleos Chile S.A., 

  Amerada Hess, Petróleos Chile S.A., 

  Enap 
	39.123 
	  Lacuy 1-B: Seco 

  Chepu 1: Seco 

  Darwin1: Seco 

  No hubo descubrimiento comercial 

	2
	Plataforma continental
Isla Diego de Almagro/Isla
Diego Ramírez 
	  4.814 km sísmica 

  Pozo de exploración: A-1X, 2.541 m, seco. 
	De 21/12/78 a 

18/11/82 
	  Phillips Petróleos Chile S.A., 

  Arco Petróleos Chile S.A., 

  Amerada Hess Petróleos Chile S.A. 

  Enap 
	27.743 
	  A-IX: Seco 

  No hubo descubrimiento comercial 

	3
	Salar de 
Atacama 
	  Geología 

  1.000 km sísmica 

  Pozo de exploración: Toconao 1, 5.340 m, Toconao 1A, direccional 
	De 30/8/88, a 

29/8/91 
	  Chile Hunt Company, 

  ENAP 
	29.108 
	  Toconao 1: Seco 

	4
	Altiplano
de Arica 
	  Geología 

  Gravimetría 

  750 km sísmica 
	De 13/3/89, a 

6/9/98 
	  Chile Hunt Company, 

  ENAP 
	659 
	Sin información

	5
	San Pedro
de Atacama
Imilac 
	  Geología 

  277 km sísmica 
	De 14/3/89, a 

13/3/90 
	  Pecten Chile Company, 

  Enap 
	1.990 
	  No se prosigue con segunda etapa. 

	6
	Pampa de
Chiu-Chiu 
	  Geología 

  200 km sísmica 
	De 9/5/89, a 

1/12/91 
	  Eurocan (Bermuda) Limitada de Chile, 

  ENAP 
	1.228 
	  Sin información 

	7
	Salar de
Pedernales-
Maricunga 
	  Geología 

  200 km sísmica 

  Pozo de exploración: Fortuna 1X, 2.684 m 
	De 9/5/89, a 

31/1/98 
	  Eurocan (Bermuda) Limitada de Chile, 

  Hamilton Oil (Chile) Co. 

  Norcen International Ltd. (Chile). 

  ENAP 
	5.934 
	  Fortuna 1X: "No se encontró objetivo esperado" 

	8
	Salar
Punta Negra 
	  Geología 

  250 km sísmica 
	De 9/8/89, a 

8/8/91 
	  Maxus Energy 

  Corporation, Inc., 

  ENAP 
	2.003 
	  Consorcio abandona área. 

  Termina contrato. 

	9
	Lago Mercedes Tierra del Fuego 
	  Geología 

  Sísmica 

  Pozos de exploración: Lago Mercedes 1, 4.204 m Laguna Ema 1, 3.448 m. 
	De 15/1/90, a 

Vigente 
	  Texaco Exploration Lago Mercedes Chile Inc., 

  Anderman/Smith Chile Inc., y Argerado (Chile) Inc., 

  ENAP 
	7.790 
	  Lago Mercedes 1: descubre gas y condensado, 

  Laguna Ema 1: Seco 

	10
	Área de Arica 
	Sin información
	De 23/5/91, a 

18/8/91 
	  Petresearch International (Chile) Inc., 

  ENAP 
	Sin información 
	Sin información

	11
	Altiplano Iquique 
	  Geología 

  Geoquímica 

  Sensores remotos 
	De 25/10/91, a 

25/10/92 
	  Chile Hunt Company, 

  ENAP 
	411 
	  Contratista termina contrato. 

  Considera Potencial ser orden secundario 

	12
	Lago Blanco, Tierra del Fuego 
	  Geología 

  Gravimetría 
	De 14/2/92, a 

8/6/93 
	  Anderman/Smith (Chile) Inc., 

  ENAP 
	411 
	  Se renunció a contrato 

	13
	Tamarugal Norte 
	  Se han realizado actividades de exploración programadas para el 2° período de exploración en ambos bloques 

  Se registraron perfiles magnetotelúricos 
	De 6/6/97 (fecha de vigencia) al 6/6/2007
	  Evergreen Resources, Inc. 

  ENAP 
	153 
	  En la primera fase, se obtuvo información sobre las áreas de cuencas sedimentarias. 

	14
	Tamarugal Sur 
	  Evergreen Resources, Inc. 

  ENAP 
	
	152 
	
	

	15
	Bloque Fell (Magallanes) 
	  Se realizó levantamiento 3D. 

  Se está interpretando sísmica 2D y 3D. 
	1° fase: 3 1/2 años 2ª fase: 6 1/2 años
	  Cordex Petroleums, Inc. 

  ENAP 
	Sin inf. 
	  Se observaron acumulaciones de gas natural en los pozos Molino 5 y Santiago Norte 1. 


Más, aún, recientemente se han suscrito los siguientes convenios, referidos a los bloques de explotación que se indican, en los cuales los privados realizarán la operación y participarán del 100% de los derechos de exploración y explotación: 
1) 
Bloque Tranquilo: Adjudicado al consorcio IPR-Manas.

2) 
Bloque Russfin: Adjudicado a la empresa Apache.

3) 
Bloque Porvenir: Adjudicado a la empresa Greymouth.

4) 
Bloque Brótula: Adjudicado a la empresa Greymouth.

5)
Bloque Isla Magdalena: Adjudicado a la empresa Greymouth.

6)
Bloque Otway: Adjudicado a la empresa Total.

Asimismo, en otros bloques la empresa oferente realizará la operación, pero participará en asociación con ENAP en la exploración y explotación, a saber:

1)
Bloque Coirón: Adjudicado a la empresa Pan American Energy LLC.

2)
Bloque Caupolicán: Adjudicado a la empresa Greymouth.

3)
Bloque Lenga: Adjudicado a la empresa Apache.
5.-
Que los Contratos Especiales de Operación Petrolera han sido regulados a través del DFL N°2 del Ministerio de Hacienda que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DL N°1.089 de 1975, que establece las normas sobre contratos especiales de operación, explotación o beneficios de yacimientos de hidrocarburos.

6.-
Que, en los años de aplicación, este sistema se ha convertido en un útil instrumento que, manteniendo la propiedad estatal de los yacimientos de esta naturaleza e impidiendo su concesión a privados, establece cierta flexibilidad para incorporar a éstos a su exploración y explotación, lo que reviste importancia atendida la magnitud de los recursos y la capacidad técnica requeridos.

7.-
Que, sin perjuicio que el Senador que suscribe considera razonable la actual legislación, estima que ella resulta en cierto modo contradictoria con el hecho que el Estado cuente con una empresa dedicada especialmente a la exploración y explotación de hidrocarburos, como es la Empresa Nacional del Petróleo.

Por tal razón, creo conveniente complementar la Constitución Política de la República con la exigencia que el decreto a través del cual se instituya el Contrato Especial de Explotación Petrolera o la concesión administrativa indique expresamente el motivo por el cual no será el Estado o sus empresas el que acometerá estas acciones.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL
Artículo único: Incorpórese, en el inciso décimo del numeral 24º del artículo 19º de la Constitución Política de la República, a continuación del punto que sucede a la palabra “supremo” lo siguiente:

“Éstos deberán indicar las razones por las cuales la exploración, explotación o beneficio de los yacimientos no es acometida íntegramente por el Estado o sus empresas.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador

6

MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EXIGENCIAS PARA PROYECTOS ELÉCTRICOS QUE SE EJECUTEN EN LA ZONA QUE INDICA 

(5627-08)

Honorable Senado:


Es un hecho reconocido internacionalmente el gran valor ambiental y cultural existente en la Patagonia chilena, lo que se concreta en una Biodiversidad única además de costumbres y tradiciones características de sus habitantes. Es por ello que cualquier actividad que se desarrolle dicha zona debe cumplir con exigencias que no sólo impidan afectar gravemente su patrimonio ambiental y humano sino que además aseguren un aporte para el bienestar de sus habitantes.


Lo anterior exige un esfuerzo real por armonizar desarrollo y conservación, lo que sin duda constituye un desafío de mayor complejidad que levantar caricaturas a partir de la repetición de lugares comunes, tales como sostener que las exigencias medio ambientales constituyen un obstáculo para el crecimiento del país, y la afirmación que todo  proyecto hidroeléctrico que se desarrolle en el Sur Austral constituye por sí un atentado irreparable a la  Patagonia.

Como es bien sabido el potencial de generación eléctrica de nuestro Sur Austral  es inmenso, principalmente por concepto de generación hidroeléctrica, a la que además se debe sumar la subvalorada capacidad para producir otras energías renovables no convencionales, tales como la eólica y mareomotriz.


Es por todo lo anterior que no basta con el estatuto ambiental vigente para asegurar una verdadera sustentabilidad de proyectos eléctricos en la Patagonia Chilena, sino que además se hace necesario establecer un régimen legal especial el cual garantice que tanto en el proceso de construcción como de puesta en marcha y funcionamiento regular de tales centrales se garantice a los esforzados habitantes de nuestro Sur Austral beneficios concretos, evitándose lo ocurrido en otras zonas de nuestro país donde los beneficios de tales emprendimientos no quedan en los lugares donde la energía se produce, aún cuado en ellos vivan personas con múltiples y urgentes necesidades. Lo anterior constituye un paradoja en el caso de la Región de Aysén, la Región que paga la electricidad más cara de nuestro país, y donde el costo de la vida es una de los más altos de Chile, lo que deja a sus habitantes en una situación de particular desmedro si se considera el aislamiento histórico que han debido sufrir, derivado de una inexistente conectividad terrestre continua, además de las inclemencias climáticas que deben soportar permanentemente.


Es por esto que propongo establecer un conjunto de obligaciones para los proyectos de generación de energía eléctrica que se desarrollen el la Patagonia Chilena, que generen energía superior a los 100 MW, y a aquellos proyectos de trasmisión que de ella se realicen en tal zona, asegurando beneficios concretos a sus habitantes que permitan mejorar su calidad de vida.  


En primer lugar propongo establecer que las empresas que desarrollen tales proyectos deban contratar en la etapa su construcción a un porcentaje de a lo menos el 50% de sus trabajadores que se encuentren domiciliados en la zona hace más de 2 años, estando obligados a impartir cursos de capacitación a tales trabajadores. Este porcentaje es adecuado si se considera el número de personas en edad laboral de la región en relación a la gran cantidad de mano de obra que es necesaria en tal etapa, por lo que establecer un porcentaje mayor importaría en algunos casos no contar con la cantidad de personas suficientes para la relación de dichas tareas.


Una vez construidas las centrales y estando en etapa de funcionamiento regular, se aumenta la referida exigencia a un 75% de trabajadores domiciliados en la zona.


Respecto de la energía que se produce, se establece una obligación especial para las empresas que tienen a su cargo las centrales generadores, en cuanto a poner a disposición efectiva de los habitantes de la zona la electricidad suficiente para asegurar sus necesidades a un valor no discriminatorio.


En cuanto a las obras necesarias para la construcción de estas centrales, se establece la obligación de las empresas eléctricas de realizar a su costa todos los trabajos necesarios para la habilitación y mantención de las obras de vialidad que se requieran para acceder a ellas, debiendo considerarse en su diseño y construcción las necesidades de los habitantes de la zona


Asimismo, y a fin de evitar un grave daño a la belleza escénica de nuestra patagonia, propongo exigir que los cables de transmisión que se emplacen desde las centrales instaladas en la Patagonia Chilena hacia otros puntos ubicados afuera de tal zona, se emplacen sin vulnerar áreas valiosas pobladas y que incluyan soluciones submarinas, sublacustres o subterráneas, en aquellas zonas vulnerables que sean definidos por el reglamento. 


Por ultimo, y a fin de evitar la indiscriminada inundación de los escasos y valiosos valles existentes en nuestro sur austral, propongo establecer que en caso que se desarrollen embalses, estos en ningún evento puedan comprender un área superior a un porcentaje de las cuencas. De esta forma, además, se pretende incentivar a las empresas eléctricas a fin que las centrales que se desarrollen en la Patagonia chilena sean de paso, esto es, que generan electricidad aprovechando las caídas naturales de agua existentes en la zona, lo que significaría reducir sustancialmente las áreas de inundación. 


En definitiva a través de este proyecto propongo establecer normas que permitan armonizar la conservación del medio ambiente y la cultura de los habitantes de la patagonia como el desarrollo sustentable de nuestro sur austral, equilibrio que va más allá de las manidas frases de propaganda provenientes de los sectores que se caricaturizan como “desarrollistas” y “ambientales extremos”, dando paso a espacios para un debate serio y constructivo que considere las necesidades reales de quienes forman parte de la anónima mayoría que vive y trabaja en una de las zonas mas aisladas y a la vez hermosa del planeta. 


Es en atención a todo esto que tengo el honor de presentar la siguiente: 

MOCION
ESTABLECE EXIGENCIAS PARA PROYECTOS ELECTRICOS EN LA PATAGONIA CHILENA.

Artículo 1º.-
Sin perjuicio de aquellas exigencias establecidas en otros cuerpos legales, los proyectos de generación de energía eléctrica superiores a los 100 MW de potencia y su transmisión que se desarrollen en la Patagonia Chilena, deberán cumplir con las exigencias establecidas en la presente ley. 
Para tales efectos se entenderá como Patagonia Chilena el área territorial comprendida por las comunas de Cochamó y Puelo, la Provincia de Palena, la Región de Aysèn del General Carlos Ibáñez del Campo, y la Región de Magallanes y Antártica Chilena.

Artículo 2º.-
Las centrales hidroeléctricas que se emplacen en la Patagonia Chilena en caso alguno podrán contemplar embalses que superen el porcentaje que defina el Reglamento en base al Manejo Integrado de Cuencas.

Artículo 3.- La Patagonia Chilena es una de privilegio ecològico por lo que se prohibe la realización de actividades de generación eléctrica por fisión nuclear o cualquier otra que produzca desechos radioactivos, estando prohibido además su almacenamiento.

Artículo 4º.-
En el caso de las líneas de transmisión, estas deberán resguardar el paisaje escénico y la protección de su entorno natural, debiendo realizarse necesariamente por vía subterránea o submarina en aquellas zonas de mayor vulnerabilidad ambiental, las que serán definidas por el reglamento. 

Artículo 5º.- A lo menos el 50% de los trabajadores que las empresas eléctricas contraten para el desarrollo y puesta en marcha de las centrales que se instalen en la Patagonia Chilena deberán haber estado domiciliados en ella con a lo menos de dos años de antelación a su incorporación. 

Además, el empleador deberá asegurar la capacitación a los trabajadores señalados en el inciso anterior, ya sea directamente o a través de terceros contratados para tal efecto. 
Artículo 6.- En el caso que las centrales eléctricas referidas se encuentren en su etapa de funcionamiento normal, la proporción de trabajadores que se desempeñen en la Patagonia Chilena y que se encuentren domiciliadas en ella como una antelación de 2 años a su contratación deberá ser de un 75%. A tales trabajadores se les deberá proporcionar capacitación permanente a través de un programa que sea aprobado en conformidad a lo que establezca el reglamento.  

Artículo 7º.-
Las obras de vialidad que deban realizase para acceder a las centrales que se desarrollen en la Patagonia Chilena serán de costa de las empresas eléctricas titulares de tales proyectos, las que además de cumplir con la normativa ambiental vigente, deberán considerar en su diseño y construcción las necesidades de conectividad de los habitantes de la zona. y quedarán de uso público.

Artìculo 8.- Los proyectos de generaciòn elèctrica deberàn proveer de energìa a la Regiòn donde la obtengan, al menos al mismo costo que la que entregan en su destino final.

Artìculo 9.- Los proyectos deberàn ser compatibles con los instrumentos de Ordenamiento Territorial, Zonificaciòn del Borde Costero y Manejo Integrado de Cuencas, antes de presentarse a su Evaluaciòn de Impacto Ambiental, segùn lo establece la Ley Nª 19.300
(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, CON EL FIN DE REGULAR LAS OFERTAS DE BIENES Y SERVICIOS QUE SE REALIZAN TELEFÓNICAMENTE

(5599-03)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º y 63º numeral 20) de la Constitución Política de la República y en la Ley 19.496.

Considerando:

1.-
Que nuestro país ha avanzado sustantivamente en los últimos años en la defensa de los derechos de los consumidores, particularmente con la dictación de la Ley respectiva, 19.496 y sus modificaciones posteriores.

Ello, unido a la acción institucional del Servicio Nacional del Consumidor, ha constituido un marco de protección fundamental, al tiempo que las campañas de difusión han contribuido a generar una mayor conciencia en los propios consumidores y usuarios.

2.-
Que sin perjuicio de ello subsisten, en nuestra legislación, vacíos importantes que son aprovechados para burlar tales derechos.

3.-
Que, en efecto, una de los principales preocupaciones al dictarse la ley y, especialmente, las modificaciones contenidas en la ley 19.955 fueron las promociones y compras realizadas a través de Internet y otros medios tecnológicos, en cuanto ellas presentan especiales condiciones desfavorables para el consumidor.

4.-
Que, atendido esos peligros se reguló la forma en que tales acciones pueden tener lugar y se dotó a los consumidores de diversos derechos especiales, especialmente, el de retracto, con el objeto de evitar que sean víctimas de acciones dolosas.

5.-
Que, sin embargo, se ha masificado la existencia de ofertas y promociones a través de la telefonía, específicamente las suscripciones de convenios telefónicos de larga distancia o, incluso, la participación en concursos, los cuáles se aceptan o concretan simplemente a través de pulsar alguna tecla específica del aparato.

Tal modalidad aumenta considerablemente el riesgo de errores, por ejemplo, al pulsar equivocadamente o por error algún botón del equipo; o los inconvenientes derivados de la circunstancia de ser atendida la llamada por menores de edad o por personas distintas al titular de la línea. 

Asimismo, la inexistencia de señales tangibles de la venta hace imposible de aplicar la cláusula especial de retracto.

6.-
Que resulta, entonces, indispensable precaver tanto las conductas dolosas como los involuntarios errores que pueden afectar a los consumidores, estableciendo normas especiales respecto de este tipo adquisiciones, las que requerirán siempre un respaldo escrito que deba ser suscrito por el consumidor, sin perjuicio de la validez del acuerdo desde la fecha de su aceptación.

7.-
 Que por lo anterior, los senadores que suscriben venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Incorpórese la siguiente parte final a artículo 12º de la ley 19.496:

“Las ofertas de bienes y servicios realizados a través de llamadas telefónicas, sólo se entenderán como tales, debiendo siempre el consumidor expresar su consentimiento para alguna transacción en forma escrita. En consecuencia, ninguna operación podrá entenderse perfeccionada con la sola aceptación del adquirente a través de la digitación de cualquier señal en el equipo.

Sin perjuicio de ello, cuando se hubiera manifestado la voluntad de esa forma y ella se reiterara por medio escrito se entenderá que el contrato ha sido suscrito en la primer a fecha.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 20.009. PARA DETERMINAR LA RESPONSABILIDAD DE LOS TITULARES DE TARJETAS DE CRÉDITOS EN CASO QUE INDICA

(5603-03)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º, y 63º numeral 1º de la Constitución Política de la República y en la Ley 20.009.

Considerando:

1.-

Que con la masificación de las nuevas tecnologías de la información y del comercio se han multiplicado las transacciones realizadas con tarjetas de crédito.

2.-

Que, en efecto, sólo en el último lustro estos instrumentos aumentaron de 9.2 a unas 13.4 millones de unidades, es decir unos 4.2 millones de tarjetas adicionales. Del total, más de tres millones de unidades son emitidas por bancos e instituciones financieras.

3.-

Que la enorme cantidad del denominado “dinero plástico” disponible y las innumerables transacciones efectuadas con ellos (sólo en el primer trimestre de 2007, tuvieron lugar más de 15 millones de operaciones) hace necesario una adecuada regulación para precaver fraudes y situaciones irregulares.

4.-

Que, con dicho objeto, el Congreso Nacional ha dictado las leyes 19.223, sobre delito informático y 20.009, que regula específicamente esta materia, sin perjuicio de la aplicación, en forma residual y supletoria, de los tipos generales del Código Penal.

5.-
Que, sin perjuicio de ello, la proliferación de acciones delictivas con las tarjetas de crédito, algunas de las cuales han concitado gran preocupación de la opinión pública, ha motivado la inquietud de los parlamentarios, existiendo diversas mociones relativas al tema, como las siguientes:

· 5378-03, que garantiza la seguridad de las operaciones y establece la obligación de los proveedores en las ventas con tarjetas de crédito o débito, de contar con un sistema biométrico dactilar de verificación de identidad del cliente. 



· 5390-03, que modifica la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en lo relativo a la forma en que los adultos mayores pueden pagar las ofertas y promociones comerciales. 




· 5424-03, que modifica la ley N° 20.009, en materia de responsabilidad por el uso indebido de tarjetas de crédito.

· 5439-03, que crea un procedimiento para el cierre de tarjetas de crédito bancarias. 
· 5542-03, que modifica la ley N° 20.009, con el objeto de ampliar las normas aplicables a las tarjetas de crédito y los límites de responsabilidad en casos de delitos que afecten a sus titulares.
· 5558-03, que modifica ley N° 20.009, aumentando los grados de responsabilidad de los emisores de tarjetas de crédito o débito.
6.-
Que, en el mismo sentido, otras iniciativas legales de origen parlamentario aluden a las tarjetas de crédito no bancarias, emitidas fundamentalmente por casas comerciales.

7.-
Que la ley vigente y la mayoría de los proyectos de ley relativos a las tarjetas de crédito son insuficientes para limitar la responsabilidad económica de los titulares afectados por su uso malicioso.

En efecto, la regulación de responsabilidad establecida en la ley 20.009, ha sido superada en muchas legislaciones, en que los emisores han debido hacerse cargo de mayores riesgos.

Así, las normas de dicha ley resultaban útiles al momento de su dictación y, especialmente, al de la presentación de la iniciativa parlamentaria que la originó, pero son evidentemente insuficientes en nuestros días.

Ello en cuanto la única limitación de responsabilidad establecida e favor del titular dice relación con los cargos posteriores al aviso de extravío y la correspondiente solicitud de bloqueo.

Queda, por tanto, sin solución cuando la tarjeta de crédito, sin que se extravíe o sea robada, es utilizada para la adquisición de bienes y servicios, a través de la sola mención de su número, la fecha de vencimiento y el código de verificación obtenidos en forma irregular.

8.-
Que nos hallamos, entonces, ante una acción ilícita más difícil de detectar por el afectado, que nunca ha perdido contacto físico con sus instrumentos de crédito ni ha sido objeto de falsificación ni clonación alguna. 

En estos casos, éste si bien puede hacer uso de las herramientas penales para denunciar el hecho y obtener una sanción y reparación, no puede acceder a la solución económica de la ley 20.009, en tanto probablemente no advertirá el fraude hasta que éste se ha consumado o incluso puede no detectarlo jamás.

9.-
Que la legislación comparada permite al titular eximir su responsabilidad en este caso, tal como si se hubiera procedido al bloqueo por robo, hurto o extravío.

10.-

Que, por ello, creemos conveniente modificar la actual legislación limitando la responsabilidad de los titulares de tarjetas de créditos en el caso señalado.

11.-

Que, advertimos la necesidad de modificar, también, las normas sobre limitación de responsabilidad antes de dar aviso de hurto, robo o extravío, estableciendo un monto máximo que estimamos en 1 ó 1.5 Unidades de Fomento.

Lo anterior ha sido propuesto a este H. Congreso Nacional en la moción signada con el número 5558-03 que estimamos complementaria a esta moción.

12.-

Que creemos que ambas enmiendas impulsarían la adopción, por parte de los emisores, de medidas de resguardo adicionales para el uso de las tarjetas de crédito y/o la incorporación de seguros obligatorios para hacer frente a estos usos indebidos, cuya cuantía no debería ser excesiva al distribuirse sus costos entre los millones de usuarios. 

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Modifíquese la ley 20.009 del modo que sigue:

1.-
Reemplácese, en el inciso primero de su artículo 1º, la frase “podrán limitar su responsabilidad en los términos establecidos por esta ley, en caso de hurto, robo o extravío, dando aviso pertinente al organismo emisor.” por “responderán en caso de hurto, robo, extravío o mal uso de éstas o sus números de identificación, en los términos establecidos por esta ley.”

2.-
Sustitúyase, en el inciso segundo de su artículo 1º, la expresión “referidos avisos” por “avisos que éstos realicen en los casos señalados en forma precedente”.

3.-
Incorpórese el siguiente inciso a su artículo 4º:

Asimismo, en caso alguno deberá responder respecto de los cobros que se deriven de la utilización no autorizada del número y otras señas de identificación, sin que haya mediado el uso la tarjeta misma.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE LOS CONSUMIDORES, EN LO RELATIVO A FIJACIÓN DE ARANCELES UNIVERSITARIOS

(5620-03)

Honorable Senado:

I. Introducción: 

Como ya es sabido, ha sido tema de preocupación nacional la abrupta alza de aranceles para las carreras universitarias que se hizo efectiva para el año 2007. Parece patente la necesidad de atender la preocupación de los jóvenes y sus familias que ven con preocupación como los fuertes incrementos en los aranceles ponen en riesgo la continuidad de sus estudios, y genera una situación de incertidumbre que deben enfrentar cada año, porque a diferencia de otros servicios, en educación no se sabe cuanto se terminará pagando al final de una carrera.

Resulta incomprensible para muchos jóvenes y sus familias, que hasta el último momento no sepan cuanto les costará efectivamente la carrera, por la discrecionalidad que existe para reajustar aranceles, no sólo al ingreso sino que en cualquiera de los años que dure ésta, dado que dicho incremento puede determinar la incapacidad de pago.

Un alza de hasta el 11% de los aranceles deja a la vista una situación increíble: cuando uno compra una casa, sabe cuanto tendrá que pagar cada mes y cada año, porque sabe la tasa de interés y las condiciones están claras desde el principio. Sin embargo en el tema universitario se llega a primer año y no se sabe el valor real de los aranceles que se tendrá que pagar y menos aún se sabe cuanto subirá para el año siguiente. Creo que dejar esta situación en la incertidumbre y en la posibilidad de un alza infinita, que puede ser legal, pero que es inmoral e condiciones de oscuridad  de poca transparencia, por lo que a nuestro juicio se lesiona los derechos de padres y alumnos.

Es por ello que nos parece necesaria la presentación de un proyecto de ley que transparente la oferta arancelaria de la educación superior, para que los estudiantes y sus padres, como “clientes” del sistema, sepan con antelación al menos el costo total proyectado que cancelarán al finalizar su carrera y los parámetros fijos y variables en el alza de aranceles. Es decir, tasas conocidas de intereses y reajuste, como ocurre con cualquier otro servicio. 

Debemos tener en cuenta que estamos ante un consumidor especialmente vulnerable, ante un “estudiante cautivo”, porque un estudiante de segundo o tercero, frente al alza tiene pocas posibilidades de tomar una opción distinta al de asumir ese costo para no dejar su carrera trunca.

Este problema ya había sido constatado, si tomamos en cuenta las medidas que tomaron algunos actores: 

En enero del año 2006, la entonces ministra de Educación, Maria Ariadna Hornkol, anunció la realización de un estudio sobre los aranceles de las universidades tradicionales y las principales privadas para verificar si los aumentos de aranceles coincidían con el incremento real del costo de las carreras, si los aumentos eran superiores al IPC o al reajuste del sector público, si eran situaciones puntuales de algunas carreras o respondían a una medida general dentro de los planteles, para que este fuera un elemento más a la hora de ejercer el derecho a cambiarse de plantel. Sin embargo, nunca conocimos esos resultados.

Para complejizar la situación, se creó un arancel de referencia, que ha sido cuestionado por algunos rectores, como el de la Universidad Católica, Pedro Rosso, por constituir una medida diseñada para disminuir la presión que ejercen sobre el Fondo Solidario el aumento desmedido de vacantes y la baja recuperación del crédito universitario. Además, no existiría ninguna relación entre el reajuste de aranceles, que son fijados de acuerdo a la variación del IPC y el reajuste del sueldo de los empleados fiscales, y los aranceles de referencia, donde se clasifica a las universidades según los años de acreditación institucional y la calidad de la investigación
.

II. Debate en el Consejo Asesor de Educación

 En el seno del Consejo Asesor Presidencial para la Calidad de la Educación, se planteó como propuesta la alta oscilación de los aranceles en la educación universitaria. 

La propuesta que logró consenso es obligar a los planteles universitarios cada año a hacer pública el alza proyectada de aranceles en los siguientes 5 a 6 años. La idea es dejar a los padres y a los postulantes la decisión final de a qué Universidad entrar.  Se deja el asunto al mercado, en virtud de que fijar precios por ley vulnera disposiciones constitucionales y legales expresas. 

En el mismo Consejo se exploró la idea de establecer precios fijos a los aranceles, pero esto no es posible hacerlo por ley, pues vulnera las normas de la Libre Competencia y el derecho de propiedad. Las fijaciones de precios violan la ley de la oferta y la demanda. Nadie puede intentar esto sin violar las normas de la Libre Competencia. Son conductas monopólicas. 

Asimismo, existe jurisprudencia uniforme del Tribunal de la Libre Competencia afirmando esta misma idea. 

Paralelamente, el derecho de propiedad, y el derecho a emprender libremente actividades económicas, son normas que no permiten fijar precios de las Universidades. No son servicios públicos concedidos a privados. No pertenecen a mercados tradicionalmente regulados. En ese sentido, son libres. 

III. Alza de aranceles y enriquecimiento injusto

Ahora bien, las Universidades no pueden hacer ejercicio arbitrario de su facultad de subir los precios.  El mercado no es tierra de nadie, o un ámbito “sin Dios ni ley”. Tiene normas, y equilibrios que la ley protege a través de normas de orden público económico. 

Hay grandes espacios, pero no arbitrariedad para subir aranceles. Los Aranceles suben, de acuerdo a las leyes de la economía según la variación del IPC, alza proyectada del crecimiento de la Universidad  (infraestructura), el principio de subsidio que existe entre las carreras  (se alzan carreras baratas para financiar las más caras), y otros fundamentos económicos. Caso contrario, si el alza no tiene fundamento económico, tampoco tiene fundamento jurídico, pues hay enriquecimiento ilícito o sin causa. 

Cada vez que una persona se enriquece sin derecho a expensas de otra, esté el casó contemplado o no por una disposición legal, el que se ha empobrecido tiene una acción en contra del que se ha beneficiado injustamente para obtener la restitución del monto del enriquecimiento. ¿En virtud de qué? en virtud del principio superior que ordena dar a cada uno lo suyo, en virtud del principio de la equidad
. 

En los códigos nacionales no contienen ninguna disposición que consagre de modo general el enriquecimiento sin causa como fuente de las obligaciones. El legislador sólo ha reglamentado casos particulares inspirados en este principio, como, por ejemplo: el sistema de recompensas que por diversas causas se deben por la sociedad conyugal a los cónyuges y viceversa; las prestaciones mutuas que se deben entre sí el reivindicante y el poseedor vencido; los actos ejecutados por el marido que ceden en utilidad personal de la mujer y que dan acción a los acreedores sobre los bienes de ésta, hasta concurrencia del beneficio que obtenga. No obstante, ha tenido amplia y eficaz aceptación jurisprudencial. 

En el plano del Derecho comparado, al cual aludimos, destacan el Código Civil Alemán, en su artículo 812, y el Código Federal Suizo, en el artículo 62, que consagran formalmente al enriquecimiento sin causa como fuente de las obligaciones. Este último señala “El que sin causa legítima, se enriquece a expensas de otro, está obligado a la restitución”. 

Igualmente explícito es el Nuevo Código Civil Italiano: “Quien, sin una justa causa, se ha enriquecido en daño de otra persona está obligado, dentro de los límites del enriquecimiento, a indemnizar a esta última de la correlativa disminución patrimonial” (Art. 2041).

En el Derecho Francés y en las codificaciones bajo su influencia, entre las cuales se encuentra la chilena, no se introdujo el enriquecimiento sin causa como figura de las fuentes de las obligaciones. En efecto, la introducción de la causa como elemento esencial de validez de los actos jurídicos y la nulidad subsecuente si ésta no existe, importó que eliminara la tradición romana que emanaba del texto de Pomponio y de las Condictiones.

Se partió del supuesto, en estas codificaciones que la regulación de todas las acciones de repetición por falta de causa, quedaba comprendida dentro de la doctrina general de los actos jurídicos y en especial de los contratos y de las obligaciones contractuales.

Se deja el enriquecimiento sin causa como principio inspirador del cuasi contrato del pago de lo indebido como algo residual, como algo que estará fuera de lo normal dentro de las relaciones jurídicas. La formación del enriquecimiento injusto en el Derecho Chileno es jurisprudencial, al igual que ha ocurrido en el Derecho francés y el Derecho español. Sin embargo, ha tenido gran relevancia como fuente de las obligaciones.  

Como puede verse, el enriquecimiento injusto tiene amplia aceptación en Chile y en el Derecho Comparado.

Cuando se señala el arancel de referencia
, se dice que los indicadores para calcularlos son académicos. Primero, la relación entre doctorado y magíster y alumnos de pre-grado, con el fin de tener claramente una muestra de los académicos altamente calificados, con un indicador del 18 por ciento. Se pide el número de proyecto al FONDECYT, con magíster y doctorado; se pide el número de publicaciones. Respecto de la eficiencia docencia, también como indicador, se habla de la tasa de titulación oportuna. Se refiere a qué porcentaje de estudiantes que ingresan el año primero logran titularse en el año previsto para la carrera. O tasa de retención de primer año: muestra aquí porcentajes de alumnos que ingresó y cuáles se mantienen como alumnos regulares al segundo año. O como la acreditación, que es el número de años de acreditación que la institución tiene para determinar el arancel de referencia de cada grupo. 

Pero en ninguna parte está el costo de la Carrera. Efectivamente, el arancel de referencia no tiene relación alguna en sus indicadores con el costo real de la carrera universitaria a la cual está afecto el cobro, con alza indiscriminada: 18 por ciento en algunas carreras como Arquitectura; 7,6 por ciento Universidad de Concepción; 6,4 por ciento Universidad del Biobío. 

Aquí tenemos que si el alza de aranceles no tiene fundamento económico, el SERNAC, una asociación de consumidores, o al menos 50 estudiantes, pueden exigir judicialmente, mediante acciones colectivas, la rebaja de aranceles, o la devolución de lo excesivamente pagado
.  

No obstante, como instrumento preventivo, nos parece que deben establecerse de acuerdo a normas reglamentarias los criterios para subir los aranceles de los establecimientos de educación superior

IV. Propuesta legislativa

Es por todas las circunstancias y razones anteriores que planteamos la obligación de informar los aranceles proyectados durante la duración de la carrera. Esto no implica fijación de precios, son un instrumento de mercado para que se transparente el mismo, y padres y estudiantes tengan información de referencia para elegir. 

Asimismo, ya establecimos que no se puede fijar precios por ley, pero si por contrato, por lo que postulamos que tal como los mecanismos de invariabilidad tributaria pactada con grandes inversionistas extranjeros, los Universitarios puedan pactar invariabilidad arancelaria con las Universidades, para evitar alzas desmedidas. Las condiciones de estos contratos o pactos serán fijados por Reglamento. 

Paralelamente, para evitar el futuro enriquecimiento injusto con las alzas de aranceles, los criterios de aumento de ellos estarán determinados por Reglamento.  

Ahora bien como sabemos, constitucionalmente estamos vedados de establecer funciones públicas a órganos estatales. En este sentido, será imposible imponer estas obligaciones a las Universidades estatales. Las del ámbito privado, están reguladas en principio por la Ley del Consumidor. Este es el cuerpo legal en el cual proponemos la existencia de estas normas. Esperamos que el Ejecutivo acepte presentar indicaciones a este proyecto de ley para abarcar al resto de las Instituciones de Educación Superior.

Por tanto, vengo en presentar el siguiente,  

PROYECTO DE LEY

Agréguese el siguiente nuevo artículo 3 quater a la Ley de Defensa de los Derechos del Consumidor, N°19.496: 

“Los establecimientos educacionales de nivel superior, como centros de formación técnica, institutos profesionales y universidades del ámbito privado, al momento de ingreso a alguna de sus carreras, deberán pactar con sus alumnos, padres o representante, el arancel correspondiente a todos los años electivos de dicha carrera y su reajuste anual, de carácter fijo o variable. Esto no implicará la obligación de cursar los años lectivos posteriores al vigente en el momento de celebrar el contrato.

Asimismo, deberán hacer públicos el último trimestre de cada año el arancel proyectado por carrera, para el año siguiente, y por el tiempo de duración de la misma. 

Sin perjuicio de ello, los aranceles proyectados y efectivos por carrera, sólo podrán fijarse de acuerdo a los parámetros económicos establecidos en el Reglamento respectivo dictado por la autoridad correspondiente, el cual contemplará al menos, fundamentos tales como infraestructura, investigación, docencia, equipamiento y otros, estrictamente apegados al ámbito propio del título profesional respectivo, para justificar el alza o baja del arancel. 

Con todo, tales establecimientos deberán contemplar la oferta de contratos con  costos  definidos para los aranceles durante toda la carrera, cuyas condiciones también serán fijadas por Reglamento”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y LETELIER, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DEL TRABAJO, A FIN DE ESTABLECER OBLIGACIONES PARA EL EMPLEADOR DE TRABAJADORES QUE SE DESEMPEÑAN A BORDO DE NAVES PESQUERAS

(5604-13)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º numeral 16º y en el artículo 63º numeral 3.- de la Constitución Política de la República y en el Código del Trabajo. 

Considerando:

1.-

Que el derecho al trabajo presenta una enorme trascendencia, tanto en el plano personal y económico de las personas y de su entorno familiar, como para la comunidad.

2.-

Que lo anterior ha tenido como consecuencia la creación del derecho laboral, como disciplina jurídica singular, dedicada a la protección de los trabajadores, fundamentalmente a través de establecer condiciones mínimas para el resguardo de sus derechos y buscando promover sus organizaciones como forma de equiparar sus herramientas de negociación con los empleadores.

3.-

Que lo anterior se expresa, en nuestro país, en el Código del Trabajo y en una serie de normas especiales de carácter laboral y, también, en la regulación puntual con que cuentan determinadas actividades productivas.

4.-

Que, sin duda, acaso la norma básica de protección de los trabajadores la constituye el contrato de trabajo, acuerdo voluntario entre las partes, sujeto, según la ley a una serie de requisitos, tanto en cuanto a su contenido, como a su formalización.

5.-

Que éste resulta imprescindible para fijar adecuadamente las condiciones en que tiene lugar la relación laboral, particularmente en lo referido a la remuneración, duración de la jornada, descansos, feriado y otros derechos.

6.-

Que su importancia para la protección del trabajador es tal que la legislación ha establecido normas particularmente drásticas en lo relativo a la necesidad de su escrituración, sancionando al empleador que omitiera dicha formalidad, con la presunción de que las cláusulas pactadas son aquéllas que aquél declarare.

7.-

Que, sin embargo, ello no resulta suficientemente compulsivo para algunas actividades, cuyas características hacen que los contratos puedan tener una duración breve y, peor aún, sujetas a condiciones y distancias en que su fiscalización se hace imposible, como las faenas pesqueras.

8.-

Que, si bien respecto a éstas, se han realizado modificaciones legales para mejorar la regulación de algunos derechos, como el descanso, tales enmiendas, son para sus involucrados, secundarias, respecto de aquéllas que les permitirían asegurarse en contar, al momento del zarpe, con un contrato de trabajo y sus obligaciones contractuales y previsionales al día.

9.-

Que la debida escrituración del contrato, en esta actividad, reviste, además, particular importancia atendido el riesgo de las faenas y la responsabilidad del empleador en caso de accidentes.

10.-

Que creemos necesario establecer la obligación del empleador de estos trabajadores de acreditar la existencia de los contratos de trabajo de sus trabajadores, como también que las obligaciones laborales y cotizaciones previsionales y de seguridad social se encuentren al día.

Por lo anterior, los Senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Incorpórese en el artículo 23 del Código del Trabajo el siguiente inciso final:

“Con el objeto de facilitar la aplicación de ésta y otras normas del presente Código, el empleador de los trabajadores que se desempeñen a bordo de naves pesqueras deberá acreditar, al momento del zarpe, la existencia de los respectivos contratos de trabajo y que las obligaciones laborales, previsionales y de seguridad social de aquéllos se encuentran al día.” 

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.-  Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO Y ESCALONA, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY ORGÁNICA CONSTITUCIONAL DEL CONGRESO NACIONAL, PARA ESTABLECER EL USO DE LA FIRMA ELECTRÓNICA EN ACTUACIONES PARLAMENTARIAS QUE INDICAN

(5601-07)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1º, 6º, 19º, 52º, 53º, 54º y 63º numeral 1º de la Constitución Política de la República y en la Ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

Considerando:

1.-
Que con el objeto de facilitar la realización de ciertas actividades económicas y, también, trámites y actos públicos, aprovechando las nuevas tecnologías de la información, se ha implementado en el país el sistema de firma electrónica.

2.-
Que la ley respectiva, la 19.799, ha pretendido la mayor extensión de estas modalidades, para lo cual se simplificó notoriamente el proyecto original. Del mismo modo se restringió su uso sólo a un número reducido de actos, como son los solemnes, los que requieren la concurrencia personal del suscriptor y los relativos al derecho de familia.

3.-
Que dicho cuerpo legal no excluye de su aplicación al sector público. Por el contrario, ello se reconoce expresamente, estableciéndose normas especiales para su utilización.

4.-
Que, con todo, sabemos que en el ámbito público rige el principio de que sólo puede hacerse aquello que está expresamente permitido, por oposición a lo que sucede en el derecho privado, en que la autonomía de la voluntad faculta a los particulares realizar todo aquello que no esté prohibido.

5.-
Que lo anterior motiva a que no exista certeza jurídica respecto de la posibilidad de utilización de la firma electrónica a la actividad parlamentaria en tanto la suscripción de documentos, requerimientos y solicitudes puede entenderse como un acto solemne o que, a lo menos, requiere la concurrencia del legislador. 
Sin embargo, en esta actividad el uso de estas técnicas resultaría muy útil. En efecto, los desplazamientos de los legisladores hacia sus distritos y circunscripciones y la necesidad de cumplir ciertos plazos legales o las necesidades políticas de desarrollar algunas acciones oportunamente les transforma en una vía privilegiada.

6.-
Que, por ejemplo, la Constitución Política de la República luego de su última reforma ha permitido la denominada interpelación a los Ministros de Estado, lo que amerita una solicitud, la que podría realizarse en forma más oportuna por esta vía. 
Otro tanto puede decirse del requerimiento de inconstitucionalidad ante el Tribunal Constitucional, cuyos plazos son extraordinariamente breves originando todo tipo de dificultades, especialmente en las denominadas semanas de regiones o distritos.
7.-
Que, por lo anterior, creemos posible y conveniente la utilización de la firma electrónica a determinadas acciones del ámbito legislativo, fundamentalmente en lo que se refiere a solicitudes y requerimientos, quedando excluidas aquéllas que no revisten carácter de urgencia y que, por el contrario,  requieren cierta solemnidad como la presentación de acusaciones constitucionales y mociones.

8.-
Que, con el objeto de garantizar que el uso de firma electrónica sea lo más segura posible, atendida la importancia de esta labor, se establece que sólo podrá utilizarse firma electrónica avanzada, vale decir aquélla certificada por un prestador autorizado y que otorga plena seguridad.

Por lo anterior, los senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Incorpórese, en el Título I de la Ley 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, el siguiente artículo 11 bis:
“Artículo 11 bis. 
Los diputados y senadores podrán utilizar la firma electrónica avanzada, regulada en la ley 19.799, para la suscripción de citaciones a Ministros de Estado, solicitar la creación de Comisiones Investigadoras, requerir oficios de información y fiscalización y adherir a los requerimientos a que hace referencia el numeral 3º del artículo 93 de la Constitución Política de la República.
Por el contrario, ello no será posible para la suscripción de proyectos de acuerdo o mociones, la emisión del voto en cualesquiera actuación de Comisiones o Sala, la presentación de acusaciones constitucionales, para patrocinar el  requerimiento a que se refiere el artículos 89 de la Constitución Política de la República y, en general cualquier otra actuación no comprendida en el inciso anterior.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador.- Camilo Escalona Medina, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL, EN LO RELATIVO A DETERMINACIÓN DE CUANTÍA DE PENAS

(5616-07)

Honorable Senado:

Considerandos:

1. De modo general podemos decir que existen dos maneras o sistemas para responsabilizar penalmente a los delincuentes y consecuentemente para penarlos.

El primero, considera al delincuente un “aparato descompuesto, que necesita una reparación mecánica”
. Para este sistema, la pena debiera intentar mejorar, curar, sanar a este sujeto en mal estado y la duración de ésta debiera durar el tiempo necesario para que opere la “reparación” en la marioneta descompuesta.
 Al individuo peligroso se le aplica la pena-tratamiento, que tendrá por finalidad la transformación de éste “sujeto-monstruo” en un sujeto no peligroso para la sociedad, por ende, será la peligrosidad el criterio para determinar qué pena y por cuánto tiempo requiere el sujeto. Este sistema requiere una indeterminación total de la punición.

El segundo sistema, ve en el delincuente un ser racional, con capacidad de autodeterminación y de elección de sus propios actos, y precisamente en virtud de esa capacidad de autodeterminación, se le puede responsabilizar de sus actos, retribuyéndosele con una pena la comisión de un delito consciente y voluntariamente perpetrado por él.

2. Parece evidente que de los dos sistemas señalados, sólo el segundo ve, considera y respeta la dignidad del delincuente, tratándolo como ser humano. Además, la realidad nos demuestra que las penas, no sólo no mejoran a los delincuentes, sino que incluso los empeoran. En este sentido, se suele decir, con razón, y por un gran número de personas, que los condenados “salen peores de las cárceles”, es decir, que las penas en la práctica sirven de poco y nada.

3. El primer sistema ve en el delincuente sólo una cosa peligrosa, para el segundo, en cambio, cobra importancia el principio de culpabilidad, en cuya virtud: “nadie puede ser reprochado por nada si no ha tenido la posibilidad de elegir; la pena, es decir, la reacción que se funda en el hecho cometido no puede ser superior a la cuantía del reproche, esto es, a la magnitud de las posibilidades de elección con que se enfrentó el hombre al infringir la ley.”
 

4. La observación y el análisis del fenómeno humano nos muestra a personas con capacidad de elección y de autodeterminación. Pero en la vida, en cualquier vida, es imposible que las personas, cualquier persona, puedan decidirlo todo, pues la capacidad de autodeterminación jamás será absoluta e ilimitada. Las elecciones, decisiones y autodeterminaciones de las personas se encuentran limitadas por diversos factores. Se elige, se decide, pero dentro de un determinado margen circunstancial, y en virtud de este margen podemos fundar el juicio de reproche, o sea, la culpabilidad del infractor.

5. No olvidemos que “la culpabilidad es un reproche del acto de una persona, no de la personalidad del sujeto, reproche de lo que el hombre hizo y no de lo que el hombre es.”


Para que el juicio de reproche, que fundamenta una sanción retributiva, sea justo, deberá considerar “los condicionamientos e insuficiencias sociales que lastran la personalidad y reducen su capacidad de autodeterminación, lo cual ha de repercutir en una menor desvaloración o desaprobación del delito ejecutado y, congruentemente, en una aminoración, dentro de los límites que correspondan, de la pena.”
 

6. En ninguna sociedad, en unas menos en otras más, se brinda a todas las personas las mismas posibilidades. “Esta realidad social tiene un inmediato efecto jurídico en el campo de la culpabilidad: si la sociedad no brinda a todos iguales posibilidades, resulta que hay un margen de posibilidades que se le ofrecen a unos y se le niega a otros y, por ende, cuando la infracción es cometida por aquél a quien se le han negado algunas posibilidades que la sociedad le dio a otros, lo equitativo será que la parte de responsabilidad por el hecho que corresponda a esas negaciones, sea cargada por la misma sociedad que en esa medida fue injusta.”
 Esta es la co-culpabilidad, esto es, la co-responsabilidad social en la gestación del delito, generada por las deficiencias en la formación de la peligrosidad del agente de origen o carácter social que lastren o reducen el ámbito o margen de su autodeterminación. 

7. El individuo no se forma ni actúa como “Robinson”, sino que forma parte de la sociedad y ésta influye en su formación. Hay factores que pesan y reducen su margen de autodeterminación, las posibilidades de escoger entre motivaciones. Son limitaciones que le imponen en su personalidad la imposibilidad de obrar con una formación más rica, más compleja.

8. Si se quiere hacer un juicio justo, para formular un juicio negativo de valor que mesure la pena, el juez deberá considerar diversas limitaciones de origen social y los motivos que pueden determinar a alguien a delinquir v. gr. la dificultad de ganarse el sustento propio necesario y el de los suyos, la miseria, la ignorancia, la orfandad, etc.

9. En síntesis, “si la sociedad no da a todos las mismas posibilidades, pues que cargue con la parte de responsabilidad que le incumbe por las posibilidades que le ha negado al infractor en comparación con las que le ha dado a otros. El infractor sólo será culpable en razón de las posibilidades sociales que se le han dado.”

10. Ya en el siglo XVIII Jean Paul Marat se preguntaba si la retribución era justa en una sociedad injusta, fundada en el robo, la opresión y la violencia. Palabras duras que no han perdido vigencia.

11. El principio de insignificancia a propósito de los delitos de bagatela, según el cuál las afectaciones insignificantes de bienes jurídicos no constituyen lesividad relevante a los fines de tipicidad objetiva, se lo ha criticado como un criterio derivado de la antijuridicidad material, por lo que se ha propuesto su reemplazo por la vía de una interpretación restrictiva o mediante el principio de oportunidad procesal. Sobre la vinculación de la lesión y el bien jurídico, en relación al sujeto, es necesario precisar, que “como los bienes jurídicos no se distribuyen igualitariamente en ninguna sociedad, podría sostenerse el criterio de valoración al sujeto”
. Esto obliga a jerarquizar las lesiones y a establecer un grado de mínima coherencia entre las magnitudes de penas asociadas a cada conflicto criminalizado.

12. La problemática de la efectividad de las penas y con especial referencia al pequeño delito, es un tema de intenso debate en la política criminal, por la estrategia y táctica política que asuma el Estado en relación a la orientación limitadora del poder punitivo, pues su “hipertrofia”, es el principal elemento que contribuye a la ineficacia de las penas. La respuesta a estos cuestionamientos, deben afincarse, en la idea de buscar planteamientos alternativos a la prisión y a las penas privativas de libertad de corta duración ya sea, suspendiendo la aplicación o bien sustituyendo, por “otras penas principales”  diversas a las penas privativa de libertad, pues resulta absurdo que buena parte de la población penal se encuentre condenada por insignificantes lesiones de orden patrimonial.

13. No se debe perder de vista que el principio de humanidad ha sido recogido, por diversos tratados internacionales en materia de derechos humanos que el Estado Chileno se ha obligado a respetar y promover. 

Por estas razones, venimos en proponer a este Honorable Senado el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Incorpórense los siguientes incisos segundo y tercero al artículo 69 del Código penal:

“Asimismo, el tribunal, al momento de fundamentar y determinar la pena, deberá tener en cuenta:

1. La calidad de los motivos que determinaron a delinquir al imputado, especialmente la miseria o la dificultad de ganarse el sustento propio necesario y el de los suyos;

2. Su cultura, sus limitaciones de origen social y sus costumbres, y; 

3.  La magnitud de la lesión al bien jurídico tutelado por el delito.    

En casos calificados y tratándose de delitos cuya pena sea igual o inferior a presidio menor en su grado medio, el tribunal podrá absolver al imputado”.

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO PENAL, EN LO RELATIVO A CONOCIMIENTO DE DILIGENCIAS EFECTUADAS POR UN TRIBUNAL, EN CASO QUE INDICA

(5622-07)

Honorable Senado:

1.- Que está reconocido por nuestra sociedad que en los casos de presunta desgracia, se produce un daño psicológico en los familiares que desconocen el paradero de sus seres queridos el que se incrementa cuando carecen del conocimiento de las gestiones que realizan los Tribunales en su favor. 

2.- Que en la Región de Magallanes, en el caso de la desaparición del alumno Ricardo Harex González han transcurrido seis años sin que la familia tenga acceso a todas las diligencias investigativas lo que ha causado un profundo dolor en su familia. 

3.- Que a diferencia de nuestro actual sistema procesal penal, muchas veces el secreto del sumario fue un aliado de la negligencia y dilatación innecesaria de los procesos.

4.- Que las víctimas no se encuentran suficientemente resguardadas antes la delincuencia y la lenta marcha de los procesos del antiguo sistema, ya que aún cuando la ley les franquea recursos judiciales en contra de las resoluciones que dicten los Tribunales, al ser las mismas secretas, los referidos recursos se transforman en inoperantes. 

5.- Que según el Profesor    Jorge Vásquez Rossi: "... como históricamente ha ocurrido, de una concepción represiva que privilegia la eficacia de la averiguación, todo lo que implique trabas a la misma será considerado como un obstáculo molesto del que hay que desembarazarse lo antes posible". siendo en este caso, el secreto del sumario una traba emn la acción que puedan realizar las víctimas para acelerar el curso de las investigaciones en su rol de colaboradores con la acción de la Justicia. 

6.- Que el artículo 19 Nro  N°3, de la Constitución Política del Estado dispone que "Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un racional y justo procedimiento" . --

 

Se propone la siguiente modificación al Código de Procedimiento Penal

Proyecto de ley

Articulo Único: Modifíquese  el artículo 79 del Código de Procedimiento Penal en el sentido que se agrega el siguiente inciso final: 

“Asimismo en los casos sobre presunta desgracia el Juez de la causa siempre deberá conceder el conocimiento de las diligencias efectuadas dentro del sumario a los ascendientes y descendientes en toda la línea recta y hasta el tercera grado colateral y al cónyuge del presunto desaparecido. 

(Fdo.): CARLOS BIANCHI CHELECH, SENADOR
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY PARA REGULAR LA CELEBRACIÓN DEL CONTRATO DE UNIÓN CIVIL Y SUS CONSECUENCIAS PATRIMONIALES

(5623-07)

Honorable Senado:

FUNDAMENTOS:
Existe una realidad  que no podemos eludir en nuestra sociedad actual, que dice relación con la transformación en las estructuras de relaciones sociales, tendencia que ha sido recogida en la legislación comparada  en distintas formas y modalidades  y no así en nuestro ordenamiento. 

Tanto en Chile como en Latinoamérica, es la alta frecuencia de la cohabitación, por distintos motivos, la que  se ha ido acentuando notablemente en los últimos años.  En Chile, los datos poblacionales han mostrando indicios de que se están difundiendo nuevos  patrones de conducta sexual, nupcial y reproductiva. Según cifras del INE, de 1992 a 2002 disminuyó la población casada de 50,7% a 46,2%, fenómeno que se observa también en la disminución de matrimonios  de 91.362 a 62.166 en los mismos años. Además se produjo un aumento de las parejas que conviven de un 5,7% a 8,9% y la edad media para casarse se retrasó notoriamente, pasando en los hombres de 27.5  a 30,3 años y la de las mujeres de 25 a 27,6 años.  En otro aspecto,  se verifica una baja en la natalidad, pero se eleva el número de hijos nacidos fuera del matrimonio, de esta manera, en 1992 nacieron 360.932 chilenos, de los cuales el 62,7% son hijos matrimoniales, para el 2002 fueron 248.645 chilenos nacidos, de los cuales el 48,2% lo hicieron en el marco de un matrimonio. 

Las tendencias referidas se han ido acentuando con el tiempo. Según Información ingresada hasta el 31 de Julio  en el Registro Civil, se realizaron 35.767 matrimonios y se inscribieron 145.288 niños, de los cuales sólo el 37,9% fueron matrimoniales..

Hay  que hacer presente que  el fenómeno se genera entre diferentes grupos. Un  estudio de los datos muestra que si bien existe un rápido aumento entre los jóvenes, especialmente aquellos con estudios superiores - lo cual sugiere el ritmo de expansión que tendrán estas uniones de hecho- este fenómeno no alcanza a revertir el sesgo socioeconómico de la convivencia, que sigue siendo más probable entre los grupos menos favorecidos, según publicación  efectuada el año 2004 por CELADE (Centro Latinoamericano y Caribeño de Demografía ), sobre examen de la materia  con distinciones socioeconómicas. Una vez más apreciamos la desamparo  de ciertos estratos,  económicamente desprotegidos y particularmente de la mujer.

 Por otra  parte es posible observar que el fenómeno de la convivencia esta instaurado en nuestro país va en claro aumento, especialmente entre los jóvenes.   Si bien, la probabilidad bruta de estar conviviendo es baja hasta los 20 años, aumenta rápidamente entre los 20 y los 30 años, estabilizándose hasta los 40, para a esa edad caer sistemáticamente. Estos datos,  consolidan la evidencia  de la unión libre en Chile; considerando que, en prácticamente todos los grupos de edad la probabilidad de  cohabitar aumentó.

Todas estas cifras nos demuestran una transformación radical de la manera en que las personas están estableciendo en los hechos, por distintos motivos, sus relaciones emocionales.

El contrato civil de matrimonio es y debe ser la única forma de establecer lo que comúnmente denominamos “familia”, que es el núcleo fundamental de la sociedad tal como lo declara el artículo 1 de la Constitución.

Esta consideración fundamental no obsta el hecho indiscutible del establecimiento de otras formas de relación afectiva, que no involucran el concepto de familia, pero que si requieren reconocimiento y protección legal, sobretodo para aquel contratante mas débil que muchas veces se ve involucrado en una relación de la cual  sale extremadamente perjudicado, y sin ningún tipo de derecho.

Es por esto que proponemos la creación de esta figura que, sin constituirse en una alternativa al matrimonio, al momento de querer constituir una “familia” en los términos constitucionalmente entendidos, si proteja y ampare otro tipo de relacione afectivas de pareja que se están dando en nuestra sociedad.

Para este fin creemos necesario establecer la celebración de este contrato mediante escritura pública, o mediante la prueba de la convivencia  en los términos definidos en la ley por un periodo de tiempo determinado.

 La consecuencia más relevante de la celebración de este contrato, es sin duda, el establecimiento de un régimen de participación en los gananciales, generados durante la convivencia, en términos semejantes a los del mismo régimen regulado en el código civil, con las modificaciones necesarias a este tipo especial de unión.

De esta forma creemos asegurar por un lado independencia y libertad en el manejo patrimonial de cada contratante durante el régimen, y de la misma forma protección para el contratante más débil, al momento de su término.    

Con el mismo ánimo de protección hemos querido establecer un derecho de alimentos, en los mismos términos que los establecidos en el Código Civil.

Por que creemos que es deber del Estado asegurar el derecho de las personas a participar en igualdad de condiciones en la vida nacional, y puesto que la realidad impuesta en nuestra vida social demuestra la urgente necesidad de dar respuesta, acogida  y una justa regulación a miles de relaciones que se están desarrollando en nuestro cuerpo social es que vengo en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Párrafo 1: Del ámbito de aplicación
Artículo 1: Dos personas mayores de edad y capaces, unidas por recíproco vínculo afectivo, que deseen convivir en forma estable y de  prestarse asistencia material y moral, no ligadas por vínculo matrimonial no disuelto, ni  parentesco en línea recta en el primer grado, o por afinidad, ni los colaterales por consanguineidad   hasta el segundo grado, adopción, tutela o  curatela,  podrán celebrar el contrato de unión civil en los gananciales, regulado por este cuerpo legal.

Artículo 2: Las partes deberán otorgar escritura pública,  ante cualquier notario de la República,  para constituirse en titulares  de derechos y deberes establecidos por la presente ley.

La escritura pública deberá contener:

1. La fecha y el lugar de celebración;

2. El  nombre, apellidos, nacionalidad, estado civil, edad y domicilio del constituyente; 

3. El  nombre, apellidos, nacionalidad, estado civil, edad y domicilio de dos testigos hábiles;

Deberá  insertarse en la escritura los certificados que acrediten el estado civil de los celebrantes, así mismo el inventario de los bienes al que se refiere el artículo 13 de esta ley, si lo hubiere.

Un extracto deberá publicarse en el plazo máximo de 15 de días posteriores a su celebración, por una sola vez, en un diario de circulación nacional.  Ante la inobservancia de esta formalidad, se  tendrá por no ejecutado este contrato.

Artículo 3: Dos personas unidas por vínculo en los términos descritos en el artículo primero,  se constituirán titulares  de los derechos y deberes establecidos por la presente ley, con el sólo hecho de haber convivido en los términos expresados durante el período ininterrumpido de 3 años, o de dos años, en el caso de existir descendencia común. 

Las circunstancias expresadas en el inciso anterior, se podrán acreditar por cualquier medio de prueba. 

Artículo 4: Las disposiciones de la presente ley no se aplicarán a las personas:

a) De las cuales una haya sido formalizada o condenada por homicidio consumado o frustrado del cónyuge de la otra.

b) Ligadas por relaciones laborales o contractuales que impliquen necesariamente la habitación común.  

    

Párrafo 2: Del régimen de Bienes

 

1. Reglas generales
 Articulo 5. Por el hecho de celebrar el contrato de unión civil los contratantes pasan a pactar el régimen de participación en los gananciales regulado en la presenta ley. De igual forma los contratantes podrán pactar separación total de bienes. 
 Articulo 6. En el régimen de participación en los gananciales los patrimonios de los contratantes  se mantienen separados y cada uno de los cónyuges administra, goza y dispone libremente de lo suyo. Al finalizar la vigencia del régimen de bienes, se compensa el valor de los gananciales obtenidos por los contratantes  y éstos tienen derecho a participar por mitades en el excedente.
 2. De la administración del patrimonio de los contratantes 
 Articulo 7. A la disolución del régimen de participación en los gananciales, los patrimonios de los contratantes  permanecerán separados, conservando éstos o sus causahabientes plenas facultades de administración y disposición de sus bienes.
A la misma fecha se determinarán los gananciales obtenidos durante la vigencia del régimen de participación en los gananciales. 
 3. De la determinación y cálculo de los gananciales
 Articulo 8. Se entiende por gananciales la diferencia de valor neto entre el patrimonio originario y el patrimonio final de cada contratante.
Se entiende por patrimonio originario de cada contratante es el existente al momento de optar por el régimen que establece este Título y por su patrimonio final, el que exista al término de dicho régimen.
 Articulo 9. El patrimonio originario resultará de deducir del valor total de los bienes de que el contratante sea titular al iniciarse el régimen, el valor total de las obligaciones de que sea deudor en esa misma fecha. Si el valor de las obligaciones excede al valor de los bienes, el patrimonio originario se estimará carente de valor.
Se agregarán al patrimonio originario las adquisiciones a título gratuito efectuadas durante la vigencia del régimen, deducidas las cargas con que estuvieren gravadas.
 Articulo 10. Los bienes adquiridos durante la vigencia del régimen de participación en los gananciales se agregarán al activo del patrimonio originario, aunque lo hayan sido a título oneroso, cuando la causa o título de la adquisición sea anterior al inicio del régimen de bienes.
Por consiguiente, y sin que la enumeración siguiente sea taxativa, se agregarán al activo del patrimonio originario:
1) Los bienes que uno de los contratantes poseía antes del régimen de bienes, aunque la prescripción o transacción con que los haya hecho suyos haya operado o se haya convenido durante la vigencia del régimen de bienes.
2) Los bienes que se poseían antes del régimen de bienes por un título vicioso, siempre que el vicio se haya purgado durante la vigencia del régimen de bienes por la ratificación o por otro medio legal.
3) Los bienes que vuelven a uno de los contratantes por la nulidad o resolución de un contrato, o por haberse revocado una donación.
4) Los bienes litigiosos, cuya posesión pacífica haya adquirido cualquiera de los contratantes durante la vigencia del régimen.
5) El derecho de usufructo que se haya consolidado con la nuda propiedad que pertenece al mismo contratantes.
6) Lo que se paga a cualquiera de los contratantes por capitales de créditos constituidos antes de la vigencia del régimen. Lo mismo se aplicará a los intereses devengados antes y pagados después.
7) La proporción del precio pagado con anterioridad al inicio del régimen, por los bienes adquiridos de resultas de contratos de promesa.
 Articulo 11. Los frutos, incluso los que provengan de bienes originarios, no se incorporarán al patrimonio originario. Tampoco las minas denunciadas por uno de los contratantes, ni las donaciones remuneratorias por servicios que hubieren dado acción contra la persona servida.
 Articulo 12. Los contratantes son comuneros, según las reglas generales, de los bienes adquiridos en conjunto, a título oneroso. Si la adquisición ha sido a título gratuito por ambos contratantes, los derechos se agregarán a los respectivos patrimonios originarios, en la proporción que establezca el título respectivo, o en partes iguales, si el título nada dijere al respecto. 
 Articulo 13. Los contratantes, al momento de pactar este régimen, deberán efectuar un inventario simple de los bienes que componen el patrimonio originario.
A falta de inventario, el patrimonio originario puede probarse mediante otros instrumentos, tales como registros, facturas o títulos de crédito.
Con todo, serán admitidos otros medios de prueba si se demuestra que, atendidas las circunstancias, el contratante no estuvo en situación de procurarse un instrumento.

Los mismos medios de prueba serán admitidos en caso de que dicho contrato se entienda  celebrado en virtud de la presunción establecida en el articulo tercero de la presente ley
 Articulo 14. Al término del régimen de participación en los gananciales, se presumen comunes los bienes muebles adquiridos durante él, salvo los de uso personal de los contratantes. La prueba en contrario deberá fundarse en antecedentes escritos. 
 Articulo 15. Los bienes que componen el activo originario se valoran según su estado al momento de la entrada en vigencia del régimen de bienes o de su adquisición. Por consiguiente, su precio al momento de incorporación al patrimonio originario será prudencialmente actualizado a la fecha de la terminación del régimen.
La valoración podrá ser hecha por los contratantes  o por un tercero designado por ellos. En subsidio, por el juez.
Las reglas anteriores rigen también para la valoración del pasivo.
 Articulo 16. El patrimonio final resultará de deducir del valor total de los bienes de que el contratante  sea dueño al momento de terminar el régimen, el valor total de las obligaciones que tenga en esa misma fecha.
 Articulo 17. En el patrimonio final de un contratante  se agregarán imaginariamente los montos de las disminuciones de su activo que sean consecuencia de los siguientes actos, ejecutados durante la vigencia del régimen de participación en los gananciales:
1) Donaciones irrevocables que no correspondan al cumplimiento proporcionado de deberes morales o de usos sociales, en consideración a la persona del donatario.
2) Cualquier especie de actos fraudulentos o de dilapidación en perjuicio del otro contratante.
3) Pago de precios de rentas vitalicias u otros gastos que persigan asegurar una renta futura al contratante que haya incurrido en ellos. Lo dispuesto en este número no regirá respecto de las rentas vitalicias convenidas al amparo de lo establecido en el decreto ley No. 3.500, de 1980, salvo la cotización adicional voluntaria en la cuenta de capitalización individual y los depósitos en cuentas de ahorro voluntario, los que deberán agregarse imaginariamente conforme al inciso primero del presente artículo.
Las agregaciones referidas serán efectuadas considerando el estado que tenían las cosas al momento de su enajenación.
Lo dispuesto en este artículo no rige si el acto hubiese sido autorizado por el otro contratante.
 Articulo 18. Dentro de los tres meses siguientes al término del régimen de participación en los gananciales, cada contratante  estará obligado a proporcionar al otro un inventario valorado de los bienes y obligaciones que comprenda su patrimonio final. El juez podrá ampliar este plazo por una sola vez y hasta por igual término.
El inventario simple, firmado por el contratante hará prueba en favor del otro contratante  para determinar su patrimonio final. Con todo, éste podrá objetar el inventario, alegando que no es fidedigno. En tal caso, podrá usar todos los medios de prueba para demostrar la composición o el valor efectivo del patrimonio del otro contratante.
Cualquiera de los contratantes  podrá solicitar la facción de inventario en conformidad con las reglas del Código de Procedimiento Civil y requerir las medidas precautorias que procedan.
 Articulo 19. Los bienes que componen el activo final se valoran según su estado al momento de la terminación del régimen de bienes.

Los bienes a que se refiere el artículo 17 se apreciarán según el valor que hubieran tenido al término del régimen de bienes.
La valoración de los bienes podrá ser hecha por los contratantes  o por un tercero designado por ellos. En subsidio, por el juez. 
Las reglas anteriores rigen también para la valoración del pasivo.
 Articulo 20. Si alguno de los contratantes, a fin de disminuir los gananciales, oculta o distrae bienes o simula obligaciones, se sumará a su patrimonio final el doble del valor de aquéllos o de éstas.
 Articulo 21. Si el patrimonio final de un contratante  fuere inferior al originario, sólo él soportará la pérdida.
Si sólo uno de los contratantes  ha obtenido gananciales, el otro participará de la mitad de su valor.
Si ambos contratantes  hubiesen obtenido gananciales, éstos se compensarán hasta la concurrencia de los de menor valor y aquel que hubiere obtenido menores gananciales tendrá derecho a que el otro le pague, a título de participación, la mitad del excedente.
El crédito de participación en los gananciales será sin perjuicio de otros créditos y obligaciones entre los contratantes. 
 
4. Del crédito de participación en los gananciales
 
Articulo 22. El crédito de participación en los gananciales se originará al término del régimen de bienes.
Se prohíbe cualquier convención o contrato respecto de ese eventual crédito, así como su renuncia, antes del término del régimen de participación en los gananciales.
 Articulo 23. El crédito de participación en los gananciales es puro y simple y se pagará en dinero.
Con todo, si lo anterior causare grave perjuicio al contratante  deudor  y ello se probare debidamente, el juez podrá conceder plazo de hasta un año para el pago del crédito, el que se expresará en unidades tributarias mensuales. Ese plazo no se concederá si no se asegura, por el propio deudor o un tercero, que el contratante  acreedor quedará de todos modos indemne. 
 Articulo 24. Los contratantes, o sus herederos, podrán convenir daciones en pago para solucionar el crédito de participación en los gananciales.
Renacerá el crédito, en los términos del inciso primero del artículo precedente, si la cosa dada en pago es evicta, a menos que el contratante  acreedor haya tomado sobre sí el riesgo de la evicción, especificándolo.
 Articulo 25. El contratante  acreedor perseguirá el pago, primeramente, en el dinero del deudor; si éste fuere insuficiente, lo hará en los muebles y, en subsidio, en los inmuebles.
A falta o insuficiencia de todos los bienes señalados, podrá perseguir su crédito en los bienes donados entre vivos, sin su consentimiento, o enajenados en fraude de sus derechos. Si persigue los bienes donados entre vivos, deberá proceder contra los donatarios en un orden inverso al de las fechas de las donaciones, esto es, principiando por las más recientes. Esta acción prescribirá en cuatro años contados desde la fecha del acto.
Articulo 26. Los créditos contra un contratante, cuya causa sea anterior al término del régimen de bienes, preferirán al crédito de participación en los gananciales. 
 Articulo 27. La acción para pedir la liquidación de los gananciales se tramitará breve y sumariamente, prescribirá en el plazo de cinco años contados desde la terminación del régimen y no se suspenderá entre los contratantes. Con todo, se suspenderá a favor de sus herederos menores.
 
Párrafo 3: De los derechos de alimentos

Artículo 28: La acción de alimentos concedida por esta ley prescribe en 6 meses contados desde el cese de la convivencia. 

Párrafo 4: De los derechos y decisiones en caso de enfermedad o inhabilidad

Artículo 29: En caso de inhabilidad por enfermedad o interdicción declarada,  o ausencia prolongada de uno de los contratantes y a falta de poder o mandato otorgado a tercera persona, el otro contratante se constituirá en representante legal de la parte ausente o inhabilitada.

Párrafo 5: De los derechos sucesorios

Artículo 30: La parte sobreviviente,  de las que ha celebrado el contrato de xxx, concurrirá a la sucesión legítima de la otra parte, en los mismos términos en que concurriría en calidad de cónyuge. 

La parte sobreviviente, ligada en los términos expresados en el artículo 3°, concurrirá a la sucesión legítima de la otra parte, en los mismos términos del inciso anterior, siempre que hubieran transcurrido 3 años desde el inicio de la convivencia, o 2 años si tuviesen descendencia en común, y siempre que la unión subsistiera al momento del fallecimiento. 

Párrafo 6: De la terminación del  contrato de unión civil en los gananciales

Artículo 31: El contrato de unión civil en los gananciales

1. Mutuo acuerdo, que conste escritura pública, de la que se dejará constancia al margen de la Escritura pública del contrato.

2. Voluntad unilateral,  que conste en escritura pública, para cuya validez deberá dejarse constancia al margen del la escritura pública del contrato.

3. Matrimonio posterior de unas de las partes.

4. Muerte natural o presunta de una de las partes.

Párrafo 7: De las sanciones

Artículo 32: La falsa declaración de la situación prevista en el artículo 3, efectuada con el fin de obtener los beneficios que esta ley establece, será sancionada con una multa de 20 UTM, la pena de reclusión menor en su grado medio a máximo y la inhabilitación perpetua para celebrar el contrato de unión civil en los gananciales. 

Artículo 33: El que contrajere matrimonio o celebrare contrato de unión civil en los gananciales, estando ligado por vínculo matrimonial previo o habiendo válida​mente celebrado en forma previa contrato de unión civil en los gananciales, será castigado con reclusión menor en su grado máxi​mo

Párrafo 8: Modificaciones a otros cuerpos legales

Artículo 33: Incorpórese el siguiente número 6 al artículo 321 del Código Civil:

“N°6. Al ligado por contrato de unión civil en los gananciales, o ligado por unión de hecho descrita en los términos del artículo 3° de la misma ley, desde el cese de la convivencia  hasta por un período de un cuarto del tiempo que ha durado la convivencia. 

                                     Disposición transitoria
Artículo 34: Esta ley tendrá efecto retroactivo para efectos del cómputo del tiempo de convivencia, respecto de las acciones emanadas del término de la unión de hecho prevista en el artículo 3°.

(Fdo.): CARLOS BIANCHI CHELECH, SENADOR
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.947, DE MATRIMONIO CIVIL, EN LO RELATIVO A PROCEDIMIENTO DE CONCILIACIÓN EN CASO DE SEPARACIÓN O DIVORCIO

(5624-07)

Honorable Senado:

Desde que se aprobó la ley de Matrimonio Civil los Tribunales de Familia se han visto saturados y las esperas y verdaderos tacos jurídicos que constituyen los procesos de divorcios afectan la marcha de juicios tan importantes como los de violencia intrafamiliar.

Hoy por hoy no cabe duda que los Juzgados de Familia necesitan una cirugía, pero si no se hace la misma en las leyes que regulan las materias de relevancia para estos Juzgados de nada servirá la misma.

El hecho de que muchas leyes no se hacen pensando en las Regiones  no cabe duda, y de que la notable congestión en los Tribunales de Familia se debe en gran medida a los errores legislativos es otra gran verdad.

 Los artículos 6 y 7 del Código de Procedimiento Civil permiten que cualquier persona en todo juicio civil pueda actuar  representada por su abogado. 

Este principio general se ve alterado en los casos del los artículos 67 y 68 de la ley de matrimonio civil que exige la asistencia personal de las partes a la audiencia de conciliación, establecida en forma obligatoria por el articulo 67 de dicha ley  

Tal norma,  aparte de que no ha tenido que en la  ninguna aplicación, ya que hasta la fecha no hay constancia  de muchos caso de ruptura matrimonial que  se hayan recompuesto por el llamado a conciliación significa que para muchas personas sea prohibitivo el acceso a la justicia por cuanto se les exige la comparecencia personal,  a personas cuya residencia muchas esta a miles de kilómetros  

Y ¿qué ocurre si la contraparte no va a la audiencia?.  Las inasistencias son muy comunes ya que muchas veces las notificaciones se hacen pocos días antes de las audiencias, y muchas veces las partes no van a las mismas.  Entonces de inmediato se fija otra fecha, y se apercibe con arresto al inasistente. Pero el arresto se hace efectivo sólo el mismo día de la audiencia, o sea nunca, ya que nunca he visto que la policía haga comparecer a una audiencia a una parte rebelde.

Esta exigencia resulta dificultosa tanto   para las partes como  para el tribunal , que se ven obligados a  dilatar innecesariamente los juicios, con postergaciones de audiencias y declaraciones de arresto que dificultan e imposibilitan el acceso a la justicia y de una solución a miles de personas, ya que todo esto en  definitiva se ha  prestado  para que una persona pueda amarrar a otra forzándola a vivir casada con algo tan simple como no comparecer a la audiencia de conciliación
Tan es así que  la jurisprudencia sobre la materia a determinado la no comparecencia de una de las partes en forma personal trae consigo la anulación completa del juicio, con el grave perjuicio que ello trae para la parte demandante

Como ejemplo de ello cabe citar la sentencia dictada en autos Rol 29-2006 que expresa: 

“La falta de comparecencia no puede ser suplida por instrumento alguno toda vez que el propósito perseguido por el legislador al establecerla fue el de que el Juez de la causa instara a las partes a una conciliación, proponiendo bases de arreglo y procurando ajustar las expectativas de cada una, de ellas cumpliéndose así el principio de inmediación implícito en la nueva legislación de familia. Se ha faltado al trámite esencial del número 1 del artículo 795 en relación con el Nº 9 del artículo 768, ambos del Código de Procedimiento Civil, razón por la cual se invalidará todo lo obrado en autos.
Teniendo en consideración los vicios que la exigencia de  comparecencia personal en la audiencia de conciliación , para la validez del juicio de divorcio, es que proponemos modificar el articulo 68 de la  ley de matrimonio civil de manera de que las partes puedan ser representadas por un apoderado designado especialmente para tal efecto 

 Por las razones anteriores es que vengo en presentar el siguiente :

Proyecto de  ley

Articulo Único: Sustitúyase el articulo 68 de la ley  por el siguiente articulo 68 nuevo:
Artículo 68.- Deducida la demanda, el juez citará a las partes a una audiencia especial de conciliación, a la cual deberán comparecer personalmente o representados por un apoderado designado especialmente para tal efecto 

Podrá disponer medidas de apremio, de conformidad al artículo 543 del Código de Procedimiento Civil, para lograr la asistencia del cónyuge que no compareciere

personalmente, sin causa justificada.

(Fdo.): CARLOS BIANCHI CHELECH, SENADOR
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, A FIN DE ESTABLECER REQUISITO DE RESIDENCIA QUE INDICA, PARA SER ELEGIDO SENADOR

(5625-07)

Honorable Senado:

Fundamentos:

La Constitución Política exige en su articulo 50  como requisito para ser elegido Senador el ser  ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener cumplidos treinta y cinco años de edad el día de la elección.
 A diferencia del cargo de Diputado, para ser elegido como Senador no es necesario tener residencia en el distrito por el cual se es elegido. La ausencia de este requisito trae como consecuencia el vicio del “turismo electoral”, con candidatos y luego representantes que solo aparecen cada 8 años por la circunscripción  y que prontamente se desvinculan de su lugar de representación, con el consiguiente desprestigio que trae esto para la actividad política y el perjuicio del lugar que es así representado.

Para corregir este vicio es que proponemos hacer exigible el requisito de residencia para los candidatos a  Senador por alguna Circunscripción y de una manera  mas clara y exigente que el establecido en el articulo 48 para los Diputados, teniendo en consideración la flexibilidad del concepto de domicilio establecido por la legislación civil.
Por lo tanto es que presento el siguiente:
Proyecto de Ley

Articulo Único: Sustitúyase el articulo 50 de la constitución Política por el siguiente articulo 50  nuevo:

Artículo 50.- Para ser elegido senador se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, haber cursado la enseñanza media o equivalente , tener cumplidos treinta y cinco años de edad el día de la elección  y tener residencia y domicilio efectivo  en la región a que pertenezca la circunscripción  electoral correspondiente durante un plazo no inferior a cuatro  años, contado hacia atrás desde el día de la elección.”
(Fdo.): CARLOS BIANCHI CHELECH, SENADOR
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR BIANCHI, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONA, CON EL OBJETO DE ESTABLECER REQUISITO DE RESIDENCIA MÍNIMA QUE INDICA, PARA SER ELEGIDO DIPUTADOS 

(5626-07)

Honorable Senado:

Fundamentos:

La Constitución Política exige como requisito para ser elegido Diputado el ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber cursado la enseñanza media o equivalente y tener residencia en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente, durante un plazo no inferior a dos años, contados hacia atrás desde el día de la elección.

 Nos  parece que este ultimo requisito de residencia, hasta ale fecha es absolutamente formal y  en la practica puede ser burlado fácilmente, generándose con ello lo que podría denominarse como “turismo electoral” con el consiguiente descrédito que ello trae para la actividad política. Sumado a ello trae como consecuencia el perjuicio para los distritos que son representados por parlamentarios que solo aparentemente residen en ellos. 

Para corregir este vicio es que proponemos hacer mas clara y exigente el requisito de residencia establecido en la Constitución, teniendo en consideración la flexibilidad del concepto de domicilio establecido por la legislación civil.

Además se propone ampliar a 4 años el tiempo de residencia necesario, contados hacia atrás desde el día de la elección

Por lo tanto es que presento el siguiente:
Proyecto de Ley

Articulo Único: Sustitúyase el articulo 48 de la constitución Política por el siguiente articulo 48  nuevo:

“Para ser elegido diputado se requiere ser ciudadano con derecho a sufragio, tener cumplidos veintiún años de edad, haber cursado la enseñanza media o equivalente, y tener residencia y domicilio efectivo  en la región a que pertenezca el distrito electoral correspondiente durante un plazo no inferior a cuatro  años, contado hacia atrás desde el día de la elección.”
(Fdo.): CARLOS BIANCHI CHELECH, SENADOR
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES HORVATH Y ORPIS, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE ACUERDO QUE MODIFICA EL REGLAMENTO DEL SENADO, CON EL FIN DE ESTABLECER LA HOJA DE VIDA PARLAMENTARIA

(S 1035-09)

Honorable Senado:

Considerando

1.- La convenciencia de asegurar la confección, acceso y entrega de información objetiva del quehacer parlamentario por parte de la ciudadanía, autoridades y medios de comunicación,

2.- La necesidad de evitar o contrarrestar la posible manipulación de información y el abuso mediante técnicas de venta o de promoción,

3.– El carácter público de las actividades parlamentarias y de los fondos que se le asignan para su ejercicio

4.- El respeto, dignidad, jerarquía y responsabilidad que le corresponde al Congreso Nacional como uno de los poderes que constituyen al Estado,

5.- El articulo 19º Nº 4 de la Constitución Política que otorga el derecho a presentar peticiones a la autoridad sobre asuntos de interés público,

6.- La Ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, que en su Artículo 3º le asegura el apoyo necesario para contar con Biblioteca, Centros de Informática y Computación, y que en su Artículo 4º le da la facultad privativa para dictar normas reglamentarias para su organización y funcionamiento interno, y el que regularmente se elaboran bases de datos acerca del quehacer parlamentario, y,

7.- La conveniencia de que existan factores e indicadores objetivos que puedan servir de referencia para el conocimiento y mejor evaluación de la actividad parlamentaria y del Congreso,

Es que venimos en presentar la siguiente:
MOCION

MODIFICA REGLAMENTO DEL SENADO Y DISPONE CONFECCION HOJA DE VIDA PARLAMENTARIA

Agréguese el siguiente Título XIX nuevo al Reglamento del Senado

“TÍTULO XIX - Hoja de Vida Parlamentaria

Art. 1º.– El Senado a través de las respectivas oficinas de información confeccionará una Hoja de Vida Parlamentaria, en que quedarán consignadas las siguientes actividades:

a) Comisiones a las que pertenece, cargo y asistencia

b) Asistencia a Sala

c) Intervenciones

d) Mociones y trámite legislativo en que se encuentran

e) Proyectos de Acuerdo

f) Oficios

g) Indicaciones

h) Cargos desempeñados en el año

i) Viajes de trabajo, nacionales e internacionales

j) Fiscalizaciones, en su caso

Art. 2º La información a que se refiere el Art. 1º tendrá carácter público y se enviará a Bibliotecas Públicas, a los Municipios, o según su requerimiento.

Art. 3º El Congreso Nacional a su vez, en sus ramas correspondientes al Senado y Cámara de Diputados, conformarán una Memoria Anual de sus actividades.”

(Fdo.):Antonio Horvath Kiss, Senador.- Jaime Orpis Bouchon, Senador.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR VÁSQUEZ, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO ORGÁNICO DE TRIBUNALES, CON EL FIN DE REGULAR EL NOMBRAMIENTO DE ÁRBITROS

(5606-07)

Honorable Senado:

Es de público conocimiento que en la mayor parte de las relaciones comerciales nos encontramos frente a contratantes que no tienen el mismo poder de discusión y elección respecto del servicio que contratan. Es así, como los proveedores de una cierta envergadura, se encuentran en una posición privilegiada respecto de quienes deben satisfacer una necesidad, normalmente básica, y que de no mediar la suscripción del contrato queda, en definitiva, insatisfecha.
De esta manera se ha podido observar como práctica común en los contratos de adhesión y, en general, en cualesquiera otros en que una de las partes se encuentra en una posición ventajosa en relación a la otra, que la parte más débil de la relación contractual se encuentra imposibilitada para discutir y acordar las cláusulas del contrato que suscribe, y dentro de las cláusulas que le son impuestas en dichos contratos se estipula que la resolución de conflictos sea de jurisdicción de jueces árbitros, en general aunque no únicamente árbitros arbitradores, que aunque teóricamente son designados, por las partes en realidad responden más a los intereses del contratante dominante.
En el hecho, las grandes empresas que por lo general corresponden a sociedades que desarrollan como parte de su giro comercial actividades catalogables de servicios básicos, o han surgido como monopolios legales a partir de empresas del Estado que más tarde fueron privatizadas, o son compañías que no tienen gran competencia en su actividad económica, utilizan como instrumentos jurídicos los contratos de adhesión, incluyendo los de provisión o de suministro, y directamente imponen los nombramientos de los jueces árbitros, sean o no arbitradores, los que deben dirimir cualquier conflicto que se suscite entre ellos y sus proveedores y, en otros casos, con los consumidores de los bienes o servicios que ellas proveen.
Es evidente, que tales jueces árbitros, tendrán una tendencia a declarar válidas las normas contenidas en contratos de adhesión o a interpretarlas en favor de la redactora del contrato, en desmedro de la parte más débil de la relación, dada la factibilidad de redesignación por parte de la empresa que los nomina.
Si bien es cierto que se intentó solucionar este problema mediante la dictación del artículo N° 16 inciso final de la ley N° 19.496, que "Establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores", dicha norma tiene un alcance restringido, ya que: a), sólo se aplica a aquellos actos jurídicos mixtos que entran dentro de la esfera de los derechos de los consumidores; b) permite únicamente a los consumidores regidos por la señalada ley recusar sin expresión de causa al arbitro nominado, y no sustituye el procedimiento como se propone en el proyecto en comento; c) sólo se refiere a los contratos de adhesión, excluyendo los contratos de provisión y suministro, aún cuando adolecen de los mismos vicios objeto del presente proyecto.
Es por esto que ante el flagrante abuso de la posibilidad de excluir a los tribunales ordinarios mediante el nombramiento de jueces árbitros, especialmente por arbitradores, a través de contratos de adhesión así como de provisión y suministro, una simple modificación de una ley especial se hace insuficiente, requiriéndose una reforma a la institución misma del arbitraje en sus normas más generales, a fin de que no sea vulnerada el interés de las partes más débiles o ignorantes, que ocasiona en los menos protegidos un perjuicio tan evidente. Una norma similar pero especial se encuentra en la ley 18.046, sobre sociedades anónimas, para proteger a los accionistas minoritarios, lo que demuestra que es imperiosa la necesidad de una regla de carácter general en la materia.
Por lo expuesto en la exposición de motivos precedente vengo en presentar la moción del siguiente:
PROYECTO DE LEY:
Se agregan como incisos finales al artículo 225 del Código Orgánico de Tribunales, los siguientes:




"Sin embargo, con excepción del testamento, en los actos unilaterales que afecten o puedan afectar a personas o partes distintas de su autor y en los contratos de adhesión, o en los de provisión o suministro, cualquier afectado podrá recusar al arbitro que hubiera sido nominado determinadamente, sin necesidad de expresar causa y tendrá derecho a que se nombre otro por el juez letrado competente. Si se hubiese designado más de un árbitro, para actuar uno en subsidio de otro, podrá ejercer este derecho respecto de todos o sólo respecto de algunos. 




Sin perjuicio de lo anterior, podrá además sustraer el conocimiento de la litis de la justicia arbitral, sometiéndola a la decisión de la justicia ordinaria.".

(Fdo.): GUILLERMO VÁSQUEZ ÚBEDA, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO PROCESAL PENAL, EN LO RELATIVO A LA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DEL PROCEDIMIENTO 

(5619-07)

Honorable Senado:

Considerandos:

1. En relación a la posición de la víctima, en el contexto histórico de los programas criminalizantes, es posible advertir, una línea demarcatoria entre dos modelos de reacción de conflictos: uno es un modelo de solución entre partes; el otro es el modelo de decisión vertical o punitivo. La línea divisoria pasa, pues, por la posición de la víctima, la que necesariamente asigna una función al procesado o penado y a la víctima.

2. Antes de la confiscación de los intereses de las víctimas por parte del estado
, ellas tenían una importante función dentro de la solución de los conflictos, los cuales eran, en definitiva, conflictos particulares entre los involucrados. En ese sentido, por ejemplo, mecanismos como la autotutela, que en general era entregada a la víctima o a su familia, y la composición, que era el mecanismo por el cual se evitaba la venganza privada mediante el pago de una reparación a la víctima, demostraban el fuerte predominio como actor del proceso que tenía la víctima en el Derecho germánico. Incluso, de no lograr un acuerdo con el victimario, la víctima podía reclamar judicialmente por ella, o por su familia, una reparación judicial del conflicto. Allí comenzaba, en realidad, el verdadero proceso judicial, de neto corte acusatorio
. Observamos, entonces, como en el Derecho germánico el conflicto era visualizado con un carácter eminentemente privado, por lo que su resolución quedaba entregada en gran medida al afectado o a su núcleo familiar y, cuando se lograba la satisfacción del afectado, se entendía concluida la controversia penal y agotada la pretensión punitiva de la víctima.

3. Como explican Zaffaroni, Alagia y Slokar
, “poco se consigue con estudiar las penas en el Código Hammurabi, en el de Manú, o en el Antiguo Testamento, si se pierde de vista esta línea que separa (ser humano) del objeto (cosa). En el modelo de partes hay dos personas que protagonizan un conflicto (el que lesiona y el que sufre la lesión), y se busca una solución. En el modelo punitivo quien sufre la lesión queda de lado, es decir, que no es considerado como persona lesionada, sino como un signo de la posibilidad del poder de las agencias del sistema penal (que interviene cuando quiere y obrando sin tener en cuenta la voluntad del lesionado). El pretexto de limitar la venganza de la víctima o de suplir su debilidad sirve para descartar su condición de persona, para restarle humanidad. La invocación al dolor de la víctima no es más que una oportunidad para el ejercicio de un poder cuya selectividad estructural lo hace antojadizo y arbitrario. 

4. Al degradar a la víctima a un puro signo habilitante del poder, el autor de una acción lesiva, también queda reducido a un objeto sobre el cual se puede ejercer poder. Su conducta tampoco tiene valor negativo en sí misma, sino que es la contrapartida del desconocimiento del dolor de la víctima: es sólo un signo o señal.
5. Como señala Zaffaroni, “la historia de la legislación penal es la de los avances y retrocesos de la confiscación de los conflictos (del Derecho lesionado de la víctima) y de la utilización de ese poder confiscador; y del mucho mayor poder de control y vigilancia que el pretexto de la necesidad de confiscación proporciona, siempre en beneficio del soberano o señor”
 

6. En Argentna, el artículo 41 del Código Penal, “menciona a un personaje olvidado por el poder punitivo: la víctima. La víctima no es una construcción mediática para sostener el autoritarismo cool, sino el ser humano concreto que rara vez conocen los medios y cuyo interés debe ser privilegiado al momento de resolver la pena. Contra lo que usualmente pretende el discurso único, la víctima, pasado el primer momento de indignación, y especialmente en delitos contra la propiedad y en los cometidos en ámbito familiar, dista mucho de responder al estereotipo degradado de un ser sediento de venganza e insaciable en sus exigencias de reparación. La víctima puede ser cualquier habitante, tanto o mas racional y razonable que los jueces y los doctrinarios, al que le asiste ante todo un derecho a la reparación, que la pena nunca debe obstaculizar sino por el contrario debe facilitar”
 

7. Cuando se devuelve la cosa hurtada y se compensan las molestias causadas, cuando se excluye del domicilio al golpeador y se convienen los alimentos, cuando se repara el daño causado en la propiedad ajena y se piden disculpas, el conflicto queda resuelto, y la verdadera paz restablecida, se consolida la paz interior en forma autentica. Para ello el artículo 41 ordena al juez tomar conocimiento directo de la victima. Aunque el poder punitivo haya confiscado a al victima y esta sea su característica estructural, el juez no puede extremarla hasta el absurdo, sino, por el contrario, debe agotar el esfuerzo jurídico por minimizarla hasta donde sea posible .

8. Las formas de reparación no materiales cumplen un importante rol en cuanto medio de reparación integral de la víctima, estas medidas poseen un enorme poder de reparación en situaciones de violaciones de derechos humanos.

9. Nuestro Código Procesal penal, en su artículo 237, faculta al fiscal, para que, con acuerdo del imputado, solicite al juez de garantía, la suspensión condicional del procedimiento.

10. La norma recién citada no toma en cuenta el parecer de la víctima, ni la faculta a ella para solicitar dicha suspensión.

11. La consideración del parecer de la víctima en la suspensión condicional del procedimiento, la dejará en mejores condiciones para negociar un acuerdo reparatorio que la beneficie. Dicho beneficio debe entenderse del modo más amplio, sin limitarse solamente a un contenido pecuniario.

Por estas razones, venimos en proponer, a este honorable senado, el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Sustitúyase el inciso primero del artículo 237 del Código Procesal Penal por el siguiente:

“Suspensión condicional del procedimiento. La víctima o el fiscal, previo informe de éste, con el acuerdo del imputado, podrá solicitar al juez de garantía la suspensión condicional del procedimiento. El juez podrá requerir del ministerio público los antecedentes que estime necesarios para resolver.”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES, EN LO ATINENTE A TRÁMITE DE CONSULTA AL TRIBUNAL SUPEROR. EN PROCEDIMIENTOS QUE SEÑALA

(5629-07)

Honorable Senado:

Según la definición del Ministro de la Excma. Corte Suprema Alberto Chaigneau, la denominada consulta consiste en aquel “tramite procesal que la ley ordena en casos determinados y por el cual una resolución judicial es revisada por la Corte de Apelaciones cuando no la ha conocido por la vía de la apelación.” (Chaigneau del Campo, Alberto. “Tramitación en las Cortes de Apelaciones.” Quinta Edición actualizada. 2002. Editorial Jurídica de Chile. Pág. 242)
El fundamento para que la ley ordene en ciertos casos que un tribunal superior revise necesariamente una sentencia dictada por un tribunal inferior, no obstante que el agraviado no haya presentado recurso de apelación en su contra, suele justificarse por la doctrina en la necesidad de resguardar el orden público comprometido en determinadas causas. Es así como Guillermo Piedrabuena Richard sostiene sobre este particular que “La consulta es una reminiscencia del derecho antiguo que descansaba en la premisa inquisitiva de que las sentencias de los tribunales inferiores debían necesariamente ser revisadas a fin de resguardar el orden público legal, cuyos intereses iban más allá que los de las partes litigantes.” (Piedrabuena Richard, Guillermo. “El Recurso de Apelación y La Consulta.” Primera Edición. 1999. Editorial Jurídica de Chile. Pág. 427.) 

Antes de la entrada en vigencia del Código Procesal Penal, era precisamente en el ámbito criminal donde operaba con mayor frecuencia el trámite de la consulta, ya que aquel se establecía en términos amplios en contra de una serie de sentencias dictadas en primera instancia, tales como aquellas definitivas que imponían penas superiores a un año de presidio, reclusión, confinamiento, extrañamiento o alguna superior a estas, entre otras.

Sin embargo con la reforma procesal penal el trámite de la consulta desapareció en dicha área, lo que es coherente con el cambio del paradigma inquisitivo por uno acusatorio. 

En materia civil, la consulta se mantiene hoy en los procedimientos de hacienda y en los procedimientos de nulidad y divorcio. Además, en materia minera, se contempla para el caso de aquella sentencia que otorga la constitución de una concesión, habiéndose incurrido en la tramitación de ella en alguna de las caducidades referidas en el inciso 1 del artículo 86 del Código del ramo. A todo lo anterior se debe agregar la consulta establecida en la ley 18.971 respecto de la sentencia definitiva dictada por la Corte de Apelaciones respectiva al conocer de una acción constitucional de amparo económico.

En un contexto en la mayoría de nuestras Cortes que se experimentan una gran carga de trabajo, no tiene sentido mantener el tramite de la consulta en causas que tengan un carácter eminentemente patrimonial, sobre todo si se considera que este opera sólo en el caso que el Tribunal Superior no llegue a conocer la causa por la vía de apelación. ¿Por qué suplantar el lugar de la parte agraviada obligando a las Cortes a revisar una sentencia que ni siquiera el afectado ha pedido que sea enmendada conforme a derecho?

Es por ello que propongo eliminar el trámite de la consulta para todas aquellas materias de índole esencialmente patrimonial, de manera tal de permitir que nuestras Cortes se puedan avocar al conocimiento y fallo de aquellos recursos en los que sí existe una parte agraviada que ha solicitado que se enmiende con arreglo a derecho aquella resolución desfavorable dictada en contra de sus intereses. 

Lo señalado se traduce en eliminar la consulta en el caso establecido por al artículo 751 del Código de Procedimiento Civil, esto es en los juicios de hacienda; modificar el articulo 92 de la Ley de Matrimonio Civil a fin de restringir la consulta sólo para aquellas sentencias den lugar a la separación judicial, a la nulidad o al divorcio en el contexto de causas donde se encuentre afectado de cualquier forma el interés de un menor o incapaz. Asimismo propongo eliminar la tramite de la consulta para aquellas acciones de amparo económico en las que el actor se encuentre patrocinado por abogado.  De esta forma, en los casos señalados, sólo procederá la revisión de las referidas resoluciones por un Tribunal Superior en el caso que la parte agraviada por ellas interponga el respectivo recurso en su contra. 

En atención a las consideraciones señaladas es que tengo el honor de presentar la siguiente:

MOCIÓN

ELIMINA TRÁMITE DE CONSULTA PARA RESOLUCIONES DICTADAS EN CAUSAS DE CARÁCTER PATRIMONIAL.
Articulo 1º.- 

Modifíquese el Código de Procedimiento Civil, eliminándose su articulo 751. 

Artículo 2º.-

Modifíquese la ley de matrimonio civil, reemplazándose su actual articulo 92 por el siguiente: “Cuando la sentencia que dé lugar a la separación judicial, a la nulidad o al divorcio no sea apelada, en un juicio en que el interés de un menor o incapaz se encuentre afectado, deberá elevarse en consulta al tribunal superior, y si él estima dudosa la legalidad del fallo consultado, retendrá el conocimiento del asunto y procederá como si se hubiera interpuesto apelación en su oportunidad. En caso contrario, aprobará la sentencia.".

Artículo 3º.-

Modifíquese  la ley 18.971, agregándose a continuación de la expresión “consultada” la siguiente oración: “en caso que el actor no haya sido patrocinado por abogado.”
(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS, SENADOR.
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.290, DE TRÁNSITO, A FIN DE PROHIBIR EL ESTACIONAMIENTO EN CALLES Y AVENIDAS ALTAMENTE CONGESTIONADAS

(5615-15)

Honorable Senado:

I. INTRODUCCIÓN

Las cifras sobre el aumento del parque vehicular en Chile, son elocuentes. Los efectos sobre la congestión vehicular están más allá de toda evidencia:

• En 1991: 5,8 millones de viajes motorizados por día. 68,1% metro o microbuses y 18,5% automóviles.

• En 2001, 9,3 millones de viajes. Automóviles 42%; transporte público 45,5%.

• En 1991 había 93,6 vehículos por cada 1.000 habitantes, en 2001, 147,3.

• La motorización aumentará en los próximos años

• 250 vehículos por cada mil habitantes sugiere el ingreso per cápita chileno
.

El crecimiento económico de Chile, acompañado de un fuerte aumento en la venta de vehículos nuevos en los últimos años, ha propiciado que nuestro país aumente su tasa de motorización, esto es, cuántos habitantes existen por cada automóvil.


En 2005 se registraron 6,6 chilenos por cada automóvil, prácticamente un punto de distancia en comparación con Uruguay y Argentina, que tienen una tasa más alta de motorización, con 5,7 y 5,6 habitantes por cada vehículo, respectivamente.


En todo caso, según los pronósticos de la Cámara Nacional de Comercio Automotriz (Cavem) Chile terminó el año 2006 con una tasa de 6 habitantes por auto, con lo que Chile se acercaría a los países más motorizados de la región: Uruguay y Argentina. En todo caso, nuestro país superó a Brasil y a México. Según Cavem, el primer semestre se caracterizó por un fuerte impulso en la oferta de vehículos, novedades en las estrategias de negocio, numerosos y variados lanzamientos de modelos nuevos, etc.

La verdadera guerra que se ha producido entre las empresas de financiamiento automotriz también ha tenido su efecto. Nuevos actores ingresan al mercado –como multitiendas y cooperativas-, con nuevas alternativas de pago, flexibilización de cuotas y extensión de plazos.


Lo anterior ha tenido un impulso positivo para la industria automotriz, sin embargo, según Cavem, el auge se ha visto limitado por las dificultades de stock que han tenido las empresas para atender la fuerte demanda por vehículos nuevos.


El primer semestre mostró una fuerte concentración de transacciones en la Región Metropolitana. El 52,4% de las transferencias de autos usados se realizaron en la capital. En todo caso, este porcentaje ha bajado en los últimos 2 años.


Las regiones VIII y V ocupan los lugares siguientes, con el 9,6 y 8,1% de las transferencias de vehículos, respectivamente, muy por encima del resto de las regiones del país.

El problema de este crecimiento es el aumento de la congestión en las calles de las ciudades. Existen propuestas y medidas para encarecer el uso del automóvil mediante cobros, restricciones y prohibiciones, y así estimular que la gente use el transporte público y regular los usos del suelo para minimizar el número de viajes. La introducción de la tarificación vial y cobrarles a quienes congestionan, ha sido una medida explorada en las carreteras concesionadas. Pero creemos que tales medidas son incompletas en el mejor de los casos. Esta solución puede ser complementada con un camino distinto. 

II. LA CONGESTIÓN 

La congestión es un fenómeno complejo pero su descripción es simple. Una vez que circulan suficientes vehículos por una vía se estorban unos a otros y la velocidad de circulación cae. Así, por culpa de la congestión el tiempo del viaje aumenta.

1. Determinantes de la congestión

Las determinantes de la congestión dicen relación con elementos restrictivos del flujo vial. Estos elementos dicen relación con la escasa regulación con la que es enfrentado el crecimiento de las ciudades, de su número de habitantes, y de su parque vehicular. Uno de los ejemplos de abulia normativa lo entrega el caso romano, durante la década de los ochenta: “En contraste con lo que se puede observar en ciudades como Milán o Florencia, donde impera un ejecutivo orden, en Roma aflora el carácter meridional de su gente, más relajado, distendido y consecuentemente caótico. No es extraño ver pasar vehículos con luz roja o en contra del tránsito, especialmente las famosas motonetas, que además suben y bajan de las veredas como si fueran pistas adicionales. Tampoco es extraño encontrarse con doble, y hasta triple, fila de estacionamientos copando la ya escasa capacidad vial. Alguien que venga de recorrer países como Francia, Suiza, Alemania o Austria francamente se sorprenderá con el contraste que ofrece la realidad romana, más cercana a la nuestra por cierto.

Por otro lado, en raras ocasiones se le cursaba una multa a autos mal estacionados, a no ser que obstaculizara evidentemente el tráfico (Quien haya estado en Roma, se habrá topado con autos estacionados en la vereda o virtualmente en la mitad de la calle). Por ello, estacionarse en doble o triple fila constituía práctica usual. Como curiosidad puede citarse una cámara indiscreta realizada en la ciudad, en la que se dejaba estacionado un auto en cualquier lugar, incluso obstruyendo intersecciones, pero se dejaba un sombrero cardenalicio en el asiento trasero. Los carabinieri al percatarse de la presencia de este sombrero descartaban cualquier posibilidad de pasar un parte y se retiraban como si el auto no estuviera mal estacionado. En términos concretos, la realidad era tan caótica que a la policía local le resultaba casi imposible controlar efectivamente la situación”

Las medidas de control para evitar la congestión, tienen relación con la voluntad política de tal control, y de asumir una responsabilidad sobre este acuciante problema. La multi - causalidad de la congestión dice relación con los distintos mercados que envuelve el transporte, como son el mercado por viajes, el mercado de transporte, y el mercado por vías. Este proyecto de ley, al promover una prohibición de estacionarse en vías altamente congestionadas, pretende intervenir el último eslabón de esta cadena, el mercado por vías, dentro de las cuales están los espacios de estacionamiento en calles y avenidas. 
[image: image3.emf]
2. Las causas de la congestión:

Si bien la causalidad de la congestión es multisectorial, tenemos las ss. causas como las más comunes.

• Aumento de la población.

• Extensión de la ciudad.

• Mayor motorización por el aumento de los ingresos

• Aumento de la demanda ha superado con creces la expansión de la oferta de vías. 

• Escasez de estacionamientos. 

• Excesivos estacionamientos en la vía pública. 

• Mal diseño urbano.

• Poca fiscalización.

3. Principios de ingeniería vial como bases de las propuestas de solución: 

Algunos principios que se cuentan entre los más aceptados dentro de esta temática, son:

• La distinción entre congestión a secas y congestión excesiva es muy relevante.

• La creencia de que toda congestión es indeseable supone que el flujo libre a toda hora es el ideal. Esta idea pertenece a un modelo irreal.

• Una manera de lograrlo: ampliar la capacidad vial actual lo suficiente para que el flujo sea libre

• Luego continuar construyendo al ritmo del aumento de la demanda por vías.

• Tal política sería prohibitivamente cara, y tal vez por eso la propuesta más común es actuar sobre la demanda por vías y restringir el flujo de vehículos.
• Existen medidas alternativas, como la restricción de los estacionamientos en la vía pública, en calles y avenidas altamente congestionadas. 

4. Políticas públicas para mitigar la congestión excesiva

Dados los principios anteriores, tenemos que las principales medidas para evitar la congestión son las ss: 

• Regular el uso del suelo y la distribución de las actividades en la ciudad

• Mejorar el transporte público

• Restricción vehicular

• Subir los permisos de circulación

• Construcción de nuevas vías

• Vías reversibles, vías segregadas, restricciones de acceso a camiones de carga a determinadas vías, cobrar por estacionarse.

• Prohibir los estacionamientos en la vía pública, en calles altamente congestionadas. 

Como es posible ver, muy pocas de estas medidas han sido aplicadas en Chile. La tarificación vial, la restricción vehicular y la mejora del transporte público son medidas que aún pueden ser mejoradas o complementadas con otras aún no aplicadas. 

III. ESTUDIOS EXTRANJEROS SOBRE LIMITACIONES Y PROHIBICIONES DE ESTACIONAR EN VÍAS ALTAMENTE CONGESTIONADAS. 

1. En el estudio Morfología de la ciudad y movilidad intraurbana: Guadalajara al borde de la parálisis, del Departamento de Geografía y Ordenación Territorial, Universidad de Guadalajara
, se señala: 

“La ordenación del transporte público en el área central resulta de vital importancia para mejorar las condiciones de movilidad, no menos lo es la atención al transporte privado que ahí converge (…) Otras medidas apuntan a la recuperación de los espacios para la circulación vial, restringiendo el estacionamiento sobre calles, peatonizando otras y reduciendo el número de intersecciones, o simplemente incrementando el número de pares viales (…) La destrucción silenciosa del patrimonio histórico del centro de la ciudad para abrir espacios de estacionamiento y la facilidad de estacionarse en calles es un muestra fehaciente de que el tema del automóvil privado no está en la agenda prioritaria de problemas”. 
 

“Recuperar la accesibilidad del centro metropolitano. Medida Nº 7:

Recuperación de la verdadera vocación del sistema vial. Las calles están hechas para circular. En las áreas donde se intensifiquen los flujos viales y en los subcentros urbanos se promoverá la creación de estacionamientos, evitando con ello la ocupación de las calles y la saturación de las vías públicas con ese uso”.

2. En el Informe sobre el congestionamiento del flujo vehicular en la gran Área metropolitana de San José, del Colegio Federado de Ingenieros y de Arquitectos de Costa Rica, año 2002, se señala que : 
“En el primer Plan de Tránsito que se propuso, a finales de la década del 70, ya se planteaban vías exclusivas, (…) se estableció la prohibición de estacionamiento en la vías principales y la reglamentación del acceso a estacionamientos privados y públicos en las vías exclusivas para el transporte colectivo”.

“Las medidas de contingencia recomendadas en 1990, se dividían en el corto y mediano plazo. En el corto plazo las medidas para el área comercial central eran: coordinación DGIT y DGPT, para prohibir y fiscalizar el estacionamiento en vías principales (…)”.

“Control de estacionamiento. 

Mediante el control de estacionamientos en áreas congestionadas se pueden alcanzar objetivos como el aumento del espacio destinado a la circulación o el desincentivo de ciertos viajes en automóvil, todo lo cual aminora el congestionamiento. Existen diversas modalidades de control, tales como:

a. la prohibición de estacionar en determinados lugares y períodos, especialmente en las vías de altos volúmenes de tránsito”;

IV. DERECHO COMPARADO

1. De acuerdo a la Resolución de la Manifestación de Impacto Urbano del Segundo Nivel de Viaducto y Periférico, Ciudad de México (8 de marzo de 2002), dispone: 

OCTAVO: “prohibición del estacionamiento en las calles de Xola y Coyoacán; cierre de los retornos ubicados sobre Av. Plateros (Molinos) y las calles de Arturo Rosenblueth y Enrique Cabrera”.
2. Que el Informe Final del "Plan de Desarrollo Urbano de las Áreas Metropolitanas del Pacífico y del Atlántico", del Ministerio de Vivienda - República de Panamá, de fecha 22 de diciembre de 1997, señala que: 

“La estructura de la red vial en el área de estudio considera un sistema formado por vías primarias, secundarias, colectoras y locales, formando un patrón reticular con la red vial existente, integrando el área modelo con las áreas aledañas. (…) se considera que las vías primarias y secundarias tendrán restricciones de estacionamientos, lo que permitirá una mayor capacidad de las vías y por lo tanto mejor flujo vehicular”.

“Los requisitos de espacios físicos para áreas de estacionamientos pueden reducirse aún más si se contempla la posibilidad de estacionar vehículos al borde de algunas vías colectoras y locales. Sin embargo, la manera más eficiente de operar el flujo vehicular es prohibiendo el estacionamiento a ambos lados del cordón, dejando así la rodadura exclusivamente para el tránsito. Se recomienda este esquema de operación para las vías primarias y secundarias”.
V. EN CHILE

1. Legislación vigente: 

Como es sabido, la facultad de estacionarse se encuentra regulada en la Ley de Tránsito. 

La Ley 18.290, Ley de Tránsito, dispone en su artículo 153.- “Los vehículos deberán ser estacionados al lado derecho de la calzada en el sentido del tránsito. Las Municipalidades o la Dirección de Vialidad, podrán, en casos debidamente calificados y siempre que no entorpezcan la circulación, autorizar la detención o el estacionamiento al lado izquierdo, colocando para ello la correspondiente señalización”.

Asimismo, de acuerdo al artículo 159 de la Ley, “Se prohíben las siguientes detenciones y estacionamientos
:

1.- En cualquier lugar en que las señales oficiales lo prohiban;

2.- En aceras, pasos de peatones o lugares destinados exclusivamente al tránsito de los mismos;

3.- En doble fila, respecto a otro vehículo detenido o estacionado en la calzada junto a la cuneta;

4.- A los lados, sobre o entre los refugios para peatones, platabandas o bandejones;

5.- Al costado o al lado opuesto de cualquier obstrucción de tránsito, excavación o trabajos en una calzada;

6.- En los puentes, túneles, estructuras elevadas y pasos bajo nivel de las vías públicas, en las cuestas, en las curvas de los caminos:

7.- Dentro de un cruce y

8.- En las calzadas o bermas de los caminos públicos de dos o más pistas de circulación en un mismo sentido”.

Finalmente, el artículo 163 de la misma ley dispone: “Las Municipalidades podrán prohibir el estacionamiento o limitar su tiempo en horas y lugares determinados, colocando la señalización reglamentaria”. Como se ve, esta norma establece una potestad casi arbitraria, pues el Municipio no está obligado a prohibir el derecho a estacionarse. Tampoco se alude a la congestión como una causal de uso de esta potestad. Y es más, esta facultad, como veremos, sólo rige respecto de algunas vías o calles, no sobre todas las que se encuentren en una comuna.  

Otra norma relevante es el Decreto 83 de 1985 (Publicado en el Diario Oficial de 29 de Julio de 1985), sobre Redes Viales Básicas, que rige en todo el territorio nacional, del Ministerio de Transportes, que establece una clasificación de las calles, se régimen, así como especifica las competencias de las Seremías de Transportes y de los Municipios sobre estas. La Seremi tiene un rol de coordinador de las acciones de tránsito, mientras que el Municipio, además de colaborar y coordinarse con la Seremía, tiene a su cargo la mantención de las vías y de la señalética. 

De acuerdo al artículo 1 de tal decreto, se entiende por red vial básica la que está compuesta, en el radio urbano, por vías que, por sus características, tienen un rol trascendente para los flujos de tránsito. Entre las variables que sirven para caracterizarlas, están las siguientes: intensidad de tránsito de vehículos que soportan; velocidad de los flujos; accesibilidad a o desde otras vías y distancia de los desplazamientos que atienden.

El decreto mencionado divide las calles en tres tipos: 

a) Vía local: Estas dependen del Municipio. La define el Seremi en conjunto con Municipalidad respectiva. Son vías significativas para el tráfico comunal o local. No significa que no sufran congestión, sino que no son arterias de importancia PARA LA URBE EN SU CONJUNTO. 
b) Conexión urbana: En ellas, el Seremi de Transporte regula el tráfico. La manutención de la vía y de la señalética, depende del Municipio. Son  vías que alimentan las grandes arterias, que sirven de conexión entre ámbitos locales. También pueden estar congestionadas. En ellas, los municipios pueden restringir los estacionamientos.

c) Vías de transporte o troncales: Las determina en Seremi de Transporte, quien regula su uso. De acuerdo al artículo 7 del Decreto 83, no se prohíbe el estacionamiento en estas calles, sino que este se encuentra regulado, pues en ellas podrán estacionarse vehículos, en caso de existir espacio para ello, y en lugares segregados de la calzada. 

Gran parte de las vías del centro de Santiago, por ejemplo, son troncales. En los hechos, la facultad de estacionarse es restringida, pues no hay espacios para segregarlos, pero no existe prohibición expresa. Este es el fundamento de la medida que se aplicará desde febrero para facilitar el plan Transantiago. Es así que la Seremía de Transportes, en caso de querer establecer prohibiciones para estacionar en vías altamente congestionadas, debe recurrir al expediente de transformar esa vía en troncal, y luego, valerse de circunstancias de hecho para limitar tal estacionamiento. En las vías locales, es el Municipio quien establece tal prohibición, casi arbitrariamente.. 

La única prohibición expresa de estacionarse en alguna calle, la establece el mismo Decreto 83, en el caso de las autopistas.

Lo que postulamos como parte de la solución, en este proyecto de ley, es establecer la prohibición de estacionarse en vías altamente congestionadas, sin importar su clasificación, en caso de alta congestión, de acuerdo al Reglamento.

2. Congestión en Chile y medidas aplicadas: 

a) Santiago: 

Según el Plan de Transporte Urbano, Programa de Medidas Inmediatas 2002, de 04 de marzo de 2002, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, elaborado para la ciudad de Santiago, dispone que: “La segunda medida se iniciará el 15 de abril (…) con la supresión de estacionamientos en calles de alto flujo vehicular al interior del anillo Américo Vespucio” (Supresión de estacionamientos de superficie). 

Asimismo, en el marco del Plan Transantiago, las autoridades de Gobierno prohibirán el estacionamiento de vehículos particulares en las calles del centro de Santiago, tanto para permitir el flujo expedito del nuevo sistema de transporte público Transantiago como para avanzar en la descontaminación ambiental desde abril.


Es por ello que el anteproyecto de episodios críticos, bajo consulta ciudadana hasta mediados de febrero, establecerá también la prohibición de estacionar en calles y avenidas del centro que tengan 600 vehículos por hora o más a partir del primero de abril. la directora ejecutiva de la Comisión Nacional del Medio Ambiente (Conama), Ana Lya Uriarte, señaló que "Queremos dar una señal de desincentivo al uso masivo del automóvil, lo que está siendo un problema para la región desde todo punto de vista".


La directora de la Conama explica que las calles y avenidas de Santiago son angostas, pero que en todo caso fueron diseñadas para el flujo vehicular y no para estacionamiento. "Cuando estacionamos autos estamos estrechando las vías, lo que aumenta la congestión vehicular. Eso implica motores encendidos, más polvo y contaminación". Al haber casi un millón de vehículos pequeños y livianos en la región y que su ingreso al centro se hace cada vez más caótico, "la idea es que el conductor no encuentre un lugar para estacionar y se le dificulte dónde dejar su auto", acotó la Directora.


También en esta tónica está el intendente metropolitano, Víctor Barrueto, quien agrega que las calles del centro deben estar expeditas para el Transantiago. "Hay que terminar con los estacionamientos en las calles del centro, que es un paso previo a la discusión de la tarificación vial", adelanta.


Uno de los actores clave en todo el plan de gestión vial para Santiago es el seremi metropolitano de Transportes, Pablo Rodríguez, quien aclara que después de la etapa de consulta ciudadana sobre las medidas de descontaminación deberán precisarse aquellas vías con prohibición de estacionar, lo que se coordinará con los municipios. "Todo lo que es estacionamiento con parquímetros es jurisdicción de los municipios, pero en la red vial básica es responsabilidad de Transportes fijar la posibilidad de prohibir la parada".

De acuerdo al catastro que elabora la Unidad Operativa de Control de Tránsito del Ministerio de Transportes, no son pocas las calles y avenidas donde el flujo vehicular supera los 600 vehículos/hora. A modo de ejemplo -y excluyendo aquellas vías donde circularán los buses Transantiago pues dichas rutas serán modificadas en febrero-, sólo las comunas de Santiago, Providencia y Las Condes suman 32 ejes que sufrirían la prohibición. 

La propuesta complementará, por cierto, la prohibición de estacionar en vías troncales de la red básica (con flujo de transporte público), regulada por el decreto 83 de 1985. Si la propuesta es aprobada, como se espera en febrero, basta que la Secretaría Regional Ministerial de Transportes emita la respectiva resolución. Estacionar en sitios prohibidos es considerada una falta menos grave y la multa va desde 0,5 a 1 UTM. 

Las calles sin estacionamientos serán: San Martín, San Ignacio, Moneda, Portales, Agustinas, Matucana, Tarapacá, Curicó, Vidaurre, Lord Cochrane, Amunátegui, Brasil, Cumming, Av. Matta, Miraflores, San Antonio, MacIver, Bellavista y Bascuñán, en Santiago. Bustamante, Seminario, Ramón Carnicer, Manuel Montt, Antonio Varas, Ricardo Lyon, Suecia y Bilbao en Providencia. Isidora Goyenechea, El Golf, Presidente Errázuriz, Sánchez Fontecilla, Tajamar y Manquehue en Las Condes
. 

Creemos que estas medidas no sólo deben ser aplicadas en Santiago, sino en el resto del país. Un Reglamento, apoyado por los estudios pertinentes sobre flujo vial, podría perfectamente regular las fechas y horas en que se encontraría prohibido estacionar en calles y avenidas de alta congestión vehicular. Es la propuesta de este proyecto de ley. 

b) Arica: 


La comuna tiene 185 mil habitantes y dispone de 27 mil vehículos: un móvil por cada 6,8 personas. Su número es favorecido por la importación de autos usados a través de la Zona Franca de Iquique. Largas filas de vehículos marcan en Arica los horarios peak de la mañana, el mediodía y el fin de la jornada. Así, cruzar 6 cuadras de una calle céntrica puede demorar más de media hora.

En 2001 y 2003, estudios de mejoramiento de gestión de tránsito concluyeron que el origen de los "tacos" tiene una causa cultural, en cuanto las demoras son ocasionadas por taxis colectivos que pugnan por conseguir pasajeros
.

c) Antofagasta: 

El 2202 las autoridades de transporte de Antofagasta anunciaron la instalación de una Unidad de Control de Tránsito con el fin de mejorar los problemas de congestión y ordenar los flujos vehiculares en la ciudad. El proyecto, contempló un moderno sistema de cámaras y semaforización automatizada, con una inversión que bordearía los 400 millones de pesos.

El proyecto se denomina Sistema Automatizado de Control de Tránsito y con su implementación se podrían manejar todos los semáforos de Antofagasta, generando luces verdes en aquellas vías donde existe atochamiento o donde se requiere una circulación más rápida. A diario en la capital de la Segunda Región, tanto los vehículos particulares como los de la locomoción colectiva, realizan más de 600 mil viajes lo que provoca un caos en las pocas arterias con que dispone la ciudad.

En Antofagasta, el problema vial más importante se produce en calle Balmaceda esquina Sucre, donde en las horas punta se conjugan dos situaciones complejas: el paso de convoyes ferroviarios de carga, que cruzan la calzada, y la afluencia de vehículos que concurren al recién inaugurado Mall Plaza.

El 11 de octubre pasado se realizaron cambios de recorridos de sur a norte en la circulación de taxis colectivos cuyas patentes finalizaran en el dígito "3". La principal modificación consideró el cambio de la calle Sucre por Baquedano, para descongestionar la primera arteria. Según el seremi de Transportes, Humberto Araya, la medida tendrá un carácter experimental para su posterior evaluación. 

d) Viña del Mar: 

En Viña del Mar, los "tacos" del nudo vial frente al Reloj de Flores, en Caleta Abarca, se prolongan hasta avenida Marina. Otros puntos conflictivos son avenida Libertad y, en la víspera del fin de semana o feriados, el acceso a la ciudad por Agua Santa.

e) Valparaíso: 

En Valparaíso, problemas estructurales como lo angosto de las calles del centro de la ciudad originan la congestión de los horarios punta, en especial en calles Esmeralda y Condell.

f) Rancagua: 

En Rancagua, la congestión vehicular alcanza su máxima intensidad en horarios punta, principalmente debido a la ubicación de los colegios, en su mayoría en el sector céntrico. El ingreso y retiro de los niños por sus padres y la afluencia de taxis conspiran para aquello. La congestión se extiende también a la carretera El Cobre y las avenidas Miguel Ramírez y Membrillar.

Desde 2003 rige la restricción vehicular para 2.077 taxis colectivos urbanos, de los cuales 500 son sacados de circulación en forma alternada. Lo mismo se implementó para los colectivos rurales: 200 son diariamente retirados del servicio. El seremi de Transportes, Óscar Ávila, informó que en etapa de estudio se encuentra el proyecto de implementación del sistema centralizado de control de semáforos, para dar solución a los problemas de congestión. El objetivo es optimizar la red vial con una adecuada sincronización de los semáforos en 49 intersecciones, para disminuir los tiempos de viajes y accidentes. Tras la implementación, se espera que se reduzcan los tiempos de viaje en un 30%.

g) Talca: 

Talca presenta también serios problemas de congestión vehicular. Su principal causa radica en la escasa conectividad vial entre los sectores oriente y poniente de la ciudad, ya que es atravesada por varios canales y la línea férrea, con escasos y estrechos pasos bajo nivel.

La Ruta 5 Sur, que también cruza la ciudad, dificulta su conexión. Por el sector céntrico circulan 1.260 taxis colectivos, número excesivo por el que antes de fin de año comenzará a regir la restricción vehicular.

h) Temuco

En Temuco, la congestión del tránsito, que alcanza su punta en las primeras horas de la mañana, al mediodía y al caer la tarde, obligó a las autoridades a ejecutar un plan de reordenamiento urbano, que incluye la habilitación de paraderos diferidos para la locomoción colectiva. El plan está en pleno desarrollo, con una inversión de $170 millones.

i) Valdivia: 
En Valdivia, el principal problema de congestión se presenta en el puente Pedro de Valdivia, puesto que es la única vía de conexión desde el centro de la ciudad hacia la isla Teja y el sector costero, y tiene sólo una pista en cada sentido. En la isla Teja se emplazan el campus Teja de la Universidad Austral, que alberga a 7 mil alumnos, y también colegios como el Instituto Alemán y el San Luis de Alba.

Como solución asoma la construcción del puente Cau Cau, proyecto Bicentenario que unirá la isla Teja con el sector de Las Ánimas. Su edificación, que tendrá uno de sus lados basculante para permitir el paso de embarcaciones por el río, permitirá descongestionar el tránsito en el puente Pedro de Valdivia.

Como se puede ver,  de este relato se confirma el hecho de que la congestión vehicular tiene múltiples causas. Queremos aportar estableciendo una prohibición general de estacionarse en calles y vías de cualquier tipo, altamente congestionadas. No creamos con ello función pública alguna, sino que limitamos el derecho a la libertad ambulatoria de los particulares, en calles y avenidas afectadas por tacos. Respetamos así la cláusula constitucional establecida en el artículo 60 de nuestra norma fundamental. 

Por tanto, vengo en proponer el siguiente, 

PROYECTO DE LEY
Artículo 1: Agrégase el siguiente nuevo Nº 9 al artículo 159 de la Ley de Tránsito, Nº18.290:

“9.- En calles y avenidas altamente congestionadas, en las horas y fechas determinadas, de acuerdo al Reglamento”. 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 18.290, EN LO RELATIVO A CAMBIO DE SEÑALES DE TRÁNSITO EN CASO QUE INDICA

(5617-15)

Honorable Senado:

I. Señales de Tránsito en Chile

La Ley de Tránsito, Nº18.290, en su artículo 2º, define como señal de tránsito “los dispositivos, signos y demarcaciones oficiales, de mensaje permanente o variable, instalados por la autoridad con el objetivo de regular, advertir o encauzar el tránsito;”

La gran mayoría de las señales de tránsito, están dirigidas a los conductores, siendo no más de dos o tres las que están dirigidas a los peatones (señalización sobre paso de peatones, peatón transite por la izquierda, etc.)

Las señales de tránsito son elementos de apoyo, que regulan y ordenan el tránsito. Sin ellas, no existiría la necesaria coordinación entre peatones y conductores. Ellas previenen accidentes de tránsito, norman la regularidad del flujo vehicular. Las señales de tránsito son una verdadera guía en las calles y caminos. Indican las distancias entre ciudades, curvas, puentes y todo aquello que el conductor necesita para informarse sobre el camino. Asimismo, permiten que personas de diversas lenguas y culturas puedan interpretar los mensajes. 

Las señales de tránsito son básicamente de tres tipos: Señales de Prevención (aquellas que advierten al conductor peatón sobre ciertos peligros o riesgos en las calles); Señales de Reglamentación (que establecen un determinado orden en el tráfico, sobre los vehículos en movimiento o detenidos, así como sobre determinadas acciones permitidas o prohibidas a los peatones), y Señales de Información (aquellas que indican al peatón o conductor la cercanía o distancia de determinados servicios, como hospitales, comisarías, turismo, etc.). 

II. Normas relativas a las señales de tránsito en Chile

La señalización, de acuerdo a la Ley de Tránsito, es la que establece el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones (MTT). Así lo establece el artículo 99 de la Ley de Tránsito: “La señalización del tránsito en las vías públicas será únicamente la que determine el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de acuerdo con los convenios internacionales ratificados por Chile”. Las señales vigentes en Chile son concordantes con la Convención de Viena, sobre señalización vial, toda vez que Chile suscribió dicho convenio
. El Capítulo 2 del Manual de Señalización de Tránsito
, editado por el señalado Ministerio es el que contiene dichas señales, así como “todas las especificaciones técnicas que deben cumplir las señales (tamaño, forma, color, etc.) para facilitar su visibilidad y entendimiento; así como también, contiene los criterios que deben ser considerados para su correcta instalación. Una señal que no esté contemplada en el presente manual carece de validez legal”
.

El artículo 100 de la Ley de Tránsito dispone que “Será responsabilidad de las municipalidades la instalación y mantención de la señalización del tránsito, salvo cuando se trate de vías cuya instalación y mantención corresponda al Ministerio de Obras Públicas”. En la práctica, en las zonas urbanas en competente el Municipio, pero en las zonas rurales lo es el MOP

En muchas comunas existen señales deterioradas por vandalismo, y por las inclemencias del tiempo, lo que dificulta su visibilidad, además de imponer un costo importante para el municipio que debe mantenerlas. De acuerdo a Ley de Tránsito, "deteriorar o alterar cualquier señal de tránsito" es una infracción menos grave, lo que hoy es sancionado con una multa de 0,5 a 1 UTM (entre 17 mil a 34 mil pesos).

III. Principales problemas

La Asociación de Víctimas de Accidentes del Tránsito, convocó este año a la ciudadanía a participar en el concurso de fotografía “LA SEÑAL DE TRÁNSITO MÁS CHANTA DE CHILE”.

Para Leiva, "el concurso busca sensibilizar sobre el peligro que representan algunas señales de tránsito, que en vez de prevenir, ocasionan accidentes. Este es un nuevo ejercicio de fiscalización ciudadana en el que podrán participar personas de Arica a la Antártica chilena, tanto de alguna ciudad como de zonas rurales, que nos envíen fotografías de señaléticas mal instaladas, ocultas, en mal estado, ininteligibles, o contradictorias"

 

De acuerdo al dirigente de la AVAT "no es raro encontrar en algunas ciudades de Chile señales de tránsito ocultas por un árbol, o corroídas por el óxido o por el sol. Asimismo, hay señales peligrosas por su ubicación, o que dan instrucciones peligrosas".

Como resultado de esta convocatoria ciudadana, llegaron cerca de 500 fotografías de señales de tránsito en estado deplorable, contradictorias, inútiles, entre otras, las cuales fueron entregadas al Ministerio de Transportes y a la Presidenta de la República, quien respondió por carta que las entregó al MOP. 

IV. Propuesta legislativa  

A nuestro juicio, debemos fortalecer la legislación contra las señales de tránsito defectuosas, peligrosas, inútiles o deterioradas. Para ello proponemos: 

1. El artículo 103 dispone que no podrá colocarse propaganda ni otro elemento que afecte la debida percepción de las señales del tránsito. Asimismo, el artículo 105 ordena que la autoridad competente, o el tribunal, de oficio o a petición de parte, deberá retirar o hacer retirar las señales no oficiales, las barreras o cualquier otro letrero, objeto publicitario, signo, demarcación o elemento que altere la señalización oficial, dificulte su percepción, reduzca la visibilidad para conductores o peatones. Pero esta facultad no es usada o no es conocida. Ampliaremos este derecho ante señales inútiles, inentendibles, contradictorias, y “chantas” en general”. 

2. El 25% de las multas de tránsito deben ir a reparación, mantención y reemplazo de las señales de tránsito, para que se encuentre financiada de antemano cualquier acción. 

3. Se deben asignar como trabajos comunitarios a los infractores de la Ley la reparación y cambio de las señales de tránsito defectuosas o malas.

Finalmente, surge como reflexión compartida por diversos actores relacionados al tema, la idea de que sería bueno que el Ejecutivo estudiara la creación de un fondo especial para el retiro y reparación de señales de tránsito deterioradas, inútiles, contradictorias o peligrosas, formada por un porcentaje de las multas pagadas por las contravenciones a las disposiciones de esta ley.

Por tanto, vengo en proponer el siguiente, 
PROYECTO DE LEY

Artículo Único: 

Agrégase al inciso 5 del artículo 196 F de la Ley Nº18.290, de Tránsito, la siguiente frase final: “Asimismo, especialmente, podrá imponer, como trabajo comunitario, la reparación y cambio de las señales de tránsito defectuosas, deterioradas o peligrosas”

Agrégase la siguiente frase final al artículo 105 de la misma ley: “Lo mismo se podrá solicitar ante el tribunal respecto de las señales de tránsito peligrosas, contradictorias, inútiles o gravemente deterioradas” 

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR MUÑOZ ABURTO, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE URBANISMO Y CONSTRUCCIONES, EN LO RELATIVO AL USO DE INTERNET EN LA DIFUSIÓN DE PLAN REGULADOR COMUNAL Y SUS MODIFICACIONES

(5602-14)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículos 1°, 19 numeral 15° y 60° números 1) y 20) de la Constitución Política de la República, en la Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades y en el D.F.L. 458 de 1975, Ley General de Urbanismo y Construcciones.
Considerando:

1.-
Que la Ley General de Urbanismo y Construcciones establece diversas medidas tendientes a la planificación territorial, elemento indispensable para el crecimiento armónico y sustentable de las ciudades y regiones del país.

Con este objeto se dispone como principales instrumentos a los Planes Regionales de Desarrollo Urbano y los Planes Reguladores Comunales, Intercomunales y Metropolitanos, los que contienen las definiciones básicas en la materia.

2.-
Que atendida su importancia para la comunidad, se ha dotado a su elaboración y modificación de diversas medidas de publicidad, con el objeto de permitir una adecuada difusión y, especialmente, posibilitar que los vecinos puedan formular sus reparos y observaciones en forma oportuna.

3.-
Que, sin embargo, ninguna de las medidas de difusión planteadas resulta suficiente, por cuanto, por una parte, las audiencias no cuentan con suficiente participación de los vecinos, salvo en los casos que se contempla alguna enmienda rechazada por grupos importantes de ellos. En tanto, en otro sentido, la publicación del las enmiendas resulta generalmente de difícil acceso y, más aún, de complejo entendimiento, toda vez que en el caso de la modificación de los planes comunales lo que se publica es el nuevo plan y no una reseña de las enmiendas. Por lo anterior, sólo quien tenga cabal conocimiento del Plan Regulador anterior puede comprender las alteraciones sugeridas.

4.-
Que, por lo anterior, consideramos conveniente modificar las actuales normas sobre la materia a lo menos en dos sentidos:

a)
Para incorporar la Internet como mecanismo complementario de publicidad de los Planes Reguladores Comunales; y

b)
Para precisar la necesidad de que en el caso de modificaciones a un Plan Regulador Comunal vigente, la información se presente conteniendo una minuta explicativa de los principales cambios con respecto al anterior, al tiempo de publicar los mapas de zonificación tanto del Plan vigente como del propuesto.

5.-
Que ello no constituye el establecimiento de obligaciones adicionales a las municipalidades, en tanto, el uso de Internet se propone como opcional y complementario, en tanto la presentación de la información al público es sólo una precisión respecto de una obligación ya existente.

Por lo anterior, los Senadores que suscriben vienen en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Agréguese la siguiente parte final al numeral 4.- del inciso segundo del artículo 43º: del D.F.L. 458 de 1975, que establece la Ley General de Urbanismo y Construcciones:

“Para ello podrá considerarse, complementariamente, la utilización de Internet. En el caso de modificaciones a un Plan Regulador Comunal vigente, la presentación de la información dispondrá de una minuta explicativa de las principales enmiendas que se introducen, asimismo se expondrán los mapas de zonificación tanto del plan actual como del propuesto.”

(Fdo.): Pedro Muñoz Aburto, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY Nº 19.300, EN LO RELATIVO A CAMBIOS DE PROYECTOS SOMETIDOS A UN ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL

(5618-12)

Honorable Senado:

El Proyecto Minero Pelambres, de grupo Luksic, ha cuestionado fuertemente la institucionalidad ambiental, toda vez que existe han sido denunciadas varias irregularidades durante su aprobación, como la afectación de los derechos de aguas de los regantes locales y la falsificación comprobada de informes arqueológicos con el mayor daño arqueológico provocado en la historia reciente de Chile. 

Es del caso que la mencionada minera pretendió la ampliación de su capacidad de operación mediante la presentación de una Declaración de Impacto Ambiental, y no a través de un estudio, que sería lo deseable dado el nivel de intervención sobre el medio ambiente que tiene un proyecto minero de tal envergadura. La Ley de Medio Ambiente, Nº 19.300, prueba una nueva debilidad a respecto.

Como es sabido, el SEIA Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, puede realizarse mediante un Estudio de Impacto Ambiental (EIA) o mediante una Declaración de Impacto Ambiental (DIA), siendo el primero más garantista del derecho a vivir en un medio ambiente libre de toda contaminación, en tanto contempla un examen más detenido de los antecedentes presentados, y porque impone un procedimiento de participación ciudadana. 

Es del caso que la presidenta del “Comité de Defensa del Valle Pupío”, y Manuel Baquedano Muñoz, presidente del “Instituto de Ecología Política” (IEP), solicitaron el rechazo del DIA presentado por Minera Pelambres, solicitando un EIA para aprobar la modificación del proyecto.

Minera Pelambres señala en su DIA lo siguiente:

“El proyecto original contemplaba una operación de 85.000 toneladas (85 tkdp) por día promedio anual (104 ktpd capacidad máxima). Tras sucesivas optimizaciones de la capacidad de tratamiento, una última etapa de maximización elevará el promedio a 114 ktpd.

El proyecto que se presenta en esta Declaración de Impacto Ambiental consiste en la regularización de los parámetros alcanzados a través de un proceso de optimización y de una ampliación marginal de la capacidad actual de procesamiento de mineral de 85 ktpd (104 ktpd) a 114.000 toneladas promedio anual (120 ktpd capacidad máxima). De ahora en adelante el proyecto será denominado 114 ktpd.”

Los reclamantes señalan que Pelambres está sometiendo a través de una Declaración de Impacto Ambiental “una ampliación de la capacidad productiva de la mina de una magnitud a un 34%, si se considera el promedio día anual, o de un 41% si se considera el promedio de capacidad máxima. Ahora bien, para medir los impactos ambientales es necesario tomar en cuenta la capacidad máxima de producción del proyecto, esto es, su aumento instantáneo”
.

Claramente, parece una desproporción que un proyecto se apruebe “por pedazos”, reduciendo el estándar de análisis para las ampliaciones del mismo. 

El Comité de Defensa y el IEP argumentan que “en el respectivo Estudio de Impacto Ambiental (EIA) que autorizó el inicio al proyecto fue analizado el efecto de dos tercios de éste, o un sesenta por ciento de sus potenciales impactos (que no es otro que el de producción de 114.000 o 120.000 toneladas según el parámetro de tiempo que se considere, esto es, diario o capacidad máxima). Por lo tanto, para analizar el 100% de los efectos del proyecto sobre el medio ambiente, se debe igualmente exigir un EIA (…) debe tenerse presente que en materia ambiental los efectos de las intervenciones sobre el medio ambiente no pueden analizarse en forma separada. Deben considerarse dentro de su totalidad. De acuerdo a lo expresado por CONAMA en el “Manual de Evaluación de Impacto Ambiental, conceptos y antecedentes básicos” publicado por dicha institución en enero de 1994, (página B – 3):
“El Estudio debe realizarse sobre la base de la globalidad del proyecto antes de la etapa de ejecución. Es un estudio único que no puede ser llevado a cabo por aspectos, partes o territorios involucrados, en forma parcial”
”

Los reclamantes debieron argüir en su solicitud de rechazo una serie de argumentos jurídicos que interpretaban la Ley de Medio Ambiente, argumentos de lógica y criterio, que quedan finalmente al arbitrio de la COREMA, ante la ausencia de norma expresa que ordene la evaluación integral de las modificaciones a los proyectos productivos. 

Señalan que “La razón de que el EIA abarque la totalidad del proyecto, sin que pueda someterse por “trozos” o “pedazos” a la autoridad ambiental correspondiente, proviene del efecto sinérgico que cada una de las partes ejerce sobre la totalidad de éste y que pueden quedar ocultos al considerarlos en forma independiente (…) De lo dicho se desprende que para saber cual es el verdadero impacto del aumento de más de un tercio en el sistema de explotación de la Mina Los Pelambres o de más de un 40% de sus impactos eventuales debe reevaluarse la totalidad del proyecto y no sólo el aparentemente marginal impacto que las nuevas 29.000 toneladas diarias de producción producirán en el medio ambiente. Baste decir, a modo de ejemplo, que un fenómeno que no es analizado ni cotejado en la DIA presentada es el mayor impacto que significa sobre el puerto de “Los Vilos” un aumento promedio del 34% de la carga de mineral, ni menos el eventual aumento instantáneo de un 41%. Es indudable que la frecuencia de barcos aumentará. ¿En que magnitud? No lo sabemos porque no existe un EIA que lo diga. ¿Será por lo menos en un tercio? A lo mejor en más ... La propia DIA se dice en la página 7 que el número e barcos a utilizar depende de la capacidad de éstos, pero no se da ninguna cifra al respecto. Sin embargo el poder contaminante de las naves sobre la bahía de Los Vilos no está en relación con su capacidad o tamaño, sino que con su número, atendido el hecho de que las probabilidades de que aumenten los derrames de petróleo o de aceites; vaciado de basura; dispersión de pesca por tráfico; accidentes con naves menores; etc. crecen en la medida que existan más de ellas en el área”
.

El proyecto de ley Boletín N°4713-12, que “Modifica la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente, fortaleciendo el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental”, presentado al Senado el martes 5 de Diciembre de 2006 pretende abordar este problema, proponiendo un artículo 17 bis nuevo para la Ley de Medio Ambiente, del siguiente tenor:

“Artículo 17 bis.- Resuelta favorablemente la calificación ambiental de un proyecto o actividad que requiera la elaboración de un Estudio de Impacto Ambiental, éste sólo podrá ser modificado a través de la presentación al sistema de evaluación de impacto ambiental de un nuevo Estudio de Impacto Ambiental.

En ningún caso la modificación tendrá como objeto la disminución de los estándares de calidad aprobados con anterioridad.”

No obstante, este proyecto no aborda todas las hipótesis posibles de vulnerabilidad del SEIA. 
Debe señalarse que toda ampliación de un proyecto debe ser evaluada considerando también al proyecto original, para evaluar los efectos del proyecto como un todo. Asimismo, impone un estudio de impacto ambiental sólo cuando existe un proyecto original evaluado de la misma manera. Creemos que el proyecto Pelambres ha sido una lección inolvidable, por lo que nos parece prudente imponer un estudio, cualquiera sea el método de evolución del proyecto original.

PROYECTO DE LEY

Agrégase el siguiente nuevo artículo 21 bis a la Ley Nº19.300, de Bases Generales del Medio Ambiente: 

“Toda modificación de un proyecto ya aprobado, será evaluada en conjunto con este, a efectos de establecer su impacto integral. Siempre se realizará esta evaluación mediante un Estudio de Impacto Ambiental”.  

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR NAVARRO, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCAY ACUICULTURA, PARA SANCIONAR LA CAZA DE BALLENAS EN ZONAS QUE INDICA

(5621-03)

Honorable Senado:

I. Cacería comercial:  

La caza de ballenas a nivel masivo comenzó en el siglo XVII, pero fue sólo a partir de los siglos XIX y XX cuando comenzó una explotación industrial y técnicamente avanzada, caso provocando la extinción de varias especies. Hoy, 8 de las 11 especies de ballenas conocidas estás hoy en peligro de extinción.

En 1967 se cazaron 25 mil cachalotes (27% en las costas de Perú y Chile). Y desde 1982, gracias a las evidencias de sobre explotación, la Comisión Ballenera Internacional (C.B.I) prohibió su caza, aunque la cacería ilegal de ballenas continúa hoy por parte de algunos países, como Japón y Noruega, mermando ostensiblemente su número.

Estimaciones Poblacionales de Ballenas en 2000

	Especie   
	Estimación                                      original(1900)
	Última Estimación
	Porcentaje de perdida

	Ballena Franca           
	       100.000
	       3.200
	         97%

	Ballena Azul                
	       228.000
	      11.700
	         95%

	Ballena  Jorobada


	      115.000
	      10.000
	         91%

	Rorcual 

Común
	      548,000
	      110.000
	          80%


Fuente: Lo Aguirre-Quintay: Un viaje por la historia económica de Chile. Profesor. Fernando Ramírez Morales.

II. La caza de ballenas en el mundo:

De acuerdo al profesor Eduardo Ramírez Morales
, la caza de ballenas en Chile tiene una larga historia, de más de tres siglos de existencia, pues se desarrolla desde el siglo XIX con buques balleneros norteamericanos y noruegos en aguas chilenas. “A fines de este siglo, se instalaron en Valparaíso y en la costa de Valdivia, las primeras factorías que industrializaron la explotación ballenera. Pero fue en las primeras décadas del siglo XX cuando se dio inicio a la industria ballenera a gran escala, con la introducción de tecnológica y capitales extranjeros”, señala el profesor. 

La extracción industrial de cetáceos se llevaba a cabo en buques factorías, que capturaban ballenas, para luego procesarlas en Alta Mar. 

Según Ramírez Morales, “la Compañía Industrial, más conocida como INDUS, se destacó entre las compañías balleneras debido a que se convirtió en la sociedad nacional que dominó todos los procesos de producción: explotaba directamente la materia prima con sus barcos, aprovechaba casi por completo la ballena, productos que enviaba a su planta industrial en Santiago (barrio carrascal) para la elaboración de diversos productos como jabones, velas de sebo, velas esteáricas, perfumería, esencias, sodas, hasta la fabricación de glicerina. Su gran éxito comercial lo tuvo al fabricar un jabón para lavar ropa llamado “Gringo””.

El 1 de diciembre de 1943 inauguró una nueva estación ballenera en la localidad de Quintay. INDUS llegó a tener una flota de 19 buques entre 600 y 700 toneladas. Las actividades industriales se realizaron hasta 1965, cuando la planta de Quintay fue cerrada definitivamente
.

III. Protección nacional a las ballenas

En orden a lo establecido por la Comisión Ballenera Internacional, Chile protege a las ballenas en su legislación interna. Esta ha sido una  posición irrestricta de la nación chilena ante los foros internacionales. 

La caza de ballenas se encuentra sometida a una moratoria nacional de 30 años en virtud del Decreto que protege los mamíferos, aves y reptiles marinos, Exento, del Ministerio de Economía Nº 225 de 1995
. 

En octubre de 2004 esta lista aumentó en 10 especies. Las nuevas especies que gozan de protección son: la ballena Minke Antártica (Balaenoptera bonaerensis), la de Blainville (Mesoplodon densirostris), de Bahamondes (Mesoplodon traversii), la Peruana (Mesoplodon peruvianus).

Se agregan el calderón de aleta corta (Globicephala Macrorhynchus), las orcas antárticas y pigmea (Orcinus glacialis y Feresa attenuata), el delfín común de rostro largo (Delphinus capensis) y el de diente áspero (Steno bredanensis) y el pingüino azul (Eudyptula minor). 

Según el encargado de biodiversidad de la Subpesca, Francisco Ponce, lo que se hizo fue una actualización de los registros. Desde que se promulgó el decreto respectivo en 1995 se han identificado nuevas subespecies marinas que no estaban descritas antes. Además, se aprovechó de incorporar aquellas que no fueron consideradas en el listado original
.

IV. Sanciones aplicables a la caza de ballenas: 

Con estupor, nos hemos dado cuenta que la caza de ballenas se encuentra sancionada en la Ley de Pesca, sólo con multas. 

Así, el artículo 110 de la Ley de Pesca “Serán sancionados con multa de tres a cuatro veces el resultado de la multiplicación del valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia o querella, por la cantidad de recursos hidrobiológicos objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico, los siguientes hechos: (…)

b) Capturar especies hidrobiológicas en período de veda”
Con esta multa, la protección jurídica de la integridad de las ballenas se manifiesta pobrísima. 

La letra h) del mismo artículo sanciona también con multa si la conducta se realiza en alta mar: 

“h) Realizar faenas de pesca en alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y vigentes, que tengan por objeto la protección, conservación o uso racional de las especies hidrobiológicas. Si no hubiese resultado de captura o ésta fuera arrojada al mar, la sanción será de dos unidades tributarias mensuales por cada tonelada de registro grueso de la nave con que se cometa la infracción”

Resulta irrisorio que para constituir un delito al respecto deba apozar, procesar o almacenar un cetáceo, tal como aparece en el artículo 139 de la misma ley de pesca, pero solo contra el gerente y el administrador del establecimiento industrial. La pena privativa de libertad va desde 61 a 541 días de presidio. 

“Artículo 139.- El procesamiento, el apozamiento, la elaboración, la transformación y el almacenamiento de recursos hidrobiológicos vedados, así como también el almacenamiento de productos derivados de éstos, serán sancionados con multa de 3 a 4 veces el resultado de la multiplicación del valor de sanción de la especie respectiva, vigente a la fecha de la denuncia o querella, por la cantidad de producto o recurso hidrobiológico objeto de la infracción, reducida a toneladas de peso físico de recurso, y además con la clausura del establecimiento o local en que se hubiere cometido la infracción, hasta por un plazo de 30 días.

El gerente y el administrador del establecimiento industrial serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado mínimo, y personalmente con una multa de 3 a 150 unidades tributarias mensuales.

En caso de reincidencia en las infracciones de este artículo, las sanciones pecuniarias se duplicarán”.

V.-
Propuesta legislativa: 

Es por ello que creemos que existe un déficit de protección de las ballenas, el que debería estar garantizado penalmente. 

Asimismo, dado que las ballenas gozan de una moratoria internacional, esta ley debería aplicarse extraterritorialmente. 

Por tanto venimos en proponer el siguiente, 

PROYECTO DE LEY

Artículo 1: Agrégase a la Ley de Pesca y Acuicultura el siguiente nuevo artículo 135 bis: 
“El que realice actividades o faenas de pesca en el mar territorial chileno, zona contigua,  Zona económica exclusiva y alta mar con naves que enarbolen el pabellón chileno, infringiendo normas internas o las normas de los tratados o convenciones internacionales ratificados por Chile y vigentes, que tengan por objeto la protección y conservación de cetáceos, será sancionado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo” (de 5 a 10 años de cárcel). 

Artículo 2:  Agrégase el nuevo N°11 al artículo 6 del Código Orgánico de Triubunales:
“El de captura de cetáceos establecido en el artículo 135 bis de la Ley de pesca, sea ella ilegal o contraria al derecho internacional, aún cuando el hechor fuere extranjero y aún cuando fuera cometido fuera del territorio marítimo nacional o cuando el barco enarbole bandera extranjera”

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR HORVATH, MEDIANTE LA CUAL INICIA UN PROYECTO DE LEY PARA DECLARAR MONUMENTO NATURAL A LOS CETÁCEOS QUE INDICA

(5628-03)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO:

1.- El que entre los cetáceos, la ballena constituye el mamífero más grande del planeta y son emblema de los ecosistemas marinos.

2.- Los cetáceos se encuentran en peligro de extinción y algunos de ellos han bajado peligrosamente respecto al tamaño de su población original.

3.- El que las ballenas constituyen un atractivo relevante para el turismo de intereses especiales.

4.- El que el año 2008 Chile será sede de la 60° Reunión de la Comisión Ballenera Internacional.

5.- El que las ballenas se encuentran en veda extractiva por un período de 30 años, según el Decreto 225 de 1995.

6.- El que Chile es parte de la Convención para la Protección de Flora, Fauna y las bellezas escénicas naturales de América, formada en Washington el 12 de Octubre de 1990.

Es que venimos en presentar la siguiente Moción:

DECLARA MONUMENTO NATURAL A LA BALLENA

ARTICULO 1°

Declárese monumento natural, de acuerdo a la Convención de Washington a las especies de cetáceos que señala el Decreto 225 de 1995.

ARTICULO 2

Toda infracción a los efectos que signifique el Art. 1° que produzca daño o muerte a los cetáceos será sancionado con las multas que establece el Art. 113 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, en caso de reincidencia se duplicarán, y también se aplicará el Art. 291 bis del Código Penal aumentado en un grado

(Fdo.): ANTONIO HORVATH KISS, Senador
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MOCIÓN DEL HONORABLE SENADOR LETELIER, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY DE CONTROL DE ARMAS, PARA ENTREGAR AL ESTADO LA FACULTAD EXCLUSIVA Y EXCLUYENTE DE FABRICAR, ARMAR, IMPORTAR, EXPORTAR O TENER ARMAS DE FUEGO

(5605-02)

Honorable Senado:

Antecedentes: 

El Estado tiene el uso exclusivo y excluyente de la fuerza socialmente organizada, y por lo tanto, el control absoluto de las armas de fuego en nuestra sociedad, estableciendo los límites y requisitos de la tenencia y porte de las mismas y sus respectivas municiones. De esta forma, es dicho ente el que puede ampliar o restringir el actual sistema de control de armas y municiones, su venta, adquisición y tenencia, a diferencia de lo que ocurre en otros sistemas en que se establece un derecho constitucional al porte de armas de fuego con serias consecuencias (nos referimos a la segunda enmienda de la Constitución de los Estados Unidos de América).

Actualmente en nuestra sociedad se ha venido produciendo un fenómeno consistente en la proliferación de las armas de fuego que se encuentran en poder de particulares. Esta expansión tiene en la práctica un efecto negativo, en que las mismas armas que los particulares adquieren o mantienen para la defensa de su propiedad, son sustraídas por los mismos delincuentes que perpetran conductas delictivas asociadas principalmente a atentados a la propiedad por medios materiales. A esto cabe agregar, la simplicidad y falta de exigencias que existe actualmente para efectos de adquirir legalmente un arma de fuego, sin contar con el crecimiento abrumador que se ha producido del mercado negro, incluyendo armas de fuego hechizas las cuales alcanzan un importante poder de fuego a corta distancia.


Todo lo anteriormente expuesto, trae como consecuencia lógica la facilidad con que es posible adquirir un arma de fuego y municiones, incluso por menores de edad, permitiendo de esta manera incrementar los niveles de violencia que se producen en nuestra sociedad. En efecto, no es difícil constatar la cotidianeidad con que los antisociales emplean este tipo de armas en contra de sus víctimas, además, de la escasa eficacia que representa para la población la utilización de este tipo de armas como medio de defensa.


Otra consecuencia negativa de la tenencia de armas de fuego en lugares habitados, es el peligro que constituye su manipulación por menores de edad de dichas armas, lo cual por regla termina con desenlaces de carácter fatal. Sin considerar, además, las innumerables ocasiones en que el arma de fuego es utilizada con impericia por parte de quién pretende repeler algún ataque a su propiedad, y como consecuencia de aquello, hiere o da muerte a algún integrante de su núcleo familiar.      


En razón de lo anterior, es que consideramos que la única forma efectiva de detener y reducir esta masificación de uso de armas de fuego es prohibir en forma taxativa la tenencia de éstas por particulares, eliminando la posibilidad que sean los propios delincuentes quienes se apoderen de las armas sustraídas a los particulares y de alguna manera, reducir la cantidad de armas de fuego que circulan en manos de la población.   

Ideas matrices

El presente proyecto de ley tiene por objeto establecer la prohibición absoluta respecto de particulares de tener o portar armas de fuego en lugares destinados a la habitación, y a su vez, ordenar la requisición de todas aquellas armas de fuego, estén inscritas o no legalmente, que se encuentran en poder de particulares para tener o portar en lugares destinados a la habitación.


De esta manera, pretendemos establecer un control absoluto del Estado respecto del uso de armas de fuego, por cuanto la utilización indiscriminada de éstas por particulares sólo facilita el acceso a las mismas. Así, sólo se exceptuarán actividades ya contempladas en la ley de control de armas
 y otras actividades que por sus características requieran de la utilización, en forma preventiva, de armas de fuego.

Es por eso que sobre la base de los siguientes antecedentes vengo en proponer el siguiente:

Proyecto de ley

Artículo Único. Modifíquese el Decreto Ley Nº 400 que contiene el texto refundido de la ley de control de armas, en el siguiente sentido:

Agréguese un nuevo artículo 2º bis. 

“Ninguna persona natural, bajo ninguna circunstancia, podrá tener armas de fuego ni municiones, cualquiera sea su naturaleza, en lugares destinados a la habitación.
El Estado tendrá en forma exclusiva y excluyente la facultad de fabricar, armar, transformar, importar o exportar armas de fuego o los elementos indicados en el artículo 2°”.

(Fdo.): JUAN PABLO LETELIER, Senador de la República
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY SOBRE RECUPERACIÓN DEL BOSQUE NATIVO Y FOMENTO FORESTAL

(669-01)

HONORABLE CAMARA DE DIPUTADOS

HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política de la República, os propone la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia.


La Cámara de Diputados, en sesión de 30 octubre pasado, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda y señores Ramón Barros, Roberto Delmastro, Ramón Farías y José Pérez.


El Senado, en sesión de 31 del mismo mes, nombró para el mismo efecto a los Honorables Senadores señores Andrés Allamand, Juan Antonio Coloma, Antonio Horvath, Jaime Naranjo y Alejandro Navarro.


La Comisión Mixta se constituyó el día 6 de noviembre de 2007, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Allamand, Coloma y Horvath, y los Honorables Diputados señora Sepúlveda y señores Barros, Delmastro, Farías y Pérez, don  José, y eligió como su Presidente al Honorable Senador señor Coloma.

- - -


S.E. la señora Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia con carácter de “suma” al proyecto en informe.

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que son normas de rango orgánico constitucional los artículos 11 y 22 y 7° y 8° transitorios nuevos, en atención a que modifican tácitamente la ley Nº18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, de conformidad con el inciso segundo del artículo 66, en relación con el artículo 38, inciso primero de la Constitución Política de la República.

- - -


Concurrieron, especialmente invitados, los representantes del Ejecutivo que a continuación se indican.


Por el Ministerio de Agricultura, la Subsecretaría, señora Cecilia Leiva; su asesor, señor Aarón Cavieres y el Fiscal del Ministerio, señor Mauricio Caussade. 


Por el Ministerio de Hacienda, la Subsecretaria, señora María Olivia Recart y los asesores señores Cristóbal Marshall y Adrián Fuentes.


Por la Corporación Nacional Forestal Conaf, su Directora Ejecutiva, señora Catalina Bau; el Gerente de Fiscalización, señor Fernando Olave.  En representación de los trabajadores del sector, por la Federación Nacional de Sindicatos Regionales de Conaf, el Vicepresidente, señor Raúl Molina y por el Sindicato Nacional de Profesionales de Conaf, el Presidente, señor Jorge Martínez.


Cabe hacer presente que también expusieron ante la Comisión Mixta sus observaciones las entidades que a continuación se señalan, las cuales se resumen en anexo al presente informe y, además, se encuentran en la Secretaría de la Comisión Mixta a disposición de sus Señorías.  Por el Colegio de Ingenieros Forestales A.G, el Presidente, señor Jaime Salas y el Secretario Ejecutivo, señor Julio Torres; por la Corporación Chilena de la Madera Corma, Departamento de Bosque Nativo; el Presidente, señor Rodolfo Tirado y el Secretario y Gerente de Extensión, señor Hugo Knockart, de Corma Región de Los Ríos, el Presidente, señor José Carter y en representación de la Región de Los Ríos y Los Lagos, el Director, señor Alex Strodthoff; por la Asociación Gremial Regional Forestal y Maderera de Aysen, Arfoaysén: el Presidente, señor Víctor Sierra y el Asesor, señor  Marcelo Opazo, por la de Red de Bosque Nativo; la Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberona y por la Red de Pequeños Propietarios de la Araucanía; el Presidente, señor Luis Corrales.


Asimismo, y en representación del ámbito académico, participó la Directora del Departamento de Ingeniería Forestal de la Universidad Católica de Chile, señora Paulina Fernández; por la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad Austral de Chile, el Decano, señor Antonio Lara y, mediante un documento, hizo presente sus observaciones, el profesor titular de la asignatura de Silvicultura de Bosques Nativos de la Universidad de Chile,  el señor Harald Schmidt.

- - -

En forma previa a la discusión de las discrepancias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, la  Honorable Diputada señora Sepúlveda manifestó su inquietud respecto al presupuesto que tiene asignado la Corporación Nacional Forestal, Conaf, y previno la falta de sustento que desde el punto de vista de recursos humanos tiene el proyecto. Subrayó su aprensión en esta materia, y se manifestó contraria a votar a favor si no se cuenta con los recursos necesarios que hagan eficaz su ejecución.  Criticó el hecho de que se promulguen leyes sin el respaldo suficiente y resaltó lo negativo que ello resulta para la labor de los parlamentarios.


El Honorable Diputado señor Delmastro informó que en el presupuesto correspondiente a la partida del Ministerio de Agricultura no existe ninguna señal de mejoría en esta materia. Indicó que no se trata sólo de un tema de recursos humanos y económicos, sino que también de una homologación de los sueldos de los funcionarios de la Corporación respecto de otros servicios similares del Ministerio. Hizo presente a los representantes del Ministerio de Agricultura la urgencia de arreglar este problema y aseveró que sumarle estas nuevas obligaciones a los funcionarios, además de la recarga de trabajo que ya tienen, conducirá al colapso y será el propio bosque nativo el que sufrirá las consecuencias por la mala fiscalización y deficiente ordenamiento dentro de la región. 


El Honorable Diputado señor Farías requirió precisar cuál es la competencia de la Comisión Mixta, y sugirió no entrar al fondo del asunto mientras no se defina aquello.


El Honorable Diputado señor Barros señaló la conveniencia de plantear el tema del financiamiento, debido a la situación que enfrentan los funcionarios de Conaf por los compromisos incumplidos y firmados por Ministros de Estado. Si bien es cierto, dijo, no es parte de la temática del proyecto en si mismo, en la Cámara se analizó el tema y se concluyó en la necesidad de hacer presente esta situación al Ejecutivo para que exponga de qué manera pretende subsanar los problemas que hoy tiene con los funcionarios de Conaf, en sus diversos sindicatos, así como también, bajo qué forma se pretende implementar esta ley.  Ante esta situación, reflexionó qué piso tiene, en la práctica, aprobar leyes de estas características, si al momento de ponerlas en marcha existirán graves problemas. 


El Honorable Diputado señor Pérez en el mismo sentido, manifestó que no aprobará el proyecto si no hay financiamiento para fiscalizar y controlar la eventual intervención del bosque nativo, agregó que la Corporación no cuenta con el personal suficiente para realizar esas funciones de manera eficiente.





El Honorable Senador señor Coloma hizo presente que las atribuciones de la Comisión Mixta consisten en resolver las discrepancias producidas entre la Cámara y el Senado. Sin perjuicio de lo cual, le parece un buen planteamiento no desapegar su aprobación del tema del presupuesto, y sugirió concordar en el sentido de que, una vez resueltas las discrepancias, establecer un acuerdo político, un derecho de petición de la Comisión Mixta, en el cual se vincule la viabilidad de la protección y el fomento del bosque nativo en función del financiamiento que tenga Conaf.  





- La unanimidad de los miembros de la Comisión Mixta acordó que antes de enviar a la Sala el informe, se hará un planteamiento político por parte de sus miembros respecto al tema del financiamiento de la Corporación Nacional Forestal y de cuál es la institucionalidad económica y física que hoy existe para implementar esta normativa.


En una sesión posterior, con ocasión del estudio en particular de una norma de este informe, el Honorable Senador señor Horvath solicitó conocer la opinión del Ejecutivo respecto del decreto que aprueba los nuevos Estatutos de la Corporación Nacional Forestal, publicado el 30 de noviembre en el Diario Oficial, del cual fuera informado por los gremios de la Corporación, y que privaría una serie de facultades a la Conaf, como la de “prestar asistencia técnica”, y contrapuso la circunstancia  de que pueda elaborar planes, con el hecho de que esté impedida de asistir a los pequeños propietarios forestales. Manifestó que en el informe de la Comisión Mixta podría darse una contradicción entre los preceptos de ley que propende fomentar y asistir, y la mengua de atribuciones que establecen los Estatutos.


El Honorable Diputado señor Delmastro, argumentó que, además, se le prohibiría a la Corporación Nacional Forestal capacitar a sus trabajadores. Coincidió en la inconsistencia planteada por Su Señoría y solicitó que se precise los efectos del cambio del Estatuto que colisiona frontalmente con el propósito de la ley, pues es ininteligible cómo podrá aquélla hacer su trabajo si le está vedado asesorar a los pequeños y medianos propietarios que no disponen de la capacidad económica para contratar un profesional.

La Honorable Diputada señora Sepúlveda manifestó que los estatutos de una corporación no pueden prevalecer sobre las leyes, y si fuera efectivo que los Estatutos de la Corporación se hubiesen modificado para impedir que preste asistencia o que capacite se trataría de un hecho gravísimo.  


El Honorable Senador señor Naranjo aseveró que no tiene sentido lógico suponer que pueda haber una norma prohibitiva de esa naturaleza, y solicitó a las autoridades del Ejecutivo que despejen cuáles son los efectos reales del nuevo Estatuto.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que, efectivamente, los preceptos de ley están por encima de los estatutos de una institución que se rige por las reglas de una corporación jurídica de derecho privado, por una cuestión de jerarquía normativa.  La ley prima en todo caso, y una Comisión Mixta no está en situación de derogar un decreto que aprueba una modificación de estatutos de una persona jurídica de derecho privado.  Propuso que se consigne el hecho en el informe, y que si fuera efectiva una norma estatutaria en aquel sentido, la misma deberá ser readecuada para permitir el cumplimiento de los mandatos de la ley.


El Fiscal del Ministerio de Agricultura señor Caussade, informó que el Estatuto nuevo ha readecuado la redacción anterior, en varios aspectos, entre ellos, las atribuciones de la Corporación.  Obviamente, manifestó, si se hace una comparación, artículo por artículo, no aparecen algunos enunciados que en el texto anterior eran específicos y que quedaron comprendidos en otros de índole más genérica, no obstante, todo el quehacer de la Conaf queda perfectamente autorizado por el Estatuto, incluida la asistencia técnica, pues el propósito es el de ampliar sus funciones y atribuciones.  Precisó, además que tanto las fundaciones como las corporaciones de derecho privado pueden realizar acciones sin que necesariamente requieran de un catálogo taxativo como lo tienen las instituciones públicas.


Contestando a una precisión del Honorable Senador señor Coloma, en orden a que si puede asegurar que no se han restringido las facultades de la Conaf y que no es posible entender que se haya quitado una facultad, respondió que ese el sentido en que debe entenderse el alcance de la modificación.


La señora Subsecretaria de Agricultura confirmó que el nuevo Estatuto de Conaf permite dar asistencia técnica y la capacitación de sus funcionarios. Manifestó que, en particular, procura modernizar y ayudar al mejor funcionamiento de la institución, y su propósito no es prohibir las funciones mentadas, sino que refuerza las unidades que permitan la implementación de la ley de bosque nativo.  Refirió que actualmente la Corporación Nacional Forestal puede dar asistencia técnica y lo anterior está claramente dentro de sus atribuciones y, de hecho, esta misma ley le entrega facultades de esa clase.  Por lo tanto, puede elaborar normas de manejo general y planes de manejo tipo a los cuales pueden acceder los pequeños propietarios forestales. 
Por su parte, el Honorable Senador señor Horvath señaló tres elementos que, en su opinión, quedan pendientes o discurren en paralelo y que se deberían acordar con el Ejecutivo, a la par de la aprobación de la ley del bosque nativo, pues su aplicación  supondrá la recarga de trabajo y la reactivación de un sector económico cuyo dinamismo ha sido débil y se ha retrasado notablemente.  Especificó, en primer término, el aminoramiento del rezago remuneratorio, frente a los demás funcionarios del Ministerio de Agricultura; en segundo lugar, la modificación de los Estatutos de Conaf, que da lugar a que sus funcionarios no puedan capacitarse, y que ella misma carecerá de viveros y no estará habilitada para dar asistencia técnica y, finalmente, la institucionalización de una Conaf pública, dado que es evidente que la situación híbrida en que se encuentra es más bien fuente de desventajas.  

La señora Subsecretaria de Agricultura estimó necesario disipar la preocupación ostensible de los Honorables señores Diputados y Senadores respecto de las reales capacidades de la Corporación Nacional Forestal para poner en práctica el proyecto en examen. A este respecto, precisó que aquél le confiere atribuciones para actuar con poder de fiscalización, en su calidad de corporación de derecho privado que se financia con aporte fiscal y se rige, en lo que se refiere al régimen de presupuesto y auditoría, por la institucionalidad pública. Agregó que aquella normativa se ha planteado en función de la institucionalidad presente, y no bajo un supuesto de que sea un organismo de la administración pública. 


En el marco del fortalecimiento institucional de Conaf, señaló que sus oficinas regionales, provinciales y de áreas, durante 2006, atendieron del orden de 28.500 solicitudes derivadas de la aplicación del decreto ley N° 701 entre las que se cuentan planes y normas de manejo, calificaciones de terrenos de aptitud preferentemente forestal y acreditación de actividades bonificables. De éstas, cifró, sólo 1.500 se refieren a bosque nativo, equivalentes al 5,2% del total. Por otra parte, aseveró, realiza unos 4.000 cometidos de fiscalización al año para una correcta aplicación de la legislación forestal; lo anterior, sin perjuicio de acciones derivadas de los decretos supremos que declaran monumento natural a las especies forestales araucaria y alerce, y los que rigen la corta y explotación de especies del tipo forestal esclerófilo o la palma chilena, entre otras. 


Aclaró que las estimaciones indican que en el primer año se bonificarán unas 8.200 hectáreas de bosque nativo para manejo sustentable. Cuantificó dicha carga en 550 planes de manejo y, de acuerdo con estimaciones expertas, un incremento de un 20% en el número de solicitudes, correspondientes a propietarios que intervendrán bosque nativo, obtengan o no los incentivos, y un decremento de éstas de un 15% por el refuerzo de la fiscalización.  Ponderó en 5% el incremento neto de solicitudes, o sea, 75 más, lo que sumaría un total de 2.125 solicitudes. Sin embargo, previno, parte de las 1.500 solicitudes originales se canalizarán por vía de los concursos. 


Estimó, asimismo, que un 30% de las solicitudes beneficiarias de la ley serán parte del volumen inicial (165), lo que significa un total de 1.960 solicitudes, o sea, un 30% más que en la situación actual y sólo un 6,8 % del total de solicitudes que tramita Conaf.  En su mayoría, aseveró, no darán lugar a un incremento de trabajo para la Corporación, pues corresponden a propietarios que realizarán las intervenciones mediante los incentivos que establece la ley. Agregó que, conforme a los antecedentes, se advierte una tendencia a la baja en la forestación, situación que se estima significará una disminución de 500 solicitudes para el año 2007 en el área de plantaciones, lo que permite contar con una mayor disponibilidad de recursos financieros y humanos para la implementación de la ley del bosque nativo. 


Destacó que para el trabajo en terreno, Conaf cuenta con más de 250 funcionarios dedicados a la administración y fiscalización forestal, distribuidos en todo el territorio nacional. Durante los últimos años, enfatizó, se han cualificado las capacidades requeridas, como lo evidencia la contratación de 21 ingenieros forestales para fiscalización, 14 abogados para apoyar la formulación y seguimiento de denuncias y la compra de moderno instrumental técnico y vehículos.  


En el campo de sistemas de información, explicó está disponible un sistema informático para el apoyo a los procesos derivados de la legislación forestal, el cual permite una gestión descentralizada, y con interacción “on line” con otros servicios del Estado.


Enfatizó que el Proyecto Conservación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo (PCMSBN), ejecutado por más de diez años con el apoyo de la cooperación técnica y financiera del gobierno alemán es, sin duda, la iniciativa más importante en el país en el rubro de fomento al manejo de bosque nativo, especialmente entre los pequeños propietarios forestales.  Indicó que más de 4.000 pequeños propietarios recibieron asistencia técnica gratuita, con el resultado de más de 150.000 hectáreas de bosque nativo bajo manejo para un adecuado aprovechamiento. Del mismo modo, de 38.000 hectáreas de bosques manejadas sustentablemente, más de 29.000 lo fueron por la entrega de incentivos por un monto cercano a los 3,5 millones de euros.  Mencionó que al retiro de la cooperación alemana, la Corporación incorporó parte importante del personal que trabajó en este proyecto, con miras a asegurar las mejores capacidades para apoyar a los pequeños propietarios.


Resaltó que Conaf, en su historia y, también,  durante el proyecto con la cooperación alemana ha potenciado las capacidades y competencias para el manejo y comercialización de bosque nativo, tanto en los profesionales de la Corporación como en los equipos de transferencia y beneficiarios directos, esto es, pequeños y medianos propietarios de bosque nativo.  Complementó lo dicho con la mención de que en los últimos 10 años, más de 100 profesionales, tanto de la Corporación como externos, fueron capacitados en silvicultura, manejo, comercialización, métodos de extensión y trabajo participativo.


Planteó, también, que el proyecto BID-Conaf, de un monto de US$ 30 millones y duración estimada de 2008 a 2010, apunta a áreas nuevas necesitadas de inversión incremental, en especial, en difusión, instalación, administración y apoyo a productores para el uso de la nueva ley. La inversión inicial será de US $ 5,95 millones para el primer periodo, acotó.


Concluyó con una referencia a los incendios forestales y resaltó su alta eficiencia y efectividad en este campo, como lo  demuestra el recurrente apoyo que Chile presta a numerosos países de América Latina. Enunció, además, que su sistema de parques nacionales es ampliamente reconocido por se solidez y por su capacidad de administrar legislación forestal, y de fiscalizaren el marco del tratado CITES.  Por lo tanto, ponderó, se está en una situación muy distinta a la de hace dos años.


El Honorable Senador señor Horvath observó que el pronóstico de 2008, prevé cifras que le parecen sumamente exiguas si se considera que los pequeños propietarios en la Zona Sur tienen de 300 a 500 hectáreas,  y señaló que no le parece que éste pueda ser el espíritu de la ley.  Manifestó que el Proyecto Conservación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo, con el aporte de GTZ, tuvo por finalidad capacitar y ver cómo funcionaba el bosque e implicó una bonificación del orden de $ 60.000 por hectárea, impacto que fue sólo una muestra.  Agregó que los propietarios forestales poseen del orden de 2.000.000 de hectáreas, lo que le lleva a pensar que la Conaf será sobrepasada.


El Honorable Diputado señor Delmastro requirió que se explique la razón por la cual no se quiere transformar la naturaleza jurídica de Conaf. Respecto de la fiscalización, contrastó la benévola ponderación de la señora Subsecretaria de Agricultura con las recientes denuncias de nuevas cortas ilegales de alerce y el libre comercio en Puerto Montt sin ningún tipo de certificado de origen ni guía de libre tránsito. Asimismo, manifestó su aprensión a que el proyecto fracase por falta de fiscalización, pues si no se tiene la certeza de que cada plan de manejo sea visitado en terreno,  la ley será un arma de doble filo y podría ser el motivo de la destrucción del bosque nativo.  También requirió que se informe en qué se gastarán los US$ 30 millones, y señaló que es probable que el diagnóstico de cómo debería operar un servicio forestal ya esté hecho.


La señora Subsecretaria de Hacienda doña Maria Olivia Recart planteó que si bien el debate del proyecto en su extenso trámite ha dado lugar a que se hayan incorporado y desechado diversas materias, hay dos hechos que es de interés poner de manifiesto: por una parte, la necesidad de gestionar el soporte que el Ministerio de Agricultura y la Corporación Nacional Forestal requieren para disponer de personal capacitado que implemente la ley propuesta y, por la otra, en lo que atañe a los montos que se asignan para aplicar la ley, la fe que el Ministerio de Hacienda tiene en el proyecto, reconocible por el aporte al presupuesto de 2008, de US$ 5,5 millones, para el primer año, en lugar de los US$ 3 millones comprometidos inicialmente. Además, refirió, se debe considerar el préstamo BID, ya aprobado, para el apoyo a la gestión de Conaf y el control de la misma, lo cual implica una mirada de mediano plazo para reordenarla no sólo en relación a este proyecto, sino de sus necesidades institucionales más generales, en un horizonte de 10 a 15 años.


En relación con otra fuente de preocupaciones de esta Comisión Mixta, destacó que en los presupuestos de los años 2007 y 2008 se incluyen beneficios para los trabajadores de la Corporación.  En especial, refirió que los montos para el año 2008 ascienden a $ 812 millones, y que es absurdo pensar que su posición pudiera ser la aprobación de este proyecto sin asignación de los recursos, después de que el Ejecutivo ha instado por opciones sumamente claras: ley corta, respaldo a los acuerdos de la mesa de trabajo del bosque nativo y un sostenido esfuerzo para que el proyecto se apruebe durante este año.   


El Honorable Senador señor Coloma consultó por un aspecto del debate, referido a la desnivelación que afecta a las remuneraciones de Conaf. Sobre el particular, dijo, que del mejoramiento que recoge la Ley de Presupuestos de 2008, surge una inquietud compartida de saber cómo evalúa el Ministerio de Hacienda las nivelaciones futuras. Entiende, agregó, que la señora Subsecretaría, como representante del Ministerio del ramo, valida aquella nivelación y que se prorrogue en el tiempo. Instó a que este esfuerzo persista y se materialice en los hechos.


La señora Subsecretaria de Hacienda previno que el objetivo de los ajustes en las instituciones públicas consiste en  adecuar éstas tanto a sus desafíos como a la institucionalidad imperante, motivo por el cual el ritmo de avance de aquella nivelación, en términos de la modernización del Estado, debe ser secuencial.  Señaló que los recursos de que se habla tienen el carácter de ciertos, pero deben ser puestos en los plazos establecidos porque se requiere lograr hitos y avances.  Insistió en que no cabe dar por sentado el monto total sino una vez alcanzados algunos hitos, el primero de los cuales lo marca el acuerdo del 27 de noviembre pasado, que constituye una nivelación estructural, y sobre esa base se aplicará un proyecto del Banco Interamericano del Desarrollo, BID, para establecer la institucionalidad requerida por Conaf, y ver las reestructuraciones que se realizarán sobre aquel pilar, de todas maneras.  Confirmó que el Ministerio de Hacienda está disponible a trabajar con las autoridades sectoriales, y su actitud de apertura permanente a este proceso que corre en paralelo con la legislación del bosque nativo.  Concluyó diciendo que entienden la importancia de implementar el proyecto y se pondrán los recursos necesarios. 


En similar orden de consideraciones, el Honorable Senador señor Coloma valoró el inicio de un proceso de nivelación con la asignación de $ 812 millones, y consultó si el Ejecutivo entiende que el mismo no termina con aquel aporte sino que se trata de un proceso que se espera continúe hacia futuro, y sobre la base de que realmente se advierta este carácter secuencial, inquirió, si está en condición de asegurar, en alguna forma, la voluntad de persistir en el tiempo hasta llegar a una nivelación.  De ser así, indagó si hay condiciones para asentar por escrito esta voluntad o de dejar constancia de la misma, ante la Comisión Mixta.


La señora Subsecretaria de Hacienda explicitó que su presencia responde a la disposición de dejar constancia de dicha voluntad en el informe, pero, aclaró, las discusiones respecto del presupuesto de cada año tienen su marco en el proceso de elaboración de una ley especial y, por lo tanto, lo que puede asegurar es que los recursos para el año 2008 están; que, además, incluyen recursos adicionales que se relacionan con algunos hitos que se están cumpliendo y que en 2009, en el programa de gastos del Ministerio, tienen algún incremento adicional y en 2010, también.  Clarificó que no se referirá a cifras porque, de ser así, estaría incursionando en materia de una norma propia de la ley de presupuestos. Reiteró que existe una voluntad de incrementar los recursos, con la perspectiva de avanzar en el sendero del bosque nativo para nivelar y alcanzar una modernización en la gestión institucional que no sólo se refiere a este proyecto en particular, sino que atiende a la institucionalidad de la Corporación Nacional Forestal, en su variado quehacer. 


El Honorable Senador señor Allamand consultó a la señora Subsecretaria de Hacienda acerca de cuál será el destino de los US$ 30 millones del proyecto BID.

La señora Subsecretaria hizo notar que la modalidad consiste en tener asistencia técnica y un observador imparcial que mira la institución.  Especificó que los US$ 30 millones se usarán para alcanzar tres objetivos. 


Mencionó, en primer término, el mejoramiento de la gestión institucional, en particular la revisión de ésta, con énfasis en el fortalecimiento tanto de las capacidades de planificación y control de gestión como del desarrollo de un sistema de administración integral de los mismos; en la línea del fortalecimiento de los recursos humanos, resaltó la necesidad de capacitación y formación de los distintos estamentos de Conaf, y la potenciación de las tecnologías de información y comunicación por la conexión en línea, con la finalidad de que todos los agentes descentralizados, esto es, quienes no están en la oficina central, puedan comunicarse y mantenerse actualizados en materia de gestión. 


Seguidamente, abordó la gestión forestal, que involucra tres aspectos: el primero, de administración y fiscalización forestal implica una nueva mirada, en el trienio 2008-2010, que es privativa para el proyecto en debate; el segundo componente atiende al desarrollo y fomento forestal, con la perspectiva de estudios de estrategia de forestación para los pequeños y medianos propietarios forestales en profundidad, pues si bien el proyecto del bosque nativo pone en juego este enfoque, el mismo involucra un horizonte más amplio, que comprende a todos los usuarios de Conaf. Concluyó su descripción de este objetivo, refiriéndose a la protección contra incendios forestales, y recordó que la institucionalidad correspondiente ha sido materia de debate durante largo tiempo sin que se haya llegado a una solución adecuada, en particular por las dificultades que supone responder al problema de quién debe pagar el costo de la intervención.  


Finalmente, se refirió al objetivo dirigido a la gestión del sistema nacional de áreas silvestres protegidas del Estado que involucra un tema de futuro, en el cual cabe discernir cómo se topan las institucionalidades, en particular, la interrelación de la Corporación Nacional Forestal y la Comisión Nacional del Medio Ambiente, para determinar donde están los límites de sus correspondientes competencias.

El Honorable Senador señor Allamand precisó que en lo expuesto visualiza, salvo que haya un componente muy importante de equipamiento físico, una especie de mega consultoría por un precio de US$ 30 millones respecto de las funciones y expresó su preocupación que suceda algo similar a lo ocurrido con el Programa Orígenes.


La representante del Ejecutivo desestimó esta aprensión ya que no hay recursos que se repartan a terceras instancias, pues en este caso, dijo, lo que invertirá el gobierno de Chile, sobre la base de los términos de referencia finales -norma, ésta, que en los créditos de órganos financieros internacionales se define a partir de una estrategia de trabajo que debe ser satisfactoria para ambas partes-. Aclaró que la mirada institucional de la Corporación consiste en un proyecto que requiere US$ 10 millones, anuales, que, desde luego, contempla equipamiento fuerte, mucha capacitación, e involucra costos adicionales por la dispersión y la lejanía de los funcionarios.  Insistió en que aquel delta de costos demuestra que no es un proyecto tradicional.  


En relación con una aclaración solicitada por Su Señoría, acerca de si la consultoría despejará la duda del Honorable Diputado señor Delmastro referente a la propuesta de la institucionalidad pública, puntualizó que cuando un observador neutral con respecto a los intereses del gobierno de turno, examina en profundidad a un organismo, que es el caso, resulta vinculante.  Especificó que si el examen y la propuesta de los consultores del BID -o los que éste contrate- concluyen en que es necesaria una institucionalidad distinta para operar en el futuro, se va a plantear de esa manera, y lo solicitado responde a un enfoque de dicha naturaleza. Específicamente, explicó, se ha pedido un planteamiento en los términos de gestión, por ser uno de los más débiles.

Terminado el debate que recayó sobre la adecuación de la institucionalidad actual de Conaf, para cubrir los requerimientos que demanda la nueva legislación del bosque nativo, el Honorable Senador señor Coloma señaló que procede revisar el acuerdo adoptado al iniciar esta discusión, el cual se transcribe en la página 4 de este informe.


Para tal efecto, explicó, dado que las inquietudes de los señores parlamentarios se entienden resueltas, a la luz de todas las constancias de que da cuenta el presente informe, y particularmente de lo manifestado por las representantes del Ejecutivo, en orden a que el espíritu del Gobierno es desarrollar todas las acciones tendientes a asegurar los recursos financieros para que la Corporación Nacional Forestal continúe en el proceso de nivelación de las remuneraciones de sus trabajadores, Su Señoría propuso, específicamente, en lugar de la suscripción de un protocolo, explorar la voluntad de los miembros de la Comisión Mixta para aceptar el compromiso manifestado por las señoras Subsecretarias de Hacienda y de Agricultura, de que dichos Ministerios, informarán semestralmente a la Comisión de Agricultura del Senado y a la Comisión de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural de la Cámara de Diputados, tanto respecto de las nivelaciones de Conaf como del funcionamiento de la nueva institucionalidad de la ley sobre recuperación del bosque nativo y fomento forestal, así como de la ejecución del préstamo del Banco Interamericano de Desarrollo, para el efecto de tener un seguimiento preciso de la evolución de aquella institucionalidad y del funcionamiento de la mentada ley.

El Honorable Diputado señor Delmastro solicitó incorporar una referencia a la seguridad dada por los representantes del Ejecutivo de que las facultades de la Corporación Nacional Forestal no han sido conculcadas en el nuevo Estatuto y de la certeza de que podrá fiscalizar efectivamente la Ley del Bosque Nativo y prestar asistencia técnica a los pequeños y medianos propietarios forestales. 

El Honorable Senador señor Coloma señaló que no es preciso esperar los informes semestrales para que se dé aquella certeza, dado que el Ministerio de Agricultura puede, a la brevedad posible, mediante un informe fundado, despejar las legítimas aprensiones de Sus Señorías y confirmar su explicación de que ellas tienen su origen en una forma de redacción y no son el contenido de una decisión de política pública.    
Cabe señalar que el documento a que se alude, fue recibido por la Comisión Mixta y se incorpora como Anexo I al presente informe.
- En mérito a las consideraciones expuestas, la Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y de los Diputados señora Vidal y señores Delmastro y Pérez, don José, acogió, en su totalidad, la propuesta del Honorable Senador señor Coloma, con las constancias aludidas. 
- - -





En otro orden de consideraciones, a sugerencia del Honorable Senador señor Horvath, y teniendo presente que existen posiciones distintas sobre las materias que deberá contener la propuesta de esta Comisión Mixta, se acordó invitar a las entidades que tengan opiniones encontradas respecto de los puntos en discrepancia, las cuales se resumen como anexo II al presente informe y, además, se encuentran en la Secretaría de la Comisión Mixta a disposición de Sus Señorías.
- - -

La controversia entre ambas Cámaras se ha originado por el rechazo de la Cámara de Diputados a algunas de las enmiendas que introdujo el Senado durante el segundo trámite constitucional.  Específicamente, las diferencias se refieren a los artículos del proyecto despachado en el primer trámite constitucional, recaídas en los números 20) y 24) del artículo 2°; en los artículos 11 nuevo; 13; la supresión del artículo 14; 17 y 18 nuevos, y 22. 





A continuación, consignamos una descripción de las normas en controversia siguiendo el orden del texto de la Cámara de origen, esto es, la Honorable Cámara de Diputados, el debate que suscitaron las diferencias entre ambas Corporaciones y las proposiciones acordadas por la Comisión Mixta.  Hacemos presente que por la unanimidad de sus miembros, la Comisión Mixta resolvió adoptar su decisión final en una sola votación.
Artículo 2º
N° 20

El artículo 2° define en diversos numerales, conceptos que se entienden esenciales para los efectos de aplicar esta ley. 



La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó el numeral 20), que define la formación xerofítica, cuyo texto en el Senado pasó a ser 14), y su tenor es siguiente:


“20) Formación xerofítica: formación vegetal constituida por especies autóctonas, preferentemente arbustivas o suculentas, de zonas o de condiciones áridas o semiáridas ubicadas entre las regiones I a VI y en las depresiones interiores de la VIII Región, incluida la comuna de Quirihue.  Salvo que el sentido de la norma sea excluyente en su referencia al bosque nativo, se entenderá que dicha referencia también comprende las formaciones xerofíticas.”.
En el segundo trámite, el Senado reemplazó la norma aprobada por la Cámara de Diputados por otra, que sustituye el término “áreas” por “zonas”, elimina la comuna de Quirihue de la definición, y suprimió el párrafo final de la misma.  Su texto es el siguiente: 

“14) Formación xerofítica: formación vegetal, constituida por especies autóctonas, preferentemente arbustivas o suculentas, de áreas de condiciones áridas o semiáridas ubicadas entre las Regiones I y VI y en las depresiones interiores de las regiones VII y VIII.”.
La Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó la modificación propuesta por el Senado.

Durante el debate de esta norma, la señora Subsecretaria de Agricultura, propuso aprobar el texto del Senado con una enmienda que consiste en explicitar que tanto la Región Metropolitana como la XV Región están naturalmente comprendidas dentro de la definición. Argumentó que la proposición recoge las observaciones suscitadas con ocasión del debate planteado durante el tercer trámite constitucional.  El texto propuesto fue acogido por la Comisión Mixta, cuyo tenor es el siguiente:
“14) Formación xerofítica: formación vegetal, constituida por especies autóctonas, preferentemente arbustivas o suculentas, de áreas de condiciones áridas o semiáridas ubicadas entre las regiones I y VI, incluidas la Metropolitana y la XV y en las depresiones interiores de las regiones VII y VIII.”.

- El acuerdo fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro.

N° 24
Define el término pequeño propietario forestal.

La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó el numeral 24, que en el Senado pasó a ser 17, en los siguientes términos:


“24) Pequeño propietario forestal: aquel campesino que, de acuerdo con la definición de la ley N° 18.910, sea propietario o usufructuario de predios rústicos, o con títulos en trámite de saneamiento sobre éstos en los cuales existan bosques nativos o suelos de aptitud forestal, cuya superficie predial no exceda de 150 hectáreas, o de 500 hectáreas si se encontrare ubicado en las Regiones I a IV, XI y XII y provincia de Palena, en la X Región.”.
En el segundo trámite el Senado lo sustituyó por el siguiente:

“17) Pequeño propietario forestal:  la persona que tiene título de dominio sobre uno o más predios rústicos cuya superficie en conjunto no exceda de 200 hectáreas, o de 500 hectáreas cuando éstos se ubiquen entre las Regiones I y IV;  o de 800 hectáreas para predios ubicados en la comuna de Lonquimay, en la IX Región;  en la provincia de Palena, en la X Región;  o en la XI y XII Región, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 unidades de fomento;  que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola o forestal y que trabaje directamente la tierra, en su predio o en otra propiedad de terceros.  Se entenderán incluidas entre los pequeños propietarios forestales las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, las comunidades indígenas regidas por la ley Nº 19.253, las comunidades sobre bienes comunes resultantes del proceso de Reforma Agraria, las sociedades de secano constituidas de acuerdo con el artículo 1º del decreto ley Nº 2.247, de 1978, y las sociedades a las que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 19.118, siempre que, a lo menos el 60% del capital social de tales sociedades se encuentre en poder de los socios originales o de las personas que tengan la calidad de pequeños propietarios forestales, según lo certifique el Servicio Agrícola y Ganadero.”.
La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, desechó la modificación propuesta por el Senado.

Al respecto, S. E. la señora Presidenta de la República formuló una propuesta para modificar el inciso primero de este numeral con el objeto de adecuarlo a la ley N° 20.175 que crea la Región de Arica y Parinacota y la Provincia del Tamarugal en la Región de Tarapacá, e incorporar un inciso segundo nuevo, del siguiente tenor:

“Sólo para efecto de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 23 y en el inciso primero del artículo 26, se entenderá como pequeño propietario forestal a aquel poseedor, que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso primero, que haya adquirido la calidad de poseedor regular de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto Ley Nº 2.695 de 1979. Esta circunstancia deberá ser acreditada por medio de una copia de la inscripción de la resolución que otorgó la posesión regular del predio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.”.
La señora Subsecretaria de Agricultura  fundamentó que lo expuesto, recoge la observación que hubo en la Cámara de Diputados en orden a que se consideraran las mismas garantías tanto para el pequeño propietario forestal como para quienes estaban en proceso de regularizar sus títulos de dominio y que, por tanto, pudieran acceder a la bonificación especial del 15%, del mismo modo que el pequeño.


La Honorable Diputada señora Sepúlveda planteó que la propuesta del Ejecutivo no comprende a las personas cuyos títulos están en trámite de saneamiento, problema que se manifiesta en forma extensa en regiones como la IX o la X. Estimó que no es contradictorio que el solicitante de un trámite de regularización quede habilitado para postular de inmediato a la bonificación, dado que el momento de su reconocimiento como poseedor regular resulta bastante tardío ya que su título está perfeccionado. 


El Honorable Senador señor Muñoz Aburto manifestó que el solicitante de aquella regularización adquiere la calidad de poseedor regular cuando se ha dictado la resolución que le reconoce como tal. En suma, advirtió, quien ha obtenido la declaración administrativa es poseedor regular y goza de un título de dominio perfecto.  Por tanto, especificó, el procedimiento está concluido, y no en trámite.


El Honorable Diputado señor Farías planteó que la pregunta de fondo es la conveniencia o no de entregarle el beneficio de la ley a quien no tiene la posesión total, y estimó que conceder la bonificación a la persona cuyo título está inscrito da certeza a la aplicación de la norma legal.


El Honorable Senador señor Allamand, indicó que el punto radica en establecer si el presupuesto habilitante consiste en el solo hecho de haber solicitado que se le reconozca la calidad de poseedor regular o en haberla adquirido, y si bien su inclinación original era por el primer criterio, la posibilidad cierta de que una persona puede presentar la solicitud sin que tenga ni siquiera la tenencia material del predio, e impetrar y obtener el beneficio, le lleva a considerar más razonable  la propuesta.


El Honorable Senador señor Horvath previno que la realidad de la Zona Sur y Austral demuestra que son numerosos los pequeños propietarios que no tienen la calidad de poseedores regulares, y observó que el procedimiento del Ministerio de Bienes Nacionales es lentísimo.  Al efecto, solicitó que el Ministerio de Agricultura se coordine con aquella Secretaría de Estado para buscar una fórmula que refleje que la expresión “en trámite” sea, al menos, la de haberse constatado en terreno la posesión y que no existe una oposición evidente, o la existencia de ciertos antecedentes de que la persona finalmente obtendrá el perfeccionamiento de su título en su favor.  


El señor Caussade explicó que el inciso en cuestión se refiere a la persona que, después de haber cumplido con los trámites del procedimiento administrativo, ha practicado la inscripción en el registro conservatorio y tiene la calidad de poseedor regular, encontrándose en vía de adquirir el dominio por prescripción adquisitiva, y la razón por la cual se optó por esta fase se debe a que se estimó conveniente acercarse al vinculo más firme que, en el presente, tiene una persona con la propiedad, requisito que la legislación chilena establece para beneficiarse con los incentivos fiscales.  En referencia a la consulta acerca de la manera de incorporar a otras personas que están en trámite, lo cierto es que la única vía es regularizar por el decreto ley N° 2.695.


El Honorable Senador señor Naranjo señaló que la propuesta de S. E. la señora Presidenta de la República no responde a la inquietud de la Honorable Diputada señora Sepúlveda, criterio que él no comparte porque le resta certeza jurídica a la aplicación de las bonificaciones.  En definitiva, piensa que a una solicitud que se encuentra en trámite no corresponde otorgarle un beneficio.  Estimó innecesaria la propuesta, por cuanto quien hizo los trámites por el Ministerio de Bienes Nacionales y, además, cumple con los requisitos señalados en el inciso primero, sin duda, puede acceder al subsidio porque tiene un título de dominio y debe entenderse que es propietario.


La Honorable Diputada señora Sepúlveda señaló que los beneficios del decreto ley N° 701 no alcanza a los pequeños propietarios por la inexistencia de un fondo rotatorio que permita la inversión anticipada y por la carencia de título de dominio.  Manifestó, con todo, no tener inconveniente en aprobarlo en los términos propuestos, e instó a que el Ministerio de Bienes Nacionales agilice la tramitación.

La propuesta del Ejecutivo fue acogida por la Comisión Mixta con una enmienda formal de redacción.

- El acuerdo fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro.
Artículo 11 nuevo 





Esta disposición fue introducida por el Senado en el segundo trámite constitucional y faculta a Conaf para elaborar normas sustitutivas del plan de manejo forestal, su tenor es el siguiente:
“Artículo 11.- La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general, a las que podrán acogerse los propietarios; en este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento.

Tratándose de las exigencias de los artículos 7º y 20 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el plan de manejo forestal.”.
Esta inclusión fue desechada por la Cámara de Diputados, durante el tercer trámite constitucional.

Sobre el particular, la señora Subsecretaria de Agricultura hizo presente que la discrepancia en esta materia se resuelve dejando explícito que existirán planes de manejo tipo a los cuales podrán acogerse los pequeños propietarios.  Con el objetivo señalado, propuso acoger el texto del artículo 11 precedente, precisando que la Corporación podrá elaborar planes de manejo tipo, correspondiéndole, además, fomentar y facilitar el uso de los mismos por parte de los pequeños propietarios forestales.
El texto propuesto es del siguiente tenor:
“Artículo 11. La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general y planes de manejo tipo, a las que podrán acogerse los propietarios; en este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento. Corresponderá a la Corporación fomentar y facilitar el uso de dichas normas de carácter general y planes de manejo tipo por parte de los pequeños propietarios forestales.
Tratándose de las exigencias de los artículos 7º y 20 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el Plan de Manejo Forestal.”.


El Honorable Senador señor Coloma manifestó que se entiende que la norma propuesta soluciona las discrepancias que había en este punto y que dieron lugar al rechazo del artículo 11 nuevo propuesto por el Senado, disposición que incide en la misma materia que normaba el artículo 14 que aprobara, en el primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados.


La propuesta precedente, fue acogida por la Comisión Mixta.

- El acuerdo fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro.
Artículo 14
La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó una disposición que, en lo medular, libera al pequeño propietario forestal de la obligación de presentar plan de manejo, cuyo tenor es el siguiente:

“Artículo 14.- El plan de manejo podrá ser sustituido por un estudio de carácter simple, suscrito por el solicitante, cuando éste se enmarque en la categoría de pequeño propietario forestal. 


La Corporación podrá elaborar planes de manejo tipo para situaciones genéricas de frecuente ocurrencia, a los cuales podrán adherirse el propietario del terreno y los pequeños propietarios forestales.


La Corporación podrá prestar asesoría a los pequeños propietarios forestales en la elaboración de los estudios a que se refiere este artículo, pudiendo absorber total o parcialmente el costo de ella.”.




En el segundo trámite constitucional, el Senado suprimió este artículo 14.





La Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional rechazó la supresión acordada por el Senado.

En virtud de la modificación aprobada al artículo 11 precedente, en orden a facultar a la Corporación para elaborar planes de manejo tipo, así como también fomentar y facilitar el uso de los mismos por parte de los pequeños propietarios forestales, se entiende rechazado el artículo 14, dado que la materia que comprende esta disposición ya se encuentra regulada en la norma expuesta.

- El acuerdo fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro.
Artículo 13 

La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó el artículo 13, que pasó a ser 7° en el texto del Senado, cuyo tenor es el siguiente:


“Artículo 13.- A partir de la inscripción del certificado de aprobación de la calificación de bosque nativo, el propietario del terreno podrá optar a los beneficios que establece este texto legal, presentando y obteniendo previamente, de la Corporación, la aprobación de un plan de manejo para dicho bosque, elaborado por un ingeniero forestal.


El plan de manejo sólo podrá ser modificado previa presentación y aprobación, por la Corporación, de un estudio elaborado por un ingeniero forestal.”.
En el segundo trámite el Senado sustituyó esta norma por la siguiente:


“Artículo 7º.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado o quien esté en posesión de un título profesional relacionado con las ciencias agrarias o forestales y que haya cumplido con una malla curricular de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste. Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.


Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.


Cuando se trate de bosques fiscales, el plan de manejo deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.


El plan de manejo podrá comprender varios predios y propietarios.”.
La Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó la modificación propuesta por el Senado.

Cabe señalar que el punto de la controversia está referido a la calidad del profesional que interviene en los planes de manejo.   Sobre el particular, la señora Subsecretaria de Agricultura propuso sustituir el inciso primero del texto aprobado por el Senado, por los incisos primero, segundo y tercero, nuevos, que se mencionan a continuación.  Argumentó que la propuesta recoge no sólo la discusión suscitada en la Comisión de Agricultura de la Cámara de Diputados, sino que también las observaciones formuladas por los actores directamente involucrados, con el fin de garantizar que en los planes de manejo de preservación puedan participar todos ellos.  

El texto propuesto  para resolver la discrepancia es del siguiente tenor:

“Artículo 7.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por uno de los profesionales a que se refiere este artículo. Tratándose del plan de manejo forestal, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado, o un profesional relacionado con las ciencias forestales que acredite, además estar en posesión de un postítulo o postgrado en dichas ciencias. Cuando se trate de un plan de manejo de preservación, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero en conservación de recursos naturales, ingeniero en recursos naturales, o un profesional afín que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en tales áreas de formación profesional.

En todo caso, los profesionales a que se refiere el presente artículo deberán haber cumplido un plan de estudio de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.

Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.

Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.


Cuando se trate de bosques fiscales, el plan de manejo deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.


El plan de manejo podrá comprender varios predios y propietarios.”.


El Honorable Senador Coloma contrastó el texto que propuso el Senado en el segundo trámite constitucional con la propuesta en examen que distingue entre planes de manejo forestal y planes de manejo de preservación.  Expuso que existen argumentos tanto para reservar la elaboración de los instrumentos de manejo a los ingenieros forestales como para abrir aquella facultad en distintos grados.  El texto de la proposición, señaló, debe ser entendido como una fórmula relativamente equilibrada y no como un absoluto.


El Honorable Diputado señor Delmastro manifestó su desacuerdo con la fórmula y refirió que la historia de los ingenieros forestales en el país, se remonta a cincuenta años y que el decreto ley N° 701, de 1974, siempre ha reservado la elaboración de los planes de manejo a los ingenieros forestales o a ingenieros agrónomos especializados. Señaló que las nuevas carreras a las que hace referencia la propuesta no tienen más de cinco años de existencia, y la mayoría de ellas no ha generado egresados aún. La perspectiva, previno, es facultar a profesiones que no están acreditadas en el mercado para intervenir el bosque, lo que importa una decisión legislativa que consideró de suma peligrosidad, aunque se limite a planes de preservación.  Hizo mención a la exposición del representante del Colegio de Ingenieros Forestales, ante esta Comisión Mixta, y resaltó la asimetría de los planes de estudio, de forma tal que las competencias y capacidades de un ingeniero forestal no se comparan con los de una persona especializada en recursos naturales en general. 

El señor Cavieres, Asesor del Ministerio de Agricultura, respondiendo a una consulta del Honorable Diputado señor Farías, manifestó que el artículo que aprobó el Senado disponía que el plan de manejo lo podría hacer, además de un ingeniero forestal o de un ingeniero agrónomo especializado -aspecto sobre el cual no hay controversia-, quien esté en posesión de un título profesional relacionado con las ciencias agrarias o forestales y haya cumplido con una malla curricular de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.  Explicó que al no haber muchas especialidades que cumplieran con esos requisitos, se acudió a la Mesa de Trabajo sobre la Ley, y se invitó al conjunto de los actores, especialmente a los involucrados en una forma directa.  


Refirió que los invitados en esa discusión fueron: el Colegio de Ingenieros Forestales, representantes de varias escuelas forestales, el Decano de la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad Austral, la Red Bosque Nativo y la Agrupación de Ingenieros Forestales por el Bosque Nativo, y en dicha reunión se concordó la redacción que se presenta, en la perspectiva de buscar un marco más amplio, que recoge como criterios que los ingenieros forestales puedan elaborar ambas clases de instrumentos de manejo, mientras que los ingenieros de recursos naturales o en conservación de los mismos, sólo pueden hacerlo respecto de los planes de manejo de preservación. Advirtió que se trata de instrumentos claramente distintos: pues los segundos no están dirigidos a la producción de bienes sino a la mantención de los servicios del bosque y la conservación de los procesos biológicos, dado que, efectivamente, las carreras nuevas se han consolidado en el área ecológica.  Concluyó diciendo que esa es la razón por la cual el Ejecutivo respalda dicho planteamiento.   


El Honorable Diputado señor Delmastro pidió que en el informe de esta Comisión Mixta se consigne que el señor Presidente de la misma recibió una carta del Colegio de Ingenieros Forestales que contradice exactamente el texto de la redacción propuesta, la cual fue suscrita por los señores Decanos de las Facultades de Ciencias Forestales de la Pontifica Universidad Católica y de las universidades de Talca, Austral y de Concepción.  Manifestó que él fue Decano de la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad Austral y que no le parece posible que se habilite a los estudiantes de una carrera que funciona sólo desde  hace dos años.  


El Honorable Senador señor Coloma advirtió que, salva la legítima y bien fundada explicación del Honorable Diputado señor Delmastro, los demás miembros de la Comisión concuerdan en apoyar la redacción que ha hecho suya el Ejecutivo.


En mérito a lo expuesto, se acogió la propuesta del Ejecutivo sobre esta materia.

- El acuerdo fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro.
Artículos 17 y 18  nuevos
Estos preceptos, incorporados en el segundo trámite constitucional, establecen normas de protección ambiental, referentes a la intervención del bosque nativo, en relación con restricciones para la corta en pendientes de árboles y arbustos nativos y a la distancia que éstos deben encontrarse de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua; materias que, en lo fundamental, estaban contempladas el artículo 44 aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional.  

En efecto, la Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó un precepto del siguiente tenor:


“Artículo 44.- Sin perjuicio de las limitaciones anteriores, se prohíbe la corta, descepado o aprovechamiento de bosque nativo, formaciones xerofíticas y matorrales, en los siguientes casos:


a) En los terrenos situados a menos de 50 m del nacimiento de los manantiales permanentes, a menos de 30 m de los cursos de agua permanentes y a menos de 10 m de los cursos de agua no permanentes.


Las distancias señaladas podrán ser aumentadas hasta el doble, en función de las condiciones pluviométricas o de la fragilidad de los suelos, según lo determine la Corporación.


b) A menos de 50 m de lagunas, lagos, embalses y orillas de mar.


Las distancias indicadas deberán ser medidas en proyección horizontal.


c) En terrenos clasificados con capacidad de uso VIII, de acuerdo con la tabla del impuesto territorial.


d) En terrenos con  pendientes superiores a 45%.


e) A menos de 20 m de caminos de interés turístico, conforme con el procedimiento de calificación establecido en la ley N° 18.378, de 1984.


Los terrenos y bosques a que se refieren las letras a), b), c) y d) podrán acogerse a los beneficios del artículo 22.


No obstante, se podrá cortar y descepar en dichos sectores por causas justificadas de utilidad pública, así como cortar y aprovechar los bosques de las letras a), b), c) y d) que hayan percibido bonificación, en ambos casos, previa aprobación de un plan de manejo, el que deberá contemplar sólo cortas selectivas.


Además de la obligación de reforestar establecida en el artículo 37, la contravención de lo dispuesto en este artículo será sancionada con la pena de presidio menor en su grado mínimo a medio.  En el proceso respectivo, se tendrá como parte a la Corporación, debiendo notificársele todas las resoluciones que se dicten.”.
El Senado acordó, en el segundo trámite constitucional, consultar como artículos 17 y 18, del Título III, el artículo 44 de la Cámara de Diputados, con la siguiente redacción:


“Artículo 17.- Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.


b) Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.


Para los cauces señalados en las letras a) y b) cuyos  caudales sean inferiores a los señalados en las mismas, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce de la forma señalada en el inciso primero de este artículo.


En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizados en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos. En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% del dosel original.


La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en las letras a) y b) del inciso primero, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.


Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso segundo del artículo 7º, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.


Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:


a) 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquéllos que hayan sido declarados sitios prioritarios de conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, y 


b) 500 metros de los glaciares.”.
A su vez, el artículo 18, incorporado por el Senado, establece que la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, la que podrá ser superior a dicha pendiente si un estudio de suelos calificado lo permite, sólo podrá ser autorizada cuando el plan de manejo forestal contemple intervenciones que dejen a lo menos una cobertura de copas de 60%, homogéneamente distribuida y siempre que éste considere sistemas de madereo por cables, helicóptero o sistemas de similar bajo nivel de impacto sobre el suelo.

Además, deberán contemplarse las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual. Tanto las medidas referidas, como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos deberán especificarse en el respectivo plan de manejo forestal.

De igual manera, los planes de manejo forestal deberán especificar los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.

Para el caso de las cortas sanitarias que se deban realizar con motivo de la existencia de plagas endémicas o cuarentenarias, no se aplicará la restricción de cobertura residual contemplada en el inciso primero de este artículo.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó los artículos 17 y 18, nuevos, introducidos por el Senado.





El Honorable Senador señor Navarro ponderó la importancia de conocer y debatir los aspectos científicos y técnicos sobre los puntos en controversia e invitó a observar cómo se comportan las diferentes realidades al tomar medidas. Señaló que le han sorprendido los planteamientos manifestados por los invitados respecto del dosel, ya que ha estado en la XII Región y tiene otra impresión de cómo trabajar la lenga, así como de las dificultades que involucra la producción en viveros.  Explicitó que la ley debe normar bajo el concepto de preservación, y la causa de las compensaciones y bonificaciones radica en que al Estado le interesa preservar el bosque nativo.  Disintió de la imposición de un criterio maderero ya que el peso no lo pueden llevar los pequeños productores.


Al abrirse el debate en la Comisión sobre este punto particular, el Ejecutivo planteó una propuesta que consultaba la fusión de los artículos 17 y 18, en uno solo, y el establecimiento de un artículo transitorio.


El señor Cavieres expuso que el Ejecutivo propone deferir al reglamento la regulación de la protección del suelo, aguas y glaciares, dado que se carece de información suficiente para orientar el establecimiento de normas y que en el país no existen antecedentes sistematizados sobre el particular.  En concordancia con lo anterior, continuó, se reserva a la ley el establecimiento de los criterios para elaborar esas normas, lo que obviamente supone un trabajo científico, además de seguir el predicamento legal para recibir los comentarios del Consejo Consultivo del Bosque Nativo.  

Entre tanto se dicte aquel reglamento, agregó, se validan temporalmente normas que están ya elaboradas para tres tipos de bosques y para situaciones de manejo particulares sobre aquellos tipos de bosques.  Lo anterior, detalló, se funda en que aquella regulación fue concordada con el conjunto de los actores.


Para los casos en que no existen normas, explicó, se establece, en el mismo precepto de eficacia transitoria, la restricción de corta en puntos de pendiente superiores al 60%, y se deja libre la cobertura.  En materia de cuerpos y cursos naturales de agua, complementó, se conserva lo que se acordó en el Senado, para la etapa transitoria.  En síntesis, caracterizó, la estrategia consiste en trabajar con una normativa temporal sobre estas materias en las cuales hay cierto grado de consenso, con la base de antecedentes científicos y de estudios encargados por la Subsecretaría de Agricultura, además de otros recursos que aportará Conaf, para la elaboración de normas de la solidez requerida. 


El Honorable Senador señor Allamand expuso que en estas materias ha cambiado el criterio, y se advierte una regulación que hace prevalecer el reglamento y deja a la ley el establecimiento de los mismos con arreglo a los cuales se dictarán los reglamentos.


El Honorable Diputado señor Delmastro manifestó que le parece apropiada la idea, pero estima necesario que se fijen plazos para formalizar la institucionalidad.  


El asesor de la Subsecretaría de Agricultura, señor Cavieres, explicó, en relación con los plazos para elaborar el reglamento, que inicialmente se había entregado una visión equívoca, pues, dada la forma en que está organizada la ley, el articulado de aquél sólo definirá los criterios para determinar las áreas susceptibles de corta y cuáles no, lo que es distinto al método de corta aplicable a cada tipo forestal, definición que sí demanda un tiempo mayor. Indicó que el reglamento se podría perfeccionar, entonces, en un lapso de dos a tres años, adecuado a un proceso participativo de discusión, dado que se requiere alrededor de un año para recuperar la información sobre erodabilidad de los suelos, lo que implicará, a su vez, un mapeo del territorio del país, y sobre esta base asignar categorías de regulación.  


El Honorable Senador señor Allamand propuso la existencia de una disposición transitoria especial, que fije el plazo del reglamento a que se refiere este artículo, ante la evidencia de que el término de 120 días, que se consulta para otros reglamentos, es claramente insuficiente.  


El Honorable Senador señor Coloma concordó en la idea de incorporar un artículo en el sentido propuesto por Su Señoría y especificó que un plazo razonable sería dos años, a contar de la fecha de la publicación de la ley, propuesta que fue acogida por la Comisión Mixta.


La propuesta precedente fue, en su momento, recogida por S. E. la señora Presidenta de la República, en forma de un artículo 6° transitorio nuevo. 


A continuación, la Comisión Mixta debatió la propuesta preliminar de incorporar en un artículo transitorio nuevo el conjunto de normas que sentarán el régimen jurídico aplicable en materia de protección de suelos y cuerpos y cursos naturales de agua, hasta que se  dicte el reglamento que normará, en definitiva y con la especificidad regional requerida, la protección de esos recursos.


En relación con lo anterior, el señor Cavieres expuso que su finalidad apunta a que, mientras no entre en vigencia la normativa de protección de suelos y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las cortas de regeneración mediante el método de protección del tipo forestal Lenga, las cortas de raleo de renovales del tipo forestal Roble-Raulí-Coihue y las cortas de regeneración del tipo forestal Siempreverde, deberán guiarse, en lo que concierne a la protección de tales componentes naturales, por las normas de manejo establecidas por la Corporación Nacional Forestal.

El Honorable Senador señor Horvath pidió tener a la vista la normativa de protección de los tipos forestales a que ha hecho referencia el representante del Ejecutivo, y llamó la atención de que las mismas son elaboradas por la Corporación Nacional Forestal, lo cual implica que podrían ser modificadas. Manifestó su duda de si no son más restrictivas que las aprobadas hasta ahora.  Precisó que en el caso de la lenga, en los cursos de agua permanentes, se dispone que no se podrá intervenir en 30 metros de ancho, a cada lado del cauce, y lo acordado en las Comisiones unidas de Agricultura y de Medio Ambiente y Bienes Nacionales del Senado, en función de la magnitud del caudal, son fajas bastante más angostas, por lo que estima que en estas materias generarán un problema, y no una solución.  


El Honorable Senador señor Coloma le consultó a Su Señoría si existe alguna inquietud específica, pues entiende que sobre este punto hay un alto grado de acuerdo entre todos los sectores que han intervenido.  Reparó que no hay otra alternativa sino reglamentar estas materia en la ley, en circunstancia de que, como se ha dicho, el criterio concordado es que lo haga el reglamento.  Por lo demás, previno, la norma legal en comento es de naturaleza transitoria, y dentro de ese plazo deberá dictarse el reglamento. 


El Asesor de la Subsecretaría de Agricultura señor Cavieres precisó que la idea es no modificar la normativa.  Desestimó el argumento de la naturaleza conflictiva de una definición reglamentaria.  Insistió, el concepto es distinto: habrá que definir el área de exclusión de intervención, aledaña a cuerpos y cursos naturales de agua, y para hacerlo es indispensable un fundamento científico y antecedentes sólidos respecto de los niveles de impacto de las prácticas forestales.  Este precepto, recalcó,  es parte de la definición esencial, y de no abordarse, sería preciso buscar otra forma de legislar. Expresó que confía en la posibilidad de hacerlo porque ya se hizo en el pasado, sobre la base de una discusión pública.


Continuó el representante del Ejecutivo con su exposición e hizo mención que para los casos no cubiertos por las normas mencionadas en el artículo 7° transitorio, se propone que las intervenciones se sujetarán, mientras no esté vigente la normativa de protección de suelos y de cursos naturales de agua a que se refiere el artículo 17 permanente, a las reglas contenidas en los incisos segundo a décimo del artículo transitorio.


Explicó que el inciso segundo prohíbe la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 60 %, por más de 30 metros; norma que innova el criterio regulador del artículo 18 que aprobara, en su oportunidad el Senado, dado que aquella disposición sólo permitía la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 45%, si un estudio de suelos calificado lo permite, y siempre que el plan de manejo forestal contemple intervenciones que dejen a lo menos una cobertura de copas de 60%, homogéneamente distribuida y que se consideren sistemas de madereo por cables, helicóptero o sistemas de similar bajo nivel de impacto sobre el suelo. 

Los incisos terceros a octavo reproducen el contenido del artículo 17 que aprobara el Senado, durante el segundo trámite constitucional, con enmiendas formales de redacción.


Los incisos noveno y décimo, a su vez, corresponden a los incisos segundo y tercero del artículo 18, también con enmiendas formales.



El Honorable Senador señor Allamand, respecto del inciso segundo que prohíbe la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendientes superiores al 60 %, por más de 30 metros, señaló que subsistiría una discrepancia con lo expuesto por el representante de la Facultad de Ciencias Forestales de la Universidad Austral y por el de Corma, quienes consideran que este precepto, en su formulación actual, sería extraordinariamente restrictivo, y proponen una cláusula que exprese “salvo que ésta sea mediante el método de corta selectiva”.  Enfatizó que la lógica de esta prohibición es evitar la erosión y, en consecuencia, el hecho de que se establezca, en forma tajante, que no se puede hacer ninguna corta por encima de esa pendiente, es poco razonable porque una corta selectiva no tendría ningún efecto negativo. Desde luego, continuó, es inaceptable una tala rasa, pero una corta selectiva será siempre beneficiosa para el bosque porque, si se sacan individuos que están en mala condición, el recurso es más fuerte y se regenera mejor.  Recordó que el artículo 18 del reglamento del decreto ley N° 701, define lo que es corta selectiva y especifica que en pendientes superiores a 60% sólo podrá usarse aquel método.  Precisó que su propuesta está referida a la norma reglamentaria vigente, la que no ha generado problema, y lo que pide es que en el precepto transitorio se aplique el mismo criterio que se aplica al resto de  los casos.


El Honorable Diputado señor Delmastro concordó en que acoger esa sugerencia mejoraría la norma, con independencia de que la vigencia de la misma sea sólo transitoria.  


El señor asesor de la Subsecretaría de Agricultura manifestó que el debate recae en una cuestión extremadamente marginal y que el Ejecutivo conversó con actores del sector productivo empresarial y con personeros del mundo ambiental, y el texto revela la contraposición entre ambos.  Admitió que el método de corta selectiva es el más suave, pues permite intervenir un número reducido de los individuos de mayor tamaño, los del dosel superior.  Concordó que el sentido y alcance de la corta selectiva está definido en el reglamento del decreto ley N° 701, de 1974, sobre fomento forestal.  En todo caso, dijo, tratándose de un asunto marginal, el Ejecutivo, en definitiva, no tiene inconveniente en abrirse al método de corta selectiva 


El Honorable Senador señor Coloma consultó si existe disposición para acoger la norma  planteada por el Honorable Senador señor Allamand, y, al efecto, propuso agregar que se requerirá autorización previa de la Corporación, para el método selectivo.


El Honorable Senador señor Naranjo manifestó que es partidario de no innovar en la redacción para evitar que lo selectivo se transforme en masivo. 


El Honorable Diputado señor Delmastro dio a conocer su preocupación por los literales a) y b) del inciso tercero que prohíben la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que señalan los referidos literales para cauces permanentes  en cualquier zona del país y para los  permanentes en zonas áridas o semiáridas, por ser normas de carácter nacional, al establecer caudales medios aplicables en distintas realidades geográficas, y abogó porque se explicite su temporalidad.


Asimismo, sugirió regular los regímenes de protección para las especies Lenga, Roble- Raulí-Coigue y Siempreverde, en una disposición transitoria distinta a la que  norme el estatuto aplicable a los demás tipos forestales.

Terminado el debate, la Comisión Mixta acogió, en principio, la propuesta del Ejecutivo con el compromiso de sus representantes de introducir las modificaciones descritas.
  
Posteriormente, S. E. la señora Presidenta de la República formalizó una propuesta de solución que recoge las observaciones planteadas.  En lo formal, ésta abarca cuatro enmiendas: en primer término, la sustitución del artículo 17 rechazado por la Honorable Cámara de Diputados, por uno nuevo; en segundo orden, la supresión del artículo 18 que había propuesto el Senado en el segundo trámite constitucional; en tercer lugar, la inclusión de un artículo 6° transitorio nuevo que fija un plazo especial para la aprobación del reglamento a que se refiere el artículo 17; y, por último, la incorporación de los artículos 7° y 8° transitorios nuevos que fijan los regímenes de protección, en función de las circunstancias que en cada caso se especifican, aplicables en el lapso que corre desde la entrada en vigencia de la ley y el momento en que se dicte el reglamento antes mencionado.  El texto de la propuesta es del siguiente tenor:

“Artículo 17.- Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en una distancia de 500 metros de los glaciares, medidas en proyección horizontal en el plano.

El Reglamento normará la protección de suelos, cuerpos y cursos naturales de agua, teniendo, a lo menos, los siguientes criterios centrales: la pendiente, la pluviometría, la fragilidad y erodabilidad de los suelos; el nivel de saturación de los mismos y la flotación de los equipos de madereo. En el caso de protección de los cursos naturales de agua considerará además el tamaño de la cuenca, el caudal y su temporalidad. 

De la misma forma, el Reglamento determinará la normativa para la protección de los humedales declarados Sitios Prioritarios de Conservación, por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, o sitios Ramsar, debiendo considerar los criterios señalados en el inciso anterior, así como también los requerimientos de protección de las especies que lo habitan.

Asimismo dicha normativa deberá responder a las especificidades regionales. 


En la elaboración de la mencionada normativa se aplicará lo dispuesto en la letra b), del inciso quinto, del artículo 33 de esta ley.”. 

Incorporar los siguientes artículos transitorios:

“Artículo 6°.- Las normas del Reglamento a que se refiere el artículo 17 de la presente ley, deberán dictarse en un plazo de dos años a contar de la fecha de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.

“Artículo 7°.- Mientras no esté vigente la normativa de protección de suelos y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las cortas de regeneración mediante el método de protección del tipo forestal Lenga, las cortas de raleo de renovales del tipo forestal Roble-Raulí-Coihue y las cortas de regeneración del tipo forestal Siempreverde, deberán guiarse, en lo que refiere a la protección de tales componentes naturales, por las normas de manejo establecidas por la Corporación Nacional Forestal.”.

“Artículo 8°.- En los casos, no cubiertos por las normas mencionadas en el artículo anterior y en tanto no esté vigente la normativa de protección de suelos, humedales y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las intervenciones se sujetarán a lo dispuesto en los incisos siguientes.

Se prohíbe la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendiente superiores al 60%, por más de 30 metros, salvo que se trate de cortas selectivas autorizadas previamente por la Corporación.

Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:





a)Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.





b)Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.

En los cauces a que se refieren los literales a) y b) cuyos caudales sean inferiores a los señalados en las mismas, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce, de la forma señalada en el inciso precedente de este artículo.

En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizados en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos. En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% de cobertura.

La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en los literales a) y b), del inciso tercero de este artículo, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.

Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso cuarto del artículo 7°, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.

Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos ubicados a 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados Sitios Prioritarios de Conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, medidas en proyección horizontal en el plano.

El plan de manejo deberá especificar tanto las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual, como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos.

De igual manera, determinará los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.”.


El señor asesor de la Subsecretaría de Agricultura reseñó que las posiciones encontradas que se observaron, durante el tercer trámite, respecto del tema de las pendientes, han llevado al Ejecutivo a la propuesta precedente –artículo17-, la que apunta, en primer término, a establecer los principales criterios que debe considerar la regulación de la protección de los suelos y las aguas cuando se intervienen los bosques nativos.  Agregó que el mismo determina que la normativa específica se defiera al reglamento, sobre la base de estudios que consideren las heterogéneas condiciones fisiográficas, climáticas, de suelos y de medios de extracción de madera que pudiesen observarse a lo largo del país.


Respecto de las disposiciones transitorias, explicó que el artículo 6° nuevo fija el plazo en que deberá dictarse el reglamento a que se refiere el artículo 17.  


Especificó que el artículo 7° transitorio nuevo dispone que, en tanto se elabore el mencionado reglamento, de manera transitoria, las cortas de regeneración mediante el método de protección del tipo forestal Lenga, las cortas de raleo de renovales del tipo forestal Roble-Raulí-Coihue y las cortas de regeneración del tipo forestal Siempreverde, debieran guiarse, en lo que refiere a la protección de tales componentes naturales, por las normas de manejo establecidas por la Corporación Nacional Forestal. Lo anterior, explicó, en atención a que tales normas se han utilizado por largos años de manera muy efectiva y han sido validadas por todos los actores que han venido participando en la discusión de este punto.


Por  su parte, fundamentó que el artículo 8° transitorio, debido a la existencia de un espectro amplio de situaciones que no quedan cubiertas por el artículo precedente, explicita las normas que, con anterioridad a la entrada en vigencia del reglamento en referencia, regularán las intervenciones forestales, asegurando la protección de los suelos y las aguas y la sustentabilidad de la actividad forestal.  Indicó que para definir tal normativa, lo mas conveniente resulta utilizar, en lo referido a la protección de suelos cuando se realizan cortas en pendiente, las normas establecidas por la Corporación Nacional Forestal que, consistentemente, prohíben la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendiente superiores al 60%, por más de 30 metros. Concordó en que, no obstante lo indicado previamente, el reglamento del decreto ley N° 701, que hasta el momento ha normado la intervención en bosque nativo, señala que sobre dicha pendiente se puede intervenir tales formaciones con el método de corta selectiva, por ser éste el que genera el menor nivel de impacto, siempre que sea autorizada previamente por la Corporación.


En lo que atañe a la protección de los cursos de agua, puntualizó que las normas aprobadas por el Senado, tras un intenso trabajo conjunto con el Ejecutivo, constituye una normativa  que no ha sido cuestionada y que, por mismo, resulta valiosa para regular el tema hasta contar con los antecedentes científico-técnicos que llevarán a la elaboración del reglamento.

En mérito a lo expuesto, y de haberse acogido expresamente las observaciones formuladas por sus miembros, la Comisión Mixta respaldó la propuesta del Ejecutivo.

- El acuerdo fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro.
Artículo 23

Establece el régimen de incentivos, mediante un Fondo de Conservación, Recuperación y Manejo Sustentable del Bosque Nativo; de carácter concursable; así como las actividades bonificables, sus montos y un régimen especial para los pequeños propietarios forestales. 

La Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, aprobó el artículo 22 que pasó a ser artículo 23 en el texto del Senado, cuyo tenor es el siguiente.

“Artículo 22.- El Estado bonificará en el 75% los costos netos de:


a) Ordenamiento que se efectúe en bosques nativos calificados, o bosques nativos no calificados, tratándose de predios a que se refiere el número 24 del artículo 2º.


b) Forestación con especies nativas en terrenos calificados de aptitud preferentemente forestal, conforme con el decreto ley Nº 701, de 1974, o la plantación que se efectúe con dichas especies en terrenos con presencia de bosque nativo degradado, calificado en conformidad con el procedimiento del Título I de esta ley.


c) Mantención anual de las masas a que se refieren las letras a) y b) precedentes, hasta que ellas alcancen 10 cm de diámetro promedio, a una altura de 1,3 mt del suelo.


Las bonificaciones anteriores se pagarán las veces que indique el reglamento.  En todo caso, los gastos de mantención se pagarán hasta por un máximo de 10 anualidades, salvo que, por razones específicas de particular vulnerabilidad del recurso forestal y mediante resolución fundada del Director Nacional, se autoricen mayor número de anualidades.

Las actividades descritas se pagarán siempre que ellas se ejecuten conforme con el plan de manejo aprobado o estudio simple, si correspondiere.  Tratándose de los predios a que se refiere el número 24 del artículo 2º, la bonificación establecida en este artículo será del 85% de los costos netos.”.
El Senado, en el segundo trámite constitucional, lo consultó como artículo 23, con la siguiente redacción:


“Artículo 23.- Habrá un Fondo concursable destinado a la conservación, recuperación o manejo sustentable del bosque nativo, en adelante “el Fondo”, a través del cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:


a) Actividades que favorezcan la regeneración, recuperación o protección de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr la mantención de la diversidad biológica, con excepción de aquéllos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado. Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea;


b) Actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros. Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea, y


c) Actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. Dicha bonificación alcanzará hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos, y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Esta tabla se fijará mediante un decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Este decreto se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si el Ministerio de Agricultura no fijare dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


En el caso de pequeños propietarios forestales, el monto de las bonificaciones señaladas en los literales del inciso primero de este artículo podrá ser incrementado hasta en un 15%, según se disponga en el reglamento del Fondo.


Los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo de conformidad al reglamento y a las bases. Los interesados cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos, deberán presentar el respectivo plan de manejo a la Corporación.”.


La Cámara de Diputados, en el tercer trámite, rechazó este artículo.


Sobre el particular, cabe señalar que el argumento esgrimido para su rechazo fue la necesidad de establecer en forma imperativa que el monto de las bonificaciones  para el caso de los pequeños propietarios forestales deberá ser incrementado en un 15%.


Al respecto S. E. la señora Presidenta de la República formuló una propuesta con el objetivo de sustituir en el inciso tercero la expresión “podrá” por “deberá”.  En consecuencia, la Comisión Mixta mantuvo el texto del Senado con la proposición antedicha.
- El acuerdo fue aprobado por la mayoría de los miembros de la Comisión Mixta, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro.
- - -


La Comisión Mixta acordó realizar las adecuaciones de redacción y formales necesarias a fin de que los artículos del proyecto queden con una numeración correlativa y las referencias internas que contienen algunos de ellos a otras disposiciones de la iniciativa queden hechas a los preceptos que corresponden, facultando a la Secretaría de la Comisión para efectuarlas.

ACUERDO


Con el mérito de la relación precedente, la Comisión Mixta, por la mayoría de sus miembros, Honorables Senadores señores Allamand, Coloma, Horvath y Naranjo y Honorables Diputados señora Vidal y señor Pérez, don José, y el voto en contra el Honorable Diputado señor Delmastro, como forma y modo de resolver las divergencias suscitadas, formula a ambas Corporaciones la siguiente proposición, para que se pronuncien en una sola votación:

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA

Artículo 2°

N° 20, texto Cámara Diputados.

N° 14, texto Senado.


Sustituir este numeral por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como número 14, con la sola enmienda de incorporar, a continuación de la expresión “Regiones I y VI”, la frase “, incluidas la Metropolitana y la XV”.

N° 15, texto Senado, nuevo.


Reemplazar la frase “incisos segundo y tercero” por “incisos cuarto y quinto”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).
N° 24, texto Cámara Diputados.

N° 17, texto Senado. 


Reemplazar el texto por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como número 17, con las siguientes enmiendas:


- Agregar, a continuación de la expresión “Regiones I y IV” la frase “, incluida la XV”.

- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo:

“Sólo para efecto de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 22 y en el inciso primero del artículo 25, se entenderá como pequeño propietario forestal a aquel poseedor, que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso primero, y que haya adquirido la calidad de poseedor regular de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 2.695 de 1979. Esta circunstancia deberá ser acreditada por medio de una copia de la inscripción de la resolución que otorgó la posesión regular del predio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.”.

Artículo 4°, texto Senado





Reemplazar, en el inciso final, la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 11 nuevo, texto Senado.





Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 11.- La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general y planes de manejo tipo, a los que podrán acogerse los propietarios. En este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento. Corresponderá a la Corporación fomentar y facilitar el uso de dichas normas de carácter general y planes de manejo tipo por parte de los pequeños propietarios forestales.

Tratándose de las exigencias de los artículos 7º y 19 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el Plan de Manejo Forestal.”.
Artículo 13, texto Cámara Diputados.
Artículo 7°, texto Senado.

Sustituir este artículo por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como artículo 7°, con la enmienda siguiente:


Reemplazar el inciso primero por los siguientes incisos primero, segundo y tercero, nuevos, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos cuarto, quinto y sexto:

“Artículo 7.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por uno de los profesionales a que se refiere este artículo. Tratándose del plan de manejo forestal, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado, o un profesional relacionado con las ciencias forestales que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en dichas ciencias. Cuando se trate de un plan de manejo de preservación, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero en conservación de recursos naturales, ingeniero en recursos naturales, o un profesional afín que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en tales áreas de formación profesional.

En todo caso, los profesionales a que se refiere el presente artículo deberán haber cumplido un plan de estudio de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.

Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.”.
Artículo 14, texto Cámara.

Eliminarlo.

Artículo 17 nuevo, texto Senado.

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 17.- Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en una distancia de 500 metros de los glaciares, medidas en proyección horizontal en el plano.

El Reglamento normará la protección de suelos, cuerpos y cursos naturales de agua, teniendo, a lo menos, los siguientes criterios centrales: la pendiente, la pluviometría, la fragilidad y erodabilidad de los suelos; el nivel de saturación de los mismos y la flotación de los equipos de madereo. En el caso de protección de los cursos naturales de agua considerará además el tamaño de la cuenca, el caudal y su temporalidad. 

De la misma forma, el Reglamento determinará la normativa para la protección de los humedales declarados Sitios Prioritarios de Conservación, por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, o sitios Ramsar, debiendo considerar los criterios señalados en el inciso anterior, así como también los requerimientos de protección de las especies que lo habitan.

Asimismo dicha normativa deberá responder a las especificidades regionales. 

En la elaboración de la mencionada normativa se aplicará lo dispuesto en la letra b), del inciso quinto, del artículo 33 de esta ley.”.
Artículo 18 nuevo, texto Senado.

Eliminarlo.

Artículo 19, texto Senado
Pasa a ser 18, con la siguiente enmienda:


Sustituir la frase “artículos 15, 16, 17 y 18” por “artículos 15, 16 y 17”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta). 

Artículo 20, texto Senado

Pasa a ser 19 con la siguiente modificación:


Reemplazar, en el inciso segundo, la palabra “segundo” por “cuarto”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).
Artículo 21, texto Senado

Pasa a ser 20, con la siguiente enmienda:


Sustituir la frase “artículos 7°, 17 y 20” por “artículos 7°, 17 y 19”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 22, texto Senado

Pasa a ser 21, con la modificación siguiente: 

Reemplazar la expresión “inciso segundo”  por “inciso cuarto”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 22, texto Cámara Diputados.

Artículo 23, texto Senado.

Sustituir este artículo por el que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional como 23, que pasa a ser  22, con la sola enmienda de reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “podrá” por “deberá”.

Artículo 24, texto Senado

Pasa a ser 23 con la siguiente modificación:


Sustituir la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 25, texto Senado

Pasa a ser 24, con la siguiente enmienda:


Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 26, texto Senado

Pasa a ser 25, sin enmiendas

Artículo 27, texto Senado

Pasa a ser 26, con la siguiente modificación:


Reemplazar, en los incisos primero y segundo, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 28, texto Senado

Pasa a ser 27, con la enmienda siguiente:


Sustituir la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 29, 30, 31 y 32, texto del Senado

Pasan a ser 28, 29, 30 y 31, respectivamente, sin modificaciones.

Artículo 33, texto Senado

Pasa a ser 32 con la siguiente enmienda:


Reemplazar la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 34, texto Senado

Pasa a ser 33, sin enmiendas.
Artículo 35, texto Senado

Pasa a ser 34, con la modificación siguiente:


Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).
Artículo 36, texto Senado

Pasa a ser 35, con la siguiente enmienda:


Sustituir, en el inciso primero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).
Artículos 37 y 38, texto Senado

Pasan a ser 36 y 37, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 39, texto Senado

Pasa a ser 38, con la siguiente enmienda:


Reemplazar, en la letra b), del inciso tercero, la expresión “artículo 23” por “artículo 22”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).
Artículos 40, 41, 42, 43 y 44, texto Senado

Pasan a ser 39, 40, 41, 42 y 43, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 45, texto Senado
Pasa a ser 44 con la siguiente modificación:


Reemplazar la expresión “artículo 34” por “artículo 33”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 46, texto Senado

Pasa a ser 45, con la enmienda siguiente:


Sustituir en el inciso quinto, la frase “artículos 41, 50 y 51” por “artículos 40, 49 y 50”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 47, texto Senado

Pasa a ser 46, sin enmiendas.

Artículo 48, texto Senado
Pasa a ser 47, con la modificación que sigue:


Reemplazar, en el inciso final, la expresión “artículo 46” por “artículo 45”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 49 y 50, texto Senado

Pasan a ser 48 y 49, respectivamente, sin enmiendas.

Artículo 51, texto Senado

Pasa a ser 50 con la siguiente modificación:


Sustituir la expresión “artículo 50” por “artículo 49”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 52, texto Senado

Pasa a ser 51, sin enmienda.

Artículo 53, texto Senado

Pasa a ser 52, con la siguiente modificación:


Reemplazar la expresión “artículo 20” por “artículo 19”.  (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 54, texto Senado

Pasa a ser 53 sustituido por el siguiente:


“Artículo 53.-  La corta no autorizada de bosque nativo con infracción a lo señalado en los artículos 17, y 7° y 8° transitorios de la presente ley, hará incurrir al infractor en la multa mencionada en el artículo 52 aumentada hasta en un 100%.”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).
Artículo 55, texto Senado

Pasa a ser 54 con la siguiente modificación:


Sustituir, en la letra d), la expresión “artículo 59” por “artículo 58”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 56, texto Senado

Pasa a ser 55, sin enmienda.

Artículo 57, texto Senado

Pasa a ser 56 con la siguiente modificación:


Reemplazar, en el inciso final, la expresión “artículo 55” por “artículo 54”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículos 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 65 y 66, texto Senado

Pasan a ser 57, 58, 59, 60, 61, 62, 63, 64  y 65, respectivamente, sin enmiendas.

Artículos Transitorios

Artículo 2°


Reemplazar, en el inciso primero, la expresión “artículo 20” por “artículo 19”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

Artículo 4°


Sustituir la expresión “artículo 23” por “artículo 22”. (Modificación de concordancia resultante de la propuesta de la Comisión Mixta).

° ° °


Artículos 6°, 7° y 8° transitorios, nuevos


Incorporar como tales los siguientes:

“Artículo 6°.- Las normas del Reglamento a que se refiere el artículo 17 de la presente ley, deberán dictarse en un plazo de dos años a contar de la fecha de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.”.
“Artículo 7°.- Mientras no esté vigente la normativa de protección de suelos y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las cortas de regeneración mediante el método de protección del tipo forestal Lenga, las cortas de raleo de renovales del tipo forestal Roble-Raulí-Coihue y las cortas de regeneración del tipo forestal Siempreverde, deberán guiarse, en lo que refiere a la protección de tales componentes naturales, por las normas de manejo establecidas por la Corporación Nacional Forestal.”.

“Artículo 8°.- En los casos, no cubiertos por las normas mencionadas en el artículo anterior y en tanto no esté vigente la normativa de protección de suelos, humedales y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las intervenciones se sujetarán a lo dispuesto en los incisos siguientes.
Se prohíbe la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendiente superiores al 60%, por más de 30 metros, salvo que se trate de cortas selectivas autorizadas previamente por la Corporación.

Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales 

de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:





a)Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.





b)Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.

En los cauces a que se refieren los literales a) y b) cuyos caudales sean inferiores a los señalados en los mismos, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce, de la forma señalada en el inciso precedente de este artículo.

En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizados en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos. En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% de cobertura.

La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en los literales a) y b), del inciso  tercero de este artículo, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.

Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso cuarto del artículo 7°, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.

Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos ubicados a 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados Sitios Prioritarios de Conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, medidas en proyección horizontal en el plano.

El plan de manejo deberá especificar tanto las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual, como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos.

De igual manera, determinará los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.”.
                    ° ° °


A título meramente ilustrativo, cabe consignar que con la proposición de la Comisión Mixta incorporada, el texto de la iniciativa legal queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1º.- Esta ley tiene como objetivos la protección, la recuperación y el mejoramiento de los bosques nativos, con el fin de asegurar la sustentabilidad forestal y la política ambiental.

Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley, se entenderá por:


1) Árbol:  planta de fuste generalmente leñoso que en su estado adulto y en condiciones normales de hábitat puede alcanzar, a lo menos, cinco metros de altura o una menor en condiciones ambientales que limiten su desarrollo.


2) Bosque: sitio poblado con formaciones vegetales en las que predominan árboles y que ocupa una superficie de por lo menos 5.000 metros cuadrados, con un ancho mínimo de 40 metros, con cobertura de copa arbórea que supere el 10% de dicha superficie total en condiciones áridas y semiáridas y el 25% en circunstancias más favorables.


3) Bosque nativo: bosque formado por especies autóctonas, provenientes de generación natural, regeneración natural, o plantación bajo dosel con las mismas especies existentes en el área de distribución original, que pueden tener presencia accidental de especies exóticas distribuidas al azar.


4) Bosque nativo de preservación: aquél, cualquiera sea su superficie, que presente o constituya actualmente hábitat de especies vegetales protegidas legalmente o aquéllas clasificadas en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”; o que corresponda a ambientes únicos o representativos de la diversidad biológica natural del país,  cuyo manejo sólo puede hacerse con el objetivo del resguardo de dicha diversidad.


Se considerarán, en todo caso, incluidos en esta definición, los bosques comprendidos en las categorías de manejo con
 fines de preservación que integran el Sistema Nacional  de  Áreas  Silvestres 
Protegidas del Estado o aquél régimen legal de preservación, de adscripción voluntaria, que se establezca.


5) Bosque nativo de conservación y protección: aquél, cualquiera sea su superficie, que se encuentre ubicado en pendientes iguales o superiores a 45%, en suelos frágiles, o  a menos de doscientos metros de manantiales, cuerpos o cursos de aguas naturales, destinados al resguardo de tales suelos y recursos hídricos.


6) Bosque nativo de uso múltiple: aquél, cuyos terrenos y formaciones vegetales no corresponden a las categorías de preservación o de conservación y protección, y que está destinado preferentemente a la obtención de bienes y servicios, maderables y no maderables.


7) Cauce:  curso de agua conformado por un lecho de sedimentos, arena o rocas, delimitado por riberas definidas, por el cual escurre agua en forma temporal o permanente.


8) Corporación: la Corporación Nacional Forestal.


9) Corta de bosque: acción de talar, eliminar o descepar uno o más individuos de especies arbóreas que formen parte de un bosque.


10) Corta de cosecha: corta o intervención destinada a extraer del bosque nativo, al final de la rotación o dentro del ciclo de corta, según corresponda, el volumen definido en el plan de manejo forestal.


11) Corta sanitaria: corta de árboles, en cualquier etapa de su desarrollo, que se encuentren afectados por plagas o susceptibles de ser atacados y cuya permanencia constituya una amenaza para la estabilidad del bosque.


12) Corta no autorizada: corta de bosque efectuada sin plan de manejo aprobado por la Corporación, como asimismo, aquella corta que, contando con plan de manejo  previamente aprobado, se ejecute en contravención a las especificaciones técnicas en él contenidas, especialmente respecto de intervenciones en superficies o especies distintas a las autorizadas.


13) Especie nativa o autóctona: especie arbórea o arbustiva originaria del país, que ha sido reconocida oficialmente como tal mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura.


14) Formación xerofítica: formación vegetal, constituida por especies autóctonas, preferentemente arbustivas o suculentas, de áreas de condiciones áridas o semiáridas ubicadas entre las Regiones I y VI, incluidas la Metropolitana y la XV y en las depresiones interiores de las regiones VII y VIII.


15) Interesado: el propietario o poseedor en proceso de saneamiento de título del predio, o titular de algunos de los derechos indicados en los incisos cuarto y quinto del artículo 7º.


16) Ordenación forestal, en adelante “ordenación”: conjunto de intervenciones silviculturales que, organizadas espacial y temporalmente, persiguen una estructuración tal del bosque que permite un rendimiento sostenido, sin afectar negativamente su productividad, ni de manera significativa las funciones ambientales del mismo, conforme a las prescripciones técnicas contenidas en un plan de manejo forestal.

17) Pequeño propietario forestal:  la persona que tiene título de dominio sobre uno o más predios rústicos cuya superficie en conjunto no exceda de 200 hectáreas, o de 500 hectáreas cuando éstos se ubiquen entre las Regiones I y IV, incluida la XV;  o de 800 hectáreas para predios ubicados en la comuna de Lonquimay, en la IX Región;  en la provincia de Palena, en la X Región;  o en la XI y XII Región, cuyos activos no superen el equivalente a 3.500 unidades de fomento;  que su ingreso provenga principalmente de la explotación agrícola o forestal y que trabaje directamente la tierra, en su predio o en otra propiedad de terceros.  Se entenderán incluidas entre los pequeños propietarios forestales las comunidades agrícolas reguladas por el decreto con fuerza de ley Nº 5, del Ministerio de Agricultura, de 1968, las comunidades indígenas regidas por la ley Nº 19.253, las comunidades sobre bienes comunes resultantes del proceso de Reforma Agraria, las sociedades de secano constituidas de acuerdo con el artículo 1º del decreto ley Nº 2.247, de 1978, y las sociedades a las que se refiere el artículo 6º de la ley Nº 19.118, siempre que, a lo menos el 60% del capital social de tales sociedades se encuentre en poder de los socios originales o de las personas que tengan la calidad de pequeños propietarios forestales, según lo certifique el Servicio Agrícola y Ganadero.




Sólo para efecto de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 22 y en el inciso primero del artículo 25, se entenderá como pequeño propietario forestal a aquel poseedor, que cumpla con los requisitos establecidos en el inciso primero, y que haya adquirido la calidad de poseedor regular de acuerdo a lo dispuesto en el decreto ley Nº 2.695 de 1979. Esta circunstancia deberá ser acreditada por medio de una copia de la inscripción de la resolución que otorgó la posesión regular del predio del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.


18) Plan de Manejo: instrumento que, reuniendo los requisitos que se establecen en este cuerpo legal, planifica la gestión del patrimonio ecológico o  el aprovechamiento sustentable de los recursos forestales de un terreno determinado, resguardando la calidad de las aguas y evitando el deterioro de los suelos.


Será plan de manejo de preservación cuando tenga como objetivo fundamental resguardar la diversidad biológica, asegurando la mantención de las condiciones  que hacen posible la evolución y el desarrollo de las especies y ecosistemas contenidos en el área objeto de su acción.


Será plan de manejo forestal cuando su objetivo sea el aprovechamiento del bosque nativo para la obtención de bienes madereros y no madereros, considerando la multifuncionalidad de los bosques y la diversidad biológica.


19) Plantación Suplementaria: aquella plantación bajo dosel o con protección arbórea lateral que se efectúa con especies nativas propias del lugar, o del mismo tipo forestal que hayan existido anteriormente en él, y que se realiza en forma complementaria a la regeneración natural, para mejorar la calidad del bosque nativo.

20) Productos no madereros del bosque nativo: todos aquellos bienes y servicios que no corresponden a recursos leñosos o madera en pie y que existen o se pueden desarrollar al interior de un bosque nativo a partir de las especies nativas que lo componen.  Se entenderá para estos efectos, y sin que esta enumeración sea taxativa, bienes tales como: hongos; plantas de usos alimenticios;  frutos silvestres de árboles y arbustos; especies vegetales de usos medicinales, químicos o farmacológicos;  fauna silvestre;  fibras vegetales y servicios de turismo.


21) Regeneración natural de bosque nativo: proceso mediante el cual se establece un bosque a través de regeneración vegetativa o de semillas provenientes de árboles nativos del mismo rodal o de rodales vecinos, las cuales son diseminadas por agentes naturales, tales como viento, agua, mamíferos, aves o por rebrote espontáneo de cepas existentes.


22) Renoval: bosque en estado juvenil proveniente de regeneración natural, constituido por especies arbóreas nativas, cuyo diámetro y altura, para cada tipo forestal, no excede los límites señalados en el reglamento.


23) Servicios ambientales: aquéllos que brindan los bosques nativos y las plantaciones que inciden directamente en la protección y mejoramiento del medio ambiente.


24) Quema controlada: acción de usar el fuego para eliminar vegetación en forma dirigida, circunscrita o limitada a un área previamente determinada, conforme a normas técnicas preestablecidas y con el fin de mantener el fuego bajo control.


25) Incendio forestal: toda destrucción de la vegetación, por intermedio del fuego y cuando éste se propaga libremente y sin control en terrenos denominados forestales.


26) Tipo forestal: agrupación arbórea caracterizada por las especies predominantes en los estratos superiores del bosque.

TÍTULO I

DE LOS TIPOS FORESTALES


Artículo 3º.- Mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio de Agricultura, se establecerán los tipos forestales a que pertenecen los bosques nativos del país y los métodos de regeneración aplicables a ellos.


El procedimiento para establecer los tipos forestales y los métodos de regeneración considerará, a lo menos, las siguientes etapas: desarrollo de estudios científicos y técnicos que fundamenten la tipología establecida, sus métodos de regeneración y consulta a los organismos públicos y privados con competencia en la materia.


Artículo 4º.- La Corporación mantendrá un catastro forestal de carácter permanente, en el que deberá identificar y establecer, a lo menos cartográficamente, los tipos forestales existentes en cada región del país, su estado y aquellas áreas donde existan ecosistemas con presencia de bosques nativos de interés especial para la conservación o preservación, según los criterios que se establezcan en el reglamento de esta ley.


El catastro forestal deberá ser actualizado a lo menos cada diez años y su información tendrá carácter público.


El Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 33 de esta ley considerará el catastro forestal, junto a otras fuentes de información relevantes, como base para proponer criterios de focalización, priorización de los terrenos y asignación de las bonificaciones contempladas en esta ley, las que podrán obtenerse mediante los concursos a que se refiere este cuerpo legal.

TÍTULO II

DEL PLAN DE MANEJO

Artículo 5º.- Toda acción de corta de bosque nativo, cualquiera sea el tipo de terreno en que éste se encuentre, deberá hacerse previo plan de manejo aprobado por la Corporación.  Deberá cumplir, además, con lo prescrito en el decreto ley Nº 701, de 1974. Los planes de manejo aprobados deberán ser de carácter público y estar disponibles en la página web de la Corporación para quien lo solicite.

Artículo 6º.- El plan de manejo deberá contener información general de los recursos naturales existentes en el predio. Para el área a intervenir se solicitará información detallada, conforme lo señale el reglamento.

Artículo 7º.- El plan de manejo deberá ser presentado por el interesado y elaborado por uno de los profesionales a que se refiere este artículo. Tratándose del plan de manejo forestal, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero agrónomo especializado, o un profesional relacionado con las ciencias forestales que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en dichas ciencias. Cuando se trate de un plan de manejo de preservación, éste deberá ser elaborado por un ingeniero forestal, un ingeniero en conservación de recursos naturales, ingeniero en recursos naturales, o un profesional afín que acredite, además, estar en posesión de un postítulo o postgrado en tales áreas de formación profesional.

En todo caso, los profesionales a que se refiere el presente artículo deberán haber cumplido un plan de estudio de al menos diez semestres, de una carrera impartida por una universidad del Estado o reconocida por éste.


Dicho plan deberá contar con la firma del interesado y del profesional que lo hubiere elaborado.

Cuando la construcción de caminos, el ejercicio de concesiones o servidumbres mineras, de gas, de servicios eléctricos, de ductos u otras reguladas por ley, según corresponda, implique corta de bosque nativo, el plan de manejo correspondiente deberá ser presentado por el respectivo concesionario o titular de la servidumbre, según los casos, quien será responsable del cumplimiento de todas las obligaciones contenidas en él.


Cuando se trate de bosques fiscales, el plan de manejo deberá ser suscrito por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, quien será responsable del cumplimiento de las obligaciones contenidas en él. Será también suscrito por la respectiva Secretaría Regional Ministerial de Bienes Nacionales, con lo que se acreditará que el solicitante tiene alguna de dichas calidades y que no existe oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.


El plan de manejo podrá comprender varios predios y propietarios.


Artículo 8º.- Presentado un plan de manejo a la Corporación, ésta deberá aprobarlo o rechazarlo dentro del plazo de noventa días, contado desde la fecha de ingreso de la solicitud a la oficina correspondiente.


Si la Corporación no se pronunciare en el plazo señalado, se tendrá por aprobado el plan de manejo propuesto por el interesado, a excepción de las áreas que comprendan las situaciones que se señalan en el artículo 17 de esta ley.


La Corporación podrá rechazar un plan de manejo sólo cuando éste no cumpla con los requisitos establecidos en esta ley.


En el evento de que la Corporación rechazare en todo o en parte el plan de manejo, el interesado podrá reclamar ante el juez, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974.  En este caso, la sentencia definitiva será apelable.

Aprobado un plan de manejo, el interesado deberá dar aviso a la Corporación cuando inicie la ejecución de faenas y, cumplido un año de inicio de su ejecución, deberá acreditar anualmente ante la Corporación, el grado de avance del mismo, cuando ello ocurra, por medio de un informe elaborado por el interesado.


Artículo 9º.- La Corporación deberá llevar una nómina o sistema de información, consolidado por provincias, ambos de carácter público, en los que consten los planes de manejo aprobados, y certificará su existencia respecto de un determinado predio a quien lo solicite.


Artículo 10.- Si con posterioridad a la aprobación del plan de manejo, se estableciera que éste se ha fundado en antecedentes falsos, la Corporación podrá invalidar, conforme a las reglas generales, los actos administrativos que se hayan basado en los mismos, sin perjuicio de perseguir las responsabilidades civiles o penales que de ello se deriven.


En igual forma se procederá cuando se presenten antecedentes inexactos, en términos tales que hayan incidido sustancialmente en la aprobación del respectivo plan de manejo.

El interesado podrá reclamar de la resolución que invalide actos administrativos conforme se autoriza en los incisos precedentes, de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974, sin que este reclamo suspenda el cumplimiento de lo resuelto por la Corporación.
Artículo 11.-  La Corporación podrá elaborar normas de manejo de carácter general y planes de manejo tipo, a los que podrán acogerse los propietarios. En este caso, se dará por cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal que se establece en esta ley, aplicándose los procedimientos generales que rigen para ellos, en la forma que establezca el reglamento. Corresponderá a la Corporación fomentar y facilitar el uso de dichas normas de carácter general y planes de manejo tipo por parte de los pequeños propietarios forestales.


Tratándose de las exigencias de los artículos 7º y 19 de esta ley, no podrá sustituirse la obligación de presentar el Plan de Manejo Forestal.


Artículo 12.- Los planes de manejo aprobados podrán ser modificados durante su vigencia, previa presentación y aprobación de un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley.  La Corporación deberá pronunciarse respecto de las modificaciones dentro del plazo de 60 días hábiles.


La modificación no podrá alterar el objetivo de manejo señalado en el plan original, a menos que el nuevo propuesto sea factible de conseguir a partir del estado en que se encuentre el bosque al momento de la proposición.


Regirán, para las modificaciones, las mismas normas generales establecidas para los planes de manejo, incluidas las normas sobre silencio administrativo a que se refiere el artículo 8º de esta ley.


La postergación de las actividades de corta contenidas en el plan de manejo y que no impliquen un deterioro del bosque, no se considerará como modificación al mismo y sólo requerirá de comunicación previa a la Corporación, en la forma en que determine el reglamento.


Con todo, esta modificación no habilitará para incrementar los beneficios obtenidos mediante los concursos a que se refiere el Título IV de esta ley. 


Artículo 13.- Aprobado el plan de manejo, el interesado o quien adquiera posteriormente el predio a cualquier título, quedará sujeto a su cumplimiento y a las demás obligaciones que establece esta ley. Para estos efectos, deberá anotarse al margen de la respectiva inscripción de dominio, que el predio de que se trate cuenta con un plan de manejo aprobado. Esta anotación será gratuita y se efectuará con la sola comunicación de la Corporación al Conservador de Bienes Raíces que corresponda.


El interesado sólo podrá desistirse del plan de manejo aprobado previo reintegro, en arcas fiscales, de las sumas que se hayan dejado de pagar en virtud de franquicias tributarias y de las bonificaciones otorgadas por esta ley, más los reajustes e intereses legales determinados por el Servicio de Impuestos Internos, en conformidad con las normas del Código Tributario, cuando corresponda.


No se autorizará el desistimiento cuando existan actividades pendientes de regeneración o de reforestación.


Acreditado el reintegro, la Corporación dictará una resolución que apruebe el desistimiento, de la cual se dejará constancia en el registro a que se refiere el artículo 9º, e informará al respectivo Conservador de Bienes Raíces, quien procederá a anotar al margen de la respectiva inscripción de dominio un extracto de la resolución que aprueba el desistimiento.


Artículo 14.- Los compromisos de regeneración o reforestación establecidos en los Planes de Manejo aprobados por la Corporación, o en las medidas de compensación o reparación establecidas por orden judicial, se entenderán cumplidos cuando se verifique en terreno una sobrevivencia igual o superior al 75% del número de individuos comprometidos en los respectivos planes de manejo.  Esta sobrevivencia deberá determinarse, no antes que dichos individuos cumplan dos años de vida, desde su plantación o regeneración natural.
TÍTULO III

DE LAS NORMAS DE PROTECCIÓN AMBIENTAL


Artículo 15.- La corta de bosques nativos deberá ser realizada de acuerdo a las normas que se establecen en este Título, sin perjuicio de aquellas establecidas en la ley Nº 19.300, con los objetivos de resguardar la calidad de las aguas, evitar el deterioro de los suelos y la conservación de la diversidad biológica.


Artículo 16.- El plan de manejo forestal dispuesto en el artículo 5º requerirá, además, para toda corta de bosque nativo de conservación y protección, de una fundada justificación técnica de los métodos de corta que se utilizarán, así como de las medidas que se adoptarán con los objetivos de proteger los suelos, la calidad y cantidad de los caudales de los cursos de agua y la conservación de la diversidad biológica y de las medidas de prevención y combate de incendios forestales. De igual forma, el plan de manejo respetará los corredores biológicos que el Ministerio de Agricultura hubiere definido oficialmente.

Artículo 17.- Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos en una distancia de 500 metros de los glaciares, medidas en proyección horizontal en el plano.

El Reglamento normará la protección de suelos, cuerpos y cursos naturales de agua, teniendo, a lo menos, los siguientes criterios centrales: la pendiente, la pluviometría, la fragilidad y erodabilidad de los suelos; el nivel de saturación de los mismos y la flotación de los equipos de madereo. En el caso de protección de los cursos naturales de agua considerará además el tamaño de la cuenca, el caudal y su temporalidad. 

De la misma forma, el Reglamento determinará la normativa para la protección de los humedales declarados Sitios Prioritarios de Conservación, por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, o sitios Ramsar, debiendo considerar los criterios señalados en el inciso anterior, así como también los requerimientos de protección de las especies que lo habitan.

Asimismo dicha normativa deberá responder a las especificidades regionales. 


En la elaboración de la mencionada normativa se aplicará lo dispuesto en la letra b), del inciso quinto, del artículo 33 de esta ley. 

Artículo 18.- Las normas señaladas en los artículos 15, 16 y 17 de este Título se aplicarán también a las plantaciones que se acojan a lo establecido en el inciso segundo del artículo 13 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Artículo 19.-  Prohíbese la corta, eliminación, destrucción o descepado de individuos de las especies vegetales nativas  clasificadas, de conformidad con el artículo 37 de la Ley N° 19.300 y su reglamento, en las categorías de “en peligro de extinción”, “vulnerables”, “raras”, “insuficientemente conocidas” o “fuera de peligro”, que formen parte de un bosque nativo, como asimismo la alteración de su hábitat.  Esta prohibición no afectará a los individuos de dichas especies plantados por el hombre, a menos que tales plantaciones se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación, reparación o mitigación dispuestas por una resolución de calificación ambiental u otra autoridad competente.


Excepcionalmente, podrá intervenirse o alterarse el hábitat de los individuos de dichas especies, previa autorización de la Corporación, la que se otorgará por resolución fundada, siempre que tales intervenciones no amenacen la continuidad de la especie a nivel de la cuenca o, excepcionalmente, fuera de ella, que sean imprescindibles y que tengan por objeto la realización de investigaciones científicas, fines sanitarios o estén destinadas a la ejecución de obras o al desarrollo de las actividades señaladas en el inciso cuarto del artículo 7º, siempre que tales obras o actividades sean de interés nacional.


Para autorizar las intervenciones a que se refiere el inciso anterior, la Corporación deberá requerir informes de expertos respecto de si la intervención afecta a la continuidad de la especie y sobre las medidas a adoptar para asegurar la continuidad de las mismas.


Para llevar adelante la intervención, el solicitante deberá elaborar un plan de manejo de preservación, que deberá considerar, entre otras,  las medidas que señale la resolución fundada  a que se refiere el inciso segundo precedente.


Para calificar el interés nacional, la Corporación podrá solicitar los informes que estime necesarios a otras entidades del Estado.


Artículo 20.- El reglamento determinará la forma y condiciones en que la Corporación autorizará las intervenciones excepcionales a que se refieren los artículos 7º, 17 y 19 de esta ley.


Artículo 21.-  Cuando la corta de bosque nativo se realice con motivo del cambio de uso de suelos rurales establecido en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, de la construcción de obras o del desarrollo de las actividades indicadas en el inciso cuarto del artículo 7º de esta ley, el interesado deberá presentar un plan de manejo que contenga los objetivos de la corta, la definición del trazado de la obra, la descripción del área a intervenir, la descripción de la vegetación a eliminar, los programas de corta, la cartografía correspondiente y los programas de reforestación, los cuales deberán realizarse con especies del mismo tipo forestal intervenido.

TÍTULO IV

DEL FONDO DE CONSERVACIÓN, RECUPERACIÓN Y MANEJO SUSTENTABLE DEL BOSQUE NATIVO


Artículo 22.- Habrá un Fondo concursable destinado a la conservación, recuperación o manejo sustentable del bosque nativo, en adelante “el Fondo”, a través del cual se otorgará una bonificación destinada a contribuir a solventar el costo de las actividades comprendidas en cada uno de los siguientes literales:


a) Actividades que favorezcan la regeneración, recuperación o protección de formaciones xerofíticas de alto valor ecológico o de bosques nativos de preservación, con el fin de lograr la mantención de la diversidad biológica, con excepción de aquéllos pertenecientes al Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea;


b) Actividades silviculturales dirigidas a la obtención de productos no madereros.  Dicha bonificación alcanzará hasta 5 unidades tributarias mensuales por hectárea, y


c) Actividades silviculturales destinadas a manejar y recuperar bosques nativos para fines de producción maderera. Dicha bonificación alcanzará hasta 10 unidades tributarias mensuales por hectárea.


El monto máximo a bonificar, por literal, será el que se indica en cada uno de ellos y el monto máximo a bonificar por actividad, será el que se establezca en una tabla que fijará el valor máximo de las actividades bonificables, expresado en unidades tributarias mensuales, según tipo forestal, estado de desarrollo del bosque y regiones, según proceda. Esta tabla se fijará mediante un decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, previo informe de la Corporación, el que, además, deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. Este decreto se publicará durante el mes de agosto de cada año y regirá para la temporada siguiente. Si el Ministerio de Agricultura no fijare dichos valores en la época indicada, se estará, para los efectos del cálculo y pago de la bonificación, a los valores contenidos en la última tabla de valores publicada.


En el caso de pequeños propietarios forestales, el monto de las bonificaciones señaladas en los literales del inciso primero de este artículo deberá ser incrementado hasta en un 15%, según se disponga en el reglamento del Fondo.


Los interesados deberán presentar sus proyectos de planes de manejo de conformidad al reglamento y a las bases. Los interesados cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos, deberán presentar el respectivo plan de manejo a la Corporación.

Artículo 23.- Se bonificará, además, la elaboración de los planes de manejo forestal concebidos bajo el criterio de ordenación, cuyos proyectos hayan sido seleccionados en los concursos a que se refiere el artículo siguiente. El monto de este incentivo será de hasta 0,3 unidades tributarias mensuales por cada hectárea sujeta a actividades bonificables en el literal c) del artículo 22. Este incentivo se pagará una vez acreditada la ejecución de dichas actividades. Con todo, el interesado no podrá recibir más de 700 unidades tributarias mensuales por este concepto, ni ser beneficiado más de una vez.


Artículo 24.- Los recursos del Fondo se adjudicarán por concurso público. Para postular, los interesados deberán presentar una solicitud de bonificación, acompañada de un proyecto de plan de manejo, que deberá detallar la o las actividades a realizar e identificar la superficie a intervenir. Un mismo interesado podrá participar en nuevos concursos, con el fin de obtener una bonificación, para una misma superficie, para realizar otras actividades forestales definidas en el reglamento y que correspondan a un mismo literal, siempre que el monto de la bonificación a la que se postula, en conjunto con el de las que se haya obtenido en otros concursos, no supere el monto máximo bonificable por hectárea señalado en los literales del artículo 22.

No se admitirán a concurso solicitudes de bonificación de actividades comprendidas en distintos literales o en actividades bonificadas en concursos anteriores para la misma superficie.


Artículo 25.- Los recursos del Fondo se asignarán por medio de dos concursos, uno de los cuales deberá ser destinado exclusivamente a pequeños propietarios forestales, definidos en el artículo 2° de esta ley.


La Ley de Presupuestos de cada año, determinará el monto de los recursos que se destinarán al Fondo.  El porcentaje del Fondo que será asignado a cada concurso, será determinado cada año por decreto del Ministerio de Agricultura, el cual deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda. En todo caso, el porcentaje asignado a cada concurso no podrá ser inferior a un 25%. 


Este decreto deberá ser publicado durante el mes de enero de cada año y regirá entre el 1º de febrero del mismo año y el 31 de enero del año siguiente.  Si al 31 de enero de cada año no se ha determinado el porcentaje asignado a cada fondo, regirá para todos los efectos legales el decreto que se encuentre vigente del año anterior. 


Artículo 26.- El reglamento del Fondo establecerá las actividades bonificables que comprenderá cada uno de los literales señalados en el inciso primero del artículo 22, la periodicidad de los concursos y los requisitos para elaborar las bases.


El reglamento fijará, además, los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley.  Estos criterios deberán comprender, entre otras, las siguientes variables: tamaño de la propiedad, considerando los otros inmuebles de carácter silvoagropecuario que pertenezcan al interesado; monto bonificable solicitado; parte del financiamiento de cargo del interesado y, en el caso de las actividades bonificables a que se refiere el literal a) del inciso primero del artículo 22, el aporte a la conservación de la diversidad ecológica del país.


Artículo 27.- El Ministerio de Agricultura definirá los criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental, previa consulta al Consejo Consultivo del Bosque Nativo de acuerdo a lo establecido en el artículo 33.


Artículo 28.- El reglamento del Fondo deberá contemplar los mecanismos que permitan alcanzar condiciones de igualdad en la participación en los concursos del Fondo, debiendo fijar un procedimiento simplificado de postulación para los pequeños propietarios forestales.


Las bases de los concursos deberán contener los criterios de evaluación técnica y ambiental y deberán promover aquellos proyectos cuyo objeto sea la recuperación, el mejoramiento y la preservación de los bosques nativos, según corresponda, o la recuperación y preservación de las formaciones xerofíticas; en ambos casos, cuando ellos presenten un claro beneficio social y de urgencia.


Artículo 29.- Sólo se podrán percibir las bonificaciones adjudicadas, previa acreditación de la ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo aprobado. 


Las bonificaciones se pagarán previa presentación de los informes que corresponda, los cuales deberán ser aprobados por la Corporación.


Estos informes deberán ser elaborados por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7° de esta ley.


Si no se hubieren realizado todas las actividades comprometidas, sólo se pagará el monto de la bonificación correspondiente a las actividades efectivamente realizadas, siempre que no constituyan un incumplimiento del plan de manejo, de acuerdo a lo señalado en esta ley.


Artículo 30.- Si durante un llamado a concurso los proyectos presentados requirieren recursos menores al monto consultado para el concurso correspondiente, éstos podrán asignarse directamente siempre que tales proyectos cumplan con los criterios definidos en el reglamento y en las bases, a menos que, por razones fundadas, el concurso se declarare desierto.


No obstante lo establecido en el inciso anterior, una vez adjudicados los proyectos el remanente de los recursos asignados a uno de los concursos se asignará al otro.


Las bases y los resultados de los concursos tendrán un carácter público.


Artículo 31.- El Fondo será administrado por el Ministerio de Agricultura, con cargo a sus propios recursos.  Sin embargo, esta Secretaría de Estado podrá delegar, total o parcialmente, la administración de los concursos en la Corporación Nacional Forestal.


Cada tres años, a lo menos, se realizará una evaluación pública del funcionamiento del Fondo, considerando tanto su administración, como su asignación territorial y los resultados alcanzados.


Artículo 32.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Agricultura, el que además deberá llevar la firma del Ministro de Hacienda, establecerá el reglamento del Fondo, para lo cual solicitará la opinión del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 33 de esta ley.


Artículo 33.- Créase el Consejo Consultivo del Bosque Nativo, el cual será presidido por el Ministro de Agricultura e integrado, además, por las siguientes personas representativas del ámbito de que procedan:


a) Dos académicos universitarios, uno de los cuales deberá representar a las escuelas o facultades de ingeniería forestal y el otro a las escuelas o facultades de biología que cuenten con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


b) Dos personas propuestas por organizaciones no gubernamentales sin fines de lucro, con trayectoria en la conservación y uso sustentable del bosque nativo; 


c) Dos personas propuestas por organizaciones de medianos y grandes propietarios de predios con bosque nativo; 


d) Dos personas propuestas por organizaciones de pequeños propietarios de predios con bosque nativo; 


e) El Presidente del Colegio de Ingenieros Forestales de Chile A.G., o la persona que éste designe en su representación;


f) Una persona propuesta por los propietarios de Áreas Silvestres Protegidas de Propiedad Privada; 


g) El Presidente de la Sociedad de Botánica de Chile, o la persona que éste designe en su representación;


h) El Director Ejecutivo de la Comisión Nacional del Medio Ambiente;


i) El Director Ejecutivo del Instituto Forestal, y


j) El Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, quién actuará como Secretario Ejecutivo.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo a que se refieren los literales b), c), d) y f), de este artículo, se hará sobre la base de ternas que las entidades correspondientes enviarán al Ministro de Agricultura,  dentro del plazo que señale la convocatoria que emita al efecto; plazo que no podrá ser inferior a 30 días.  Dicha convocatoria será de amplia difusión y publicada, en todo caso, en la página web del Ministerio.


Los consejeros serán designados por el Ministro de Agricultura y durarán 3 años en sus funciones. En todo caso, los consejeros no recibirán remuneración o dieta alguna por su participación en el Consejo.


En caso de ausencia o impedimento del Ministro, será reemplazado por el Subsecretario de Agricultura.


Corresponderá al Consejo Consultivo:


a) Absolver las consultas que le formule el Ministro de Agricultura sobre las materias de que trata la presente ley; 


b) Pronunciarse previamente sobre los proyectos de reglamento y sus modificaciones,  emitir opinión  sobre la ejecución de la presente ley y proponer las adecuaciones normativas legales y reglamentarias que estime necesarias;


c) Formular observaciones a las políticas que elabore el Ministerio de Agricultura para la utilización de los recursos de investigación señalados en el Título VI de la presente ley y sobre los proyectos que se proponga financiar con cargo a dichos recursos, y 


d) Proponer al Ministro de Agricultura criterios de priorización de los terrenos, de focalización y de asignación de las bonificaciones contenidas en esta ley, así como los criterios de evaluación técnica y ambiental.


El reglamento de la presente ley fijará las normas de funcionamiento del Consejo Consultivo.


Artículo 34.- El beneficiario de las bonificaciones a que se refiere el artículo 22 podrá transferirlas mediante instrumento público o privado, suscrito ante un notario público.  Estas bonificaciones podrán ser cobradas y percibidas por personas distintas del interesado, siempre que acompañen el documento en que conste su transferencia.


La Corporación podrá extender, a solicitud del interesado, un certificado de futura bonificación para aquellos interesados que califiquen para obtenerla, la que podrá constituirse, mediante su endoso, en garantía para el otorgamiento de créditos de enlace destinados a financiar las actividades objeto de la bonificación.  Esta futura bonificación podrá ser también transferida a través del mismo certificado mediante su endoso, suscrito ante notario.


Artículo 35.- El beneficio a que se refiere el artículo 22, percibido o devengado, se considerará como ingreso diferido en el pasivo circulante y no constituirá renta para ningún efecto legal hasta el momento en que se efectúe la corta de cosecha o venta del bosque que originó la bonificación, oportunidad en que se amortizará, abonándola al costo de explotación a medida y en la proporción en que ésta o la venta del bosque se realicen.


Para los efectos previstos en el inciso precedente, anualmente se aplicarán a las bonificaciones devengadas o percibidas, consideradas como ingresos diferidos en el pasivo circulante, las normas sobre corrección monetaria establecidas en la Ley sobre Impuesto a la Renta, reajustándose en igual forma que los costos incurridos en el manejo de los bosques nativos incluidos en las partidas del activo.


Las utilidades derivadas de la explotación de bosques nativos obtenidas por personas naturales o jurídicas estarán afectas al impuesto general de la Ley sobre Impuesto a la Renta.


Sin embargo, las personas que exploten bosques por los cuales no se encuentren acogidas a los beneficios establecidos en el decreto ley N° 701, de 1974, y en esta ley, deberán declarar la renta efectiva o presunta para los efectos de la Ley de Impuesto a la Renta de acuerdo a lo previsto en el artículo 20, número 1°, letra b), de dicha ley, con excepción del límite de ventas netas anuales el cual, respecto de los productos forestales provenientes del bosque, será de 24.000 unidades tributarias mensuales considerando las ventas en forma acumulada en un período móvil de tres años.


Las personas que, estando bajo el régimen de renta presunta por su actividad agrícola según lo dispuesto en la Ley sobre Impuesto a la Renta, se acojan a los beneficios de esta ley, deberán tributar sobre la base de renta efectiva a contar del 1º de enero del ejercicio comercial siguiente de aquél en que superen el límite de ventas que se establece en el inciso anterior. En todo caso, serán también aplicables las demás normas del artículo 20, número 1°, letra b) de la Ley sobre Impuesto a la Renta cuando el contribuyente realice otras explotaciones agrícolas o cumpla otros requisitos que, según dicho precepto legal, hagan obligatoria la declaración de impuesto sobre la base de renta efectiva.


Los pequeños propietarios forestales estarán afectos, en todo caso, al sistema de renta presunta establecido en el artículo 20 de la Ley sobre Impuesto a la Renta y no estarán sometidos a las normas tributarias contenidas en los incisos primero y segundo de este artículo.


Para todos los efectos tributarios relacionados con la presente ley, y sin perjuicio de las responsabilidades y obligaciones que corresponden a los particulares, la Corporación deberá efectuar, en los casos que proceda, las comunicaciones pertinentes al Servicio de Impuestos Internos.


Los bosques nativos de que trata esta ley estarán exentos del impuesto territorial que grava los terrenos agrícolas y no deberán ser considerados para efectos de la aplicación de la ley de Impuesto sobre Herencias, Asignaciones y Donaciones. Para hacer efectiva esta exención los propietarios de estos bosques nativos deberán solicitar la correspondiente declaración de bosque  nativo, fundada en un estudio técnico elaborado por uno de los profesionales a que se refiere el inciso primero del artículo 7º de esta ley, de acuerdo con las normas que establezca el reglamento. La Corporación deberá pronunciarse sobre la solicitud dentro del plazo de 60 días contado desde su presentación. Si ésta no se pronunciare dentro del término indicado, la solicitud se entenderá aprobada.


El Servicio de Impuestos Internos, con el sólo mérito del certificado que otorgue la Corporación, ordenará la inmediata exención de los impuestos señalados en este artículo, la que comenzará a regir a contar de la fecha del respectivo certificado, salvo la exención del impuesto territorial, que regirá a contar del 1º de enero del año siguiente al de la certificación.


El Servicio de Impuestos Internos estará facultado para dividir el rol de avalúo respectivo, si ello fuere procedente y necesario para el ordenamiento tributario.


Artículo 36.- La ley de Presupuestos de la Nación contemplará recursos destinados a pagar las bonificaciones a las que se refiere esta ley. El pago de éstas será efectuado por la Tesorería General.

TÍTULO V

DE LOS ACREDITADORES FORESTALES


Artículo 37.- Sin perjuicio de las facultades de certificación y fiscalización que correspondan a la Corporación, existirán acreditadores forestales que serán personas naturales o jurídicas, que colaborarán con ella en el ejercicio de dichas tareas.


Artículo 38.- Sólo podrán ejercer la actividad de acreditadores forestales los profesionales señalados en el artículo 7º de esta ley, que estén inscritos en el Registro de Acreditadores Forestales que para tal efecto llevará la Corporación, el que tendrá el carácter de público.  La Corporación deberá publicar el referido registro en su página web.


Tratándose de personas jurídicas, éstas deberán contemplar en sus estatutos el giro de acreditación forestal. Además, el personal que estas entidades destinen a la realización de las actividades de acreditación forestal, deberán tener igual calidad profesional que aquella señalada en el inciso precedente.


Los acreditadores forestales estarán habilitados para certificar:


a) Que los datos consignados en los planes de manejo corresponden a la realidad, y


b) La correcta ejecución de las actividades comprometidas en el plan de manejo para obtener las bonificaciones a que se refieren los literales del artículo 22 de esta ley y el artículo 12 del decreto ley Nº 701, de 1974.


Sobre la base de las certificaciones a que se refiere la letra a), del inciso precedente, la Corporación evaluará los planes de manejo, a fin de velar porque ellos cumplan con los objetivos señalados en el N° 18), del  artículo 2° de esta ley.


Con la certificación a que alude la letra b), del inciso tercero de este artículo,  la Corporación podrá autorizar el pago de las bonificaciones que correspondan, informando de ello al Servicio de Tesorerías, para que proceda al pago de las mismas.


Artículo 39.- El reglamento determinará los requisitos para la inscripción, contenido y funcionamiento del registro a que se refiere el artículo anterior, así como las demás normas que regulen la actividad de los acreditadores forestales.  Asimismo, velará por asegurar la disponibilidad de éstos en comunidades apartadas del país.


Artículo 40.- El acreditador que certificare un hecho falso o inexistente será sancionado con la pena establecida en el artículo 193 del Código Penal.


En el caso que el acreditador fuere una persona jurídica, se sancionará en la forma indicada en el inciso anterior a quienes hayan suministrado la información falsa o inexistente que sirvió de base para expedir el certificado falso y a quienes hubieren consentido o actuado concertadamente en la expedición de dicho certificado. 


Para este sólo efecto, se entenderá que los certificados emitidos por los acreditadores constituyen instrumentos públicos.


Desde la formalización de la investigación, el acreditador quedará suspendido del registro respectivo; si fuere condenado, quedará inhabilitado en forma perpetua para ejercer la actividad de acreditador forestal.  Para estos efectos, el juez de la causa notificará a la Corporación tales resoluciones, a fin de que proceda a tomar nota en el Registro de Acreditadores Forestales de la suspensión o inhabilitación perpetua, según proceda.


Si en el hecho señalado en el inciso primero, tuvieren participación algunos de los socios, gerentes generales o administradores de las entidades certificadoras, éstas serán sancionadas con la cancelación definitiva de su inscripción en el Registro de Acreditadores Forestales a que se refiere esta ley. No se inscribirán en dicho Registro nuevas entidades certificadoras en que figuren como socios personas que lo hayan sido, a su vez, de entidades a las cuales se les hubiere cancelado su inscripción, siempre y cuando haya quedado establecido en el procedimiento respectivo que tales personas tuvieron participación en el hecho que motivó la  sanción.  De esta resolución se podrá reclamar  en la forma establecida en los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo siguiente.


Artículo 41-  El incumplimiento o infracción de cualquiera otra norma reguladora de la actividad de los acreditadores forestales, será sancionado, según la gravedad de la infracción, con una o más de las siguientes medidas administrativas:


a) suspensión por seis meses;


b) suspensión de su inscripción en el registro hasta por dos años, y


c) cancelación por 5 años de la inscripción en los registros correspondientes, en caso de reincidir más de dos veces.


Las medidas administrativas serán aplicadas mediante resolución del Director Regional correspondiente, las que serán siempre reclamables, debiendo presentarse el recurso ante el Director Regional correspondiente para ante el Director Ejecutivo de la Corporación, dentro del plazo de diez días hábiles contado desde su notificación, quien deberá resolver breve y sumariamente estableciendo los motivos de su resolución.


La resolución que absuelva o aplique una medida se notificará al afectado en su domicilio, o a su apoderado, si lo tuviera, por carta certificada.


De la resolución del Director Ejecutivo que aplique una medida administrativa, se podrá recurrir ante el juez de letras en lo civil del territorio jurisdiccional en que hubiera registrado su domicilio el reclamante, sujetándose en todo lo demás a lo dispuesto en el artículo 5º del decreto ley Nº 701, de 1974.

TÍTULO VI

DE LOS RECURSOS PARA LA INVESTIGACIÓN DEL BOSQUE NATIVO


Artículo 42.- La Ley de Presupuestos de la Nación contemplará todos los años un fondo destinado a la investigación del bosque nativo, cuya finalidad será promover e incrementar los conocimientos en materias vinculadas con los ecosistemas forestales nativos, su ordenación, preservación, protección, aumento y recuperación, sin perjuicio de los aportes privados que puedan complementarlo.


Los recursos que se asignen por este procedimiento serán siempre por concurso público.


Artículo 43.-  Estos recursos estarán dedicados especialmente a incentivar y apoyar:


a) la investigación científica y tecnológica relacionada con el bosque nativo y la protección de su biodiversidad;


b) la investigación y los proyectos de desarrollo tecnológico que propendan a la protección del suelo, de los recursos hídricos, de flora y fauna y de los ecosistemas asociados al bosque nativo;


c) la creación y establecimiento de programas de capacitación, educación y transferencia tecnológica en áreas rurales, dedicados a la instrucción y perfeccionamiento de las personas y comunidades rurales cuyo medio de vida es el bosque nativo;


d) la evaluación de los efectos de las intervenciones en el bosque nativo de acuerdo a esta ley, y


e) el desarrollo de iniciativas complementarias a las indicadas, que permitan aportar antecedentes, información, difusión, conocimiento o recursos tendientes al cumplimiento del objetivo de esta ley.


Artículo 44.- Las políticas e instrucciones para la utilización de los recursos de investigación serán definidas por el Ministerio de Agricultura, a proposición del Consejo Consultivo a que se refiere el artículo 33.  Un reglamento normará los detalles de la administración y destino de estos fondos, como los mecanismos de evaluación de los proyectos y programas en que se emplee.

TÍTULO VII

DEL PROCEDIMIENTO Y LAS  SANCIONES


Artículo 45.- Corresponderá aplicar las sanciones y multas establecidas en la presente ley al juez de policía local que fuere abogado, con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción, el que conocerá en primera instancia de las denuncias que le formularen los funcionarios de la Corporación o de Carabineros de Chile.


Sin embargo, aquellas infracciones que importen la aplicación de multas superiores a 5.000 unidades tributarias mensuales y las que se cometieren dentro de una comuna que no tenga un juez de policía local que sea abogado, serán resueltas, en primera instancia, por el juez de policía local con asiento en la ciudad cabecera de provincia.


Los tribunales a que se refieren los incisos anteriores conocerán de las denuncias que se formularen con arreglo a las disposiciones y procedimiento consignados en la ley Nº 18.287, salvo lo dispuesto en los artículos 19, 20 y 21 de la mencionada ley.


La Corporación estará facultada para solicitar ante los Juzgados de Policía Local la aplicación de los apremios establecidos en el inciso primero del artículo 23 de la ley Nº 18.287 y para ejercer las acciones ejecutivas a que se refiere el inciso segundo de dicho artículo, tendientes a hacer efectivo el pago de las multas que se apliquen como sanción a las contravenciones establecidas en esta ley. Asimismo, estará facultada para percibir las costas personales y procesales por las actuaciones en que intervenga, a cuyo pago sean condenados los infractores.


Los delitos contemplados en los artículos 40, 49 y 50 de esta ley serán de conocimiento de los Jueces de Garantía o de los Tribunales de Juicio Oral, según corresponda, con competencia en el territorio en el cual se hubiere cometido el hecho punible.


Artículo 46.- Detectada una infracción a las disposiciones de esta ley o de su reglamento, los funcionarios de la Corporación deberán levantar un acta en que se consignarán los hechos constitutivos de la infracción, indicando el día, lugar, fecha y hora de la diligencia inspectiva, la circunstancia de encontrarse o no presente el supuesto infractor o su representante legal, así como la individualización de éste, su domicilio, si ello fuera posible, y las normas legales contravenidas.


Con el mérito del acta referida en el inciso primero, el respectivo Director Regional de la Corporación deberá efectuar la correspondiente denuncia ante el tribunal competente o al Ministerio Público, según sea el caso, acompañando copia de dicha acta.


Tratándose de una primera infracción y si aparecieran antecedentes favorables, el tribunal podrá disminuir la multa aplicable hasta en un 50%.  Asimismo, podrá absolver al infractor en caso de ignorancia excusable o de buena fe comprobada.


Los controles podrán realizarse mediante fotografía aérea o sensores remotos, sin perjuicio de otros medios de prueba.


Artículo 47.-  Los funcionarios designados por la Corporación para la fiscalización de esta ley y los de Carabineros tendrán el carácter de ministro de fe en todas las actuaciones que deban realizar para el cumplimiento de esa labor.


Los funcionarios de la Corporación sólo podrán ingresar en los predios o centros de acopio para los efectos de controlar el cumplimiento de la ley, previa autorización del encargado de la administración de los mismos.


En caso de negativa para autorizar el ingreso, la Corporación podrá solicitar al juez competente el auxilio de la fuerza pública, el cual, por resolución fundada y en mérito de los antecedentes proporcionados por la Corporación, la podrá conceder de inmediato, salvo que resolviera oír al afectado, en cuyo caso éste deberá comparecer dentro del plazo de 48 horas, contado desde su notificación. 


Para los efectos de lo indicado en el inciso anterior, se considerará que es competente el juez de Policía Local señalado en el artículo 45 precedente.


Artículo 48.- Las acciones destinadas a perseguir las infracciones de esta ley que no constituyan un delito prescribirán en el plazo de cinco años y las que constituyen ilícitos penales prescribirán en la forma y plazos establecidos en el Código Penal.


El plazo de prescripción se contará desde que se hubiera cometido la infracción, salvo respecto de aquéllas de carácter permanente, en que se contará desde que hubiera cesado el incumplimiento.


Cualquiera nueva infracción en el mismo predio interrumpirá las prescripciones que estuvieran en curso.

Artículo 49.- El que presentare o elaborare un plan de manejo basado en certificados falsos o que acrediten un hecho inexistente, a sabiendas de tales circunstancias, será sancionado con presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo.


Si quien hubiere presentado el plan basado en los certificados a que se refiere el inciso anterior, hubiere percibido una bonificación de las que otorga esta ley, será condenado, además,  al pago de una multa ascendente al triple del monto de la bonificación percibida, la que se reajustará según la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor  entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.


Artículo 50.- El que, con el propósito de acogerse a las bonificaciones establecidas en esta ley, hubiere presentado, a sabiendas, un plan de manejo basado en antecedentes falsos, distintos de los señalados en el artículo 49, será sancionado con presidio menor en cualquiera de sus grados. Si se hubiere percibido una bonificación, se sancionará, además, con la pena de multa, la que será equivalente al doble del monto de la bonificación percibida, reajustada según la variación que haya experimentado el Índice de Precios al Consumidor entre la fecha de percepción de la bonificación y la del pago efectivo de la multa. 


Establecida la falsedad de una certificación fundada en antecedentes falsos o inexistentes, la Corporación dejará sin efecto los actos de carácter administrativo que se hubieren basado en ella.

Artículo 51.-  Toda corta de bosque no autorizada hará incurrir al propietario del predio, o a quien la ejecute, en una multa equivalente al doble del valor comercial de los productos cortados o explotados, con un mínimo de 5 unidades tributarias mensuales por hectárea. Cuando los productos se encontraren en poder del infractor, caerán además en comiso, y serán enajenados por la Corporación.  Si los productos provenientes de la corta no autorizada hubieren sido retirados total o parcialmente del predio, el infractor será sancionado con la multa señalada precedentemente, incrementada en un 200%.


Artículo 52.- La corta, eliminación, destrucción o descepado u otra forma de dar muerte a ejemplares de especies clasificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras, insuficientemente conocidas o fuera de peligro, que no corresponda a intervenciones autorizadas de conformidad al  artículo 19 de esta ley, será sancionada con multa de 5 a 50 unidades tributarias mensuales por ejemplar, si éste no tuviere valor comercial; en caso contrario, la multa será igual al doble del valor comercial de cada ejemplar objeto de la intervención.


En caso que los productos de la infracción estén en poder del infractor, caerán en comiso y serán enajenados por la Corporación.  Si dichos productos hubieren sido retirados total o parcialmente del predio o centro de acopio, la multa que corresponda al infractor se aumentará en 200%.


En el caso de ejemplares sin valor comercial, el juez de la causa, para aplicar la sanción indicada en el inciso primero, deberá tener en consideración el número de ejemplares intervenidos, el valor científico de los mismos y la clasificación de la especie, para lo cual solicitará un informe al respecto a la Corporación. 


Artículo 53.-  La corta no autorizada de bosque nativo con infracción a lo señalado en los artículos 17, y 7° y 8° transitorios de la presente ley, hará incurrir al infractor en la multa mencionada en el artículo 52 aumentada hasta en un 100%.


Artículo 54.- Establécense las siguientes sanciones para las infracciones que se señalan a continuación:


a) incumplimiento de las actividades de protección, con multa de 5 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida, de acuerdo a las prescripciones contenidas en el plan de manejo;


b) incumplimiento a la obligación de reforestar contemplada en los planes de manejo, con multa de 10 a 15 unidades tributarias mensuales por hectárea, entendiéndose siempre como falta grave para el efecto de aplicar la sanción; 


c) el incumplimiento de toda otra obligación contemplada en el plan de manejo forestal, distinta de las señaladas en la letra precedente, con multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por cada hectárea incumplida, a menos que se acredite fuerza mayor o caso fortuito;


d) no acreditar a requerimiento de la autoridad competente, que las maderas que se encuentran en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación, a que se refiere el artículo 58, con multa de hasta 3 unidades tributarias mensuales;


e) la corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas, sin un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación y el incumplimiento de las obligaciones contenidas en dicho plan, con una multa de 2 a 5 unidades tributarias mensuales por hectárea incumplida dependiendo de su gravedad.  Se considerarán faltas graves aquellas que se refieran al incumplimiento de las normas de protección ambiental, y


f) el incumplimiento de las obligaciones contenidas en el plan de manejo de preservación será sancionado con multa cuyo monto será el doble del costo de la acción incumplida.

Artículo 55.- El pago de las multas que se impongan por infracciones a las normas de esta ley no eximirá al infractor del cumplimiento de las correspondientes obligaciones.


Artículo 56.-  El bosque nativo respecto del cual se hubiera pagado alguna de las bonificaciones de esta ley, no podrá ser objeto de corta de cosecha en un plazo diferente al establecido en el plan de manejo forestal.


En el caso de anticipar o postergar la corta de cosecha, el interesado deberá contar previamente con el correspondiente certificado aprobatorio de modificación del plan de manejo forestal.  Si la propuesta no concuerda con los objetivos definidos en el plan de manejo forestal, la Corporación otorgará esta autorización una vez acreditado el reintegro del total de los beneficios percibidos por la aplicación de esta ley.


Sin perjuicio de las sanciones por incumplimiento de los planes de manejo forestal señaladas en el artículo 54, cuando se trate de planes de manejo forestal que hubieran sido beneficiados por las bonificaciones que se contemplan en esta ley, los infractores deberán reintegrar los montos que hubieran percibido por concepto de dichas bonificaciones y perderán los beneficios asociados al concurso que hubieran ganado.

TÍTULO VIII

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 57.- No obstante lo establecido en el artículo 5º de esta ley, la Corporación podrá otorgar, a petición del interesado, autorización simple de corta cuando se trate del aprovechamiento o corta de una cantidad reducida de árboles, cuyo número se fijará en cada caso, destinados al autoconsumo o a las mejoras prediales, de acuerdo a la normas que establezca el reglamento, con lo cual se dará cumplida la obligación de presentar el plan de manejo forestal.


Artículo 58.- Las personas naturales o jurídicas que participen en cualquiera etapa del proceso de explotación del bosque nativo, incluyendo el transporte amparado en guías de libre tránsito, deberán acreditar, a requerimiento de la autoridad correspondiente, que los productos primarios del bosque nativo que se encuentren en su poder provienen de una corta autorizada por la Corporación.


No obstante lo señalado en el primer inciso, para amparar el transporte de productos primarios provenientes de árboles nativos aislados, que no formen parte de un bosque y que no requieran autorización previa para su corta, la Corporación podrá autorizar guías de libre tránsito.


El reglamento establecerá la forma y contenidos de las guías de libre tránsito que expedirá la Corporación.


Artículo 59.- La bonificación establecida en esta ley es incompatible con la otorgada en virtud del decreto ley Nº 701, de 1974, y sus modificaciones posteriores.


Artículo 60.- La corta, destrucción o descepado de formaciones xerofíticas requerirán de un plan de trabajo previamente aprobado por la Corporación, el que deberá considerar las normas de protección ambiental establecidas en el Título III de esta ley.


Artículo 61.- Los pequeños propietarios forestales podrán organizarse para acogerse a los beneficios que contempla esta ley mediante postulaciones colectivas, efectuadas directamente o por sus organizaciones.


Artículo 62.- En todas aquellas materias que no se encuentren expresamente reguladas en esta ley, se aplicarán supletoriamente las disposiciones de la ley Nº 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.


Artículo 63.-  Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 35 de la ley N° 19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente, la frase “al organismo administrador del Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado” por “a la Corporación Nacional Forestal”.

Artículo 64.- Traspásanse a la Corporación Nacional Forestal o a su Director Ejecutivo, según corresponda, las competencias, funciones y atribuciones en materia forestal otorgadas al Servicio Agrícola y Ganadero o a su Director, por las normas que a continuación se indican:


a) Los artículos 14 y 28 de la Ley de Bosques, cuyo texto vigente se encuentra contenido en el decreto supremo Nº 4.363, de 1931, del Ministerio de Tierras y Colonización;


b) Los artículos 6º, 7º, 8º, 9º y 10 del decreto con fuerza de ley N° 15, de 1968, del Ministerio de Agricultura, y


c) El artículo 3º transitorio de la ley Nº 18.378 y las normas reglamentarias dictadas en conformidad a dicho cuerpo legal. 


Artículo 65.- Introdúzcanse las siguientes modificaciones al decreto ley N° 701, de 1974, sobre Fomento Forestal:


1.- Agrégase al artículo 17, el siguiente inciso segundo:


“Tratándose de bosques fiscales, la responsabilidad por el cumplimiento de los planes de manejo y de las demás obligaciones previstas en esta ley, corresponderá a los concesionarios o arrendatarios del inmueble fiscal, o a la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos predios.”.


2.- Incorpórase al artículo 24 bis A), antes del punto final, la siguiente oración precedida de una coma (,):


“salvo que se trate de bosques fiscales, caso en que responderá el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, o la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos predios”. 


3.- Incorpórase, a continuación del artículo 24 bis B), el siguiente artículo:


“Artículo 24 bis C).- Los planes de manejo relativos a bosques fiscales deberán suscribirse por el concesionario o arrendatario del respectivo inmueble fiscal, o por la persona o entidad autorizada para realizar obras civiles en dichos terrenos. Se requerirá, además, que el plan de manejo sea suscrito por el Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales respectivo, lo que será suficiente para acreditar que el forestador o solicitante tiene alguna de las calidades antes indicadas y que no hay oposición por parte del Ministerio de Bienes Nacionales.”.

ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo 1º.-  En lo que no sean incompatibles con lo dispuesto en esta ley y en tanto no se dicten los nuevos reglamentos, mantendrán su vigencia los reglamentos dictados sobre la materia.


Artículo 2º.- Las prohibiciones y demás regulaciones del artículo 19 de esta ley podrán aplicarse antes de la clasificación a que se refiere dicho precepto, respecto de aquellas especies vegetales vivas nativas que, a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, estén identificadas como en peligro de extinción, vulnerables, raras o insuficientemente conocidas en el documento denominado “Libro Rojo” de la Corporación Nacional Forestal. 


Tratándose de ejemplares plantados por el hombre que pertenezcan a la respectiva especie, esta prohibición se aplicará únicamente a las plantaciones que se hubieren efectuado en cumplimiento de medidas de compensación o reparación.


Artículo 3º.- En el plazo que transcurra entre la aprobación de esta ley y el decreto supremo mencionado en el inciso primero del artículo 3º de la misma se considerarán, como tales, los tipos forestales señalados en el artículo 19 del Reglamento Técnico del decreto ley Nº 701, de 1974, aprobado por decreto supremo Nº 259, de 1980, del Ministerio de Agricultura.

Artículo 4º.- En un plazo de 90 días, a partir de la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial, la Corporación, conforme a lo establecido en el Título IV, fijará el valor de las actividades bonificables para el período comprendido entre la fecha de vigencia de esta ley y la fecha en que comience a regir la primera temporada a que se refiere el inciso segundo del artículo 22.


Artículo 5º.- Los reglamentos de la presente ley deberán dictarse dentro de los ciento veinte días siguientes a la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


La designación de los integrantes del Consejo Consultivo deberá realizarse dentro de los sesenta días siguientes a contar de la fecha indicada en el inciso anterior.

Artículo 6°.- Las normas del Reglamento a que se refiere el artículo 17 de la presente ley, deberán dictarse en un plazo de dos años a contar de la fecha de la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo 7°.- Mientras no esté vigente la normativa de protección de suelos y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las cortas de regeneración mediante el método de protección del tipo forestal Lenga, las cortas de raleo de renovales del tipo forestal Roble-Raulí-Coihue y las cortas de regeneración del tipo forestal Siempreverde, deberán guiarse, en lo que refiere a la protección de tales componentes naturales, por las normas de manejo establecidas por la Corporación Nacional Forestal.

Artículo 8°.- En los casos, no cubiertos por las normas mencionadas en el artículo anterior y en tanto no esté vigente la normativa de protección de suelos, humedales y cuerpos y cursos naturales de agua indicada en el artículo 17, las intervenciones se sujetarán a lo dispuesto en los incisos siguientes.

Se prohíbe la corta de bosques nativos, situados en terrenos con pendiente superiores al 60%, por más de 30 metros, salvo que se trate de cortas selectivas autorizadas previamente por la Corporación.

Prohíbese la intervención de árboles y arbustos nativos en los terrenos aledaños a manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua, en las distancias que se señalan a continuación, medidas en proyección horizontal en el plano:





a)Cauces permanentes en cualquier zona del país de caudal medio anual mayor a 0,14 metros cúbicos por segundo: 25 metros.





b)Cauces no permanentes en zonas áridas o semiáridas de caudal medio anual mayor a 0,08 metros cúbicos por segundo: 15 metros.

En los cauces a que se refieren los literales a) y b) cuyos caudales sean inferiores a los señalados en los mismos, habrá una zona de exclusión de 5 metros a cada lado del cauce, de la forma señalada en el inciso precedente de este artículo.

En el caso de los manantiales, cuerpos y cursos naturales de agua no permanentes localizados en otras zonas del país, se establece una zona de protección de 5 metros a cada lado en los terrenos aledaños a éstos. En dicha zona de protección las intervenciones de corta deberán asegurar la mantención de un 60% de cobertura.

La Corporación podrá aumentar hasta el doble o disminuir a la mitad las distancias señaladas en los literales a) y b), del inciso tercero de este artículo, en función de las condiciones pluviométricas, del tamaño de la cuenca, de la magnitud del caudal y de la fragilidad de los suelos.

Excepcionalmente, la Corporación podrá autorizar la corta de árboles o arbustos en estas condiciones, cuando se trate de los casos señalados en el inciso cuarto del artículo 7°, así como también para la construcción de obras civiles, manejo de cauces y cortas sanitarias.

Prohíbese la corta, destrucción, eliminación o menoscabo de árboles y arbustos nativos ubicados a 100 metros de los humedales declarados sitios Ramsar y de aquellos que hayan sido declarados Sitios Prioritarios de Conservación por la Comisión Nacional del Medio Ambiente, medidas en proyección horizontal en el plano.

El plan de manejo deberá especificar tanto las medidas necesarias para evitar la erosión y mitigar los daños que se puedan ocasionar al suelo, a la calidad y cantidad del agua y al bosque residual, como los sistemas de madereo, las maquinarias e implementos que se utilizarán, la estacionalidad de las faenas y el tratamiento de los residuos.

De igual manera, determinará los estándares técnicos y las medidas de protección que se utilizarán en la construcción de caminos y vías de madereo.

- - -

Acordado en sesiones celebradas los días 6 y 13 de noviembre, 4 y 11 de diciembre de 2007, con la asistencia de sus miembros Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma (Presidente), Andrés Allamand, Antonio Horvath, Jaime Naranjo y Alejandro Navarro (Pedro Muñoz), y de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda y señores Ramón Barros, Roberto Delmastro, Ramón Farías (Ximena Vidal) y José Pérez.


Sala de la Comisión a 17 de diciembre de 2007.

(Fdo.):Juan Antonio Coloma Correa, Presidente.- Ximena Belmar Stegmann, Secretaria
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